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S U M A R I O

CIUDAD  AUTÓNOMA  DE  MELILLA

Consejería de Hacienda y Presupuestos - Intervención General de la Ciudad Autónoma

48.- Acuerdo del Pleno de la Asamblea de fecha 29 de diciembre de 2007, relativo aprobación definitiva de la
imposición y ordenación de las Ordenanzas Fiscales vigente para el ejercicio 2008. (Anexo I).

49.- Ordenaza Fiscal General de la Ciudad Autónoma de Melilla.

50.- Ordenanza Fiscal Reguladora del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación (Operaciones
Interiores) en la Ciudad de Melilla.

51.- Impuesto sobre la Producción los Servicios y la Importación.

52.- Ordenanza Fiscal Reguladora del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

53.- Ordenanza Fiscal Reguladora del Impuesto sobre Actividades Económicas.

54.- Ordenanza Fiscal Reguladora del Impuesto sobre Vehículos Tracción Mecánica.

55.- Ordenanza Fiscal Reguladora del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza
Urbana.
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CIUDAD  AUTÓNOMA  DE  MELILLA

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y PRESUPUESTO

INTERVENCIÓN GENERAL DE LA CIUDAD AUTÓNOMA

ANUNCIO

48.- Aprobados inicialmente por la Asamblea de la Ciudad, en sesión celebrada el pasado 14/11/2007, el
expediente de modificación de Ordenanzas fiscales, aprobado por esta Ciudad Autónoma con carácter provisional,
resulta que durante el plazo de 30 días hábiles se han producido reclamaciones contra las mismas, las cuales se
debatieron en la Comisión de Hacienda, Contratación y Patrimonio. En la sesión Plenaria del día 29/12/2007, se
desestimaron las alegaciones y por lo tanto, quedan definitivamente aprobada la imposición y ordenación de las
ordenanzas Fiscales vigente para el ejercicio 2008. (Anexo I).

Melilla a 29 de diciembre del 2007.

El Director General de Hacienda - Intervención. Silverio Jiménez Filloy.

ANEXO  I

RELACIÓN DE ORDENANZAS FISCALES.

1 Impuesto ORDENANZA FISCAL GENERAL

2 Impuesto IPSI: IMPORTACIÓN

3 Impuesto IPSI: PRODUCCIÓN INTERIOR

4 Impuesto Sobre Bienes Inmuebles

5 Impuesto Actividades Económicas

6 Impuesto Vehículos Tracción Mecánica

7 Impuesto Incremento Valor Terrenos Naturaleza Urbana

8 TASA Expedición Documentos Administrativos

9 TASA Licencia Urbanística

10 TASA Apertura Establecimientos

11 TASA Cementerio Municipal

12 TASA Suministro de Agua

13 TASA Servicio de Mercado

14 TASA Servicio de Matadero

15 TASA Retirada de Vehículos Vía Pública

16 TASA Instalación de Kioscos en Vía Publica

17 TASA Ocupación del Subsuelo, Suelo y Vuelo de la Vía Publica

18 TASA Ocupación Terreno Uso Publico con Mercancía, Vallas, Etc.

19 TASA Puestos Barracas Casetas de Ventas

20 TASA Ocupación de Terreno con Mesas Sillas y Veladores

21 TASA Entradas de Vehículos y Reservas Aparcamientos



22 TASA Instalación Portadas Escaparates

23 TASA Ocupación Vía Publica con Vallas, Apertura de Zanjas etc.

24 TASA Servicio Boletín Oficial Ciudad

25 TASA Instalaciones Deportivas

26 TASA Enseñanzas especiales en Establecimientos Docentes

27 TASA Visita Museos, Exposiciones etc.

28 TASA Servicio Ordenación Industrial

29 TASA Prestación servicios Sanitarios

30 Contribuciones especiales

31 TASA Títulos Náuticos

32 TASA Recogida de basura

33 TASA Depuración de Aguas

34 P.P. I.T.V.

35 TASA Extinción de Incendios

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y PRESUPUESTO

INTERVENCIÓN GENERAL DE LA CIUDAD AUTÓNOMA

ORDENANZA FISCAL GENERAL DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE MELILLA

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

49.- El apartado 1 del artículo 12 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, dispone que la gestión liquidación, inspección y
recaudación de tributos locales se realizará de acuerdo con lo prevenido en la Ley General Tributaria y en las demás
leyes del Estado reguladora de la materia, así como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

En el apartado 2 del mismo artículo se establece que a través de sus Ordenanzas Fiscales las entidades locales
podrán adaptar la normativa a que se refiere el apartado anterior al régimen de organización y funcionamiento interno
propio de cada una de ellas, sin que tal adaptación pueda contravenir el contenido material de cada normativa.

Asimismo en el apartado 3 del artículo 1 del citado precepto legal establece que las entidades locales ejercerán
la potestades reglamentarias, bien en las ordenanzas fiscales reguladoras de los distintos tributos locales, bien
mediante la aprobación de ordenanzas fiscales específicamente reguladoras de la gestión, liquidación, inspección
y recaudación de los tributos locales.

II

La aprobación del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento general de
recaudación, el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general del régimen
sancionador tributario,  y por último, el Real decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento
general de desarrollo de la ley 58/2003, de 17 de diciembre, general tributaria, en materia de revisión en vía
administrativa, y por último, el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General
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de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes
de los procedimientos de aplicación de los tributos, crean la necesidad de aprobar una nueva Ordenanza Fiscal
General de la Ciudad Autónoma de Melilla, que no incorpora disposiciones normativas sobre la Inspección de
Tributos, dado que dispone de una Ordenanza Fiscal propia.

En la nueva ordenanza fiscal se ha efectuado algunos cambios en la estructura respecto a la ordenanza anterior
derogada en orden a mejorar la sistemática de sus preceptos y a adaptarlo a la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,
General Tributaria.

III

La Ordenanza Fiscal General está integrada por ocho títulos, una disposición derogatoria y tres disposiciones
finales. Asimismo, se introduce un índice de su articulado cuyo objetivo es facilitar la utilización de la norma
mediante una rápida localización y ubicación sistemática de sus artículos.

El Título I, <<Disposiciones generales>>, contiene el carácter y el ámbito de aplicación de esta ordenanza.

El Título II recoge la organización y funciones de la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla,
delimitando las facultades de los órganos de recaudación.

El Título III se dedica a los tributos, estructurado en once capítulos. Contiene disposiciones generales sobre la
relación jurídico-tributaria y las diferentes obligaciones tributarias, así como normas relativas a los obligados
tributarios, un capítulo referente a la deuda tributaria y otros capítulos donde se regulan las formas de extinción de
ésta: el pago, la prescripción, la compensación, la baja provisional por insolvencia y la condonación.

El Título IV se regula la aplicación de los tributos. Se compone de seis capítulos: el capítulo I, que establece
los principios generales que deben informar la aplicación de los tributos; los restantes capítulos regulan las fases
de los procedimientos tributarios y normas comunes de todas las actuaciones y procedimientos tributarios relativas
a notificaciones, la denuncia pública y las facultades de comprobación e investigación de la Administración
tributaria, entre otros.

El Título V regula los procedimientos de  gestión tributaria. Éste se estructura en siete capítulos: el capítulo I
establece las formas de iniciación de la gestión tributaria, incorporando conceptos como el de autoliquidación o
el de comunicación de datos; los restantes capítulos están reservados a los procedimientos de gestión más
comunes  como el procedimiento de devolución, el procedimiento iniciado mediante declaración, el procedimiento
de verificación de datos, el procedimiento de comprobación de valores y el procedimiento de comprobación limitada.
El último capítulo está reservado a censo tributario y su composición, a los procedimientos de altas, bajas y
modificaciones de los registros, el calendario fiscal, el procedimiento de exposición pública y el anuncio de
cobranza.

El Título VI que recoge las actuaciones y el procedimiento de recaudación tributaria, incorpora algunos preceptos
especialmente relevantes del vigente Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005,
de 29 de julio. Está estructurado en cuatro capítulos. El capítulo I se refiere a las normas comunes del procedimiento
de recaudación; los capítulos siguientes quedan reservados a los procedimientos de recaudación voluntaria y
ejecutiva y a los aplazamientos y fraccionamientos de la deuda tributaria.

El Título VII regula la potestad sancionadora en materia tributaria de forma autónoma y separada de la deuda
tributaria, con una tipificación de infracciones y sanciones tributarias, atendiendo a los preceptos de la Ley 58/2003,
de 17 de diciembre, General Tributaria, y al vigente Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre,  por el que se aprueba
el Reglamento General del Régimen Sancionador Tributario.

El Título VIII, relativo a la revisión en vía administrativa, regula todas las modalidades de revisión de actos en
materia tributaria, con una regulación detallada de los procedimientos especiales de revisión y del recurso de
reposición en el desglose de sus tres capítulos. Incorpora preceptos del Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo,
Reglamento General de Desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión
en materia administrativa.

Finalmente, esta ley contiene una disposición derogatoria única y tres disposiciones finales.
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TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Carácter de la ordenanza.

1. Esta ordenanza se dicta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 106 .2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
reguladora de las Bases de Régimen Local, en desarrollo de lo establecido en el Real Decreto Legislativo 2/2004,
de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, e igualmente
en desarrollo del apartado e) del artículo 7 y Disposición Adicional Cuarta de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,
General Tributaria y de las demás normas concordantes.

2. Contiene las normas aplicables al ejercicio de las competencias de la Ciudad Autónoma de Melilla en las
materias de gestión, liquidación, recaudación y revisión de los actos tributarios locales, en cuanto estas funciones
se ejerzan directamente por la misma.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Esta Ordenanza se aplicará en todo el territorio de la Ciudad Autónoma de Melilla.

Artículo 3. Ámbito temporal de las normas tributarias.

Salvo que se disponga lo contrario, las normas tributarias no tendrán efecto retroactivo y se aplicarán a los
tributos sin periodo impositivo devengados a partir de su entrada en vigor y a los demás tributos cuyo periodo
impositivo se inicie desde ese momento.

No obstante, las normas que regulen el régimen de infracciones y sanciones tributarias y el de los recargos
tendrán efectos retroactivos respecto de los actos que no sean firmes cuando su aplicación resulte más favorable
para el interesado.

Artículo 4. Prohibición de la analogía.

No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho imponible, de
las exenciones y demás beneficios o incentivos fiscales.
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TITULO II

Organización y competencias

Artículo 5. La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla.

1. La gestión tributaria y recaudatoria de los créditos y demás de Derecho Público se realizarán directamente
por la Ciudad Autónoma de Melilla.

2. La Administración Tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla se encuadra dentro de la Consejería de
Hacienda y Presupuestos, estructurándose en:

a) Recaudación Voluntaria y Gestión Tributaria.

b) Recaudación Ejecutiva.

c) Gestión del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación, modalidad Operaciones Interiores.

d) Gestión del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación, modalidad Importación.

e) Inspección Tributaria.

3. Corresponde a la Gestión Tributaria  la realización de las siguientes funciones:

a) La mejora de los medios, circuitos y relaciones intervinientes en los  procedimientos de gestión tributaria.

 b) Control y ejecución de las actuaciones necesarias para aplicar instrucciones internas y verificar que la gestión
tributaria se desarrolla de conformidad con lo previsto en la Ley reguladora de las Haciendas Locales, Ley General
Tributaria, el Reglamento General de Recaudación, la presente Ordenanza y demás normativa de aplicación.

4. Corresponde a la Recaudación Voluntaria la realización de las siguientes funciones:

a) La mejora de los medios, circuitos y relaciones intervinientes en procedimiento de recaudación voluntaria.

b) Control y ejecución de las actuaciones necesarias para aplicar instrucciones internas y verificar la recaudación
en periodo voluntario se desarrolla de conformidad con lo previsto en la en la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, Ley General Tributaria, Reglamento General de Recaudación, en la presente Ordenanza y demás
normativa de aplicación.

5. Corresponde a la Recaudación Ejecutiva la realización de las siguientes funciones:

a) La mejora de los medios, circuitos y relaciones intervinientes en procedimiento de recaudación ejecutiva.

b) Control y ejecución de las actuaciones necesarias para aplicar instrucciones para lograr la extinción de las
deudas no satisfechas en periodo voluntario tenga lugar en el tiempo más breve posible y se realice de conformidad
con lo que disponen instrucciones internas, de acuerdo con el Real Decreto Legislativo 2/2004, Texto Refundido
de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, la Ley General Tributaria, los reglamentos que la desarrollen y
demás normativa de aplicación.

6. Corresponde a la Gestión del Impuesto sobre la  Producción, los Servicios y la Importación, modalidad
Operaciones Interiores, la realización de las siguientes funciones:

a) La mejora de los medios, circuitos y relaciones intervinientes en los  procedimientos de gestión tributaria del
Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación, modalidad Operaciones Interiores.

b) Control y ejecución de las actuaciones necesarias para aplicar instrucciones internas y verificar que la gestión
tributaria del Impuesto sobre la  Producción, los Servicios y la Importación, modalidad Operaciones Interiores se
desarrolla de conformidad con lo previsto en la Ley reguladora del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y
la Importación, la Ley General Tributaria, la Ordenanza fiscal reguladora del Impuesto sobre la Producción, los
Servicios y la Importación y  la presente Ordenanza.
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7. Corresponde a la Gestión del Impuesto sobre la  Producción, los Servicios y la Importación, modalidad
Importación  la realización de las siguientes funciones:

a) La mejora de los medios, circuitos y relaciones intervinientes en los  procedimientos de gestión tributaria del
Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación, modalidad Importación.

b) Control y ejecución de las actuaciones necesarias para aplicar instrucciones internas y verificar que la gestión
tributaria del Impuesto sobre la  Producción, los Servicios y la Importación, modalidad Importación se desarrolla
de conformidad con lo previsto en la Ley reguladora del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación,
la Ley General Tributaria, la Ordenanza fiscal reguladora del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la
Importación y  la presente Ordenanza.

8. Corresponde a la Inspección Tributaria la realización de las siguientes funciones:

a) La mejora de los medios, circuitos y relaciones intervinientes en los procedimientos desarrollados por la
Inspección Tributaria.

b) Control y ejecución de las actuaciones necesarias para aplicar instrucciones internas y verificar el
procedimiento de inspección tributario se desarrolla de conformidad con lo previsto en la el Real Decreto Legislativo
2/2004, Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, la Ley General Tributaria, los reglamentos
que la desarrollen  y demás normativa de aplicación.

9. Corresponde a la Intervención y a la Tesorería de la Ciudad Autónoma de Melilla dictar instrucciones técnicas
para desarrollar y completar las funciones atribuidas a la Recaudación y Gestión Tributaria en los aparatados
anteriores; sin perjuicio de las modificaciones que puedan resultar en caso de variación del organigrama.

10. En la gestión recaudatoria de la Ciudad Autónoma de Melilla, las funciones y competencias que la normativa
de ámbito estatal atribuye a los órganos propios de dicha administración serán ejercidas por el Consejero de
Hacienda, Contratación y Patrimonio, sin perjuicio de las que, por imperativo legal o resolución de órgano
competente, estén atribuidas al Interventor, el Tesorero, el Recaudador y demás cargos adscritos a la estructura
orgánica de los servicios recaudatorios de dicha Ciudad.

Artículo 6. Funciones de la Excelentísima Asamblea de la Ciudad de Melilla.

Le corresponde a la Excelentísima Asamblea de la Ciudad de Melilla las competencias en materia tributaria
establecidas en los artículos 38 y 39, así como en el Capítulo I del Título I de la Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo,
del Estatuto de Autonomía de Melilla.

Artículo 7. Funciones del Presidente de la Ciudad Autónoma de Melilla.

Le corresponde al Presidente de la Ciudad Autónoma de Melilla las competencias establecidas en el Capítulo
II del Título I de la Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, del Estatuto de Autonomía de Melilla, así como las
establecidas en el Reglamento de Gobierno y Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla, y la demás
normativa de aplicación.

Artículo 8. Funciones del Consejo de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla.

Le corresponde al Consejo de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla las competencias establecidas en
el Capítulo III del Título I de la Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, del Estatuto de Autonomía de Melilla, así como
las establecidas en el Reglamento de Gobierno y Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla, y la demás
normativa de aplicación.

Artículo 9. Funciones de la Consejería de Hacienda y Presupuestos.

a) Al Consejero de Hacienda y Presupuestos de la Ciudad Autónoma de Melilla le corresponderá el ejercicio de
las funciones atribuidas al Delegado de Hacienda en el Reglamento General de Recaudación, así como las
establecidas en los artículos 7 y 10 del Reglamento del Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma
de Melilla, en la presente Ordenanza y demás normativa de aplicación.
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b) Estas competencias se podrán delegar, en su caso, al Viceconsejero  de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 7 del Reglamento del Gobierno y de la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla, en relación con
el artículo 13.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre del Régimen Jurídico de las Administraciones  Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 10. Funciones del Director General de Hacienda- Intervención.

Las funciones del Director General de Hacienda - Intervención se corresponderán con las previstas en el artículo
4 del Reglamento de Organización Administrativa de la Ciudad Autónoma de Melilla, y en relación con lo dispuesto
en la presente Ordenanza:

a) Fiscalizar y toma de razón de los hechos o actos que supongan modificación en los derechos reconocidos
y en los ingresos recaudados por la Ciudad Autónoma de Melilla.

b) Dirigir la Contabilidad de la Ciudad Autónoma y organizarla de tal modo que, entre otros fines previstos en el
R.D.L. 2/2004, cumpla aportar información sobre el estado de recaudación y la situación individualizada de los
derechos y los deudores.

c) Todas aquellas funciones que, según, el Reglamento General de Recaudación, corresponden a la Intervención
Delegada de Hacienda.

Artículo 11. Funciones del Director General de Hacienda - Tesorería.

Las funciones del Director General de Hacienda - Tesorería se corresponderán con las previstas en el artículo
4 del Reglamento de Organización Administrativa de la Ciudad Autónoma de Melilla, y en relación con lo dispuesto
en la presente Ordenanza:

a) Dirección de la Tesorería  de la Ciudad Autónoma.

b) Todas aquellas funciones que la legislación atribuya a Tesorería.

Artículo 12. Funciones de la Jefatura de Recaudación y Gestión Tributaria.

Las funciones de la Jefatura de Recaudación y Gestión Tributaria son:

a) Dirigir, impulsar y controlar el procedimiento recaudatorio en sus dos fases de período voluntario y ejecutivo.

b) Dirigir, impulsar y controlar el procedimiento de gestión tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla.

c) Coordinación del área tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla.

Artículo 13. Funciones de la Jefatura del IPSI Producción y Servicios.

Las funciones de la Jefatura del IPSI Producción y Servicios son:

a) Dirigir, impulsar y controlar el procedimiento de gestión del IPSI Producción y Servicios.

b) Coordinación del área tributaria en materia de gestión del IPSI Producción y Servicios.

 c) Instar a los servicios de la Ciudad Autónoma la colaboración necesaria para el correcto desarrollo de la gestión
recaudatoria.

Artículo 14. Funciones de la Jefatura del IPSI Importación.

Las funciones de la Jefatura del IPSI Importación son:

a) Dirigir, impulsar y controlar el procedimiento recaudatorio y de gestión del IPSI Importación.

b) Coordinación en al ámbito tributario en materia de gestión del IPSI Importación.

c) Instar a los servicios de la Ciudad Autónoma la colaboración necesaria para el correcto desarrollo de la gestión
tributaria del IPSI Importación.
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Artículo 15. Funciones del Jefe de la Inspección de tributos de la Ciudad Autónoma de Melilla.

Las funciones del Jefe de Inspección de Tributos de la Ciudad Autónoma de Melilla son:

a) Dirigir, impulsar y controlar las actuaciones inspectoras en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Melilla.

b) Coordinación en al ámbito tributario en materia de inspección de tributos.

c) Instar a los servicios de la Ciudad Autónoma la colaboración necesaria para el correcto desarrollo de la
inspección tributaria.

Artículo 16. Funciones de la Secretaría Técnica de Hacienda y Presupuestos.

Las funciones de la Secretaría Técnica de Hacienda y Presupuestos son las establecidas en el artículo 2 del
Reglamento de Organización Administrativa de la Ciudad Autónoma de Melilla, en la presente Ordenanza y demás
normativa de aplicación.

Artículo 17. Funciones de la Asesoría Jurídica de la Ciudad  Autónoma de Melilla.

 A la Asesoría Jurídica de la Ciudad Autónoma de Melilla le corresponderá las funciones atribuidas al Servicio
Jurídico del Estado, con especial referencia a los siguientes supuestos:

a) Informe previo a la adopción de acuerdo de derivación y declaración de responsabilidad.

b) Emitir informes previos en cuestiones sobre conflictos jurisdiccionales.

c) Representación de la Ciudad Autónoma de Melilla ante los Órganos Judiciales en los procedimientos
concursales y otros de ejecución.

d) Emitir informe preceptivo, en el plazo de cinco días, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 26 del
Reglamento Hipotecario.

e) Informe previo, en el plazo de quince días, a la resolución de tercerías por parte del Consejero de Hacienda,
Contratación y Patrimonio.

f) Las demás funciones que le corresponda de acuerdo con la presente Ordenanza y demás normativa de
aplicación.

Artículo 18. Otras funciones.

a) Cualquier otra función atribuida a órganos del Ministerio de Hacienda distintos de los referenciados
anteriormente, corresponderá a la Ciudad Autónoma de Melilla dentro de esfera de competencias deducida de su
organización interna.

b) En supuestos de dudosa atribución funcional, resolverá el Consejero de Hacienda y Presupuestos a propuesta
de las respectivas Direcciones Generales de la Consejería.

TÍTULO III

Los tributos

CAPÍTULO I

Los tributos locales.

Artículo 19. Concepto, fines y clases de los tributos.

1. Los tributos propios locales son los ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigibles
por la Ciudad Autónoma de Melilla como consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la ley vincula
el deber de contribuir, con el fin primordial de obtener ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos
públicos.
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2. Los tributos, cualquiera que sea su denominación, se clasifican en tasas, contribuciones especiales e
impuestos.

Artículo 20. Tasas.

La Ciudad Autónoma de Melilla podrá establecer y exigir tasas por la prestación de servicios o la realización de
actividades de su competencia y por la utilización privativa o el aprovechamiento especial de los bienes del dominio
público local, según las normas contenidas en el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

Artículo 21. Contribuciones especiales.

La Ciudad Autónoma de Melilla podrá establecer y exigir contribuciones especiales por la realización de obras
o por el establecimiento o ampliación de servicios locales, según las normas contenidas en el texto refundido de
la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

 Artículo 22. Impuestos.

1. La Ciudad Autónoma de Melilla exigirá de acuerdo con el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, las disposiciones que la desarrollan y las correspondientes ordenanzas fiscales, los siguientes
impuestos:

a). Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

b). Impuesto sobre Actividades Económicas

c). Impuesto sobre Vehículo de Tracción Mecánica.

2. Asimismo, la Ciudad Autónoma de Melilla podrá establecer y exigir el Impuesto sobre Construcciones,
Instalaciones y Obras y el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, de acuerdo
con el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, las disposiciones que la desarrollen y las
respectivas ordenanzas fiscales.

3. La Ciudad Autónoma de Melilla exigirá de acuerdo con las disposiciones legales y reglamentarias el Impuesto
sobre la Producción, los Servicios y la Importación.

CAPÍTULO II

La relación jurídico-tributaria.

Artículo 23. La relación jurídico-tributaria.

1. Se entiende por relación jurídico-tributaria el conjunto de obligaciones y deberes, derechos y potestades
originados por la aplicación de los tributos.

2. De la relación jurídico-tributaria pueden derivarse obligaciones materiales y formales para el obligado tributario
y para la Administración, así como la imposición de sanciones tributarias en caso de su incumplimiento.

3. Son obligaciones tributarias materiales las de carácter principal, las de realizar pagos a cuenta, las
establecidas entre particulares resultantes del tributo y las accesorias. Son obligaciones tributarias formales las
definidas en el artículo 29 de la Ley General Tributaria.

4. Los elementos de la obligación tributaria no podrán ser alterados por actos o convenios de los particulares,
que no producirán efectos ante la Administración, sin perjuicio de sus consecuencias jurídico-privadas.

CAPÍTULO III

La obligación tributaria principal.

Artículo 24. La obligación tributaria principal.

La obligación tributaria principal tiene por objeto el pago de la cuota tributaria.
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Artículo 25. Hecho imponible.

1. El hecho imponible es el presupuesto fijado por la ley para configurar cada tributo y cuya realización origina
el nacimiento de la obligación tributaria principal.

2. La ley podrá completar la delimitación del hecho imponible mediante la mención de supuestos de no sujeción.

Artículo 26. Devengo y exigibilidad.

1. El devengo es el momento en el que se entiende realizado el hecho imponible y en el que se produce el
nacimiento de la obligación tributaria principal.

La fecha del devengo determina las circunstancias relevantes para la configuración de la obligación tributaria,
salvo que la ley de cada tributo disponga otra cosa.

2. La ley propia de cada tributo podrá establecer la exigibilidad de la cuota o cantidad a ingresar, o de parte de
la misma, en un momento distinto al del devengo del tributo.

Artículo 27. Beneficios fiscales.

1. No podrán reconocerse otros beneficios fiscales en los tributos locales que los expresamente previstos en
las  normas con rango de ley o los derivados de la aplicación de los tratados internacionales.

2. No obstante, también podrán reconocerse los beneficios fiscales establecidos en las respectivas ordenanzas
fiscales, que incluirán, en la regulación de aquellos, aspectos sustantivos y formales, con los límites y en los
supuestos expresamente previstos por la ley.

3. Sin perjuicio de lo establecido en la normativa reguladora de cada tributo, en los casos en que el beneficio
fiscal  haya de concederse a instancia de parte, la solicitud deberá presentarse:

a) Cuando se trate de tributos periódicos gestionados mediante padrón o matrícula, en el plazo establecido en
la respectiva ordenanza para la presentación de las preceptivas declaraciones de alta o modificación.

No tratándose de supuestos de alta en el correspondiente padrón o matrícula el reconocimiento del derecho al
beneficio fiscal surtirá efectos a partir del siguiente período a aquel en que se presentó la solicitud.

b) Cuando se trate de tributos en los que se encuentre establecido el régimen de autoliquidación, en el plazo
de presentación de la correspondiente autoliquidación.

c) En los restantes casos, en los plazos de presentación de la correspondiente declaración tributaria o al tiempo
de la presentación de la solicitud del permiso o autorización que determine el nacimiento de la obligación tributaria,
según proceda.

4. La prueba de la concurrencia de los requisitos establecidos por la normativa de cada tributo para el disfrute
de los beneficios fiscales corresponde al sujeto pasivo.

CAPÍTULO IV

Las obligaciones tributarias accesorias.

Artículo 28. Obligaciones tributarias accesorias.

Tienen la naturaleza de obligaciones tributarias accesorias, al tratarse de prestaciones pecuniarias que se deben
satisfacer a la Administración tributaria y cuya exigencia se impone en relación con otra obligación tributaria, las
obligaciones de satisfacer el interés de demora, los recargos por declaración extemporánea y los recargos del
período ejecutivo, así como aquellas otras que imponga la ley.
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Artículo 29. Interés de demora.

1. El interés de demora es una prestación accesoria que se exigirá, en las condiciones previstas en la Ley
General Tributaria y en esta ordenanza, entre otros, en los siguientes supuestos:

a) Cuando finalice el plazo para el pago en período voluntario de una deuda resultante de una liquidación o del
importe de una sanción, sin que el ingreso se hubiera efectuado.

b) Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una autoliquidación o declaración sin que hubiera
sido presentada o, hubiera sido presentada incorrectamente, salvo lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 30 de
esta ordenanza relativo a la presentación de declaraciones extemporáneas sin requerimiento previo.

c) Cuando se suspenda la ejecución del acto, salvo en el supuesto de recursos y reclamaciones contra
sanciones durante el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en período voluntario abierto por
la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

d) Cuando se inicie el período ejecutivo. No obstante, cuando resulte exigible el recargo ejecutivo o el recargo

de apremio reducido no se exigirán los intereses de demora devengados desde el inicio del período ejecutivo.

e) Cuando el obligado tributario haya obtenido una devolución improcedente.

f) En los supuestos de aplazamiento o fraccionamiento.

2. El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del período en el que aquél resulte exigible,
incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.

No obstante, en los supuestos de aplazamiento, fraccionamiento o suspensión de deudas garantizadas en su
totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o mediante certificado de
seguro de caución, el interés de demora exigible será el interés legal.

Artículo 30. Recargos por declaración extemporánea sin requerimiento previo.

1. Los recargos por declaración extemporánea son prestaciones accesorias que deben satisfacer los obligados
tributarios como consecuencia de la presentación de autoliquidaciones o declaraciones fuera de plazo sin
requerimiento previo de la Administración tributaria.

A los efectos de este artículo, se considera requerimiento previo cualquier actuación administrativa realizada con
conocimiento formal del obligado tributario conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspec-
ción, aseguramiento o liquidación de la deuda tributaria.

2. Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa dentro de los 3, 6 ó 12 meses siguientes
al término del plazo establecido para la presentación e ingreso, el recargo será del 5, 10 ó 15 por ciento,
respectivamente. Dicho recargo se calculará sobre el importe a ingresar resultante de las autoliquidaciones o sobre
el importe de la liquidación derivado de las declaraciones extemporáneas y excluirá las sanciones que hubieran
podido exigirse y los intereses de demora devengados hasta la presentación de la autoliquidación o declaración.

Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa una vez transcurridos 12 meses desde el término
del plazo establecido para la presentación, el recargo será del 20 por ciento y excluirá las sanciones que hubieran
podido exigirse. En estos casos, se exigirán los intereses de demora por el período transcurrido desde el día
siguiente al término de los 12 meses posteriores a la finalización del plazo establecido para la presentación hasta

el momento en que la autoliquidación o declaración se haya presentado.

En las liquidaciones derivadas de declaraciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo no se
exigirán intereses de demora por el tiempo transcurrido desde la presentación de la declaración hasta la finalización
del plazo de pago en período voluntario correspondiente a la liquidación que se practique, sin perjuicio de los
recargos e intereses que corresponda exigir por la presentación extemporánea.
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3. Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso ni presenten solicitud de aplazamiento, fraccionamien-
to o compensación al tiempo de la presentación de la autoliquidación extemporánea, la liquidación administrativa
que proceda por recargos e intereses de demora derivada de la presentación extemporánea según lo dispuesto en
el apartado anterior no impedirá la exigencia de los recargos e intereses del período ejecutivo que correspondan
sobre el importe de la autoliquidación.

4. Para que pueda ser aplicable lo dispuesto en este artículo, las autoliquidaciones extemporáneas deberán
identificar expresamente el periodo impositivo de liquidación al que se refieren y deberán contener únicamente los
datos relativos a dicho periodo.

5. El importe de los recargos a que se refiere el apartado 2 anterior se reducirá en el 25 por ciento siempre que
se realice el ingreso del importe restante del recargo en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de la Ley General
Tributaria abierto con la notificación de la liquidación de dicho recargo y siempre que se realice el ingreso total del
importe de la deuda resultante de la autoliquidación extemporánea o de la liquidación practicada por la
Administración derivada de la declaración extemporánea, al tiempo de su presentación o en el plazo  del apartado
2 del artículo 62 de la Ley General Tributaria, respectivamente, o siempre que se realice el ingreso en el plazo o
plazos fijados en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento de dicha deuda que la Administración hubiera
concedido con garantía de aval o certificado de seguro de caución y que el obligado al pago hubiera solicitado al
tiempo de presentar la autoliquidación extemporánea o con anterioridad a la finalización del plazo del apartado 2
del artículo 62 de la Ley General Tributaria abierto con la notificación de la liquidación resultante de la declaración
extemporánea.

El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo dispuesto en este apartado se exigirá sin más requisito
que la notificación al interesado, cuando no se hayan realizado los ingresos a que se refiere el párrafo anterior en
los plazos previstos incluidos los correspondientes al acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento.

Artículo 31. Recargos del período ejecutivo.

1. Los recargos del período ejecutivo se devengan con el inicio de dicho período.

Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo ejecutivo, recargo de apremio reducido y recargo
de apremio ordinario.

Dichos recargos son incompatibles entre sí y se calculan sobre la totalidad de la deuda no ingresada en período
voluntario.

2. El recargo ejecutivo será del 5 por ciento y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada
en período voluntario antes de la notificación de la providencia de apremio.

3. El recargo de apremio reducido será del 10 por ciento y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda
no ingresada en período voluntario y el propio recargo antes de la finalización del plazo previsto en el apartado 5
del artículo 62 de la Ley General Tributaria

4. El recargo de apremio ordinario será del 20 por ciento y será aplicable cuando no concurran las circunstancias
a las que se refieren los apartados 2 y 3 de este artículo.

5. El recargo de apremio ordinario es compatible con los intereses de demora. Cuando resulte exigible el recargo
ejecutivo o el recargo de apremio reducido no se exigirán los intereses de demora devengados desde el inicio del
período ejecutivo.

CAPÍTULO V

Obligados tributarios.

SECCIÓN 1ª. CLASES DE OBLIGADOS TRIBUTARIOS

Artículo 32. Obligados tributarios.
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1. Son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y las entidades a las que la normativa tributaria
impone el cumplimiento de obligaciones tributarias.

2. Los obligados tributarios son los señalados por la Ley General Tributaria; entre otros:

a) Los contribuyentes.

b) Los sustitutos del contribuyente.

c) Los sucesores.

d) Los beneficiarios de supuestos de exención, devolución o bonificaciones tributarias, cuando no tengan la
condición de sujetos pasivos.

3. También tendrán la consideración de obligados tributarios aquellos a quienes la normativa tributaria impone
el cumplimiento de obligaciones tributarias formales.

4. Tendrán además la consideración de obligados tributarios, en las leyes en que así se establezca, las herencias
yacentes, comunidades de bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyen una
unidad económica o un patrimonio separado susceptible de imposición.

5. Asimismo tendrán el carácter de obligados tributarios los responsables solidarios o subsidiarios de la deuda
tributaria a que se refiere el artículo 41 de la Ley General Tributaria.

 6. La concurrencia de varios obligados tributarios en un mismo presupuesto de una obligación determinará que
queden solidariamente obligados frente a la Administración tributaria local al cumplimiento de todas las
prestaciones, salvo que por ley se disponga expresamente otra cosa.

Cuando la Administración local sólo conozca la identidad de un titular practicará y notificará las liquidaciones
tributarias a nombre del mismo, quien vendrá obligado a satisfacerlas si no solicita su división.

 A tal efecto, para que proceda la división será indispensable que el solicitante facilite los datos personales y
el domicilio de los restantes obligados al pago, así como la proporción en que cada uno de ellos participe en el
dominio o derecho transmitido.

Artículo 33. Sujetos pasivos: contribuyente y sustituto del contribuyente.

1. Es sujeto pasivo el obligado tributario que, según la ley, debe cumplir la obligación tributaria principal, así como
las obligaciones formales inherentes a la misma, sea como contribuyente o como sustituto del mismo. No perderá
la consideración de sujeto pasivo quien deba repercutir la cuota tributaria a otros obligados, salvo que la ley de cada
tributo disponga otra cosa.

2. Es contribuyente el sujeto pasivo que realiza el hecho imponible.

3. Es sustituto el sujeto pasivo que, por imposición de la ley y en lugar del contribuyente, está obligado a cumplir
la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a la misma.

El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de las obligaciones tributarias satisfechas, salvo que la ley
señale otra cosa.

SECCIÓN 2ª. SUCESORES

Artículo 34. Sucesores de personas físicas.

1. A la muerte de los obligados tributarios, las obligaciones tributarias pendientes se transmitirán a los herederos,
sin perjuicio de lo que establece la legislación civil en cuanto a la adquisición de la herencia.

Las referidas obligaciones tributarias se transmitirán a los legatarios en las mismas condiciones que las
establecidas para los herederos cuando la herencia se distribuya a través de legados y en los supuestos en que
se instituyan legados de parte alícuota.
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En ningún caso se transmitirán las sanciones. Tampoco se transmitirá la obligación del responsable salvo que
se hubiera notificado el acuerdo de derivación de responsabilidad antes del fallecimiento.

2. No impedirá la transmisión a los sucesores de las obligaciones tributarias devengadas el hecho de que a la
fecha de la muerte del causante la deuda tributaria no estuviera liquidada, en cuyo caso las actuaciones se
entenderán con cualquiera de ellos, debiéndose notificar la liquidación que resulte de dichas actuaciones a todos
los interesados que consten en el expediente.

3. Mientras la herencia se encuentre yacente, el cumplimiento de las obligaciones tributarias del causante
corresponderá al representante de la herencia yacente o a quien deba considerarse como tal de acuerdo con lo
dispuesto en el apartado 3 del artículo 45 de la Ley General Tributaria.

Las actuaciones administrativas que tengan por objeto la cuantificación, determinación y liquidación de las
obligaciones tributarias del causante deberán realizarse o continuarse con el representante de la herencia yacente.
Si al término del procedimiento no se conocieran los herederos, las liquidaciones se realizarán a nombre de la
herencia yacente.

Las obligaciones tributarias a que se refiere el párrafo anterior y las que fueran transmisibles por causa de muerte
podrán satisfacerse con cargo a los bienes de la herencia yacente.

4. En estos supuestos, el procedimiento de recaudación será el establecido en el apartado 1 del artículo 177
de la Ley General Tributaria.

Artículo 35. Sucesores de personas jurídicas y entidades sin personalidad.

1. Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades con personalidad jurídica disueltas y
liquidadas en las que la ley limita la responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares se
transmitirán a éstos, que quedarán obligados solidariamente hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que
les corresponda.

Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades con personalidad jurídica disueltas y
liquidadas en las que la ley no limita la responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares se
transmitirán íntegramente a éstos, que quedarán obligados solidariamente a su cumplimiento.

2. El hecho de que la deuda tributaria no estuviera liquidada en el momento de producirse la extinción de la
personalidad jurídica de la sociedad o entidad no impedirá la transmisión de las obligaciones tributarias devengadas
a los sucesores, pudiéndose entender las actuaciones con cualquiera de ellos.

3. En los supuestos de extinción o disolución sin liquidación de sociedades mercantiles, las obligaciones
tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a las personas o entidades que sucedan o que sean
beneficiarias de la correspondiente operación. Esta norma también será aplicable a cualquier supuesto de cesión
global del activo y pasivo de una sociedad mercantil.

4. En caso de disolución de fundaciones o entidades a las que se refiere el apartado 4 del artículo 35 de la Ley
General Tributaria, las obligaciones tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a los destinatarios de los
bienes y derechos de las fundaciones o a los partícipes o cotitulares de dichas entidades.

5. Las sanciones que pudieran proceder por las infracciones cometidas por las sociedades y entidades a las
que se refiere este artículo serán exigibles a los sucesores de las mismas, en los términos establecidos en los
apartados anteriores, hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que les corresponda.

6. En los supuestos previstos en este artículo, el procedimiento de recaudación será el regulado en el apartado
2 del artículo 177 de la Ley General Tributaria.

SECCIÓN 3ª. RESPONSABLES TRIBUTARIOS

Artículo 36. Responsabilidad tributaria.
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1. Las ordenanzas fiscales podrán, de conformidad con la ley, configurar como responsables de la deuda
tributaria, junto a los deudores principales, a otras personas o entidades, solidaria o subsidiariamente. A estos
efectos, se considerarán deudores principales los obligados tributarios señalados en el apartado 2 del artículo
referente a los obligados tributarios en esta ordenanza, sin perjuicio de lo dispuesto por la ley.

2. Salvo precepto legal expreso en contrario, la responsabilidad será siempre subsidiaria.

3. Salvo lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 42 de la Ley General Tributaria, la responsabilidad alcanzará
a la totalidad de la deuda tributaria exigida en periodo voluntario.

Cuando haya transcurrido el plazo voluntario de pago que se conceda al responsable sin realizar el ingreso, se
iniciará el periodo ejecutivo y se exigirán los recargos e intereses que procedan.

4. La responsabilidad no alcanzará a las sanciones, salvo las excepciones que se establezcan por ley.

5. La derivación de la acción administrativa para exigir el pago de la deuda tributaria a los responsables requerirá
un acto administrativo en el que, previa audiencia del interesado, se declare la responsabilidad y se determine su
alcance y extensión, de conformidad con lo previsto en los artículos 174 a 176 de la Ley General Tributaria. Con
anterioridad a esa declaración, podrán adoptarse las medidas cautelares del artículo 81 y realizar actuaciones de
investigación, con las facultades previstas en los artículos 142 y 162, todos de la Ley General Tributaria.

6. La responsabilidad podrá ser declarada en cualquier momento posterior a la práctica de la liquidación o a la
presentación de la autoliquidación, salvo que la ley disponga otra cosa.

En el supuesto de liquidaciones administrativas, si la declaración de responsabilidad se efectúa con anterioridad
al vencimiento del período voluntario de pago, la competencia para dictar el acto administrativo de declaración de
responsabilidad corresponde al órgano competente para dictar la liquidación. En los demás casos, dicha
competencia corresponderá al órgano de recaudación.

Artículo 37. Responsables solidarios.

1. Responderán solidariamente de las obligaciones tributarias las siguientes personas o entidades:

a) Las que sean causantes o colaboren activamente en la realización de una infracción tributaria. Su
responsabilidad también se extenderá a la sanción.

b) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo a) anterior, los partícipes o cotitulares de las entidades a que se
refiere el apartado 4 del artículo 35 de la Ley General Tributaria, en proporción a sus respectivas participaciones
respecto a las obligaciones tributarias materiales de dichas entidades.

c) Las que sucedan por cualquier concepto en la titularidad o ejercicio de explotaciones o actividades
económicas, por las obligaciones tributarias contraídas del anterior titular y derivadas de su ejercicio.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable a los adquirentes de elementos aislados, salvo que dichas
adquisiciones, realizadas por una o varias personas o entidades, permitan la continuación de la explotación o
actividad.

La responsabilidad a que se refiere el primer párrafo de esta letra no será aplicable a los supuestos de sucesión
por causa de muerte.

Lo dispuesto en el primer párrafo de esta letra no será aplicable a los adquirentes de explotaciones o actividades
económicas pertenecientes a un deudor concursado cuando la adquisición tenga lugar en un procedimiento
concursal.

2. Asimismo, responderán solidariamente del pago de la deuda tributaria pendiente y, en su caso, de de las
sanciones tributarias, incluidos el recargo y el interés de demora del periodo ejecutivo, cuando procedan, hasta el
importe del valor de los bienes o derechos que se hubieran podido embargar o enajenar por la Administración
tributaria:
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a) Las que sean causantes o colaboren en la ocultación o transmisión de bienes o derechos del obligado al pago
con la finalidad de impedir la actuación de la Administración tributaria.

b) Las que por culpa o negligencia incumplan las órdenes de embargo.

c) Las que, con conocimiento del embargo, medida cautelar o la constitución de garantía, colaboren o consientan
en el levantamiento de los bienes o derechos embargados o de aquellos bienes o derechos sobre los que se haya
constituido la medida cautelar o la garantía.

d) Las personas o entidades depositarias de los bienes del deudor que, una vez recibida la notificación del
embargo, colaboren o consientan en el levantamiento de aquéllos.

3. El procedimiento para declarar y exigir la responsabilidad solidaria  será el previsto en el artículo 175 de la
Ley General Tributaria.

Artículo 38. Responsables subsidiarios.

1. Serán responsables subsidiarios de las obligaciones tributarias, aparte de los que señale la ordenanza del
Tributo:

a) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 1 del artículo anterior de esta ordenanza, los
administradores de hecho o de derecho de las personas jurídicas que, habiendo éstas cometido infracciones
tributarias, no hubiesen realizado los actos necesarios que sean de su incumbencia para el cumplimiento de las
obligaciones y deberes tributarios, hubiesen consentido el incumplimiento por quienes de ellos dependan o
hubiesen adoptado acuerdos que posibilitasen las infracciones. Su responsabilidad también se extenderá a las
sanciones.

b) Los administradores de hecho o de derecho de aquellas personas jurídicas que hayan cesado en sus
actividades, por las obligaciones tributarias devengadas de éstas que se encuentren pendientes en el momento del
cese, siempre que no hubieran hecho lo necesario para su pago o hubieren adoptado acuerdos o tomado medidas
causantes del impago.

c) Los integrantes de la administración concursal y los liquidadores de sociedades y entidades en general que
no hubiesen realizado las gestiones necesarias para el íntegro cumplimiento de las obligaciones tributarias
devengadas con anterioridad a dichas situaciones e imputables a los respectivos obligados tributarios. De las
obligaciones tributarias y sanciones posteriores a dichas situaciones responderán como administradores cuando
tengan atribuidas funciones de administración.

d) Los adquirentes de bienes afectos por ley al pago de la deuda tributaria, en los términos del artículo 79 de
la Ley General Tributaria.

e) Los agentes y comisionistas de aduanas, cuando actúen en nombre y por cuenta de sus comitentes.

f) Las personas o entidades que contraten o subcontraten la ejecución de obras o la prestación de servicios
correspondientes a su actividad económica principal, por las obligaciones tributarias relativas a tributos que deban
repercutirse o cantidades que deban retenerse a trabajadores, profesionales u otros empresarios, en la parte que
corresponda a las obras o servicios objeto de la contratación o subcontratación.

La responsabilidad prevista en el párrafo anterior no será exigible cuando el contratista o subcontratista haya
aportado al pagador un certificado específico de encontrarse al corriente de sus obligaciones tributarias emitido a
estos efectos por la Administración tributaria durante los 12 meses anteriores al pago de cada factura
correspondiente a la contratación o subcontratación.

La responsabilidad quedará limitada al importe de los pagos que se realicen sin haber aportado el contratista
o subcontratista al pagador el certificado de encontrarse al corriente de sus obligaciones tributarias, o habiendo
transcurrido el período de doce meses desde el anterior certificado sin haber sido renovado.
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La Administración tributaria emitirá el certificado a que se refiere este párrafo f), o lo denegará, en el plazo de
tres días desde su solicitud por el contratista o subcontratista, debiendo facilitar las copias del certificado que le
sean solicitadas.

La solicitud del certificado podrá realizarse por el contratista o subcontratista con ocasión de la presentación
de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o del Impuesto sobre Sociedades a que esté
obligado. En este caso, la Administración tributaria emitirá el certificado o lo denegará con arreglo al procedimiento
y en los plazos que se determinen reglamentariamente.

g) Las personas o entidades que tengan el control efectivo, total o parcial, directo o indirecto, de las personas
jurídicas o en las que concurra una voluntad rectora común con éstas, cuando resulte acreditado que las personas
jurídicas han sido creadas o utilizadas de forma abusiva o fraudulenta para eludir la responsabilidad patrimonial
universal frente a la Hacienda Pública y exista unicidad de personas o esferas económicas, o confusión o desviación
patrimonial. La responsabilidad se extenderá a las obligaciones tributarias y a las sanciones de dichas personas
jurídicas.

h) Las personas o entidades de las que los obligados tributarios tengan el control efectivo, total o parcial, o en
las que concurra una voluntad rectora común con dichos obligados tributarios, por las obligaciones tributarias de
éstos, cuando resulte acreditado que tales personas o entidades han sido creadas o utilizadas de forma abusiva
o fraudulenta como medio de elusión de la responsabilidad patrimonial universal frente a la Hacienda Pública,
siempre que concurran, ya sea una unicidad de personas o esferas económicas, ya una confusión o desviación
patrimonial.

En estos casos la responsabilidad se extenderá también a las sanciones.

2. El procedimiento para declarar y exigir la responsabilidad subsidiaria se regirá por lo dispuesto en el artículo
176 de la Ley General Tributaria.

SECCIÓN 4ª. LA CAPACIDAD DE OBRAR

Artículo 39. Capacidad de obrar.

Tendrán capacidad de obrar en el orden tributario, además de las personas que la tengan conforme a derecho,
los menores de edad y los incapacitados en las relaciones tributarias derivadas de las actividades cuyo ejercicio
les está permitido por el ordenamiento jurídico sin asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela,
curatela o defensa judicial. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados cuando la extensión de la
incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos e intereses de que se trate.

Artículo 40. Representación legal.

1. Por las personas que carezcan de capacidad de obrar actuarán sus representantes legales.

2. Por las personas jurídicas actuarán las personas que ostenten, en el momento en que se produzcan las
actuaciones tributarias correspondientes, la titularidad de los órganos a quienes corresponda su representación,
por disposición de la ley o por acuerdo válidamente adoptado.

3. Por los entes a los que se refiere el apartado 4 del artículo 35 de la Ley General Tributaria actuarán en su
representación el que la ostente, siempre que resulte acreditada en forma fehaciente y, de no haberse designado
representante, se considerará como tal el que aparentemente ejerza la gestión o dirección y, en su defecto,
cualquiera de sus miembros o partícipes.

Artículo 41. Representación voluntaria.

1. Los obligados tributarios con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, que podrá ser
un asesor fiscal, con el que se entenderán las sucesivas actuaciones administrativas, salvo que se haga
manifestación expresa en contrario.
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2. Para interponer recursos o reclamaciones, desistir de ellos, renunciar a derechos, asumir o reconocer
obligaciones en nombre del obligado tributario, solicitar devoluciones de ingresos indebidos o reembolsos y en los
restantes supuestos en que sea necesaria la firma del obligado tributario en los procedimientos regulados en los
títulos III, IV y V de la Ley General Tributaria, la representación deberá acreditarse por cualquier medio válido en
Derecho que deje constancia fidedigna o mediante declaración en comparecencia personal del interesado ante el
órgano administrativo competente.

A estos efectos, serán válidos los documentos normalizados de representación que apruebe la Administración
tributaria para determinados procedimientos.

3. Para los actos de mero trámite se presumirá concedida la representación.

4. Cuando en el marco de la colaboración social en la gestión tributaria, o en los supuestos que se prevean
reglamentariamente, se presente por medios telemáticos cualquier documento ante la Administración tributaria,
el presentador actuará con la representación que sea necesaria en cada caso. La Administración tributaria podrá
requerir, en cualquier momento, la acreditación de dicha representación, que podrá efectuarse de acuerdo con lo
establecido en el apartado 2 de este artículo.

5. Para la realización de actuaciones distintas de las mencionadas en los apartados 2, 3 y 4 anteriores, la
representación podrá acreditarse debidamente en la forma que reglamentariamente se establezca.

6. Cuando, de acuerdo con lo previsto en el apartado 6 del artículo 35 de la Ley General Tributaria, concurran
varios titulares en una misma obligación tributaria, se presumirá otorgada la representación a cualquiera de ellos,
salvo que se produzca manifestación expresa en contrario. La liquidación que resulte de dichas actuaciones deberá
ser notificada a todos los titulares de la obligación.

7. La falta o insuficiencia del poder no impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que
se acompañe aquél o se subsane el defecto dentro del plazo de 10 días, que deberá conceder al efecto el órgano
administrativo competente.

Artículo 42. Representación de personas o entidades no residentes.

A los efectos de sus relaciones con la Administración tributaria, los obligados tributarios que no residan en
España deberán designar un representante con domicilio en territorio español cuando operen en dicho territorio a
través de un establecimiento permanente, cuando lo establezca expresamente la normativa tributaria o cuando, por
las características de la operación o actividad realizada o por la cuantía de la renta obtenida, así lo requiera la
Administración tributaria.

Dicha designación deberá comunicarse a la Administración tributaria en los términos que la normativa del tributo
señale.

SECCIÓN 5ª. EL DOMICILIO FISCAL

Artículo 43. Domicilio fiscal.

1. El domicilio fiscal es el lugar de localización del obligado tributario en sus relaciones con la Administración
tributaria.

2. El domicilio fiscal será:

a) Para las personas físicas, el lugar donde tengan su residencia habitual. No obstante, para las personas físicas
que desarrollen principalmente actividades económicas, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la Administración tributaria podrá considerar como domicilio fiscal el lugar donde está efectivamente centralizada
la gestión administrativa y la dirección de las actividades desarrolladas. Si no pudiera establecerse dicho lugar,
prevalecerá aquel donde radique el mayor valor del inmovilizado en el que se realicen las actividades económicas.

b) Para las personas jurídicas, su domicilio social, siempre que en él esté efectivamente centralizada su gestión
administrativa y la dirección de sus negocios.
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En otro caso, se atenderá al lugar en el que se lleve a cabo dicha gestión o dirección.

Cuando no pueda determinarse el lugar del domicilio fiscal de acuerdo con los criterios anteriores prevalecerá
aquel donde radique el mayor valor del inmovilizado.

c) Para las entidades a las que se refiere el apartado 4 del artículo 35 de la Ley General Tributaria, el que resulte
de aplicar las reglas establecidas en el párrafo b) anterior.

d) Para las personas o entidades no residentes en España, el domicilio fiscal se determinará según lo establecido
en la normativa reguladora de cada tributo.

En defecto de regulación, el domicilio será el del representante al que se refiere el artículo 47 de la Ley General
Tributaria. No obstante, cuando la persona o entidad no residente en España opere mediante establecimiento
permanente, el domicilio será el que resulte de aplicar a dicho establecimiento permanente las reglas establecidas
en los párrafos a) y b) de este apartado.

3. Los obligados tributarios deberán comunicar su domicilio fiscal y el cambio del mismo a la Administración
tributaria que corresponda, en la forma y en los términos que se establezcan reglamentariamente. El cambio de
domicilio fiscal no producirá efectos frente a la Administración tributaria hasta que se cumpla con dicho deber de
comunicación, pero ello no impedirá que, conforme a lo establecido reglamentariamente, los procedimientos que
se hayan iniciado de oficio antes de la comunicación de dicho cambio, puedan continuar tramitándose por el órgano
correspondiente al domicilio inicial, siempre que las notificaciones derivadas de dichos procedimientos se realicen
de acuerdo con lo previsto en el artículo 110 de la Ley General Tributaria.

4. Cada Administración podrá comprobar y rectificar el domicilio fiscal declarado por los obligados tributarios
en relación con los tributos cuya gestión le competa con arreglo al procedimiento que se fije reglamentariamente.

SECCIÓN 6ª. ELEMENTOS DE CUANTIFICACIÓN DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA

Artículo 44. Cuantificación de la obligación tributaria

La obligación tributaria  se determinará a partir de las bases tributarias, los tipos de gravamen y los demás
elementos previstos en este capítulo, según disponga la ley de cada tributo.

Artículo 45. Base imponible: concepto y métodos de determinación.

1. La base imponible es la magnitud dineraria o de otra naturaleza que resulta de la medición o valoración del
hecho imponible.

2. La base imponible podrá determinarse por los siguientes métodos:

a) Estimación directa.

b) Estimación objetiva.

c) Estimación indirecta.

3. Las bases imponibles se determinarán con carácter general a través del método de estimación directa. No
obstante, la ley podrá establecer los supuestos en que sea de aplicación el método de estimación objetiva, que
tendrá, en todo caso, carácter voluntario para los obligados tributarios.

4. La estimación indirecta tendrá carácter subsidiario respecto de los demás métodos de determinación.

Artículo 46. Método de estimación directa.

El método de estimación directa podrá utilizarse por el contribuyente y por la Administración tributaria de acuerdo
con lo dispuesto en la normativa de cada tributo. A estos efectos, la Administración tributaria utilizará las
declaraciones o documentos presentados, los datos consignados en libros y registros comprobados
administrativamente y los demás documentos, justificantes y datos que tengan relación con los elementos de la
obligación tributaria.
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Artículo 47. Método de estimación objetiva.

El método de estimación objetiva podrá utilizarse para la determinación de la base imponible mediante la
aplicación de las magnitudes, índices, módulos o datos previstos en la normativa propia de cada tributo.

Artículo 48. Método de estimación indirecta.

1. El método de estimación indirecta se aplicará cuando la Administración tributaria no pueda disponer de los
datos necesarios para la determinación completa de la base imponible como consecuencia de alguna de las
siguientes circunstancias:

a) Falta de presentación de declaraciones o presentación de declaraciones incompletas o inexactas.

b) Resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación inspectora.

c) Incumplimiento sustancial de las obligaciones contables o registrales.

d) Desaparición o destrucción, aun por causa de fuerza mayor, de los libros y registros contables o de los
justificantes de las operaciones anotadas en los mismos.

2. Las bases o rendimientos se determinarán mediante la aplicación de cualquiera de los siguientes medios o
de varios de ellos conjuntamente:

a) Aplicación de los datos y antecedentes disponibles que sean relevantes al efecto.

b) Utilización de aquellos elementos que indirectamente acrediten la existencia de los bienes y de las rentas,
así como de los ingresos, ventas, costes y rendimientos que sean normales en el respectivo sector económico,
atendidas las dimensiones de las unidades productivas o familiares que deban compararse en términos tributarios.

c) Valoración de las magnitudes, índices, módulos o datos que concurran en los respectivos obligados
tributarios, según los datos o antecedentes que se posean de supuestos similares o equivalentes.

3. Cuando resulte aplicable el método de estimación indirecta, se seguirá el procedimiento previsto en el artículo
158 de la Ley General Tributaria.

Artículo 49. Base liquidable.

La base liquidable es la magnitud resultante de practicar, en su caso, en la base imponible las reducciones
establecidas en la ley.

Artículo 50. Tipo de gravamen.

1. El tipo de gravamen es la cifra, coeficiente o porcentaje que se aplica a la base liquidable para obtener como
resultado la cuota íntegra.

2. Los tipos de gravamen pueden ser específicos o porcentuales, y deberán aplicarse según disponga la ley
propia de cada tributo a cada unidad, conjunto de unidades o tramo de la base liquidable.

El conjunto de tipos de gravamen aplicables a las distintas unidades o tramos de base liquidable en un tributo
se denominará tarifa.

3. La ley podrá prever la aplicación de un tipo cero, así como de tipos reducidos o bonificados.

Artículo 51. Cuota tributaria.

1. La cuota íntegra se determinará:

a) Aplicando el tipo de gravamen a la base liquidable.

b) Según cantidad fija señalada al efecto.
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2. Para el cálculo de la cuota íntegra podrán utilizarse los métodos de determinación previstos en el apartado
2 del artículo 50 de la Ley General Tributaria.

3. La cuota íntegra deberá reducirse de oficio cuando de la aplicación de los tipos de gravamen resulte que a
un incremento de la base corresponde una porción de cuota superior a dicho incremento. La reducción deberá
comprender al menos dicho exceso.

Se exceptúan de esta regla los casos en que la deuda tributaria deba pagarse por medio de efectos timbrados.

4. El importe de la cuota íntegra podrá modificarse mediante la aplicación de las reducciones o límites que la
ley de cada tributo establezca en cada caso.

5. La cuota líquida será el resultado de aplicar sobre la cuota íntegra las deducciones, bonificaciones, adiciones
o coeficientes previstos, en su caso, en la ley de cada tributo.

6. La cuota diferencial será el resultado de minorar la cuota líquida en el importe de las deducciones, pagos
fraccionados, retenciones, ingresos a cuenta y cuotas, conforme a la normativa de cada tributo.

Artículo 52. Comprobación de valores.

1. El valor de las rentas, productos, bienes y demás elementos determinantes de la obligación tributaria podrá
ser comprobado por la Administración tributaria mediante los siguientes medios:

a) Capitalización o imputación de rendimientos al porcentaje que la ley de cada tributo señale.

b) Estimación por referencia a los valores que figuren en los registros oficiales de carácter fiscal.

Dicha estimación por referencia podrá consistir en la aplicación de los coeficientes multiplicadores que se
determinen y publiquen por la Administración tributaria competente, en los términos que se establezcan
reglamentariamente, a los valores que figuren en el registro oficial de carácter fiscal que se tome como referencia
a efectos de la valoración de cada tipo de bienes. Tratándose de bienes inmuebles, el registro oficial de carácter
fiscal que se tomará como referencia a efectos de determinar los coeficientes multiplicadores para la valoración de
dichos bienes será el Catastro Inmobiliario.

c) Precios medios en el mercado.

d) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros.

e) Dictamen de peritos de la Administración.

f) Valor asignado a los bienes en las pólizas de contratos de seguros.

g) Valor asignado para la tasación de las fincas hipotecadas en cumplimiento de lo previsto en la legislación
hipotecaria.

h) Precio o valor declarado correspondiente a otras transmisiones del mismo bien, teniendo en cuenta las
circunstancias de éstas, realizadas dentro del plazo que reglamentariamente se establezca.

i) Cualquier otro medio que se determine en la ley propia de cada tributo.

2. La tasación pericial contradictoria podrá utilizarse para confirmar o corregir en cada caso las valoraciones
resultantes de la aplicación de los medios del apartado 1 de este artículo.

3. Las normas de cada tributo regularán la aplicación de los medios de comprobación señalados en el apartado
1 de este artículo.

4. La comprobación de valores deberá ser realizada por la Administración tributaria a través del procedimiento
previsto en los artículos 134 y 135 de la Ley General Tributaria cuando dicha comprobación sea el único objeto del
procedimiento, o cuando se sustancie en el curso de otro procedimiento de los regulados en el título III de la Ley
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General Tributaria, como una actuación concreta del mismo, y en todo caso será aplicable lo dispuesto en dichos
artículos salvo el apartado 1 del artículo 134 de la Ley General Tributaria.

CAPITULO VI

La deuda tributaria.

Artículo 53. Deuda tributaria.

1. La deuda tributaria estará constituida por la cuota o cantidad a ingresar que resulte de la obligación tributaria
principal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta.

2. Además, la deuda tributaria estará integrada, en su caso, por:

a) El interés de demora.

b) Los recargos por declaración extemporánea.

c) Los recargos del período ejecutivo.

d) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o las cuotas, a favor del Tesoro o de otros entes públicos.

3. Las sanciones tributarias que puedan imponerse de acuerdo con lo dispuesto en el título IV de la Ley General
Tributaria no formarán parte de la deuda tributaria, pero en su recaudación se aplicarán las normas incluidas en el
capítulo V del título III de la Ley General Tributaria.

Artículo 54. Extinción de la deuda tributaria.

1. Las deudas tributarias podrán extinguirse por pago, prescripción, compensación, insolvencia definitiva,
condonación, por los medios previstos en la normativa aduanera y por los demás medios previstos en las leyes.

2. El pago, la compensación, la deducción sobre transferencias o la condonación de la deuda tributaria tiene
efectos liberatorios exclusivamente por el importe pagado, compensado, deducido o condonado.

CAPITULO VII

El pago.

Artículo 55. Legitimación, lugar y forma de pago.

1. Puede efectuar el pago, en periodo voluntario o periodo ejecutivo, cualquier persona, tenga o no interés en el
cumplimiento de la obligación, ya lo conozca y lo apruebe, ya lo ignore el obligado al pago.

El tercero que pague la deuda no estará legitimado para ejercitar ante la Administración los derechos que
corresponden al obligado al pago.

2. El pago de las deudas podrá realizarse en las cajas de los órganos competentes, en las entidades que, en
su caso, presten el servicio de caja, en las entidades colaboradoras y demás personas o entidades autorizadas
para recibir el pago, directamente o por vía telemática, cuando así esté previsto en la normativa vigente.

3. Los pagos realizados a órganos no competentes para recibirlos o a personas no autorizadas para ello no
liberarán al deudor de su obligación de pago, sin perjuicio de las responsabilidades de todo orden en que incurra
el perceptor que admita indebidamente el pago.

4. El pago de las deudas podrá realizarse en efectivo, mediante efectos timbrados y en especie.

5. El pago de las deudas y sanciones tributarias que deba realizarse en efectivo se podrá hacer siempre en dinero
de curso legal.
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Asimismo, se podrá realizar por alguno de los siguientes medios, con los requisitos y condiciones que para cada
uno de ellos se establecen en el Reglamento General de Recaudación y siguiendo los procedimientos que se
dispongan en cada caso:

a) Cheque.

b) Tarjeta de crédito y débito.

c) Transferencia bancaria.

d) Domiciliación bancaria.

e) Cualesquiera otros que se autoricen por el órgano competente.

Será admisible el pago por los medios a los que se refieren los párrafos b), c) y d) en aquellos casos en los que
así se establezca expresamente en una norma tributaria.

6. El pago en efectivo de las deudas no tributarias se efectuará por los medios que autorice su propia normativa.
Si no se hubiera dispuesto regla especial, el pago deberá realizarse por los medios citados en el apartado 1, excepto
los párrafos b), c) y d) que requerirán regulación expresa.

7. Se entiende pagada en efectivo una deuda cuando se ha realizado el ingreso de su importe en las cajas de
los órganos competentes, entidades colaboradoras, entidades que presten el servicio de caja o demás personas
o entidades autorizadas para recibir el pago.

8. Cuando el pago se realice a través de entidades de crédito u otras personas autorizadas, la entrega al deudor
del justificante de ingreso liberará a este desde la fecha que se consigne en el justificante y por el importe que figure
en él, quedando obligada la entidad de crédito o persona autorizada frente a la Administración Tributaria desde ese
momento y por dicho importe, salvo que pudiera probarse fehacientemente la inexactitud de la fecha o del importe
que conste en la validación del justificante.

9. Las órdenes de pago dadas por el deudor a las entidades de crédito u otras personas autorizadas para recibir
el pago no surtirán por sí solas efectos frente a la Hacienda pública, sin perjuicio de las acciones que correspondan
al ordenante frente a la entidad o persona responsable del incumplimiento.

Artículo 56. Plazos para el pago.

1. Las deudas tributarias resultantes de una autoliquidación deberán pagarse en los plazos que establezca la
normativa de cada tributo.

2. En el caso de deudas tributarias resultantes de liquidaciones practicadas por la Administración, el pago en
período voluntario deberá hacerse en los siguientes plazos:

a) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha de recepción
de la notificación hasta el día 20 del mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de recepción
de la notificación hasta el día cinco del segundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil
siguiente.

3. El pago en período voluntario de las deudas de notificación colectiva y periódica que no tengan establecido
otro plazo en sus normas reguladoras deberá efectuarse en el período comprendido entre el día uno de septiembre
y el 20 de noviembre o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

La Administración tributaria competente podrá modificar el plazo señalado en el párrafo anterior siempre que
dicho plazo no sea inferior a dos meses.

4. Las deudas que deban abonarse mediante efectos timbrados se pagarán en el momento de la realización del
hecho imponible, si no se dispone otro plazo en su normativa específica.
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5. Una vez iniciado el período ejecutivo y notificada la providencia de apremio, el pago de la deuda tributaria deberá

efectuarse en los siguientes plazos:

a) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha de recepción
de la notificación hasta el día 20 de dicho mes o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de recepción
de la notificación hasta el día cinco del mes siguiente o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

Artículo 57. Imputación de pagos.

1. Las deudas tributarias se presumen autónomas. El obligado al pago de varias deudas podrá imputar cada pago
a la deuda que libremente determine.

2. En los casos de ejecución forzosa en que se hubieran acumulado varias deudas tributarias del mismo sujeto
pasivo y no pudieran satisfacerse totalmente, la Administración, salvo lo dispuesto en el apartado siguiente, aplicará
el pago al crédito más antiguo, determinándose su antigüedad de acuerdo con la fecha en que fue exigible.

3. Cuando se hubieran acumulado varias deudas tributarias, unas procedentes de tributos de la Hacienda de la

Ciudad de Autónoma de Melilla y otras de tributos a favor de otras Entidades, tendrán preferencia para su cobro
las primeras, salvo disposición legal en contrario.

4. El cobro de un débito de vencimiento posterior no extingue el derecho de la Hacienda de la Ciudad Autónoma
de Melilla a percibir los anteriores en descubierto.

Artículo 58. Domiciliaciones bancarias.

1. La domiciliación bancaria deberá ajustarse a los siguientes requisitos:

a) Que el obligado al pago sea titular de la cuenta en que domicilie el pago y que dicha cuenta se encuentre abierta
en una entidad de crédito.

En los términos y condiciones en que cada Administración lo establezca, el pago podrá domiciliarse en una
cuenta que no sea de titularidad del obligado, siempre que el titular de dicha cuenta autorice la domiciliación.

b) Que el obligado al pago comunique su orden de domiciliación a los órganos de la Administración según los
procedimientos que se establezcan en cada caso.

2. Los pagos se entenderán realizados en la fecha de cargo en cuenta de dichas domiciliaciones, considerán-
dose justificante del ingreso el que a tal efecto expida la entidad de crédito donde se encuentre domiciliado el pago,
que incorporará como mínimo los datos que se establezcan en la orden ministerial correspondiente.

3. En aquellos casos en los que el cargo en cuenta no se realice o se realice fuera de plazo por causa no imputable
al obligado al pago, no se exigirán a este recargos, intereses de demora ni sanciones, sin perjuicio de los intereses
de demora que, en su caso, corresponda liquidar y exigir a la entidad responsable por la demora en el ingreso.

4. La Administración establecerá, en su caso, las condiciones para utilizar este medio de pago por vía telemática.

5. Cuando el pago se realice a través de terceros autorizados de acuerdo con lo que establece el artículo 92 de
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, estos deberán estar expresamente autorizados por la
Administración para efectuar la domiciliación del pago en cuentas de su titularidad.

6. Se potenciará la domiciliación bancaria, impulsando la campaña que divulgue sus ventajas.

7. En los supuestos de recibos domiciliados, no se remitirán al domicilio del contribuyente el documento de pago;

alternativamente, los datos de la deuda se incorporarán en el soporte magnético que origine el correspondiente
cargo bancario, debiendo la entidad financiera expedir y remitir el comprobante de cargo en cuenta.
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8. Se ordenará el cargo en cuenta de los obligados a principios del periodo voluntario. Si la domiciliación no fuera
atendida, la entidad bancaria lo comunicará de inmediato a la Administración Tributaria de la Ciudad Autónoma de
Melilla.

9. Si el contribuyente considera indebido el cargo y solicita la retrocesión del mismo, se resolverá con la máxima
agilidad la reclamación y, en su caso se procederá a la devolución.

10. Las domiciliaciones efectuadas tendrán efectos para los ejercicios siguientes.

CAPITULO VIII

La prescripción.

Artículo 59. La prescripción.

Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos:

a) El derecho de la Administración de la Ciudad Autónoma para determinar la deuda tributaria mediante la
oportuna liquidación.

b) El derecho de la Administración de la Ciudad Autónoma para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas
y autoliquidadas.

c) El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos
indebidos y el reembolso del coste de las garantías.

d) El derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos
indebidos y el reembolso del coste de las garantías.

Artículo 60. Cómputos de plazos de prescripción.

1. El plazo de prescripción comenzará a contarse en los distintos casos a los que se refiere el

artículo anterior conforme a las siguientes reglas:

En el caso a), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario para presentar la
correspondiente declaración o autoliquidación.

En el caso b), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo de pago en período voluntario, sin perjuicio
de lo dispuesto en el apartado 2 de este artículo.

En el caso c), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo para solicitar la correspondiente devolución
derivada de la normativa de cada tributo o, en defecto de plazo, desde el día siguiente a aquel en que dicha devolución
pudo solicitarse; desde el día siguiente a aquel en que se realizó el ingreso indebido o desde el día siguiente a la
finalización del plazo para presentar la autoliquidación si el ingreso indebido se realizó dentro de dicho plazo; o
desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la sentencia o resolución administrativa que declare total
o parcialmente improcedente el acto impugnado.

En el supuesto de tributos que graven una misma operación y que sean incompatibles entre sí, el plazo de
prescripción para solicitar la devolución del ingreso indebido del tributo improcedente comenzará a contarse desde
la resolución del órgano específicamente previsto para dirimir cuál es el tributo procedente.

En el caso d), desde el día siguiente a aquel en que finalicen los plazos establecidos para efectuar las
devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo o desde el día siguiente a la fecha de notificación del acuerdo
donde se reconozca el derecho a percibir la devolución o el reembolso del coste de las garantías.

2. El plazo de prescripción para exigir la obligación de pago a los responsables solidarios comenzará a contarse
desde el día siguiente a la finalización del plazo de pago en período voluntario del deudor principal. No obstante lo
dispuesto en el párrafo anterior, en el caso de los responsables solidarios previstos en el apartado 2 del artículo
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42 de la Ley General Tributaria, dicho plazo de prescripción se iniciará en el momento en que ocurran los hechos
que constituyan el presupuesto de la responsabilidad.

Tratándose de responsables subsidiarios, el plazo de prescripción comenzará a computarse desde la
notificación de la última actuación recaudatoria practicada al deudor principal o a cualquiera de los responsables
solidarios.

Artículo 61. Interrupción de los plazos de prescripción.

1. El plazo de prescripción del derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la
oportuna liquidación se interrumpe:

a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario,
conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento y liquidación de todos
o parte de los elementos de la obligación tributaria.

b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las actuaciones realizadas con
conocimiento formal del obligado tributario en el curso de dichas reclamaciones o recursos, por la remisión del tanto
de culpa a la jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así como por la recepción
de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento administrativo
en curso.

c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la liquidación o autoliquidación de la
deuda tributaria.

2. El plazo de prescripción del derecho para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y autoliquidadas
se interrumpe:

a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario,
dirigida de forma efectiva a la recaudación de la deuda tributaria.

b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las actuaciones realizadas con
conocimiento formal del obligado en el curso de dichas reclamaciones o recursos, por la declaración del concurso
del deudor o por el ejercicio de acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria, así como por la
recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento
administrativo en curso.

c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente al pago o extinción de la deuda tributaria.

3. El plazo de prescripción del derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo,
las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías se interrumpe:

a) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario que pretenda la devolución, el reembolso o la
rectificación de su autoliquidación.

b) Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de cualquier clase.

4. El plazo de prescripción del derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las
devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías. se interrumpe:

a) Por cualquier acción de la Administración tributaria dirigida a efectuar la devolución o el reembolso.

b) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario por la que exija el pago de la devolución o el
reembolso.

c) Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos de cualquier clase.

5. Producida la interrupción, se iniciará de nuevo el cómputo del plazo de prescripción, salvo lo establecido en
el apartado siguiente.
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6. Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la interposición del recurso ante la jurisdicción
contencioso-administrativa, por el ejercicio de acciones civiles o penales, por la remisión del tanto de culpa a la
jurisdicción competente o la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal o por la recepción de una
comunicación judicial de paralización del procedimiento, el cómputo del plazo de prescripción se iniciará de nuevo
cuando la Administración tributaria reciba la notificación de la resolución firme que ponga fin al proceso judicial o
que levante la paralización, o cuando se reciba la notificación del Ministerio Fiscal devolviendo el expediente.

Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la declaración del concurso del deudor, el cómputo
del plazo de prescripción se iniciará de nuevo en el momento de aprobación del convenio concursal para las deudas
tributarias no sometidas al mismo. Respecto a las deudas tributarias sometidas al convenio concursal, el cómputo
del plazo de prescripción se iniciará de nuevo cuando aquéllas resulten exigibles al deudor. Si el convenio no fuera
aprobado, el plazo se reiniciará cuando se reciba la resolución judicial firme que señale dicha circunstancia.

Lo dispuesto en este apartado no será aplicable al plazo de prescripción del derecho de la Administración
tributaria de la Ciudad Autónoma para exigir el pago cuando no se hubiera acordado la suspensión en vía
contencioso-administrativa.

7. Interrumpido el plazo de prescripción para un obligado tributario, dicho efecto se extiende a todos los demás
obligados, incluidos los responsables. No obstante, si la obligación es mancomunada y sólo se reclama a uno de
los obligados tributarios la parte que le corresponde, el plazo no se interrumpe para los demás.

Si existieran varias deudas liquidadas a cargo de un mismo obligado al pago, la interrupción de la prescripción
sólo afectará a la deuda a la que se refiera.

Artículo 62. Prescripción de deudas no tributarias.

El plazo de prescripción de las deudas no tributarias  se determinará en  base a la normativa particular que regule
la gestión de las mismas. Si no existiera previsión específica en la Ley Reguladora del recurso de derecho público
no tributario, se aplicará el plazo de prescripción establecido en la Ley General Presupuestaria.

Artículo 63. Extensión y efectos de la prescripción.

1. La prescripción ganada aprovecha por igual a todos los obligados al pago de la deuda tributaria salvo lo
dispuesto en el apartado 7 del artículo 61 de esta Ordenanza.

2. La prescripción se aplicará de oficio, incluso en los casos en que se haya pagado la deuda tributaria, sin
necesidad de que la invoque o excepcione el obligado tributario.

3. La prescripción ganada extingue la deuda tributaria.

Artículo 64. Órganos competentes para declarar la prescripción.

La prescripción se aplicará de oficio y será declarada por el Tesorero de la Ciudad Autónoma de Melilla, que
anualmente instruirá expediente colectivo referido a todas aquellas deudas prescritas en el año. Este expediente,
fiscalizado por el Interventor de la Ciudad Autónoma de Melilla, se someterá a aprobación mediante resolución del
Consejero de Hacienda y Presupuestos.

CAPITULO IX

La compensación.

Artículo 65. Normas generales de compensación.

1. Las deudas tributarias de un obligado tributario podrán extinguirse total o parcialmente por compensación con
créditos reconocidos por acto administrativo a favor del mismo obligado, en las condiciones que reglamentariamente
se establezcan.

BOME EXTRAORDINARIO NÚM. 23 - MELILLA, LUNES 31 DE DICIEMBRE DE 2007 - PAG. 632



2. La compensación se acordará de oficio o a instancia del obligado tributario.

3. Los obligados tributarios podrán solicitar la compensación de los créditos y las deudas tributarias de las que
sean titulares mediante un sistema de cuenta corriente, en los términos que reglamentariamente se determinen.

Artículo 66. Compensación de oficio.

1. La Administración tributaria compensará de oficio las deudas tributarias que se encuentren en período
ejecutivo.

Asimismo, se compensarán de oficio durante el plazo de ingreso en período voluntario las cantidades a ingresar
y a devolver que resulten de un mismo procedimiento de comprobación limitada o inspección o de la práctica de
una nueva liquidación por haber sido anulada otra anterior de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5 del artículo
26 de La Ley General Tributaria.

2. Serán compensables de oficio, una vez transcurrido el plazo de ingreso en período voluntario, las deudas
tributarias vencidas, líquidas y exigibles que las comunidades autónomas, entidades locales y demás entidades
de derecho público tengan con el Estado.

3. La extinción de la deuda tributaria se producirá en el momento de inicio del período ejecutivo o cuando se
cumplan los requisitos exigidos para las deudas y los créditos, si este momento fuera posterior. El acuerdo de
compensación declarará dicha extinción.

En el supuesto previsto en el párrafo segundo del apartado 1 de este artículo, la extinción se producirá en el
momento de concurrencia de las deudas y los créditos, en los términos establecidos reglamentariamente.

Artículo 67. Compensación a instancia del obligado tributario.

1.  El deudor que inste la compensación, tanto en período voluntario de pago como en período ejecutivo, deberá
dirigir a la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla, para su tramitación, la correspondiente
solicitud que contendrá los siguientes requisitos:

a) Nombre y apellidos o razón social completa, número de identificación fiscal y domicilio fiscal del obligado al
pago y, en su caso, de la persona que lo represente.

b) Identificación de la deuda cuya compensación se solicita, indicando al menos su importe, concepto y fecha
de vencimiento del plazo de ingreso en período voluntario.

c) Identificación del crédito reconocido por la Ciudad Autónoma de Melilla a favor del solicitante cuya
compensación se ofrece, indicando su importe y concepto.

d) Lugar, fecha y firma del solicitante.

A la solicitud de compensación se acompañarán los siguientes documentos:

a) Si la deuda cuya compensación se solicita ha sido determinada mediante autoliquidación, modelo oficial de
autoliquidación, debidamente cumplimentado, salvo que el interesado no está obligado a presentarlo por obrar ya
en poder de la Administración, en cuyo caso señalará el día y procedimiento en que lo presentó.

b) Certificado que refleje la existencia del crédito reconocido, pendiente de pago, o justificante de su solicitud,
y de la suspensión, a instancia del interesado, de los trámites para su abono en tanto no se comunique la resolución
del procedimiento de compensación.

Si el crédito ofrecido en compensación deriva de una devolución tributaria, en lugar de la certificación anterior
se acompañará copia del acto, resolución o sentencia que lo reconozca.

2. La presentación de una solicitud de compensación en período voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo
de la deuda concurrente con el crédito ofrecido, pero no el devengo del interés de demora que pueda proceder, en
su caso, hasta la fecha de reconocimiento del crédito.
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3. La extinción de la deuda tributaria se producirá en el momento de la presentación de la solicitud o cuando
se cumplan los requisitos exigidos para las deudas y los créditos, si este momento fuera posterior a dicha
presentación. El acuerdo de compensación declarará dicha extinción.

Artículo 68. Compensación de oficio de deudas de entidades públicas.

1. Las deudas a favor de la Ciudad Autónoma de Melilla, cuando el deudor sea un Ente territorial, Organismo
Autónomo, Seguridad Social o Entidad de Derecho Público, cuya actividad no se rija por el ordenamiento privado,
serán compensables de oficio, una vez transcurrido el plazo de ingreso en periodo voluntario.

2. El procedimiento a seguir para aplicar la compensación será el siguiente:

a) Comprobada que alguna de las entidades citadas en el punto 1 es deudora de la Ciudad Autónoma de Melilla,
se dará traslado de la misma a los órganos de contabilidad.

b) Si en contabilidad se reconociera de la existencia de créditos a favor de las Entidades deudoras, dará traslado
de las actuaciones a la Secretario Técnico de la Consejería de Hacienda y Presupuestos, a fin de que pueda redactar
propuesta de compensación.

c) Adoptada resolución de acuerdo que autorice la compensación, por parte del Consejero de Hacienda y
Presupuestos, se notificará a la Entidad deudora, procediendo a la formalización de aquella cuando hayan
transcurrido quince días sin reclamación del deudor.

3. Si la Entidad deudora alega insuficiencia de crédito presupuestario y su voluntad de tramitar expediente de
crédito extraordinario o suplemento de crédito, en el plazo no superior a tres meses, se suspenderá la
compensación hasta que la modificación presupuestaria sea efectiva.

Artículo 69. Cobro de deudas de Entidades Públicas.

1. Cuando no fuera posible aplicar la compensación como medio de extinción de las deudas de la Entidades
Públicas reseñadas en el artículo anterior, por no ostentar las mismas crédito alguno contra la Ciudad Autónoma
de Melilla, el Tesorero solicitará a la Intervención del Ente deudor certificado acreditativo del reconocimiento de la
obligación de la Ciudad Autónoma.

2. El Tesorero de la Ciudad Autónoma de Melilla trasladará a la Secretaría Técnica de Hacienda y presupuestos
la documentación resultante de sus actuaciones investigadoras. Después de examinar la naturaleza de la deuda,
del deudor y el desarrollo de la tramitación del expediente, la Secretaría Técnica de Hacienda y Presupuestos
elaborará propuesta de actuación, que puede ser una de las siguientes:

a) Si no está reconocida la deuda por parte de Ente deudor, solicitar certificación del reconocimiento de la
obligación y de la existencia de crédito presupuestario.

b) Si de la certificación expedida se dedujera la insuficiencia de crédito presupuestario, se instará al
cumplimiento de la obligación en el plazo de un mes.

c) Si por parte del ente deudor se negara la realización de actuaciones a que viene obligado, relacionadas con
los apartados anteriores, se podrá formular recurso contencioso-administrativo, que se tramitará por el procedimien-
to abreviado, de acuerdo con lo que prevé el artículo 29.2 de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

3. Alternativamente a las acciones reflejadas en el punto anterior, cuando la Tesorería valore la extrema dificultad
de realizar el crédito de la Ciudad Autónoma de Melilla a través de las mismas, se llevarán a cabo las siguientes
actuaciones:

a) Solicitar a la Administración del Estado, con cargo a las transferencias que pudieran ordenarse a favor del
Ente deudor, se aplique la retención de cantidad equivalente al importe de la deuda y sea puesto a disposición de
la Ciudad Autónoma de Melilla.
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b) Solicitar colaboración a la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

4. Cuando las actuaciones de la Ciudad Autónoma de Melilla en orden a la realización del crédito hayan resultado
infructuosas, se investigará la existencia de bienes patrimoniales a efectos de ordenar el embargo de los mismos,
si ello es necesario.

5. Las actuaciones que, en su caso, hayan de llevarse a cabo serán aprobadas por el Consejero de Hacienda
y Presupuestos, siendo notificadas a la Entidad deudora.

CAPITULO X

Baja provisional por insolvencia.

Artículo 70. Deudor Fallido y Crédito Incobrable.

1. Se considerarán fallidos aquellos obligados al pago respecto de los cuales se ignore la existencia de bienes
o derechos embargables o realizables para el cobro del débito. En particular, se estimará que no existen bienes
o derechos embargables cuando los poseídos por el obligado al pago no hubiesen sido adjudicados a la Hacienda
pública de conformidad con lo que se establece en el artículo 109 del Reglamento General de Recaudación.
Asimismo, se considerará fallido por insolvencia parcial el deudor cuyo patrimonio embargable o realizable conocido
tan solo alcance a cubrir una parte de la deuda.

2. La declaración de fallido podrá referirse a la insolvencia total o parcial del deudor.

3. Son créditos incobrables aquellos que no han podido hacerse efectivos en el procedimiento de apremio por
resultar fallidos los obligados al pago.

El concepto de incobrable se aplicará a los créditos y el de fallido a los obligados al pago.

Artículo 71. Procedimiento.

Una vez declarados fallidos los deudores principales y los responsables solidarios, la acción de cobro se dirigirá
frente al responsable subsidiario.

Si no existieran responsables subsidiarios o, si existiendo, estos resultan fallidos, el crédito será declarado
incobrable por el órgano de recaudación.

Artículo 72.  Efectos.

1. La declaración total o parcial de crédito incobrable determinará la baja en cuentas del crédito en la cuantía
a que se refiera dicha declaración.

2. Dicha declaración no impide el ejercicio por la Hacienda pública contra quien proceda de las acciones que
puedan ejercitarse con arreglo a las leyes, en tanto no se haya producido la prescripción del derecho de la
Administración para exigir el pago.

3. La declaración de deudores fallidos, en caso de personas físicas o jurídicas inscritas en el Registro Mercantil,
serán comunicadas mediante una orden de anotación en virtud de mandamiento expedido por el Jefe de
Recaudación. Con posterioridad a la anotación el Registro comunicará a dicho órgano de recaudación cualquier
acto relativo a dichas personas o entidades que se presente a inscripción o anotación.

Artículo 73. Bajas por referencia.

Si un deudor ha sido declarado fallido y no existen otros obligados que tengan que responder de la deuda, los
créditos que contra éste tengan vencimiento posterior a la correspondiente declaración se consideraran vencidos
y serán dados de baja de la contabilidad, por referencia a la citada declaración.
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Artículo 74. Revisión de insolvencia y rehabilitación de créditos incobrables.

1. El órgano de recaudación vigilará la posible solvencia sobrevenida de los obligados al pago declarados fallidos.

2. En caso de producirse tal circunstancia y de no mediar prescripción, procederá la rehabilitación de los créditos
declarados incobrables, reanudándose el procedimiento de recaudación partiendo de la situación en que se
encontraban en el momento de la declaración de crédito incobrable o de la baja por referencia.

3. A efectos de declaración de créditos incobrables, el Jefe de la Recaudación de la Ciudad Autónoma de Melilla
documentará debidamente los expedientes, formulando propuestas que serán aprobadas mediante resolución del
Consejero de Hacienda y Presupuestos.

6. La tramitación de créditos incobrables se llevará a cabo de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 61 a 63,
ambos inclusive, del Reglamento General de Recaudación.

Artículo 75. Bajas de oficio.

El Consejero de Hacienda y Presupuestos, de acuerdo con los criterios de eficiencia en la utilización de los
recursos disponibles, podrá determinar las actuaciones concretas que deberán tenerse en cuenta con el fin de
justificar la declaración de crédito incobrable, y dispondrá la no-liquidación o, si procede, la anulación y baja en las
cuentas de recaudación, en consideración a su origen y naturaleza y cuando resulten de deudas inferiores a la
cantidad que se estime y fije insuficiente para la cobertura del coste de la exacción y recaudación respectivas.

CAPITULO XI

La condonación

Artículo 76. La condonación.

Las deudas tributarias sólo podrán condonarse en virtud de Ley y en la cuantía y con los requisitos que en la
misma se determinen.

TITULO IV

La aplicación de los tributos

CAPITULO I

Principios generales.

Artículo 77. Ámbito de la aplicación de los tributos.

1. La aplicación de los tributos comprende todas las actividades administrativas dirigidas a la información y
asistencia a los obligados tributarios y a la gestión, inspección y recaudación, así como las actuaciones de los
obligados en el ejercicio de sus derechos o en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

2. La aplicación de los tributos se desarrollará a través de los procedimientos administrativos de gestión,
inspección, recaudación y los demás que se establezcan.

Artículo 78. Deber de información y asistencia a los obligados tributarios.

1. La Administración deberá prestar a los obligados tributarios la necesaria información y asistencia acerca de
sus derechos y obligaciones.

2. La actividad a la que se refiere el apartado anterior, se instrumentará, entre otras, a través de las siguientes
actuaciones:

a) Publicación de textos actualizados de las normas tributarias.

b) Comunicaciones y actuaciones de información efectuadas por los servicios destinados a tal efecto en los
órganos de la Administración tributaria.
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c) Contestaciones a consultas escritas.

d) Actuaciones previas de valoración.

e) Asistencia a los obligados en la realización de declaraciones, autoliquidaciones y declaraciones tributarias.

Artículo 79. Colaboración social.

1. Los interesados podrán colaborar en la aplicación de los tributos a través de acuerdos de la Administración
tributaria de la Ciudad Autónoma con otras Administraciones públicas, con entidades privadas o con instituciones
u organizaciones representativas de sectores o intereses sociales, laborales, empresariales o profesionales.

2. La colaboración social en la aplicación de los tributos podrá referirse, entre otros, a los siguientes aspectos:

a) Realización de estudios o informes relacionados con la elaboración y aplicación de disposiciones generales
y con la aplicación de los medios a que se refieren los párrafos b) y c) del apartado 1 del artículo 57 de la Ley General
Tributaria.

b) Campañas de información y difusión.

c) Simplificación del cumplimiento de las obligaciones tributarias.

d) Asistencia en la realización de autoliquidaciones, declaraciones y comunicaciones y en su correcta
cumplimentación.

e) Presentación y remisión a la Administración tributaria de autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones
o cualquier otro documento con trascendencia tributaria, previa autorización de los obligados tributarios.

f) Subsanación de defectos, previa autorización de los obligados tributarios.

g) Información del estado de tramitación de las devoluciones y reembolsos, previa autorización de los obligados
tributarios.

h) Solicitud y obtención de certificados tributarios, previa autorización de los obligados tributarios.

3. La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma podrá señalar los requisitos y condiciones para que la
colaboración social se realice mediante la utilización de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos.

Artículo 80. Obligación de información.

1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades mencionadas en el apartado 4
del artículo 35 de la Ley General Tributaria, estarán obligadas a proporcionar a la Administración tributaria toda clase
de datos, informes, antecedentes y justificantes con trascendencia tributaria relacionados con el cumplimiento de
sus propias obligaciones tributarias o deducidos de sus relaciones económicas, profesionales o financieras con
otras personas.

En particular:

a) Los retenedores y los obligados a realizar ingresos a cuenta deberán presentar relaciones de los pagos
dinerarios o en especie realizados a otras personas o entidades.

b) Las sociedades, asociaciones, colegios profesionales u otras entidades que, entre sus funciones, realicen
la de cobro de honorarios profesionales o de derechos derivados de la propiedad intelectual, industrial, de autor u
otros por cuenta de sus socios, asociados o colegiados, deberán comunicar estos datos a la Administración
tributaria.

A la misma obligación quedarán sujetas aquellas personas o entidades, incluidas las bancarias, crediticias o
de mediación financiera en general que, legal, estatutaria o habitualmente, realicen la gestión o intervención en el
cobro de honorarios profesionales o en el de comisiones, por las actividades de captación, colocación, cesión o
mediación en el mercado de capitales.
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c) Las personas o entidades depositarias de dinero en efectivo o en cuentas, valores u otros bienes de deudores
a la Administración tributaria en período ejecutivo estarán obligadas a informar a los órganos de recaudación y a
cumplir los requerimientos efectuados por los mismos en el ejercicio de sus funciones.

2. Las obligaciones a las que se refiere el apartado anterior deberán cumplirse con carácter general en la forma
y plazos que reglamentariamente se determinen, o mediante requerimiento individualizado de la Administración
tributaria que podrá efectuarse en cualquier momento posterior a la realización de las operaciones relacionadas con
los datos o antecedentes requeridos.

3. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en este artículo no podrá ampararse en el secreto
bancario.

Los requerimientos individualizados relativos a los movimientos de cuentas corrientes, depósitos de ahorro y a
plazo, cuentas de préstamos y créditos y demás operaciones activas y pasivas, incluidas las que se reflejen en
cuentas transitorias o se materialicen en la emisión de cheques u otras órdenes de pago, de los bancos, cajas de
ahorro, cooperativas de crédito y cuantas entidades se dediquen al tráfico bancario o crediticio, podrán efectuarse
en el ejercicio de las funciones de inspección o recaudación, previa autorización del órgano de la Administración
tributaria que reglamentariamente se determine.

Los requerimientos individualizados deberán precisar los datos identificativos del cheque u orden de pago de que
se trate, o bien las operaciones objeto de investigación, los obligados tributarios afectados, titulares o autorizados,
y el período de tiempo al que se refieren.

La investigación realizada según lo dispuesto en este apartado podrá afectar al origen y destino de los
movimientos o de los cheques u otras órdenes de pago, si bien en estos casos no podrá exceder de la identificación
de las personas y de las cuentas en las que se encuentre dicho origen y destino.

4. Los funcionarios públicos, incluidos los profesionales oficiales, estarán obligados a colaborar con la
Administración tributaria suministrando toda clase de información con trascendencia tributaria de la que dispongan,
salvo que sea aplicable:

a) El secreto del contenido de la correspondencia.

b) El secreto de los datos que se hayan suministrado a la Administración para una finalidad exclusivamente
estadística.

c) El secreto del protocolo notarial, que abarcará los instrumentos públicos a los que se refieren los artículos
34 y 35 de la Ley de 28 de mayo de 1862, del Notariado, y los relativos a cuestiones matrimoniales, con excepción
de los referentes al régimen económico de la sociedad conyugal.

5. La obligación de los demás profesionales de facilitar información con trascendencia tributaria a la
Administración tributaria no alcanzará a los datos privados no patrimoniales que conozcan por razón del ejercicio
de su actividad cuya revelación atente contra el honor o la intimidad personal y familiar. Tampoco alcanzará a
aquellos datos confidenciales de sus clientes de los que tengan conocimiento como consecuencia de la prestación
de servicios profesionales de asesoramiento o defensa.

Los profesionales no podrán invocar el secreto profesional para impedir la comprobación de su propia situación
tributaria.

Artículo 81.  Autoridades sometidas al deber de informar y colaborar.

1. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los titulares de los órganos del Estado, de las
comunidades autónomas y de las entidades locales; los organismos autónomos y las entidades públicas
empresariales; las cámaras y corporaciones, colegios y asociaciones profesionales; las mutualidades de previsión
social; las demás entidades públicas, incluidas las gestoras de la Seguridad Social y quienes, en general, ejerzan
funciones públicas, estarán obligados a suministrar a la Administración tributaria cuantos datos, informes y
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antecedentes con trascendencia tributaria recabe ésta mediante disposiciones de carácter general o a través de
requerimientos concretos, y a prestarle, a ella y a sus agentes, apoyo, concurso, auxilio y protección para el
ejercicio de sus funciones.

Asimismo, participarán en la gestión o exacción de los tributos mediante las advertencias, repercusiones y
retenciones, documentales o pecuniarias, de acuerdo con lo previsto en las leyes o disposiciones reglamentarias

vigentes.

2. A las mismas obligaciones quedarán sujetos los partidos políticos, sindicatos y asociaciones empresariales.

3. Los juzgados y tribunales deberán facilitar a la Administración tributaria, de oficio o a requerimiento de la
misma, cuantos datos con trascendencia tributaria se desprendan de las actuaciones judiciales de las que
conozcan, respetando, en su caso, el secreto de las diligencias sumariales.

4. El Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la
Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, así como la Secretaría de ambas

comisiones, facilitarán a la Administración tributaria cuantos datos con trascendencia tributaria obtengan en el
ejercicio de sus funciones, de oficio, con carácter general o mediante requerimiento individualizado.

Los órganos de la Administración tributaria podrán utilizar la información suministrada para la regularización de
la situación tributaria de los obligados en el curso del procedimiento de comprobación o de inspección, sin que sea
necesario efectuar el requerimiento al que se refiere el apartado 3 del artículo anterior.

5. La cesión de datos de carácter personal que se deba efectuar a la Administración tributaria conforme a lo
dispuesto en el artículo anterior, en los apartados anteriores de este artículo o en otra norma de rango legal, no

requerirá el consentimiento del afectado. En este ámbito no será de aplicación lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 21 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 82. Carácter reservado de los datos con trascendencia tributaria.

1. Los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma de
Melilla en el desempeño de sus funciones tienen carácter reservado y sólo podrán ser utilizados para la efectiva

aplicación de los tributos o recursos cuya gestión tenga encomendada y para la imposición de las sanciones que
procedan, sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, salvo que la cesión tenga por objeto:

a) La colaboración con los órganos jurisdiccionales y el Ministerio Fiscal en la investigación o persecución de
delitos que no sean perseguibles únicamente a instancia de persona agraviada.

b) La colaboración con otras Administraciones tributarias a efectos del cumplimiento de obligaciones fiscales
en el ámbito de sus competencias.

c) La colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y con las entidades gestoras y servicios
comunes de la Seguridad Social en la lucha contra el fraude en la cotización y recaudación de las cuotas del sistema
de Seguridad Social, así como en la obtención y disfrute de prestaciones a cargo de dicho sistema.

d) La colaboración con las Administraciones públicas para la lucha contra el delito fiscal y contra el fraude en
la obtención o percepción de ayudas o subvenciones a cargo de fondos públicos o de la Unión Europea.

e) La colaboración con las comisiones parlamentarias de investigación en el marco legalmente establecido.

f) La protección de los derechos e intereses de los menores e incapacitados por los órganos jurisdiccionales

o el Ministerio Fiscal.

g) La colaboración con el Tribunal de Cuentas en el ejercicio de sus funciones de fiscalización de la Ciudad

Autónoma.

BOME EXTRAORDINARIO NÚM. 23 - MELILLA, LUNES 31 DE DICIEMBRE DE 2007 - PAG. 639



h) La colaboración con los jueces y tribunales para la ejecución de resoluciones judiciales firmes. La solicitud

judicial de información exigirá resolución expresa en la que, previa ponderación de los intereses públicos y privados
afectados en el asunto de que se trate y por haberse agotado los demás medios o fuentes de conocimiento sobre
la existencia de bienes y derechos del deudor, se motive la necesidad de recabar datos de la Administración

tributaria.

i) La colaboración con el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e

Infracciones Monetarias, con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo y con la
Secretaría de ambas comisiones, en el ejercicio de sus funciones respectivas.

j) La colaboración con órganos o entidades de derecho público encargados de la recaudación de recursos
públicos no tributarios para la correcta identificación de los obligados al pago.

k) La colaboración con las Administraciones públicas para el desarrollo de sus funciones, previa autorización
de los obligados tributarios a que se refieran los datos suministrados.

2. En los casos de cesión previstos en el apartado anterior, la información de carácter tributario deberá ser

suministrada preferentemente mediante la utilización de medios informáticos o telemáticos. Cuando las Adminis-
traciones públicas puedan disponer de la información por dichos medios, no podrán exigir a los interesados la
aportación de certificados de la Administración tributaria en relación con dicha información.

3. La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma adoptará las medidas necesarias para garantizar la
confidencialidad de la información tributaria y su uso adecuado.

Cuantas autoridades o funcionarios tengan conocimiento de estos datos, informes o antecedentes estarán
obligados al más estricto y completo sigilo respecto de ellos, salvo en los casos citados. Con independencia de

las responsabilidades penales o civiles que pudieran derivarse, la infracción de este particular deber de sigilo se
considerará siempre falta disciplinaria muy grave.

Artículo 83. Utilización de tecnologías informáticas y telemáticas.

1. La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma promoverá la utilización de las técnicas y medios

electrónicos, informáticos y telemáticos necesarios para el desarrollo de su actividad y el ejercicio de sus
competencias, con las limitaciones que la Constitución y las leyes establezcan.

2. Cuando sea compatible con los medios técnicos de que disponga la Administración tributaria, los ciudadanos

podrán relacionarse con ella para ejercer sus derechos y cumplir con sus obligaciones a través de técnicas y medios
electrónicos, informáticos o telemáticos con las garantías y requisitos previstos en cada procedimiento.

3. Los procedimientos y actuaciones en los que se utilicen técnicas y medios electrónicos, informáticos y
telemáticos garantizarán la identificación de la Administración tributaria actuante y el ejercicio de su competencia.
Además, cuando la Administración tributaria actúe de forma automatizada se garantizará la identificación de los

órganos competentes para la programación y supervisión del sistema de información y de los órganos competentes
para resolver los recursos que puedan interponerse.

4. Los programas y aplicaciones electrónicos, informáticos y telemáticos que vayan a ser utilizados por la
Administración tributaria para el ejercicio de sus potestades habrán de ser previamente aprobados por ésta.

5. Los documentos emitidos, cualquiera que sea su soporte, por medios electrónicos, informáticos o telemáticos
por la Administración tributaria, o los que ésta emita como copias de originales almacenados por estos mismos
medios, así como las imágenes electrónicas de los documentos originales o sus copias, tendrán la misma validez

y eficacia que los documentos originales, siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y conservación
y, en su caso, la recepción por el interesado, así como el cumplimiento de las garantías y requisitos exigidos por
la normativa aplicable.
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CAPITULO II

Fases de los procedimientos tributarios.

Artículo 84. Iniciación de los procedimientos tributarios.

1. Las actuaciones y procedimientos tributarios podrán iniciarse de oficio o a instancia del obligado tributario,
mediante autoliquidación, declaración, comunicación, solicitud o cualquier otro medio previsto en la normativa
tributaria.

2. Los documentos de iniciación de las actuaciones y procedimientos tributarios deberán incluir, en todo caso,
el nombre y apellidos o razón social y el número de identificación fiscal del obligado tributario y, en su caso, de
la persona que lo represente.

3. La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma podrá aprobar modelos y sistemas normalizados de
autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones, solicitudes o cualquier otro medio previsto en la normativa
tributaria para los casos en que se produzca la tramitación masiva de las actuaciones y procedimientos tributarios.
La Administración tributaria pondrá a disposición de los obligados tributarios los modelos mencionados en las
condiciones que señale la normativa tributaria.

4. En el ámbito de competencias de la Ciudad Autónoma, el Consejero de Hacienda y Presupuestos podrá
determinar los supuestos y condiciones en los que los obligados tributarios deberán presentar por medios
telemáticos sus declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones, solicitudes y cualquier otro documento con
trascendencia tributaria.

Artículo 85. Desarrollo de las actuaciones y procedimientos tributarios.

1. En el desarrollo de las actuaciones y procedimientos tributarios, la Administración facilitará en todo momento
a los obligados tributarios el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, en los términos
previstos en los apartados siguientes.

2. Los obligados tributarios pueden rehusar la presentación de los documentos que no resulten exigibles por la
normativa tributaria y de aquellos que hayan sido previamente presentados por ellos mismos y que se encuentren
en poder de la Administración tributaria actuante. Se podrá, en todo caso, requerir al interesado la ratificación de
datos específicos propios o de terceros, previamente aportados.

3. Los obligados tributarios tienen derecho a que se les expida certificación de las autoliquidaciones,
declaraciones y comunicaciones que hayan presentado o de extremos concretos contenidos en las mismas.

4. El obligado que sea parte en una actuación o procedimiento tributario podrá obtener a su costa copia de los
documentos que figuren en el expediente, salvo que afecten a intereses de terceros o a la intimidad de otras
personas o que así lo disponga la normativa vigente. Las copias se facilitarán en el trámite de audiencia o, en defecto
de éste, en el de alegaciones posterior a la propuesta de resolución.

5. El acceso a los registros y documentos que formen parte de un expediente concluido a la fecha de la solicitud
y que obren en los archivos administrativos únicamente podrá ser solicitado por el obligado tributario que haya sido
parte en el procedimiento tributario, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 95 de la Ley General Tributaria.

6. Para la práctica de la prueba en los procedimientos tributarios no será necesaria la apertura de un período
específico ni la comunicación previa de las actuaciones a los interesados.

7. Las actuaciones de la Administración tributaria en los procedimientos de aplicación de los tributos se
documentarán en comunicaciones, diligencias, informes y otros documentos previstos en la normativa específica
de cada procedimiento.

Las comunicaciones son los documentos a través de los cuales la Administración notifica al obligado tributario
el inicio del procedimiento u otros hechos o circunstancias relativos al mismo o efectúa los requerimientos que sean
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necesarios a cualquier persona o entidad. Las comunicaciones podrán incorporarse al contenido de las diligencias
que se extiendan.

Las diligencias son los documentos públicos que se extienden para hacer constar hechos, así como las
manifestaciones del obligado tributario o persona con la que se entiendan las actuaciones.

Las diligencias no podrán contener propuestas de liquidaciones tributarias.

Los órganos de la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma emitirán, de oficio o a petición de terceros,
los informes que sean preceptivos conforme al ordenamiento jurídico, los que soliciten otros órganos y servicios
de las Administraciones públicas o los poderes legislativo y judicial, en los términos previstos por las leyes, y los
que resulten necesarios para la aplicación de los tributos.

8. En los procedimientos tributarios se podrá prescindir del trámite de audiencia previo a la propuesta de
resolución cuando se suscriban actas con acuerdo o cuando en las normas reguladoras del procedimiento esté
previsto un trámite de alegaciones posterior a dicha propuesta. En este último caso, el expediente se pondrá de
manifiesto en el trámite de alegaciones. El trámite de alegaciones tendrá una duración de 10 días.

Artículo 86. Terminación de los procedimientos tributarios.

1. Pondrá fin a los procedimientos tributarios la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se
fundamente la solicitud, la imposibilidad material de continuarlos por causas sobrevenidas, la caducidad, el
cumplimiento de la obligación que hubiera sido objeto de requerimiento o cualquier otra causa prevista en el
ordenamiento tributario.

2. Tendrá la consideración de resolución la contestación efectuada de forma automatizada por la Administración
tributaria en aquellos procedimientos en que esté prevista esta forma de terminación.

CAPITULO III

Liquidaciones tributarias.

Artículo 87.  Concepto y clases.

1. La liquidación tributaria es el acto resolutorio mediante el cual el órgano competente de la Administración
realiza las operaciones de cuantificación necesarias y determina el importe de la deuda tributaria o de la cantidad
que, en su caso, resulte a devolver o a compensar de acuerdo con la normativa tributaria.

La Administración tributaria no estará obligada a ajustar las liquidaciones a los datos consignados por los
obligados tributarios en las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones, solicitudes o cualquier otro
documento.

2. Las liquidaciones tributarias serán provisionales o definitivas.

3. Tendrán la consideración de definitivas:

a) Las practicadas en el procedimiento inspector previa comprobación e investigación de la totalidad de los
elementos de la obligación tributaria, salvo lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo.

b) Las demás a las que la normativa tributaria otorgue tal carácter.

4. En los demás casos, las liquidaciones tributarias tendrán el carácter de provisionales.

Podrán dictarse liquidaciones provisionales en el procedimiento de inspección en los siguientes supuestos:

a) Cuando alguno de los elementos de la obligación tributaria se determine en función de los correspondientes
a otras obligaciones que no hubieran sido comprobadas, que hubieran sido regularizadas mediante liquidación
provisional o mediante liquidación definitiva que no fuera firme, o cuando existan elementos de la obligación tributaria
cuya comprobación con carácter definitivo no hubiera sido posible durante el procedimiento, en los términos que
se establezcan reglamentariamente.
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b) Cuando proceda formular distintas propuestas de liquidación en relación con una misma obligación tributaria.
Se entenderá que concurre esta circunstancia cuando el acuerdo al que se refiere el artículo 155 de la Ley General
Tributaria no incluya todos los elementos de la obligación tributaria, cuando la conformidad del obligado no se refiera
a toda la propuesta de regularización, cuando se realice una comprobación de valor y no sea el objeto único de la
regularización y en el resto de supuestos que estén previstos reglamentariamente.

Artículo 88.  Notificación de las liquidaciones.

1. Las liquidaciones deberán ser notificadas a los obligados tributarios en los términos previstos en la sección
3ª del capítulo II del título III de la Ley General Tributaria.

2. Las liquidaciones se notificarán con expresión de:

a) La identificación del obligado tributario.

b) Los elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria.

c) La motivación de las mismas cuando no se ajusten a los datos consignados por el obligado tributario o a la
aplicación o interpretación de la normativa realizada por el mismo, con expresión de los hechos y elementos
esenciales que las originen, así como de los fundamentos de derecho.

d) Los medios de impugnación que puedan ser ejercidos, órgano ante el que hayan de presentarse y plazo para
su interposición.

e) El lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda tributaria.

f) Su carácter de provisional o definitiva.

2. En los tributos de cobro periódico por recibo, una vez notificada la liquidación correspondiente al alta en el
respectivo registro, padrón o matrícula, se notificarán colectivamente las sucesivas liquidaciones mediante edictos
que así lo adviertan.

El aumento de base imponible sobre la resultante de las declaraciones deberá notificarse al contribuyente con
expresión concreta de los hechos y elementos adicionales que lo motiven, excepto cuando la modificación provenga
de revalorizaciones de carácter general autorizadas por las leyes.

Artículo 89. Obligación de resolver y plazos de resolución.

1. La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma está obligada a resolver expresamente todas las
cuestiones que se planteen en los procedimientos de aplicación de los tributos, así como a notificar dicha resolución
expresa.

2. No existirá obligación de resolver expresamente en los procedimientos relativos al ejercicio de derechos que
sólo deban ser objeto de comunicación por el obligado tributario y en los que se produzca la caducidad, la pérdida
sobrevenida del objeto del procedimiento, la renuncia o el desistimiento de los interesados.

No obstante, cuando el interesado solicite expresamente que la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma
declare que se ha producido alguna de las referidas circunstancias, ésta quedará obligada a contestar a su petición.

3. Los actos de liquidación, los de comprobación de valor, los que impongan una obligación, los que denieguen
un beneficio fiscal o la suspensión de la ejecución de actos de aplicación de los tributos, así como cuantos otros
se dispongan en la normativa vigente, serán motivados con referencia sucinta a los hechos y fundamentos de
derecho.

4. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución será el fijado por la normativa reguladora del
correspondiente procedimiento, sin que pueda exceder de seis meses, salvo que esté establecido por una norma
con rango de ley o venga previsto en la normativa comunitaria europea. Cuando las normas reguladoras de los
procedimientos no fijen plazo máximo, éste será de seis meses.
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Artículo 90. Cargas, medios y valoración de la prueba.

1. En los procedimientos de aplicación de los tributos quien haga valer su derecho deberá probar los hechos
constitutivos del mismo.

2. Los obligados tributarios cumplirán su deber de probar si designan de modo concreto los elementos de prueba
en poder de la Administración tributaria.

3. En los procedimientos tributarios serán de aplicación las normas que sobre medios y valoración de prueba
se contienen en el Código Civil y en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, salvo que la ley establezca
otra cosa.

4. La ley propia de cada tributo podrá exigir requisitos formales de deducibilidad para determinadas operaciones
que tengan relevancia para la cuantificación de la obligación tributaria.

5. Los gastos deducibles y las deducciones que se practiquen, cuando estén originados por operaciones
realizadas por empresarios o profesionales, deberán justificarse, de forma prioritaria, mediante la factura entregada
por el empresario o profesional que haya realizado la correspondiente operación o mediante el documento sustitutivo
emitido con ocasión de su realización que cumplan en ambos supuestos los requisitos señalados en la normativa
tributaria.

6. En aquellos supuestos en que las bases o cuotas compensadas o pendientes de compensación o las
deducciones aplicadas o pendientes de aplicación tuviesen su origen en ejercicios prescritos, la procedencia y
cuantía de las mismas deberá acreditarse mediante la exhibición de las liquidaciones o autoliquidaciones en que
se incluyeron la contabilidad y los oportunos soportes documentales.

Artículo 91. Presunciones en materia tributaria.

1. Las presunciones establecidas por las normas tributarias pueden destruirse mediante prueba en contrario,
excepto en los casos en que una norma con rango de ley expresamente lo prohíba.

2. Para que las presunciones no establecidas por las normas sean admisibles como medio de prueba, es
indispensable que entre el hecho demostrado y aquel que se trate de deducir haya un enlace preciso y directo según
las reglas del criterio humano.

3. La Administración tributaria podrá considerar como titular de cualquier bien, derecho, empresa, servicio,
actividad, explotación o función a quien figure como tal en un registro fiscal o en otros de carácter público, salvo
prueba en contrario.

4. Los datos y elementos de hecho consignados en las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones y
demás documentos presentados por los obligados tributarios se presumen ciertos para ellos y sólo podrán
rectificarse por los mismos mediante prueba en contrario.

Los datos incluidos en declaraciones o contestaciones a requerimientos en cumplimiento de la obligación de
suministro de información recogida en los artículos 93 y 94 de la Ley General Tributaria que vayan a ser utilizados
en la regularización de la situación tributaria de otros obligados se presumen ciertos, pero deberán ser contrastados
de acuerdo con lo dispuesto en esta sección cuando el obligado tributario alegue la inexactitud o falsedad de los
mismos. Para ello podrá exigirse al declarante que ratifique y aporte prueba de los datos relativos a terceros
incluidos en las declaraciones presentadas.

CAPITULO IV

Las notificaciones.

Artículo 92. Lugar de práctica de las notificaciones.

1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará en el lugar señalado
a tal efecto por el obligado tributario o su representante o, en su defecto, en el domicilio fiscal de uno u otro.
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2. En los procedimientos iniciados de oficio, la notificación podrá practicarse en el domicilio fiscal del obligado
tributario o su representante, en el centro de trabajo, en el lugar donde se desarrolle la actividad económica o en
cualquier otro adecuado a tal fin.

Artículo 93. Personas legitimadas para recibir las notificaciones.

1. Cuando la notificación se practique en el lugar señalado al efecto por el obligado tributario o por su
representante, o en el domicilio fiscal de uno u otro, de no hallarse presentes en el momento de la entrega, podrá
hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en dicho lugar o domicilio y haga constar su
identidad, así como los empleados de la comunidad de vecinos o de propietarios donde radique el lugar señalado
a efectos de notificaciones o el domicilio fiscal del obligado o su representante.

2. El rechazo de la notificación realizado por el interesado o su representante implicará que se tenga por
efectuada la misma.

Artículo 94. Notificación por comparecencia.

1. Cuando no sea posible efectuar la notificación al interesado o a su representante por causas no imputables
a la Administración e intentada al menos dos veces en el domicilio fiscal, o en el designado por el interesado si
se trata de un procedimiento iniciado a solicitud del mismo, se harán constar en el expediente las circunstancias
de los intentos de notificación. Será suficiente un solo intento cuando el destinatario conste como desconocido en
dicho domicilio o lugar.

En este supuesto, se citará al interesado o a su representante para ser notificados por comparecencia por medio
de anuncios que se publicarán, por una sola vez para cada interesado, en el "Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma
de Melilla". La publicación en el boletín oficial correspondiente se efectuará los días cinco y veinte de cada mes
o, en su caso, el día inmediato hábil posterior.

Cada Administración tributaria podrá convenir con el boletín oficial correspondiente a su ámbito territorial de
competencias que todos los anuncios a los que se refiere el párrafo anterior, con independencia de cuál sea el
ámbito territorial de los órganos de esa Administración que los dicten, se publiquen exclusivamente en dicho boletín
oficial. El convenio, que será de aplicación a las citaciones que deban anunciarse a partir de su publicación oficial,
podrá contener previsiones sobre recursos, medios adecuados para la práctica de los anuncios y fechas de
publicación de los mismos.

Estos anuncios podrán exponerse asimismo en la oficina de la Administración tributaria correspondiente al
último domicilio fiscal conocido. En el caso de que el último domicilio conocido radicara en el extranjero, el anuncio
se podrá exponer en el consulado o sección consular de la embajada correspondiente.

La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla podrá llevar a cabo los anteriores anuncios
mediante el empleo y utilización de medios informáticos, electrónicos y telemáticos, en los términos que
establezca la normativa tributaria.

2. En la publicación en los boletines oficiales constará la relación de notificaciones pendientes con indicación
del obligado tributario o su representante, el procedimiento que las motiva, el órgano competente de su tramitación
y el lugar y plazo en que el destinatario de las mismas deberá comparecer para ser notificado. En todo caso, la
comparecencia deberá producirse en el plazo de 15 días naturales, contados desde el siguiente al de la publicación
del anuncio en el correspondiente boletín oficial. Transcurrido dicho plazo sin comparecer, la notificación se
entenderá producida a todos los efectos legales el día siguiente al del vencimiento del plazo señalado.

3. Cuando el inicio de un procedimiento o cualquiera de sus trámites se entiendan notificados por no haber
comparecido el obligado tributario o su representante, se le tendrá por notificado de las sucesivas actuaciones y
diligencias de dicho procedimiento, y se mantendrá el derecho que le asiste a comparecer en cualquier momento
del mismo. No obstante, las liquidaciones que se dicten en el procedimiento y los acuerdos de enajenación de los
bienes embargados deberán ser notificados.
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4. Si en el momento de entregarse la notificación se tuviera conocimiento del fallecimiento o extinción de la
personalidad jurídica del obligado tributario, deberá hacerse constar esta circunstancia y se deberá comprobar tal
extremo por la Administración tributaria. En estos casos, cuando la notificación se refiera a la resolución que pone
fin al procedimiento, dicha actuación será considerada como un intento de notificación válido a los solos efectos
de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, aunque
se deberá efectuar la notificación a los sucesores del obligado tributario que consten con tal condición en el
expediente.

5. La Administración tributaria, en virtud de lo dispuesto en los acuerdos y convenios internacionales suscritos
por España, podrá solicitar de la autoridad competente de otro Estado la práctica de las notificaciones de cualquier
acto dictado por dicha Administración tributaria.

Las notificaciones realizadas en otro Estado al amparo de lo previsto en el párrafo anterior deberán acreditarse
mediante la incorporación al expediente de la notificación o de la comunicación a la autoridad competente española
de la notificación efectuada por dicho Estado conforme a su propia normativa. Las notificaciones practicadas en
otro Estado cuya acreditación se produzca de la forma prevista en este apartado se tendrán por válidamente
efectuadas.

CAPÍTULO V

Denuncia pública.

Artículo 95. Denuncia pública

1. Mediante la denuncia pública se podrán poner en conocimiento de la Administración tributaria hechos o
situaciones que puedan ser constitutivos de infracciones tributarias o tener trascendencia para la aplicación de los
tributos. La denuncia pública es independiente del deber de colaborar con la Administración tributaria regulado en
los artículos 93 y 94 de la Ley General Tributaria.

2. La Inspección Tributaria podrá acordar el archivo de la denuncia cuando se considere infundada o cuando no
se concreten o identifiquen suficientemente los hechos o las personas denunciadas.

Se podrán iniciar las actuaciones que procedan si existen indicios suficientes de veracidad en los hechos
imputados y éstos son desconocidos para la Administración tributaria. En este caso, la denuncia no formará parte
del expediente administrativo.

3. No se considerará al denunciante interesado en las actuaciones administrativas que se inicien como
consecuencia de la denuncia ni se le informará del resultado de las mismas.

Tampoco estará legitimado para la interposición de recursos o reclamaciones en relación con los resultados de
dichas actuaciones.

CAPÍTULO VI

Potestades y funciones de comprobación e investigación.

Artículo 96. Potestades y funciones de comprobación e investigación

1. La Administración tributaria podrá comprobar e investigar los hechos, actos, elementos, actividades,
explotaciones, valores y demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria para verificar el correcto
cumplimiento de las normas aplicables al efecto.

2. En el desarrollo de las funciones de comprobación o investigación, la Administración tributaria calificará los
hechos, actos o negocios realizados por el obligado tributario con independencia de la previa calificación que éste
hubiera dado a los mismos.
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3. Los actos de concesión o reconocimiento de beneficios fiscales que estén condicionados al cumplimiento
de ciertas condiciones futuras o a la efectiva concurrencia de determinados requisitos no comprobados en el
procedimiento en que se dictaron tendrán carácter provisional.

La Administración tributaria podrá comprobar en un posterior procedimiento de aplicación de los tributos la
concurrencia de tales condiciones o requisitos y, en su caso, regularizar la situación tributaria del obligado sin
necesidad de proceder a la previa revisión de dichos actos provisionales conforme a lo dispuesto en el título V de
la Ley General Tributaria.

Artículo 97. Plan de control tributario.

La Administración tributaria elaborará anualmente un Plan de control tributario que tendrá carácter reservado,
aunque ello no impedirá que se hagan públicos los criterios generales que lo informan.

TITULO V

La gestión tributaria

CAPITULO I

Normas de gestión.

Artículo 98. La Gestión tributaria.

1. La gestión tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas dirigidas a:

a) La recepción y tramitación de declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos y demás
documentos con trascendencia tributaria.

b) La comprobación y realización de las devoluciones previstas en la normativa tributaria.

c) El reconocimiento y comprobación de la procedencia de los beneficios fiscales de acuerdo con la normativa
reguladora del correspondiente procedimiento.

d) El control y los acuerdos de simplificación relativos a la obligación de facturar, en cuanto tengan trascendencia
tributaria.

e) La realización de actuaciones de control del cumplimiento de la obligación de presentar declaraciones
tributarias y de otras obligaciones formales.

f) La realización de actuaciones de verificación de datos.

g) La realización de actuaciones de comprobación de valores.

h) La realización de actuaciones de comprobación limitada.

i) La práctica de liquidaciones tributarias derivadas de las actuaciones de verificación y comprobación realizadas.

j) La emisión de certificados tributarios.

k) La expedición y, en su caso, revocación del número de identificación fiscal, en los términos establecidos en
la normativa específica.

l) La elaboración y mantenimiento de los censos tributarios.

m) La información y asistencia tributaria.

n) La realización de las demás actuaciones de aplicación de los tributos no integradas en las funciones de
inspección y recaudación.

2. Las actuaciones y el ejercicio de las funciones a las que se refiere el apartado anterior se realizarán de acuerdo
con lo establecido en esta ley y en su normativa de desarrollo.
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Artículo 99. Formas de iniciar la gestión tributaria.

De acuerdo con lo previsto en la normativa tributaria, la gestión tributaria se iniciará:

a) Por una autoliquidación, por una comunicación de datos o por cualquier otra clase de declaración.

b) Por una solicitud del obligado tributario, de acuerdo con la previsto en el Art. 98 de la Ley general Tributaria.

c) De oficio por la Administración Tributaria.

Artículo 100. Declaración tributaria.

1. Se considerará declaración tributaria todo documento presentado ante la Administración tributaria donde se
reconozca o manifieste la realización de cualquier hecho relevante para la aplicación de los tributos. La presentación
de una declaración no implica aceptación o reconocimiento por el obligado tributario de la procedencia de la
obligación tributaria.

2. Reglamentariamente podrán determinarse los supuestos en que sea admisible la declaración verbal o la
realizada mediante cualquier otro acto de manifestación de conocimiento.

3. Las opciones que según la normativa tributaria se deban ejercitar, solicitar o renunciar con la presentación
de una declaración no podrán rectificarse con posterioridad a ese momento, salvo que la rectificación se presente
en el período reglamentario de declaración.

Artículo 101. Autoliquidaciones.

1. Las autoliquidaciones son declaraciones en las que los obligados tributarios, además de comunicar a la
Administración los datos necesarios para la liquidación del tributo y otros de contenido informativo, realizan por sí
mismos las operaciones de calificación y cuantificación necesarias para determinar e ingresar el importe de la
deuda tributaria o, en su caso, determinar la cantidad que resulte a devolver o a compensar.

2. Las autoliquidaciones presentadas por los obligados tributarios podrán ser objeto de verificación y
comprobación por la Administración, que practicará, en su caso, la liquidación que proceda.

3. Cuando un obligado tributario considere que una autoliquidación ha perjudicado de cualquier modo sus
intereses legítimos, podrá instar la rectificación de dicha autoliquidación de acuerdo con el procedimiento que se
regule reglamentariamente.

Cuando la rectificación de una autoliquidación origine una devolución derivada de la normativa del tributo y
hubieran transcurrido seis meses sin que se hubiera ordenado el pago por causa imputable a la Administración
tributaria, ésta abonará el interés de demora del artículo 26 de la Ley General Tributaria sobre el importe de la
devolución que proceda, sin necesidad de que el obligado lo solicite. A estos efectos, el plazo de seis meses
comenzará a contarse a partir de la finalización del plazo para la presentación de la autoliquidación o, si éste hubiese
concluido, a partir de la presentación de la solicitud de rectificación.

Cuando la rectificación de una autoliquidación origine la devolución de un ingreso indebido, la

Administración tributaria abonará el interés de demora.

Artículo 102. Comunicación de datos.

Se considera comunicación de datos, la declaración presentada por el obligado tributario ante la administración
para que esta determine la cantidad que, en su caso resulte a devolver. Se entenderá solicitada la devolución
mediante la presentación de la citada comunicación.

Artículo 103. Declaraciones, Autoliquidaciones y Comunicaciones Complementarias o sustitutivas.

1. Los obligados tributarios podrán presentar autoliquidaciones complementarias, o declaraciones o comunica-
ciones complementarias o sustitutivas, dentro del plazo establecido para su presentación o con posterioridad a la
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finalización de dicho plazo, siempre que no haya prescrito el derecho de la Administración para determinar la deuda
tributaria. En este último caso tendrán el carácter de extemporáneas.

2. Las autoliquidaciones complementarias tendrán como finalidad completar o modificar las presentadas con
anterioridad y se podrán presentar cuando de ellas resulte un importe a ingresar superior al de la autoliquidación
anterior o una cantidad a devolver o a compensar inferior a la anteriormente autoliquidada.

3. Los obligados tributarios podrán presentar declaraciones o comunicaciones de datos complementarias o
sustitutivas, haciendo constar si se trata de una u otra modalidad, con la finalidad de completar o reemplazar las
presentadas con anterioridad.

Artículo 104. Procedimientos de gestión tributaria.

1. Son procedimientos de gestión tributaria, entre otros, los siguientes:

a) El procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de datos.

b) El procedimiento iniciado mediante declaración.

c) El procedimiento de verificación de datos.

d) El procedimiento de comprobación de valores.

e) El procedimiento de comprobación limitada.

2. Reglamentariamente se podrán regular otros procedimientos de gestión tributaria a los que serán de
aplicación, en todo caso, las normas establecidas en el capítulo II del Título anterior de la Ordenanza.

CAPITULO II

Procedimiento de devolución iniciado mediante autoliquidación, solicitud o comunicación de
datos

Artículo 105. Devoluciones derivadas de la presentación de autoliquidaciones.

1. Cuando de la presentación de una autoliquidación resulte cantidad a devolver, la Administración tributaria
deberá efectuar la devolución que proceda de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 de la Ley General
Tributaria.

2. El plazo establecido para efectuar la devolución comenzará a contarse desde la finalización del plazo previsto
para la presentación de la autoliquidación.

En los supuestos de presentación fuera de plazo de autoliquidaciones de las que resulte una cantidad a devolver,
el plazo al que se refiere el artículo 31 de la Ley General Tributaria para devolver se contará a partir de la presentación
de la autoliquidación extemporánea.

Artículo 106. Devoluciones derivadas de la presentación de solicitudes o comunicación de datos.

1. Cuando así lo establezca la normativa tributaria, el procedimiento de devolución se iniciará mediante la

presentación de una solicitud ante la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma, o en el caso de obligados
tributarios que no tengan obligación de presentar autoliquidación, mediante la presentación de una comunicación
de datos.

2. El plazo para practicar la devolución, de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 de la Ley General
Tributaria, comenzará a contarse desde la presentación de la solicitud o desde la finalización del plazo previsto para
la presentación de la comunicación de datos.

3. El procedimiento se regulará por las normas propias de cada tributo.
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Artículo 107. Iniciación del procedimiento de devolución.

El procedimiento para la práctica de devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo se iniciará a instancia
del obligado tributario mediante la presentación de una autoliquidación de la que resulte una cantidad a devolver,
mediante la presentación de una solicitud o mediante la presentación de una comunicación de datos, de acuerdo
con lo dispuesto en la normativa reguladora de cada tributo.

Artículo 108. Tramitación del procedimiento de devolución.

1. Una vez recibida la autoliquidación, solicitud o comunicación de datos, la Administración examinará la
documentación presentada y la contrastará con los datos y antecedentes que obren en su poder. El expediente
administrativo de devolución de ingresos indebidos se tramitará por el Servicio de Gestión Tributaria y Recaudación
Voluntaria.

2. La Dirección General de Hacienda y Presupuestos fiscalizará el expediente, verificando especialmente que
con anterioridad no se había operado devolución de la cantidad que se solicita y que en el expediente consta el
documento original acreditativo de pago. Sólo en casos excepcionales podrá sustituirse la carta de pago original
por certificado de ingreso de la Administración que cobró la deuda.

3. En los supuestos diferentes a los previstos en el punto 2 de este artículo, el reconocimiento de derecho de
devolución originará el nacimiento de una obligación reconocida, que como tal deberá contabilizarse y quedará
sujeta al procedimiento de ordenación de pago y pago material.

Si la autoliquidación, solicitud o comunicación de datos fuese formalmente correcta, se procederá sin más
trámite y, en su caso, de manera automatizada, al reconocimiento de la devolución solicitada.

4. Cuando se aprecie algún defecto formal en la autoliquidación, solicitud o comunicación de datos, error
aritmético o posible discrepancia en los datos o en su calificación, o cuando se aprecien circunstancias que lo
justifiquen, se podrá iniciar un procedimiento de verificación de datos, de comprobación limitada o de inspección.

Artículo 109. Terminación del procedimiento de devolución.

1. Cuando proceda reconocer el derecho a la devolución solicitada, el Consejero de Hacienda y Presupuestos,
dictará Orden que se entenderá notificada por la recepción de la transferencia bancaria o, en su caso, del cheque.

2. La devolución se efectuará, por los órganos de contabilidad y tesorería correspondiente a solicitud del
interesado, mediante transferencia bancaria o mediante dinero en metálico o talón nominativo en la Caja de la
Tesorería de la Ciudad Autónoma.

3. Cuando se abonen intereses de demora de acuerdo con lo previsto en el artículo 31.2 de la Ley 58/2003, de
17 de diciembre, General Tributaria, la base sobre la que se aplicará el tipo de interés tendrá como límite el importe
de la devolución solicitada en la autoliquidación, comunicación de datos o solicitud.

4. Cuando existan defectos, errores, discrepancias o circunstancias que originen el inicio de un procedimiento
de verificación de datos, de comprobación limitada o de inspección, el procedimiento de devolución terminará con
la notificación de inicio del correspondiente procedimiento, que será efectuada por el órgano competente en cada
caso.

En el procedimiento iniciado de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo anterior, se determinará la procedencia
e importe de la devolución y, en su caso, otros aspectos de la situación tributaria del obligado.

5. Cuando la Administración tributaria acuerde la devolución en un procedimiento de verificación de datos, de
comprobación limitada o de inspección por el que se haya puesto fin al procedimiento de devolución, deberán
satisfacerse los intereses de demora que procedan de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 de la Ley 58/
2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. A efectos del cálculo de los intereses de demora no se computarán
los periodos de dilación por causa no imputable a la Administración que se produzcan en el curso de dichos
procedimientos.
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CAPITULO III

Procedimiento iniciado mediante declaración.

Artículo 110.  Iniciación del procedimiento de gestión tributaria mediante declaración.

1. Cuando la normativa del tributo así lo establezca, la gestión del mismo se iniciará mediante la presentación
de una declaración por el obligado tributario en la que manifieste la realización del hecho imponible y comunique
los datos necesarios para que la Administración cuantifique la obligación tributaria mediante la práctica de una
liquidación provisional.

2. La Administración Tributaria podrá iniciar de nuevo este procedimiento para la liquidación del tributo dentro
del plazo de prescripción cuando el procedimiento iniciado mediante declaración hubiera terminado por caducidad.

Artículo 111. Tramitación del procedimiento iniciado mediante declaración.

1. La Administración tributaria deberá notificar la liquidación en un plazo de seis meses desde el día siguiente
a la finalización del plazo para presentar la declaración o desde el siguiente a la comunicación de la Administración
por la que se inicie el procedimiento en el supuesto al que se refiere el apartado 2 del artículo anterior.

En el supuesto de presentación de declaraciones extemporáneas, el plazo de seis meses para notificar la
liquidación comenzará a contarse desde el día siguiente a la presentación de la declaración.

La normativa de cada tributo podrá señalar plazos diferentes para notificar la liquidación.

2. A efectos de lo previsto en el apartado anterior, la Administración tributaria podrá utilizar los datos consignados
por el obligado tributario en su declaración o cualquier otro que obre en su poder, podrá requerir al obligado para
que aclare los datos consignados en su declaración o presente justificante de los mismos y podrá realizar
actuaciones de comprobación de valores.

3. Realizadas las actuaciones de calificación y cuantificación oportunas, la Administración tributaria notificará,
sin más trámite, la liquidación que proceda, salvo lo dispuesto en el párrafo siguiente.

Cuando se hayan realizado actuaciones de acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior y los datos o valores
tenidos en cuenta por la administración tributaria no se correspondan con los consignados por el obligado en su
declaración, deberá hacerse mención expresa de esta circunstancia en la propuesta de liquidación, que deberá
notificarse, con una referencia sucinta a los hechos y fundamentos de derechos que la motiven, para  que el obligado
tributario alegue lo que convenga a su derecho.

En las liquidaciones que se dicten en este procedimiento no se exigirán intereses de demora desde la
presentación de la declaración hasta la finalización del plazo para el pago en período voluntario, sin perjuicio de la
sanción que pueda proceder de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 192 de la Ley General Tributaria.

Artículo 112. Terminación del procedimiento iniciado mediante declaración.

El procedimiento iniciado mediante declaración presentada por el obligado tributario terminará por alguna de las
siguientes causas:

a) Por liquidación provisional practicada por la Administración Tributaria.

b) Por caducidad, una vez transcurrido el plazo previsto en el apartado 1 del artículo anterior sin haberse notificado
la liquidación, sin perjuicio de que la Administración tributaria pueda iniciar de nuevo este procedimiento dentro del
plazo de prescripción.

CAPITULO IV

Procedimiento de verificación de datos.

Artículo 113.  Procedimiento de verificación de datos.
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La Administración tributaria podrá iniciar el procedimiento de verificación de datos en los siguientes supuestos:

a) Cuando la declaración o autoliquidación del obligado tributario adolezca de defectos formales o incurra en
errores aritméticos.

b) Cuando los datos declarados no coincidan con los contenidos en otras declaraciones presentadas por el
mismo obligado o con los que obren en poder de la Administración tributaria.

c) Cuando se aprecie una aplicación indebida de la normativa que resulte patente de la propia declaración o
autoliquidación presentada o de los justificantes aportados con la misma.

d) Cuando se requiera la aclaración o justificación de algún dato relativo a la declaración o autoliquidación
presentada, siempre que no se refiera al desarrollo de actividades económicas.

Artículo 114. Iniciación y tramitación del procedimiento de verificación de datos.

1. El procedimiento de verificación de datos se podrá iniciar mediante requerimiento de la Administración para
que el obligado tributario aclare o justifique la discrepancia observada o los datos relativos a su declaración o
autoliquidación, o mediante la notificación de la propuesta de liquidación cuando la Administración tributaria cuente
con datos suficientes para formularla.

2. Cuando el obligado tributario manifieste su disconformidad con los datos que obren en poder de la
Administración, se aplicará lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 108 de la Ley General Tributaria.

Con carácter previo a la práctica de la liquidación provisional, la Administración deberá comunicar al obligado
tributario la propuesta de liquidación para que alegue lo que convenga a su derecho.

3. La propuesta de liquidación provisional deberá ser en todo caso motivada con una referencia sucinta a los
hechos y fundamentos de derecho que hayan sido tenidos en cuenta en la misma.

Artículo 115. Terminación del procedimiento de verificación de datos.

El procedimiento de verificación de datos terminará de alguna de las siguientes formas:

a) Por resolución en la que se indique que no procede practicar liquidación provisional o en la que se corrijan
los defectos advertidos.

b) Por liquidación provisional, que deberá ser en todo caso motivada con una referencia sucinta a los hechos
y fundamentos de derecho que se hayan tenido en cuenta en la misma.

c) Por la subsanación, aclaración o justificación de la discrepancia o del dato objeto del requerimiento por parte
del obligado tributario.

d) Por caducidad, una vez transcurrido el plazo regulado en el artículo 104 de la Ley General tributaria sin haberse
notificado liquidación provisional, sin perjuicio de que la Administración también pueda iniciar de nuevo este
procedimiento dentro del plazo de prescripción.

e) Por el inicio de un procedimiento de comprobación limitada o de inspección que incluya el objeto del
procedimiento de verificación de datos.

2. La verificación de datos no impedirá la posterior comprobación del objeto de la misma.

CAPITULO V

Procedimiento de comprobación de valores.

Artículo 116. Practica de la comprobación de valores.
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1. La Administración tributaria podrá proceder a la comprobación de valores de acuerdo con los medios previstos
en el artículo 57 de la Ley General Tributaria, salvo que el obligado tributario hubiera declarado utilizando los valores
publicados por la propia Administración actuante en aplicación de alguno de los citados medios.

El procedimiento se podrá iniciar mediante una comunicación de la Administración actuante o, cuando se cuente
con datos suficientes, mediante la notificación conjunta de las propuestas de liquidación y valoración a que se refiere
el apartado 3 de este artículo.

El plazo máximo para notificar la valoración y en su caso la liquidación prevista en este artículo será el regulado
en el artículo 104 de la Ley General Tributaria.

2. La Administración tributaria deberá notificar a los obligados tributarios las actuaciones que precisen de su
colaboración. En estos supuestos, los obligados deberán facilitar a la Administración tributaria la práctica de dichas
actuaciones.

3. Si el valor determinado por la Administración tributaria es distinto al declarado por el obligado tributario, aquélla,
al tiempo de notificar la propuesta de regularización, comunicará la propuesta de valoración debidamente motivada,
con expresión de los medios y criterios empleados.

Transcurrido el plazo de alegaciones abierto con la propuesta de regularización, la Administración tributaria
notificará la regularización que proceda a la que deberá acompañarse la valoración realizada.

Los obligados tributarios no podrán interponer recurso o reclamación independiente contra la valoración, pero
podrán promover la tasación pericial contradictoria o plantear cualquier cuestión relativa a la valoración con ocasión
de los recursos o reclamaciones que, en su caso, interpongan contra el acto de regularización.

4. En los supuestos en los que la Ley establezca que el valor comprobado debe producir efectos respecto a otros
obligados tributarios, la Administración tributaria actuante quedará vinculada por dicho valor en relación con los
demás interesados. La Ley de cada tributo podrá establecer la obligación de notificar a dichos interesados el valor
comprobado para que puedan promover su impugnación o la tasación pericial contradictoria.

Cuando en un procedimiento posterior el valor comprobado se aplique a otros obligados tributarios, éstos podrán
promover su impugnación o la tasación pericial contradictoria.

5. Si de la impugnación o de la tasación pericial contradictoria promovida por un obligado tributario resultase un
valor distinto, dicho valor será aplicable a los restantes obligados tributarios a los que fuese de aplicación dicho valor
en relación con la Administración tributaria actuante, teniendo en consideración lo dispuesto en el segundo párrafo
del apartado anterior.

Artículo 117.  Tasación pericial contradictoria.

1. Los interesados podrán promover la tasación pericial contradictoria, en corrección de los medios de
comprobación fiscal de valores señalados en el artículo 57 de la Ley General Tributaria, dentro del plazo del primer
recurso o reclamación que proceda contra la liquidación efectuada de acuerdo con los valores comprobados
administrativamente o, cuando la normativa tributaria así lo prevea, contra el acto de comprobación de valores
debidamente notificado.

En los casos en que la normativa propia del tributo así lo prevea, el interesado podrá reservarse el derecho a
promover la tasación pericial contradictoria cuando estime que la notificación no contiene expresión suficiente de
los datos y motivos tenidos en cuenta para elevar los valores declarados y denuncie dicha omisión en un recurso
de reposición o en una reclamación económico-administrativa. En este caso, el plazo a que se refiere el párrafo
anterior se contará desde la fecha de firmeza en vía administrativa del acuerdo que resuelva el recurso o la
reclamación interpuesta.

La presentación de la solicitud de tasación pericial contradictoria, o la reserva del derecho a promoverla a que
se refiere el párrafo anterior, determinará la suspensión de la ejecución de la liquidación y del plazo para interponer
recurso o reclamación contra la misma.
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2. Será necesaria la valoración realizada por un perito de la Administración cuando la cuantificación del valor
comprobado no se haya realizado mediante dictamen de peritos de aquélla. Si la diferencia entre el valor
determinado por el perito de la Administración y la tasación practicada por el perito designado por el obligado
tributario, considerada en valores absolutos, es igual o inferior a 120.000 euros y al 10 % de dicha tasación, esta
última servirá de base para la liquidación. Si la diferencia es superior, deberá designarse un perito tercero de acuerdo
con lo dispuesto en el apartado siguiente.

3. Cada Administración tributaria competente solicitará en el mes de enero de cada año a los distintos colegios,
asociaciones o corporaciones profesionales legalmente reconocidos el envío de una lista de colegiados o asociados
dispuestos a actuar como peritos terceros. Elegido por sorteo público uno de cada lista, las designaciones se
efectuarán por orden correlativo, teniendo en cuenta la naturaleza de los bienes o derechos a valorar.

Cuando no exista colegio, asociación o corporación profesional competente por la naturaleza de los bienes o
derechos a valorar o profesionales dispuestos a actuar como peritos terceros, se solicitará al Banco de España
la designación de una sociedad de tasación inscrita en el correspondiente registro oficial.

Los honorarios del perito del obligado tributario serán satisfechos por éste. Cuando la diferencia entre la tasación
practicada por el perito tercero y el valor declarado, considerada en valores absolutos, supere el 20 % del valor
declarado, los gastos del tercer perito serán abonados por el obligado tributario y, en caso contrario, correrán a cargo
de la Administración. En este supuesto, aquél tendrá derecho a ser reintegrado de los gastos ocasionados por el
depósito al que se refiere el párrafo siguiente.

El perito tercero podrá exigir que, previamente al desempeño de su cometido, se haga provisión del importe de
sus honorarios mediante depósito en el Banco de España o en el organismo público que determine cada
Administración tributaria, en el plazo de 10 días.

La falta de depósito por cualquiera de las partes supondrá la aceptación de la valoración realizada por el perito
de la otra, cualquiera que fuera la diferencia entre ambas valoraciones.

Entregada en la Administración tributaria competente la valoración por el perito tercero, se comunicará al
obligado tributario y se le concederá un plazo de 15 días para justificar el pago de los honorarios a su cargo. En
su caso, se autorizará la disposición de la provisión de los honorarios depositados.

4. La valoración del perito tercero servirá de base a la liquidación que proceda con los límites del valor declarado
y el valor comprobado inicialmente por la Administración tributaria.

CAPITULO VI

Procedimiento de comprobación limitada.

Artículo 118.  La comprobación limitada.

1. En el procedimiento de comprobación limitada la Administración tributaria podrá comprobar los hechos, actos,
elementos, actividades, explotaciones y demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria.

2. En este procedimiento, la Administración tributaria podrá realizar únicamente las siguientes actuaciones:

a) Examen de los datos consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones y de los justificantes
presentados o que se requieran al efecto.

b) Examen de los datos y antecedentes en poder de la Administración tributaria que pongan de manifiesto la
realización del hecho imponible o del presupuesto de una obligación tributaria, o la existencia de elementos
determinantes de la misma no declarados o distintos a los declarados por el obligado tributario.

c) Examen de los registros y demás documentos exigidos por la normativa tributaria y de cualquier otro libro,
registro o documento de carácter oficial con excepción de la contabilidad mercantil, así como el examen de las
facturas o documentos que sirvan de justificante de las operaciones incluidas en dichos libros, registros o
documentos.
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d) Requerimientos a terceros para que aporten la información que se encuentren obligados a suministrar con
carácter general o para que la ratifiquen mediante la presentación de los correspondientes justificantes.

3. En ningún caso se podrá requerir a terceros información sobre movimientos financieros, pero podrá solicitarse
al obligado tributario la justificación documental de operaciones financieras que tengan incidencia en la base o en
la cuota de una obligación tributaria.

4. Las actuaciones de comprobación limitada no podrán realizarse fuera de las oficinas de la Administración
tributaria, salvo las que procedan según la normativa aduanera o en los supuestos previstos reglamentariamente
al objeto de realizar comprobaciones censales o relativas a la aplicación de métodos objetivos de tributación, en
cuyo caso los funcionarios que desarrollen dichas actuaciones tendrán las facultades reconocidas en los apartados
2 y 4 del artículo 142 de la Ley General Tributaria.

Artículo 119.  Iniciación del procedimiento de comprobación limitada.

1. Las actuaciones de comprobación limitada se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente.

2. El inicio de las actuaciones de comprobación limitada deberá notificarse a los obligados tributarios mediante
comunicación que deberá expresar la naturaleza y alcance de las mismas e informará sobre sus derechos y
obligaciones en el curso de tales actuaciones.

Cuando los datos en poder de la Administración tributaria sean suficientes para formular la propuesta de
liquidación, el procedimiento podrá iniciarse mediante la notificación de dicha propuesta.

Artículo 120. Tramitación del procedimiento de comprobación limitada.

1. Las actuaciones del procedimiento de comprobación limitada se documentarán en las comunicaciones y
diligencias a las que se refiere el apartado 7 del artículo 99 de la Ley General Tributaria. Los obligados tributarios
deberán atender a la Administración tributaria y le prestarán la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.

El obligado tributario que hubiera sido requerido deberá personarse en el lugar, día y hora señalados para la
práctica de las actuaciones, y deberá aportar la documentación y demás elementos solicitados.

2. Con carácter previo a la práctica de la liquidación provisional, la Administración tributaria deberá comunicar
al obligado tributario la propuesta de liquidación para que alegue lo que convenga a su derecho.

Artículo 121. Terminación del procedimiento de comprobación limitada.

1. El procedimiento de comprobación limitada terminará de alguna de las siguientes formas:

a) Por resolución expresa de la Administración tributaria, con el contenido al que se refiere el apartado siguiente.

b) Por caducidad, una vez transcurrido el plazo regulado en el Artículo 104 de la Ley General Tributaria  sin que
se haya notificado resolución expresa, sin que ello impida que la Administración tributaria pueda iniciar de nuevo
este procedimiento dentro del plazo de prescripción.

c) Por el inicio de un procedimiento inspector que incluya el objeto de la comprobación limitada.

2. La resolución administrativa que ponga fin al procedimiento de comprobación limitada deberá incluir, al menos,
el siguiente contenido:

a) Obligación tributaria o elementos de la misma y ámbito temporal objeto de la comprobación.

b) Especificación de las actuaciones concretas realizadas.

c) Relación de hechos y fundamentos de derecho que motiven la resolución.

d) Liquidación provisional o, en su caso, manifestación expresa de que no procede regularizar la situación
tributaria como consecuencia de la comprobación realizada.
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Artículo 122.  Efectos de la regulación practicada en el procedimiento de comprobación limitada.

1. Dictada resolución en un procedimiento de comprobación limitada, la Administración tributaria no podrá
efectuar una nueva regularización en relación con el objeto comprobado al que se refiere el párrafo a del apartado
2 del artículo anterior salvo que en un procedimiento de comprobación limitada o inspección posterior se descubran
nuevos hechos o circunstancias que resulten de actuaciones distintas de las realizadas y especificadas en dicha
resolución.

2. Los hechos y los elementos determinantes de la deuda tributaria respecto de los que el obligado tributario
o su representante haya prestado conformidad expresa no podrán ser impugnados salvo que pruebe que incurrió
en error de hecho.

CAPITULO VII

Los padrones.

Artículo 123. Censos.

1. La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla dispone de sus propios censos tributarios a
efectos de la aplicación de sus tributos propios y cedidos.

2. Cualquier censo tributario incluirá necesariamente los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, así como el anagrama, si lo tuviera.

b) Numero de identificación fiscal.

C) Domicilio fiscal.

d) En su caso, domicilio en el extranjero.

3. Las personas o entidades incluidas en los censos tributarios tendrán derecho a conocer sus datos censales
y podrán solicitar, a tal efecto, que se les expida el correspondiente certificado. Sin perjuicio de lo anterior, será
aplicable a los referidos datos lo establecido en el artículo 95 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
Tributaria, sobre el carácter reservado de los datos con trascendencia tributaria.

Los obligados tributarios tendrán derecho a la rectificación o cancelación de sus datos personales cuando
resulten inexactos o incompletos de acuerdo con lo previsto en la legislación en materia de protección de datos
de carácter personal.

Artículo 124. Padrones y matriculas.

1. Podrán ser objeto de padrón o matrícula de contribuyentes los tributos en los que, por su naturaleza, se
produzca continuidad en el hecho imponible.

2. Las altas en el correspondiente padrón o matrícula se producirán, bien por declaración del sujeto pasivo, bien
por la acción investigadora de la Administración o de oficio, contando, para ello, con los datos relevantes de que
dispongan o tengan acceso la Administración Tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla.

3. Las bajas deberán ser solicitadas por los sujetos pasivos, y, una vez comprobadas, llevarán consigo la
eliminación del correspondiente padrón, registro o matrícula.

4. Las altas, bajas u otras modificaciones de los padrones, registros o matrículas, surtirán efectos en los
términos establecidos en la normativa específica de cada tributo o, en su defecto, cuando se produzca el
correspondiente devengo y nacimiento de la obligación de contribuir.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados precedentes, los sujetos pasivos estarán obligados a poner en
conocimiento de la Administración toda modificación que pueda originar alta, baja o alteración en el padrón, dentro
del plazo de los treinta días hábiles siguientes a aquél en que la referida modificación se produzca.
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Artículo 125.  Aprobación de padrones.

1. Los padrones se elaborarán por el correspondiente órgano de gestión, correspondiendo al departamento de
Gestión Tributaria la verificación de los mismos y a la Intervención su fiscalización y toma de razón.

2. La aprobación de los padrones le corresponde al Consejero de Hacienda y Presupuestos.

3. La contabilización del reconocimiento de derechos tendrá lugar una vez que haya recaído la resolución referida
en al apartado anterior.

4. Cuando los periodos de cobro de diversas tasas sean coincidentes, se podrá exigir el pago de las cuotas
respectivas mediante un recibo único, en el que constarán debidamente separados los conceptos de ingreso.

Artículo 126. Calendario Fiscal.

1. Se podrá aprobar, mediante resolución, por el Consejero de Hacienda y Presupuestos el calendario fiscal.

2. Las variaciones del calendario fiscal aprobado por el Consejero de Hacienda y Presupuestos, deberán

efectuarse por ese mismo órgano, no admitiéndose la prórroga de los mismos salvo que concurran circunstancias
excepcionales.

Artículo 127. Exposición Pública.

1. Conocido los periodos voluntarios de cobro, el Consejero de Hacienda y Presupuestos ordenará su
publicación, mediante anuncio en el Boletín Oficial de la Ciudad de Melilla, y en el tablón de anuncios de la Ciudad
Autónoma de Melilla.

2. Los padrones fiscales, conteniendo las cuotas a pagar y los elementos tributarios determinantes de las
mismas, se expondrán al público en las oficinas de la Administración Tributaria de la Ciudad de Melilla al menos
quince días antes de iniciarse los respectivos periodos de cobro y por periodo mínimo de quince días.

3. Las cuotas y los elementos tributarios en cuanto no constituyen altas en los respectivos registros, sino que

hace referencia a un hecho imponible ya notificado individualmente al sujeto pasivo, serán notificadas colectivamen-
te, al amparo del artículo 102.3 de la Ley General Tributaria.

4. Contra la exposición pública de los padrones, y de las liquidaciones en los mismos incorporadas, se podrá

interponer recurso de reposición, previo al contencioso administrativo, en el plazo de un mes a contar desde la fecha
de finalización del periodo de exposición pública del padrón.

Artículo 128. Anuncio de cobranza.

1. El anuncio del calendario fiscal, además de la función de dar a conocer la exposición pública de padrones,
tendrá la función de publicar el anuncio de cobranza a que se refiere el artículo 24 del Reglamento General de
Recaudación.

2. El anuncio de cobranza deberá contener, al menos:

a) El plazo de ingreso.

b) La modalidad de cobro utilizable.

c) Los lugares de ingreso.

d) La advertencia de que, transcurrido el plazo de ingreso, las deudas serán exigidas por el procedimiento de

apremio y se devengarán los correspondientes recargos del periodo ejecutivo, los intereses de demora y, en su
caso, las costas que se produzcan.

3. El anuncio de cobranza podrá ser sustituido por notificaciones individuales.
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Artículo 129.  Alta en los registros.

1. En relación a los tributos de cobro periódico se practicará liquidación de ingreso directo que generará un alta
en el correspondiente registro, en estos casos:

a) Cuando por primera vez han ocurrido los hechos o actos que puedan originar la obligación de contribuir.

b) Cuando la Ciudad Autónoma de Melilla conoce por primera vez de la existencia de un hecho imponible, no
obstante haberse devengado con anterioridad el tributo y sin perjuicio de las sanciones que pudiera corresponder.

c) Cuando se ha producido modificaciones en los elementos esenciales del tributo distintas de las aprobadas
con carácter general en la Ley de Presupuesto Generales del Estado y de la variación de tipos impositivos recogidos
en las Ordenanzas Fiscales.

2. En cuanto a la aprobación y notificación de liquidaciones a que se refiere este artículo, será de aplicación el
régimen general.

3. Una vez notificada el alta en el correspondiente padrón. Se notificarán colectivamente las sucesivas
liquidaciones mediante edictos.

TITULO VI

La recaudación

CAPITULO I

Normas comunes

Artículo 130.  Ámbito de aplicación.

1. La gestión recaudatoria de la Hacienda pública consiste en el ejercicio de la función administrativa conducente
al cobro de las deudas y sanciones tributarias y demás recursos de naturaleza pública que deban satisfacer los
obligados al pago.

A efectos de ésta Ordenanza, todos los créditos de naturaleza pública a que se refiere este artículo se
denominarán deudas. Se considerarán obligados al pago aquellas personas o entidades a las que la Administración
tributaria exige el ingreso de la totalidad o parte de una deuda.

La gestión recaudatoria podrá realizarse en periodo voluntario o en periodo ejecutivo. El cobro en periodo ejecutivo
de los recursos a los que se refiere el párrafo anterior se efectuará por el procedimiento de apremio regulado en la
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se
aprueba el Reglamento General de Recaudación.

2. La recaudación de las deudas tributarias podrá realizarse:

a) En período voluntario, mediante el pago o cumplimiento del obligado tributario en los plazos previstos en el
artículo 62 de la Ley General Tributaria.

b) En período ejecutivo, mediante el pago o cumplimiento espontáneo del obligado tributario o, en su defecto,
a través del procedimiento administrativo de apremio.

3. Para la cobranza de los tributos y de las cantidades que como ingresos de Derecho público, tales como
prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, multas y sanciones pecuniarias,
debe percibir la Administración de la Ciudad Autónoma de Melilla, la misma ostenta las prerrogativas establecidas
legalmente para la Hacienda del Estado.
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4. Siendo así, las facultades de la Ciudad Autónoma de Melilla alcanza y se extiende a la recaudación de tributos
y otros recursos de Derecho público, pudiendo entenderse aplicables todas las referencias reglamentarias a la
categoría de tributos.

Artículo 131. Facultades de la recaudación tributaria.

1. Para asegurar o efectuar el cobro de la deuda tributaria, los funcionarios que desarrollen funciones de
recaudación podrán comprobar e investigar la existencia y situación de los bienes o derechos de los obligados
tributarios, tendrán las facultades que se reconocen a la Administración tributaria en el artículo 142 de la Ley General
Tributaria, con los requisitos allí establecidos, y podrán adoptar medidas cautelares en los términos previstos en
el artículo 146 de la Ley General Tributaria.

Todo obligado tributario deberá poner en conocimiento de la Administración de la Ciudad Autónoma, cuando ésta
así lo requiera, una relación de bienes y derechos integrantes de su patrimonio en cuantía suficiente para cubrir
el importe de la deuda tributaria, de acuerdo con lo previsto en el apartado 2 del artículo 169 de la Ley General
Tributaria.

2. Los funcionarios que desempeñen funciones de recaudación desarrollarán las actuaciones materiales que
sean necesarias en el curso del procedimiento de apremio. Los obligados tributarios deberán atenderles en sus
actuaciones y les prestarán la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.

Si el obligado tributario no cumpliera las resoluciones o requerimientos que al efecto se hubiesen dictado, se
podrá acordar, previo apercibimiento, la ejecución subsidiaria de dichas resoluciones o requerimientos, mediante
acuerdo del órgano competente.

Artículo 132. Sistema de recaudación.

1. La recaudación de tributos y de otros ingresos de Derecho público se realizará en periodo voluntario a través
de entidades colaboradoras que reseñarán en el documento-notificación remitido al domicilio del obligado tributario;

documento que será apto y suficiente para permitir el ingreso en entidades colaboradoras.

2. En el caso de tributos y precios públicos periódicos, la notificación, que podrá ser utilizada como documento
de pago, se remitirá por correo ordinario, sin acuse de recibo, dado que no es preceptivo él poder acreditar la
recepción por el sujeto pasivo.

Si no se recibiera el documento, el contribuyente puede contactar con la Administración Tributaria de la Ciudad
Autónoma, donde se expedirá el correspondiente documento de pago.

3. En los supuestos de tributos de vencimiento periódico, una vez notificada el alta en el correspondiente registro,
las cuotas sucesivas deberán ser satisfechas en los plazos fijados en el calendario de cobranza, sin que sea
oponible al inicio de la vía de apremio la no recepción del documento de pago.

4. El pago de las deudas en período ejecutivo podrá realizarse en la oficina de la Administración Tributaria, o,
en el caso que sea posible, en entidad colaboradora, en las condiciones y plazos señalados en el documento que
emita la Administración Tributaria.

Artículo 133. Entidades colaboradoras.

1. Son entidades colaboradoras en la recaudación, las entidades de crédito autorizadas para ejercer dicha
colaboración, las cuales en ningún caso tendrán el carácter de órganos de la recaudación de la Ciudad Autónoma
de Melilla.

2. La autorización de nuevas entidades colaboradoras se efectuará por parte del Consejero de Hacienda y

Presupuestos, quien ratificará un convenio con las entidades de crédito.

3. Las funciones a realizar por las entidades de depósito colaboradoras de la recaudación son las siguientes:
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a) Recepción y custodia de fondos, entregados por parte de cualquier persona, como medio de pago de los
créditos de la Ciudad Autónoma de Melilla, siempre que se aporte el documento expedido por la Administración
Tributaria y el pago tenga lugar en las fechas reglamentarias.

b) Las entidades bancarias situarán en cuentas restringidas de las que sea titular la Ciudad Autónoma de Melilla
los fondos procedentes de la recaudación.

c) Grabación puntual de los datos que permitan identificar el crédito satisfecho y la fecha de pago. Transmisión
diaria por el medio informático convenido de los datos relativos a la recaudación efectuada en las diferentes
sucursales de la entidad bancaria durante ese día.

d) Transferencia de los fondos de las normas reguladoras de la colaboración por parte de las entidades de
depósito.

4. De conformidad con lo que prevé el Reglamento General de Recaudación, la colaboración por parte de las
entidades de depósito será gratuita.

5. Las entidades colaboradoras de la recaudación, deberán ajustar estrictamente sus actuaciones a las
directrices contenidas en el acuerdo de autorización, en el cual necesariamente habrá de contemplarse la exigencia
de responsabilidad para el supuesto de incumplimiento de dichas normas.

6. Los órganos de recaudación efectuarán el control y seguimiento de la actuación de las entidades
colaboradoras. A tal efecto, podrán ordenar la práctica de comprobaciones en dichas entidades. Las comproba-
ciones se referirán exclusivamente a su actuación como entidades colaboradoras, pudiéndose efectuar en las
oficinas de la entidad o en los locales del órgano actuante. Las actuaciones podrán referirse al examen de la
documentación relativa a operaciones concretas o extenderse a la actuación de colaboración de dichas entidades
o de sus oficinas durante un periodo determinado de tiempo. Para la práctica de las comprobaciones, las entidades
deberán poner a disposición del personal que la Ciudad Autónoma designe al efecto toda la documentación que
se les solicite en relación con la actuación de la entidad en su condición de colaboradora y, en particular, extractos
de cuentas corrientes restringidas, documentos de ingreso y justificantes de ingreso en las cuentas Asimismo,
deberán permitir el acceso a los registros informáticos de la entidad respecto de las operaciones realizadas en su
condición de colaboradora.

7. Si dichas entidades incumplen las obligaciones de colaboración establecidas en el Convenio suscrito con la
Ciudad Autónoma de Melilla, se podrá suspender temporalmente o revocar definitivamente la autorización otorgada
a las entidades de crédito para actuar como colaboradoras en la recaudación, o excluir de la prestación del servicio
de colaboración a alguna de sus oficinas, sin perjuicio de la responsabilidad que en cada caso proceda.

Corresponderá acordar la suspensión o revocación al Consejero de Hacienda y Presupuestos. En particular, el
órgano de recaudación competente podrá hacer uso de las facultades a las que se refiere el párrafo anterior cuando
concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Presentación reiterada fuera de los plazos establecidos, de forma incompleta o con graves eficiencias, de la
información que como entidad colaboradora debe aportar al órgano de recaudación competente.

b) Manipulación de los datos contenidos en la información que debe aportar al órgano de recaudación
competente, en la que debe custodiar la entidad o en la que debe entregar a los obligados al pago.

c) Incumplimiento de las obligaciones de proporcionar o declarar cualquier tipo de datos, informes o
antecedentes con trascendencia tributaria.

d) Incumplimiento de las órdenes de embargo, así como la colaboración o consentimiento en el levantamiento
de bienes embargados o sobre los que se haya constituido una medida cautelar o una garantía.

e) Obstrucción a la actuación de la Administración tributaria.
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f) No realizar diariamente el ingreso de las cantidades recaudadas en las cuentas restringidas del órgano de
recaudación competente o no efectuar o efectuar con retraso el ingreso de las cantidades recaudadas en la cuenta
de la Ciudad Autónoma, cuando se haya ocasionado un grave perjuicio a la Hacienda de la Ciudad Autónoma o a
un particular.

g) Inutilidad de la autorización, manifestada por el nulo o escaso volumen de los ingresos realizados a través
de la entidad.

Artículo 134.  Ingresos a través de entidades colaboradoras en la recaudación.

1. Los obligados al pago, tengan o no cuentas abiertas en las entidades colaboradoras, podrán ingresar en ellas
las siguientes deudas:

a) Las que resulten de autoliquidaciones presentadas en los modelos autorizados, así como de aquellas cuya
presentación se realice por vía telemática.

b) Las notificadas a los obligados al pago como consecuencia de liquidaciones practicadas por la Administra-
ción, tanto en periodo voluntario como ejecutivo.

c) Cualesquiera otras, salvo que la Consejería de Hacienda y Presupuestos haya establecido que el ingreso ha
de realizarse con carácter obligatorio en alguna entidad de crédito específica, o en la propia Administración de la
Ciudad Autónoma.

2. Las entidades colaboradoras no podrán admitir los ingresos que deban realizarse obligatoriamente en las
entidades de crédito que presten el servicio de caja.

3. Los ingresos se realizarán en cuentas restringidas abiertas en las entidades colaboradoras.

4. Las entidades colaboradoras admitirán, en todo caso, el dinero de curso legal como medio de pago. Asimismo,
podrán aceptar cualquier otro medio de pago habitual en el tráfico bancario, si bien la admisión de estos medios
queda a discreción y riesgo de la entidad.

Cualquiera que fuera el medio de pago utilizado, en ningún caso correrá por cuenta de la Administración los
gastos que pudieran generarse por la utilización de medios diferentes al dinero de curso legal. Como consecuencia
de dichos gastos no podrán minorarse en ningún caso los importes ingresados.

5. Las entidades colaboradoras admitirán dichos ingresos todos los días que sean laborables para estas durante
las horas de caja, abonándolos seguidamente en la correspondiente cuenta restringida.

6. Cuando se trate de autoliquidaciones, el obligado al pago presentará a la entidad colaboradora los modelos
autorizados.

7. Si el ingreso es consecuencia de una liquidación practicada por la Administración de la Ciudad Autónoma
y notificada al obligado al pago, aquel se realizará en la entidad colaboradora mediante la presentación del
documento de ingreso según modelo autorizado.

8. La entidad colaboradora deberá exigir la consignación del número de identificación fiscal en el documento
correspondiente y comprobará la exactitud del indicado número mediante el examen del documento acreditativo,
que deberá ser exhibido por quien presente el documento liquidatorio. No será necesaria dicha exigencia en relación
con aquellas autoliquidaciones y documentos de ingreso respecto de los cuales la Consejería de Hacienda y
Presupuestos haya establecido que deben presentarse en las entidades colaboradoras con otro medio de
identificación en los que consten los datos de los obligados al pago.

9. La entidad colaboradora que deba admitir un ingreso para el Tesoro comprobará previamente a su abono en
cuenta los siguientes datos:

a) La coincidencia exacta de la cuantía a ingresar con la cifra que figure como importe del ingreso en la
autoliquidación o documento de ingreso.
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b) Que en los citados documentos se consignen el nombre y apellidos o razón social o denominación completa,
domicilio del obligado al pago, número de identificación fiscal, concepto y periodo a que corresponde el citado pago.

Si resultase conforme la comprobación señalada en los párrafos a) y b), la entidad colaboradora procederá a
extender en el documento destinado a tal efecto de los que componen la autoliquidación o en el documento de
ingreso validación, bien mecánica mediante máquina contable, bien manual mediante sello, de los siguientes
conceptos: fecha del ingreso, total ingresado, concepto, clave de la entidad y de la oficina receptora, certificando

de este modo el concepto del ingreso, así como que este se ha efectuado en la cuenta de la Ciudad Autónoma.

Artículo 135.  Deber de colaboración con la administración.

1. Toda persona natural o jurídica, pública o privada, está obligada a proporcionar a la Administración Tributaria
los datos y antecedentes necesarios para la cobranza de las cantidades que como ingresos de Derecho público
aquella deba percibir.

2. En particular las personas o entidades depositarias de dinero en efectivo o en cuentas, valores y otros bienes

de deudores a la Administración Tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla en periodo ejecutivo, están obligadas
a informar a los órganos de recaudación y a cumplir los requerimientos que, en ejercicio de las funciones legales,
se efectúen.

3. Todo obligado al pago de una deuda deberá manifestar, cuando se le requiera, bienes y derechos de su
patrimonio en cuantía suficiente para cubrir el importe de la deuda.

4. El incumplimiento de las obligaciones de prestar colaboración a que se refiere este artículo podrá originar la
imposición de sanciones, según lo que establece en la Ley General esta misma Ordenanza.

CAPITULO II

Recaudación en periodo voluntario.

Artículo 136.  Periodos de recaudación.

1. El plazo de ingreso en período voluntario de las deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva, tanto
por los tributos como por otros ingresos de Derecho público, serán los determinados por la Ciudad Autónoma de

Melilla, en el calendario de cobranza, que será publicado en el Boletín Oficial de la Ciudad de Melilla y expuesto
en el Tablón de Anuncios. En ningún caso el plazo para pagar estos créditos será inferior a dos meses naturales.

2. El plazo de ingreso en período voluntario de las deudas por liquidaciones de ingreso directo será el que conste

en el documento notificación dirigido al sujeto pasivo, sin que pueda ser inferior al período establecido en el artículo
62 de la Ley General Tributaria.

3. Las deudas por conceptos diferentes a los regulados en los puntos anteriores, deberán pagarse en los plazos
que determinen las normas con arreglo a los cuales tales deudas se exijan. En caso de no determinación de plazos,

se aplicará lo dispuesto en éste artículo.

4. Las deudas no satisfechas en los períodos citados se exigirá por vías de apremio, computándose, en su caso,
como pagos a cuenta las cantidades satisfechas fuera de plazo.

Artículo 137. Finalización del periodo voluntario de pago.

1. Concluido el período de pago voluntario, una vez verificado que ya ha sido procesada toda la información sobre
cobros efectuados en el período voluntario, se expedirá la relación de recibos y liquidaciones que no hayan sido

satisfechos en período voluntario.

2. En la misma relación se hará constar las incidencias de suspensión, aplazamiento, fraccionamiento de pago,
o anulación.
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3. La relación de deudas no satisfechas y que no estén afectadas por alguna de las situaciones del punto 2 servirá
de fundamento para la expedición de la providencia de apremio colectiva.

4. En ningún caso se incluirán en las providencias de apremio colectivas las deudas liquidadas a las
Administraciones Públicas.

CAPITULO III

Procedimiento en periodo ejecutivo.

Artículo 138.  Recaudación en periodo ejecutivo.

1. El período ejecutivo se inicia:

a) En el caso de deudas liquidadas por la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma, el día siguiente al
del vencimiento del plazo establecido para su ingreso en el artículo 62 de la Ley General Tributaria.

b) En el caso de deudas a ingresar mediante autoliquidación presentada sin realizar el ingreso, al día siguiente
de la finalización del plazo que establezca la normativa de cada tributo para dicho ingreso o, si éste ya hubiere
concluido, el día siguiente a la presentación de la autoliquidación.

2. La presentación de una solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período voluntario
impedirá el inicio del período ejecutivo durante la tramitación de dichos expedientes.

La interposición de un recurso o reclamación en tiempo y forma contra una sanción impedirá el inicio del período
ejecutivo hasta que la sanción sea firme en vía administrativa y haya finalizado el plazo para el ingreso voluntario
del pago.

3. Iniciado el período ejecutivo, la Administración tributaria efectuará la recaudación de las deudas liquidadas
o autoliquidadas a las que se refiere el apartado 1 de este artículo por el procedimiento de apremio sobre el
patrimonio del obligado al pago.

4. El inicio del período ejecutivo determinará la exigencia de los intereses de demora y de los recargos del período
ejecutivo en los términos de los artículos 26 y 28 de la Ley General Tributaria y, en su caso, de las costas del
procedimiento de apremio.

5. El procedimiento de apremio tendrá carácter exclusivamente administrativo y se sustanciará en el modo
regulado en la Ley General Tributaria y en el Reglamento General de Recaudación.

Artículo 139. Concurrencia de procedimientos.

1. Sin perjuicio del respeto al orden de prelación que para el cobro de los créditos viene establecido por la ley
en atención a su naturaleza, en caso de concurrencia del procedimiento de apremio para la recaudación de los
tributos con otros procedimientos de ejecución, ya sean singulares o universales, judiciales o no judiciales, la
preferencia para la ejecución de los bienes trabados en el procedimiento vendrá determinada con arreglo a las
siguientes reglas:

a) Cuando concurra con otros procesos o procedimientos singulares de ejecución, el procedimiento de apremio
será preferente si el embargo efectuado en el curso del procedimiento de apremio sea el más antiguo. A estos
efectos se estará a la fecha de la diligencia de embargo del bien o derecho.

b) Cuando concurra con otros procesos o procedimientos concursales o universales de ejecución, el
procedimiento de apremio será preferente para la ejecución de los bienes o derechos embargados en el mismo,
siempre que la providencia de apremio se hubiera dictado con anterioridad a la fecha de declaración del concurso.

2. En caso de concurso de acreedores se aplicará lo dispuesto en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal y,
en su caso, en la Ley General Presupuestaria, sin que ello impida que se dicte la correspondiente providencia de
apremio y se devenguen los recargos del período ejecutivo si se dieran las condiciones para ello con anterioridad
a la fecha de declaración del concurso.
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3. Los juzgados y tribunales estarán obligados a colaborar con la Administración tributaria facilitando a los
órganos de recaudación los datos relativos a procesos concursales o universales de ejecución que precisen para
el ejercicio de sus funciones.

Asimismo tendrán este deber de colaboración, respecto de sus procedimientos, cualesquiera órganos
administrativos con competencia para tramitar procedimientos de ejecución.

4. El carácter privilegiado de los créditos tributarios otorga a la Administración Tributaria el derecho de abstención
en los procesos concursales. No obstante, la Administración Tributaria podrá suscribir en el curso de estos
procesos los acuerdos o convenios previstos en la legislación concursal, así como acordar, de conformidad con
el deudor y con las garantías que se estimen oportunas, unas condiciones singulares de pago, que no pueden ser
más favorables para el deudor que las recogidas en el convenio o acuerdo que ponga fin al proceso judicial. Este
privilegio podrá ejercerse en los términos previstos en la legislación concursal. Igualmente podrá acordar la
compensación de dichos créditos en los términos previstos en la normativa tributaria.

Para la suscripción y celebración de los acuerdos y convenios a que se refiere el párrafo anterior se requerirá
únicamente la autorización del Consejero de Hacienda y Presupuestos.

Artículo 140. Suspensión del procedimiento de apremio.

1. El procedimiento de apremio se suspenderá en la forma y con los requisitos previstos en las disposiciones
reguladoras de los recursos, y en los restantes supuestos previstos en la normativa tributaria.

2. El procedimiento de apremio se suspenderá de forma automática por los órganos de recaudación, sin
necesidad de prestar garantía, cuando el interesado demuestre que se ha producido en su perjuicio error material,
aritmético o de hecho en la determinación de la deuda, que la misma ha sido ingresada, condonada, compensada,
aplazada o suspendida o que ha prescrito el derecho a exigir el pago.

3. Cuando un tercero pretenda el levantamiento del embargo por entender que le pertenece el dominio o titularidad
de los bienes o derechos embargados o cuando considere que tiene derecho a ser reintegrado de su crédito con
preferencia a la Hacienda Pública, formulará reclamación de tercería ante el órgano administrativo competente.

4. Si se interpone tercería de dominio se suspenderá el procedimiento de apremio en lo que se refiere a los bienes
y derechos controvertidos, una vez que se hayan adoptado las medidas de aseguramiento que procedan.

5. Si la tercería fuera de mejor derecho proseguirá el procedimiento hasta la realización de los bienes y el producto
obtenido se consignará en depósito a resultas de la resolución de la tercería.

Artículo 141. Conservación de actuaciones.

1. Cuando se declare la nulidad de determinadas actuaciones del procedimiento de apremio se dispondrá la
conservación de las no afectadas por la causa de la nulidad.

2. La anulación de los recargos u otros componentes de la deuda tributaria distintos de la cuota o de las
sanciones no afectará a la validez de las actuaciones realizadas en el curso del procedimiento de apremio respecto
a los componentes de la deuda tributaria o sanciones no anulados.

Artículo 142.  Iniciación del procedimiento de apremio.

1. El procedimiento de apremio se iniciará mediante providencia notificada al obligado tributario en la que se
identificará la deuda pendiente, se liquidarán los recargos a los que se refiere el artículo 28 de la Ley General
Tributaria y se le requerirá para que efectúe el pago.

2. La providencia de apremio será título suficiente para iniciar el procedimiento de apremio y tendrá la misma
fuerza ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los obligados tributarios.

3. Contra la providencia de apremio sólo serán admisibles los siguientes motivos de oposición:
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a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago.

b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período voluntario y otras causas de
suspensión del procedimiento de recaudación.

c) Falta de notificación de la liquidación.

d) Anulación de la liquidación.

e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida la identificación del deudor o de la
deuda apremiada.

4. Si el obligado tributario no efectuara el pago dentro del plazo al que se refiere el apartado 5 del artículo 62 de
la Ley General Tributaria, se procederá al embargo de sus bienes, advirtiéndose así en la providencia de apremio.

Artículo 143. Providencia de apremio

1. La providencia de apremio es el acto de la Administración que ordena la ejecución contra el patrimonio del
obligado al pago.

2. La providencia de apremio deberá contener:

a) Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, número de identificación fiscal y domicilio del
obligado al pago.

b) Concepto, importe de la deuda y periodo al que corresponde.

c) Indicación expresa de que la deuda no ha sido satisfecha, de haber finalizado el correspondiente plazo de
ingreso en periodo voluntario y del comienzo del devengo de los intereses de demora.

d) Liquidación del recargo del periodo ejecutivo.

e) Requerimiento expreso para que efectúe el pago de la deuda, incluido el recargo de apremio reducido, en el
plazo al que se refiere el artículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

f) Advertencia de que, en caso de no efectuar el ingreso del importe total de la deuda pendiente en dicho plazo,
incluido el recargo de apremio reducido del 10 por ciento, se procederá al embargo de sus bienes o a la ejecución
de las garantías existentes para el cobro de la deuda con inclusión del recargo de apremio del 20 por ciento y de
los intereses de demora que se devenguen hasta la fecha de cancelación de la deuda.

g) Fecha de emisión de la providencia de apremio.

3. En la notificación de la providencia de apremio se harán constar al menos los siguientes extremos:

a) Lugar de ingreso de la deuda y del recargo.

b) Repercusión de costas del procedimiento.

c) Posibilidad de solicitar aplazamiento o fraccionamiento de pago.

d) Indicación expresa de que la suspensión del procedimiento se producirá en los casos y condiciones previstos
en la normativa vigente.

e) Recursos que procedan contra la providencia de apremio, órganos ante los que puedan interponerse y plazo
para su interposición.

Artículo 144. Ejecución de garantías.

Si la deuda tributaria estuviera garantizada se procederá en primer lugar a ejecutar la garantía a través del
procedimiento administrativo de apremio.
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No obstante, la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma podrá optar por el embargo y enajenación de
otros bienes o derechos con anterioridad a la ejecución de la garantía cuando ésta no sea proporcionada a la deuda
garantizada o cuando el obligado lo solicite, señalando bienes suficientes al efecto. En estos casos, la garantía
prestada quedará sin efecto en la parte asegurada por los embargos.

Artículo 145. Práctica del embargo de bienes y derechos.

1. Con respeto siempre al principio de proporcionalidad, se procederá al embargo de los bienes y derechos del
obligado tributario en cuantía suficiente para cubrir:

a) El importe de la deuda no ingresada.

b) Los intereses que se hayan devengado o se devenguen hasta la fecha del ingreso.

c) Los recargos del período ejecutivo.

d) Las costas del procedimiento de apremio.

2. Si la Administración de la Ciudad Autónoma y el obligado tributario no hubieran acordado otro orden diferente
en virtud de lo dispuesto en el apartado 4 de este artículo, se embargarán los bienes del obligado teniendo en cuenta
la mayor facilidad de su enajenación y la menor onerosidad de ésta para el obligado.

Si los criterios establecidos en el párrafo anterior fueran de imposible o muy difícil aplicación, los bienes se
embargarán por el siguiente orden:

a) Dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades de crédito.

b) Créditos, efectos, valores y derechos realizables en el acto o a corto plazo.

c) Sueldos, salarios y pensiones.

d) Bienes inmuebles.

e) Intereses, rentas y frutos de toda especie.

f) Establecimientos mercantiles o industriales.

g) Metales preciosos, piedras finas, joyería, orfebrería y antigüedades.

h) Bienes muebles y semovientes.

i) Créditos, efectos, valores y derechos realizables a largo plazo.

3. A efectos de embargo se entiende que un crédito, efecto, valor o derecho es realizable a corto plazo cuando,
en circunstancias normales y a juicio del órgano de recaudación, pueda ser realizado en un plazo no superior a seis
meses. Los demás se entienden realizables a largo plazo.

4. Siguiendo el orden establecido según los criterios del apartado 2 de este artículo, se embargarán
sucesivamente los bienes o derechos conocidos en ese momento por la Administración tributaria de la Ciudad hasta
que se presuma cubierta la deuda. En todo caso, se embargarán en último lugar aquéllos para cuya traba sea
necesaria la entrada en el domicilio del obligado tributario.

A solicitud del obligado tributario se podrá alterar el orden de embargo si los bienes que señale garantizan el
cobro de la deuda con la misma eficacia y prontitud que los que preferentemente deban ser trabados y no se causa
con ello perjuicio a terceros.

5. No se embargarán los bienes o derechos declarados inembargables por las leyes ni aquellos otros respecto
de los que se presuma que el coste de su realización pudiera exceder del importe que normalmente podría obtenerse
en su enajenación.
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Artículo 146. Diligencia de embargo y anotación preventiva.

1. Cada actuación de embargo se documentará en diligencia, que se notificará a la persona con la que se entienda
dicha actuación.

Efectuado el embargo de los bienes o derechos, la diligencia se notificará al obligado tributario y, en su caso,
al tercero titular, poseedor o depositario de los bienes si no se hubiesen llevado a cabo con ellos las actuaciones,
así como al cónyuge del obligado tributario cuando los bienes embargados sean gananciales y a los condueños
o cotitulares de los mismos.

2. Si los bienes embargados fueran inscribibles en un registro público, la Administración tributaria tendrá derecho
a que se practique anotación preventiva de embargo en el registro correspondiente. A tal efecto, la Administración
tributaria de la Ciudad expedirá mandamiento, con el mismo valor que si se tratara de mandamiento judicial de
embargo, solicitándose, asimismo, que se emita certificación de las cargas que figuren en el registro. El registrador
hará constar por nota al margen de la anotación de embargo la expedición de esta certificación, expresando su fecha
y el procedimiento al que se refiera.

En ese caso, el embargo se notificará a los titulares de cargas posteriores a la anotación de embargo y anteriores
a la nota marginal de expedición de la certificación.

La anotación preventiva así practicada no alterará la prelación que para el cobro de los créditos tributarios
establece el artículo 77 de la Ley General Tributaria, siempre que se ejercite la tercería de mejor derecho. En caso
contrario, prevalecerá el orden registral de las anotaciones de embargo.

3. Contra la diligencia de embargo sólo serán admisibles los siguientes motivos de oposición:

a) Extinción de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago.

b) Falta de notificación de la providencia de apremio.

c) Incumplimiento de las normas reguladoras del embargo contenidas en esta ley.

d) Suspensión del procedimiento de recaudación.

4. Cuando se embarguen bienes muebles, la Administración tributaria podrá disponer su depósito en la forma
que se determine reglamentariamente.

5. Cuando se ordene el embargo de establecimiento mercantil o industrial o, en general, de los bienes y derechos
integrantes de una empresa, si se aprecia que la continuidad de las personas que ejercen la dirección de la actividad
pudiera perjudicar la solvencia del obligado tributario, el órgano competente, previa audiencia del titular del negocio
u órgano de administración de la entidad, podrá acordar el nombramiento de un funcionario que ejerza de

administrador o que intervenga en la gestión del negocio en la forma que reglamentariamente se establezca,
fiscalizando previamente a su ejecución aquellos actos que se concreten en el acuerdo administrativo.

Artículo 147. Embargo de bienes y derechos en entidades de crédito o de depósito.

1. Cuando la Administración tributaria tenga conocimiento de la existencia de fondos, valores, títulos u otros
bienes entregados o confiados a una determinada oficina de una entidad de crédito u otra persona o entidad
depositaria, podrá disponer su embargo en la cuantía que proceda. En la diligencia de embargo deberá identificarse
el bien o derecho conocido por la Administración actuante, pero el embargo podrá extenderse, sin necesidad de

identificación previa, al resto de los bienes o derechos existentes en dicha oficina.

Si de la información suministrada por la persona o entidad depositaria en el momento del embargo se deduce
que los fondos, valores, títulos u otros bienes existentes no son homogéneos o que su valor excede del importe
señalado en el apartado 1 del artículo 169 de la Ley General Tributaria, se concretarán por el órgano competente
los que hayan de quedar trabados.
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2. Cuando los fondos o valores se encuentren depositados en cuentas a nombre de varios titulares sólo se
embargará la parte correspondiente al obligado tributario. A estos efectos, en el caso de cuentas de titularidad
indistinta con solidaridad activa frente al depositario o de titularidad conjunta mancomunada, el saldo se presumirá
dividido en partes iguales, salvo que se pruebe una titularidad material diferente.

3. Cuando en la cuenta afectada por el embargo se efectúe habitualmente el abono de sueldos, salarios o

pensiones, deberán respetarse las limitaciones establecidas en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento
Civil, mediante su aplicación sobre el importe que deba considerarse sueldo, salario o pensión del deudor. A estos
efectos se considerará sueldo, salario o pensión el importe ingresado en dicha cuenta por ese concepto en el mes
en que se practique el embargo o, en su defecto, en el mes anterior.

Artículo 148.  Enajenación de los bienes embargados.

1. La enajenación de los bienes embargados se realizará mediante subasta, concurso o adjudicación directa.

El acuerdo de enajenación únicamente podrá impugnarse si las diligencias de embargo se han tenido por
notificadas de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 112 de la Ley General Tributaria.

En ese caso, contra el acuerdo de enajenación sólo serán admisibles los motivos de impugnación contra las
diligencias de embargo a los que se refiere el apartado 3 del artículo 170 de. la Ley General Tributaria.

2. El procedimiento de apremio podrá concluir con la adjudicación de bienes a la Ciudad Autónoma cuando se
trate de bienes inmuebles o de bienes muebles cuya adjudicación pueda interesar a la Ciudad Autónoma y no se
hubieran adjudicado en el procedimiento de enajenación.

La adjudicación se acordará por el importe del débito perseguido, sin que, en ningún caso, pueda rebasar el 75
por ciento del tipo inicial fijado en el procedimiento de enajenación.

3. La Administración tributaria no podrá proceder a la enajenación de los bienes y derechos embargados en el
curso del procedimiento de apremio hasta que el acto de liquidación de la deuda tributaria ejecutada sea firme, salvo

en los supuestos de fuerza mayor, bienes perecederos, bienes en los que exista un riesgo de pérdida inminente
de valor o cuando el obligado tributario solicite de forma expresa su enajenación.

4. En cualquier momento anterior a la adjudicación de bienes, la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma
liberará los bienes embargados si el obligado extingue la deuda tributaria y las costas del procedimiento de apremio.

Artículo 149.  Bienes inembargables y no realización de embargos.

No se embargarán los bienes o derechos declarados inembargables con carácter general por las leyes, ni
aquellos de cuya realización se presuma que resultaría fruto insuficiente para la cobertura del coste de dicha
realización.

En particular, no se practicarán las siguientes actuaciones:

a) Embargos de bienes inmuebles, cuando la deuda sea inferior a 150 euros.

b) Embargos de vehículos, cuando su antigüedad sea superior a 10 años.

Artículo 150. Acuerdo de enajenación y anuncio de la subasta.

1. El Jefe de recaudación acordará la enajenación mediante subasta de los bienes embargados que estime

bastantes para cubrir suficientemente el débito perseguido y las costas del procedimiento y se evitará, en lo posible,
la venta de los de valor notoriamente superior al de los débitos, sin perjuicio de que posteriormente autorice la
enajenación de los que sean precisos.

El acuerdo de enajenación deberá contener los datos identificativos del deudor y de los bienes a subastar, y
señalará el día, hora y lugar en que se celebrará la subasta, así como el tipo para licitar.
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2. El acuerdo de enajenación será notificado al obligado al pago, a su cónyuge si se trata de bienes gananciales
o si se trata de la vivienda habitual, a los acreedores hipotecarios, pignoraticios y en general a los titulares de
derechos inscritos en el correspondiente registro público con posterioridad al derecho de la Ciudad Autónoma que
figuren en la certificación de cargas emitida al efecto, al depositario, si es ajeno a la Administración y, en caso de
existir, a los copropietarios y terceros poseedores de los bienes a subastar.

En caso de subastas de derechos de cesión del contrato de arrendamiento de locales de negocio se notificará
también al arrendador o administrador de la finca, con los efectos y requisitos establecidos en la Ley 24/1994, de
24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos.

En la notificación se hará constar que, en cualquier momento anterior al de la adjudicación de los bienes, podrán
liberarse los bienes embargados mediante el pago de las cantidades establecidas en el artículo 169.1 de la Ley
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

3. Las subastas de bienes embargados se anunciará en el Boletín Oficial de la Ciudad de Melilla y en el Tablón
de Edictos. El Jefe de Recaudación podrá acordar la publicación del anuncio de subasta en medios de comunicación
de gran difusión y en publicaciones especializadas, cuando a su juicio resulte conveniente y el coste sea
proporcionado al valor de los bienes.

4. En el anuncio de subasta se hará constar:

a) La posibilidad de participar en la subasta por vía telemática si así se ha acordado.

b) Día, hora y lugar en que ha de celebrarse la subasta.

c) Descripción de los bienes o lotes, tipo de subasta para cada uno y tramos para la licitación, locales o recintos
donde están depositados los bienes y los títulos disponibles y días y horas en que podrán ser examinados.

Cuando se trate de bienes inscribibles en registros públicos, se establecerá en dichos anuncios que los
licitadores no tendrán derecho a exigir otros títulos de propiedad que los aportados en el expediente; que de no estar
inscritos los bienes en el registro, el documento público de venta es título mediante el cual puede efectuarse la
inmatriculación en los términos previstos en la legislación hipotecaria, y que, en los demás casos en que sea
preciso, habrán de proceder, si les interesa, como dispone el título VI de la Ley Hipotecaria para llevar a cabo la
concordancia entre el registro y la realidad jurídica.

d) Indicación expresa de que en el tipo de la subasta no se incluyen los impuestos indirectos que graven la
transmisión de dichos bienes.

e) Obligación de constituir ante la Mesa de subasta con anterioridad a su celebración un depósito del 20 por
ciento del tipo de subasta. De forma motivada podrá reducirse este depósito hasta un mínimo del 10 por ciento.

Asimismo, se advertirá que si los adjudicatarios no satisfacen el precio del remate, dicho depósito se aplicará
a la cancelación de la deuda, sin perjuicio de las responsabilidades en que puedan incurrir por los perjuicios que
origine la falta de pago del precio de remate.

El depósito deberá constituirse mediante cheque conformado nominativo extendido a nombre de la Ciudad
Autónoma.

f) Advertencia de que la subasta se suspenderá en cualquier momento anterior a la adjudicación de bienes si
se efectúa el pago de la cuantía establecida en el artículo 169.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
Tributaria.

g) Expresión de las cargas, gravámenes y situaciones jurídicas de los bienes y de sus titulares que, en su caso,
hayan de quedar subsistentes y afecten a los bienes.

h) Obligación del adjudicatario de entregar en el acto de la adjudicación o dentro de los 15 días siguientes la
diferencia entre el depósito constituido y el precio de adjudicación.
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i) Admisión de ofertas en sobre cerrado o pujas automáticas por vía telemática, que deberán ajustarse a lo
dispuesto en el artículo 103.4. En tal caso, se hará constar que la Mesa de subasta sustituirá a los licitadores,
pujando por ellos en la forma prevista al efecto.

j) Posibilidad de realizar una segunda licitación cuando la Mesa, al finalizar la primera, lo juzgue pertinente, así
como posibilidad de adjudicación directa cuando los bienes no hayan sido adjudicados en la subasta.

5. Realizada la notificación y el anuncio de la subasta, para la celebración de esta transcurrirán 15 días como
mínimo.

Artículo 151. Celebración de la subasta.

1. La mesa de subasta de bienes estará integrada por el Tesorero, que actuará como Presidente, el Jefe de la
Recaudación y el Jefe del Negociado de Recaudación Ejecutiva, que actuará como Secretario.

2. En las subastas de bienes, el tiempo para constituir el depósito ante la mesa, será, en primera licitación de
media hora. El plazo para la constitución de depósito en segunda licitación se establece en media hora, una vez
haya transcurrido el plazo de media hora concedido para la constitución de depósitos en primera licitación. Estos
plazos podrán ampliarse en el tiempo necesario para que los licitadores puedan constituir los depósitos
reglamentarios.

3. Los licitadores podrán enviar o presentar sus ofertas en sobre cerrado, desde el anuncio de la subasta, hasta
la hora de antes del comienzo de ésta. Dichas ofertas, que tendrán el carácter de máximas, serán registradas en
un libro, que a tal efecto, se llevará en las oficinas de la Administración Tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla.
Tales ofertas deberán de ir acompañadas de cheque conformado nominativo extendido a nombre de la Ciudad
Autónoma.

4. Los cheques serán ingresados en la cuenta que designe el tesorero de la Ciudad Autónoma de Melilla,
procediéndose a la devolución de los importes depositados a los licitadores no adjudicatarios una vez concluida
la subasta. La materialización de tal devolución se efectuará mediante cheque extendido por el Tesorero de la
Ciudad Autónoma de Melilla.

5. En el supuesto de que antes de la celebración de la subasta, algún licitador que hubiera presentado oferta
en sobre cerrado, manifieste por escrito la voluntad de no concurrir a la licitación, se procederá a la devolución del
depósito en las condiciones establecidas en el punto.

 6. Una vez constituida la Mesa, dará comienzo el acto con la lectura pública de las relaciones de bienes o lotes
y de las demás condiciones que hayan de regir en la subasta. A continuación, la presidencia convocará a aquellos
que quieran tomar parte como licitadores, para que se identifiquen y constituyan el depósito.

Asimismo, se procederá a la apertura de los sobres que contienen posturas efectuadas por escrito, a efectos
de comprobar los requisitos para licitar y a verificar la existencia de pujas automáticas.

7. Realizado el trámite anterior, el presidente declarará iniciada la licitación, comunicará a los concurrentes, en
su caso, la existencia de posturas válidas presentadas, con indicación de los bienes o lotes a que afectan, y
anunciará los tramos a que se ajustarán las posturas. Desde aquel momento, se admitirán posturas para el primer
bien o lote y se anunciarán las sucesivas pujas que se vayan haciendo con sujeción a los tramos fijados.

En caso de existencia de ofertas en sobre cerrado o por puja automática se procederá respecto de ellas como
sigue:

a) La Mesa sustituirá a los licitadores en la forma prevista al efecto y pujará por ellos sin sobrepasar el límite
máximo fijado en cada oferta.

b) Si hay más de una oferta en sobre cerrado o por puja automática, podrá comenzar la admisión de posturas
a partir de la segunda más alta de aquellas.
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c) Si una postura no coincide con el importe de un tramo, se considerará formulada por el importe del tramo
inmediato inferior.

d) Los licitadores en sobre cerrado o por puja automática podrán participar personalmente en la licitación con

posturas superiores a las inicialmente presentadas.

En caso de que coincidan en la mejor postura varias de las ofertas presentadas en sobre cerrado y con puja
automática, se dará preferencia en la adjudicación a la registrada en primer lugar. Si concurren en la postura con
una presentada presencialmente o con una presentada por vía telemática durante la realización de la subasta, se

dará preferencia a la presentada en sobre cerrado o con puja automática.

Sin interrupción y de forma sucesiva, se irán subastando los demás bienes o lotes, con respeto del orden ya
citado, y si para alguno no hubiese pujas, se pasará al que le siga. La subasta de los bienes de un obligado al pago
se dará por terminada cuando con el importe de los bienes adjudicados se cubra la totalidad de los débitos exigibles.

Cuando en la licitación no se hubiese cubierto la deuda y quedasen bienes sin adjudicar, la Mesa anunciará la
iniciación del trámite de adjudicación directa.

No obstante, después de la celebración de la primera licitación, la Mesa podrá acordar la celebración de una
segunda licitación, previa deliberación sobre su conveniencia.

Si se acuerda la procedencia de celebrar una segunda licitación, se anunciará de forma inmediata y se admitirán
pujas que cubran el nuevo tipo, que será el 75 por ciento del tipo de subasta en primera licitación.

A tal fin se abrirá un plazo de media hora para que los que deseen licitar constituyan los nuevos depósitos en
relación con el nuevo tipo de subasta de los bienes que van a ser enajenados; a tal efecto, servirán los depósitos
efectuados anteriormente. La segunda licitación se desarrollará con las mismas formalidades que la primera. Los

bienes no adjudicados pasarán al trámite de adjudicación directa regulado.

8. En el caso de que se hayan subastado bienes o derechos respecto de los que, según la legislación aplicable,
existan interesados que tengan derechos de adquisición preferente, acordada la adjudicación, esta se comunicará
a dichos interesados. La adjudicación definitiva quedará en suspenso durante el plazo en el que, según la legislación

aplicable, los interesados puedan ejercer su derecho.

9. Terminada la subasta se levantará acta por el secretario de la Mesa. Posteriormente, se procederá a
desarrollar las siguientes actuaciones:

a) Devolver los depósitos que se hubieran constituido salvo los pertenecientes a los adjudicatarios, que se
aplicarán al pago del precio de remate.

b) Instar a los adjudicatarios a que efectúen el pago, con la advertencia de que, si no lo completan en los 15 días

siguientes a la fecha de adjudicación, perderán el importe del depósito y quedarán obligados a resarcir a la
Administración de los perjuicios que origine dicha falta de pago.

En caso de impago del precio de remate por el adjudicatario la Mesa podrá optar entre acordar la adjudicación
al licitador que hubiera realizado la segunda oferta más elevada, siempre y cuando la mantenga y esta no fuese

inferior en más de dos tramos a la que ha resultado impagada, o iniciar la adjudicación directa. Si la oferta es inferior
en más de dos tramos, se iniciará la adjudicación directa.

d) Entregar a los adjudicatarios, salvo en los supuestos en que hayan optado por el otorgamiento de escritura

pública de venta, certificación del acta de adjudicación de los bienes, en la que habrá de constar, además de la
transcripción de la propia acta en lo que se refiere al bien adjudicado y al adjudicatario, la acreditación de haberse
cumplido los siguientes trámites:

1.º Haberse efectuado el pago del remate.
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2.º Haberse emitido en conformidad informe por parte del órgano con funciones de asesoramiento jurídico sobre
la observancia de las formalidades legales en el procedimiento de apremio, cuando haya sido solicitado por el órgano
de recaudación y, en todo caso, cuando la adjudicación recaiga sobre bienes o derechos inscribibles en el Registro
de la Propiedad.

La citada certificación constituye un documento público de venta a todos los efectos y en ella se hará constar
que queda extinguida la anotación preventiva hecha en el registro público correspondiente a nombre de la Hacienda
pública. Asimismo, se expedirá mandamiento de cancelación de las cargas posteriores.

e) Practicar la correspondiente liquidación, entregando el sobrante, si hubiera, al obligado al pago. Si este no
lo recibe, se consignará a su disposición en la Caja General de Depósitos en el plazo de 10 días desde el pago
del precio de remate.

Igualmente se depositará el sobrante cuando existan titulares de derechos posteriores a los de la Hacienda
pública.

10. Cuando, efectuada la subasta, no se hubieran adjudicado bienes suficientes para el pago de la cantidad
debida, sin perjuicio de formalizar la adjudicación de los rematados, quedará abierto el trámite de adjudicación
directa por el plazo que se estime oportuno con el límite de seis meses.

Artículo 152. Terminación del procedimiento de apremio.

1. El procedimiento de apremio termina:

a) Con el pago de la cantidad debida a que se refiere el apartado 1 del artículo 169 de la Ley General Tributaria.

b) Con el acuerdo que declare el crédito total o parcialmente incobrable, una vez declarados fallidos todos los
obligados al pago.

c) Con el acuerdo de haber quedado extinguida la deuda por cualquier otra causa.

2. En los casos en que se haya declarado el crédito incobrable, el procedimiento de apremio se reanudará, dentro
del plazo de prescripción, cuando se tenga conocimiento de la solvencia de algún obligado al pago.

Artículo 153. Declaración de responsabilidad.

1. La responsabilidad podrá ser declarada en cualquier momento posterior a la práctica de la liquidación o a la
presentación de la autoliquidación, salvo que la ley disponga otra cosa.

2. En el supuesto de liquidaciones administrativas, si la declaración de responsabilidad se efectúa con
anterioridad al vencimiento del período voluntario de pago, la competencia para dictar el acto administrativo de
declaración de responsabilidad corresponde al órgano competente para dictar la liquidación. En los demás casos,
dicha competencia corresponderá al órgano de recaudación.

3. El trámite de audiencia previo a los responsables no excluirá el derecho que también les asiste a formular con
anterioridad a dicho trámite las alegaciones que estimen pertinentes y a aportar la documentación que consideren
necesaria.

4. El acto de declaración de responsabilidad será notificado a los responsables. El acto de notificación tendrá
el siguiente contenido:

a) Texto íntegro del acuerdo de declaración de responsabilidad, con indicación del presupuesto de hecho
habilitante y las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto.

b) Medios de impugnación que pueden ser ejercitados contra dicho acto, órgano ante el que hubieran de
presentarse y plazo para interponerlos.

c) Lugar, plazo y forma en que deba ser satisfecho el importe exigido al responsable.
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5. En el recurso o reclamación contra el acuerdo de declaración de responsabilidad podrá impugnarse el
presupuesto de hecho habilitante y las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto, sin que como
consecuencia de la resolución de estos recursos o reclamaciones puedan revisarse las liquidaciones que hubieran
adquirido firmeza para otros obligados tributarios.

No obstante, en los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 42 de la Ley General Tributaria no podrán
impugnarse las liquidaciones a las que alcanza dicho presupuesto, sino el alcance global de la responsabilidad.

6. El plazo concedido al responsable para efectuar el pago en período voluntario será el establecido en el apartado
2 del artículo 62 de la Ley General Tributaria. Si el responsable no realiza el pago en dicho plazo, la deuda le será
exigida en vía de apremio, extendiéndose al recargo del período ejecutivo que proceda según el artículo 28 de la
Ley General Tributaria.

CAPITULO IV

Aplazamientos y Fraccionamientos.

Artículo 154. Aplazamiento y fraccionamiento de pago.

1. La Administración de la Ciudad Autónoma podrá a solicitud del obligado aplazar o fraccionar el pago de las
deudas tributarias que se encuentren en período voluntario o ejecutivo, cuando su situación económico-financiera
le impida, de forma transitoria, efectuar el pago en los plazos establecidos, en los términos previstos en los artículos
65 y 82 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria y en los artículo 44 a 54 del Reglamento General
de Recaudación.

2. No podrán ser objeto de aplazamiento o fraccionamiento las deudas correspondientes a obligaciones
tributarias que deba cumplir el retenedor.

Artículo 155. Solicitud.

1. La solicitud de aplazamiento y fraccionamiento se dirigirá al Jefe de Recaudación de la Administración
Tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla, a quien corresponde la apreciación de la situación económico-
financiera y social del obligado al pago en relación a la posibilidad de satisfacer los débitos.

2. La Administración Tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla dispondrá lo necesario para que las solicitudes
referidas en el punto anterior se formulen en documento específico, en el que se indiquen los criterios de concesión
y denegación de aplazamientos y fraccionamientos, así la necesidad de fundamentar las dificultades económico-
financieras y circunstancias sociales, aportando los documentos que crean convenientes.

3. Será preciso detallar la garantía que ofrece o, en su caso, la imposibilidad de constituir afianzamiento, y
también acreditar las dificultades económicas y las circunstancias sociales que estimen convenientes.

Los criterios generales de concesión aplazamientos y fraccionamientos son los siguientes:

a) Las deudas de importe hasta 3.000 euros, un plazo máximo de 12 meses.

b)  Las deudas de importe que excedan de 3.000 euros hasta un plazo máximo de 18 meses.

4. Sólo excepcionalmente se concederán aplazamiento de deudas cuyo importe sea inferior a 100 euros, o en
periodos más largos que los establecidos en el apartado anterior.

5. Sin perjuicio de lo anterior, el Consejero de Hacienda y Presupuestos podrá dictar instrucción estableciendo
los requisitos exigidos para poder acceder a la concesión un fraccionamiento o aplazamiento, así como una
especificación, mediante una tabla, de los plazos de pago en función de la deuda existente, los recursos
económicos y circunstancias sociales del solicitante.

6. En la concesión de aplazamientos y fraccionamientos, se procurará que el solicitante domicilie el pago de
las sucesivas fracciones.
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Artículo 156.  Cálculo de los intereses en aplazamientos y fraccionamientos.

1. En caso de concesión del aplazamiento se calcularán intereses de demora sobre la deuda aplazada, por el
tiempo comprendido entre el día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario y la fecha
del vencimiento del plazo concedido. Si el aplazamiento ha sido solicitado en periodo ejecutivo, la base para el
cálculo de  intereses no incluirá el recargo del periodo ejecutivo. Los intereses devengados se deberán ingresar junto
con la deuda aplazada.

2. En caso de concesión del fraccionamiento, se calcularán intereses de demora por cada fracción de deuda.

Si el fraccionamiento ha sido solicitado en periodo ejecutivo, la base para el cálculo de intereses no incluirá el

recargo del periodo ejecutivo.

Por cada fracción de deuda se computarán los intereses devengados desde el día siguiente al del vencimiento
del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha del vencimiento del plazo concedido. Los intereses
devengados por cada fracción deberán pagarse junto con dicha fracción en el plazo correspondiente.

3. En caso de denegación del aplazamiento o fraccionamiento de deudas:

a) Si fue solicitado en periodo voluntario, se liquidarán intereses de demora de conformidad con el artículo 52.4

del Reglamento General de Recaudación

b) Si fue solicitado en periodo ejecutivo, se liquidarán intereses una vez realizado el pago, de conformidad con
el artículo 72  Reglamento General de Recaudación.

Artículo 157.  Actuaciones en caso de falta de pago en aplazamientos y fraccionamientos.

1. En los aplazamientos, si llegado el vencimiento del plazo concedido no se efectuara el pago, se producirán
los siguientes efectos:

a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario, se iniciará el periodo ejecutivo al día siguiente del
vencimiento del plazo incumplido, debiendo iniciarse el procedimiento de apremio. Se exigirá el ingreso del principal
de la deuda, los intereses de demora devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso
en periodo voluntario hasta la fecha del vencimiento del plazo concedido y el recargo del periodo ejecutivo sobre

la suma de ambos conceptos.

b) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo, deberá continuar el procedimiento de apremio.

c) En los supuestos recogidos en los párrafos a) y b), transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5 de
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin que el ingreso de las cantidades exigidas se hubiese
efectuado, se procederá según dispone su artículo 168.

2. En los fraccionamientos concedidos con dispensa total de garantías o con garantía o garantías constituidas

sobre el conjunto de las fracciones, si llegado el vencimiento de una fracción no se efectuara el pago, las
consecuencias serán las siguientes:

a) Si la fracción incumplida incluyese deudas en periodo ejecutivo en el momento de presentarse la solicitud:

1.º Para la totalidad de las deudas incluidas en el acuerdo de fraccionamiento que se encontrasen en periodo
ejecutivo en el momento de presentarse la solicitud deberá continuarse el procedimiento de apremio.

2.º Para la totalidad de las deudas incluidas en el acuerdo de fraccionamiento que se encontrasen en periodo

voluntario en el momento de presentarse la solicitud, se iniciará el periodo ejecutivo al día siguiente del vencimiento
de la fracción incumplida, debiendo iniciarse el procedimiento de apremio. Se exigirán los intereses de demora
devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha
del vencimiento de pago de la fracción incumplida.
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b) Si la fracción incumplida incluyese deudas en periodo voluntario en el momento de presentarse la solicitud,
se procederá respecto de dicha fracción incumplida a iniciar el procedimiento de apremio. Se exigirá el importe de
dicha fracción, los intereses de demora devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso
en periodo voluntario hasta la fecha del vencimiento del plazo concedido y el recargo del periodo ejecutivo sobre
la suma de ambos conceptos.

De no producirse el ingreso de las cantidades exigidas conforme al párrafo anterior se considerarán vencidas
el resto de las fracciones pendientes, debiendo iniciarse el procedimiento de apremio respecto de todas las deudas.

Se exigirán los intereses de demora devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso
en periodo voluntario hasta la fecha del vencimiento de pago de la fracción incumplida.

c) En los fraccionamientos concedidos con garantía o garantías constituidas sobre el conjunto de las fracciones,
transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, sin
que el ingreso de las cantidades exigidas se hubiese efectuado, se procederá según dispone su artículo 168.

3. Si en los fraccionamientos las garantías se hubiesen constituido con carácter parcial e independiente para
una o varias fracciones y llegado el vencimiento de una fracción no se efectuara el pago, las consecuencias serán
las siguientes:

a) Si la fracción incumplida incluyese deudas en periodo ejecutivo de ingreso en el momento de presentarse la
solicitud, se producirá el vencimiento de la totalidad de las fracciones a las que extienda sus efectos la garantía
parcial e independiente.

Si la garantía parcial extendiese sus efectos a fracciones que incluyesen deudas en periodo ejecutivo de ingreso
y a fracciones que incluyesen deudas en periodo voluntario de ingreso en el momento de solicitarse el
fraccionamiento, se deberá continuar el procedimiento de apremio respecto de las primeras. Respecto de las
segundas deberá iniciarse el procedimiento de apremio y se exigirán los intereses de demora devengados a partir
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha del vencimiento de pago
de la fracción incumplida.

Transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria,
sin que el ingreso de las cantidades exigidas se hubiese efectuado, se procederá a ejecutar la garantía parcial.

El acuerdo de fraccionamiento permanecerá vigente respecto de las fracciones a las que no alcance la garantía
parcial e independiente.

b) Si la fracción incumplida incluyese deudas en periodo voluntario de ingreso en el momento de presentarse
la solicitud, las consecuencias en relación con la fracción incumplida y con el resto de las fracciones pendientes
a las que extienda sus efectos la garantía parcial e independiente serán las establecidas en el apartado 2.b).

Transcurridos los plazos previstos en el artículo 62.5 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria,
sin que el ingreso de las cantidades exigidas se hubiese efectuado, se procederá a ejecutar la garantía parcial e
independiente.

El acuerdo de fraccionamiento permanecerá vigente respecto de las fracciones a las que no alcance la garantía
parcial e independiente.

4. La ejecución de las garantías a que se refiere este artículo se realizará por el procedimiento regulado en el
artículo 74 del Reglamento General de Recaudación.

El importe líquido obtenido se aplicará al pago de la deuda pendiente, incluidas costas, recargos e intereses de
demora.

La parte sobrante será puesta a disposición del garante o de quien corresponda.

5. En los supuestos de aplazamiento o de fraccionamiento con dispensa parcial de garantía o de insuficiencia
sobrevenida de las garantías en su día formalizadas, no será necesario esperar a su ejecución para proseguir las
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actuaciones del procedimiento de apremio. En el caso de insuficiencia sobrevenida deberá quedar motivada en el
expediente la continuación del procedimiento de apremio como consecuencia de aquélla.

Artículo 158. Garantías en aplazamientos y fraccionamientos.

1. La garantía cubrirá el importe de la deuda en periodo voluntario, de los intereses de demora que genere el
aplazamiento y un 25 por ciento de la suma de ambas partidas. En caso de solicitud de fraccionamiento, podrá
constituirse una única garantía para la totalidad de las fracciones que puedan acordarse o bien garantías parciales
e independientes para una o varias fracciones. En todo caso, la garantía deberá cubrir el importe de las fracciones
a que se refiera, incluyendo el importe que por principal e intereses de demora se incorpore a las fracciones más
el 25 por ciento de la suma de ambas partidas.

2. Se aceptarán las siguientes garantías:

a) Aval solidario de entidades de depósito que cubra el importe de la deuda y de los intereses de demora
calculados. El término de este aval deberá exceder de 12 meses, al menos, al vencimiento de los plazos concedidos
y estará debidamente intervenido.

b) Certificaciones de obras aprobadas por la Ciudad Autónoma de Melilla, cuyo pago quedará retenido en tanto
no se cancele la deuda.

3. En las deudas inferiores a 3.000 euros, además de las garantías del apartado anterior, se podrán admitir las
siguientes:

a) La fianza personal y solidaria de un vecino solvente del Municipio.

b) El vehículo del solicitante del fraccionamiento, siempre que, a juicio del Jefe de la Recaudación, cubra la deuda
fraccionada o aplazada, en los términos del apartado 1 de este artículo.

4. La garantía deberá aportarse en el plazo de treinta días siguientes al de la notificación del acuerdo de
concesión. Transcurrido este plazo sin formalizar la garantía, se exigirá inmediatamente por la vía de apremio la
deuda con sus intereses y el recargo de apremio, siempre que haya concluido el período reglamentario de ingreso.
Si el aplazamiento o fraccionamiento se hubiese solicitado en período ejecutivo, se continuará el procedimiento de
apremio.

5. En los supuestos de verdadera necesidad, se podrá dispensar de aportar garantía, correspondiendo adoptar
el acuerdo:

a) En deudas de importe inferior a 3.000 euros al Jefe de Recaudación de la Ciudad Autónoma.

b) En deudas de importe superior a 3.000 euros al Consejero de Hacienda y Presupuestos.

Artículo 159. Órganos competentes para su concesión.

La concesión o denegación de aplazamientos y fraccionamientos de pago con carácter general será
competencia Consejero de Hacienda y Presupuestos, con las siguientes excepciones por razón de su cuantía:

a) La concesión o denegación de aplazamientos y fraccionamientos de pago por importe igual o inferior a 3.000
euros corresponderá, por razones de operatividad, a la Jefatura de Recaudación y Gestión Tributaria de la Ciudad
Autónoma de Melilla.

b) La concesión o denegación de aplazamientos y fraccionamientos de pago por importe superior a 30.000 euros,
corresponderá al Consejo de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla, previa propuesta del Consejero de
Hacienda Presupuestos.

Artículo 160. Resolución de solicitudes en aplazamientos y fraccionamientos.

1. Las resoluciones que concedan aplazamientos o fraccionamientos de pago especificarán el número de código
cuenta cliente, en su caso, y los datos identificativos de la entidad de crédito que haya de efectuar el cargo en
cuenta, los plazos de pago y demás condiciones del acuerdo.
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En todo caso, el vencimiento de los plazos deberá coincidir con los días 5 ó 20 del mes. Cuando el acuerdo
incluya varias deudas, se señalarán de forma independiente los plazos y cuantías que afecten a cada una.

De igual forma, se exigirá y condicionará el mantenimiento y eficacia del acuerdo de concesión del aplazamiento
o fraccionamiento a que el solicitante se encuentre al corriente de sus obligaciones tributarias durante la vigencia
del acuerdo.

Cuando la resolución de fraccionamiento incluyese deudas que se encontrasen en periodo.

2. El acuerdo de concesión especificará la clase de garantía que el solicitante deberá aportar o, en su caso, la
dispensa de esta obligación.

3. Si la resolución concediese el aplazamiento o fraccionamiento, se notificará al solicitante advirtiéndole de los
efectos que se producirán de no constituirse la garantía en el plazo legalmente establecido y en caso de falta de
pago. Dicha notificación incorporará el cálculo de los intereses de demora asociados a cada uno de los plazos de
ingreso concedidos según lo dispuesto en el artículo siguiente.

Si una vez concedido un aplazamiento o fraccionamiento el deudor solicitase una modificación en sus
condiciones, la petición no tendrá, en ningún caso, efectos suspensivos. La tramitación y resolución de estas
solicitudes se regirá por las mismas normas que las establecidas para las peticiones de aplazamiento o
fraccionamiento con carácter general.

4. Si la resolución dictada fuese denegatoria, las consecuencias serán las siguientes:

a) Si la solicitud fue presentada en periodo voluntario de ingreso, con la notificación del acuerdo denegatorio se
iniciará el plazo de ingreso regulado en el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

De no producirse el ingreso en dicho plazo, comenzará el periodo ejecutivo y deberá iniciarse el procedimiento
de apremio en los términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

De realizarse el ingreso en dicho plazo, procederá la liquidación de los intereses de demora devengados a partir
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en periodo voluntario hasta la fecha del ingreso realizado
durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. De no realizarse el ingreso los intereses se liquidarán
hasta la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de los que puedan devengarse con posterioridad conforme
a lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

b) Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de ingreso, deberá iniciarse el procedimiento de apremio
en los términos previstos en el artículo 167.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, de no
haberse iniciado con anterioridad.

5. Contra la denegación de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento sólo cabrá la presentación del
correspondiente recurso de reposición en los términos y con los efectos establecidos en la normativa aplicable.

TITULO VII

lnfracciones y  sanciones tributarias

Articulo 161. Concepto y clases.

1. Son infracciones tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con cualquier grado de negligencia
que estén tipificadas y sancionadas como tales en la Ley General Tributaria u otra norma de rango legal. Se
calificarán como leves, graves o muy graves de acuerdo con lo dispuesto en cada caso en los artículos 191a 206
de la Ley General Tributaria.

2. Las infracciones tributarias se sancionarán mediante la imposición de sanciones pecuniarias y, cuando
proceda, de sanciones no pecuniarias de carácter accesorio. Las sanciones pecuniarias podrán consistir en multa
fija o proporcional.
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Articulo 162. Principio de responsabilidad en materia de infracciones tributarias.

Las acciones u omisiones tipificadas en las leyes no darán lugar a responsabilidad por infracción tributaria en
los siguientes supuestos:

a) Cuando se realicen por quienes carezcan de capacidad de obra en el orden tributario.

b) Cuando concurra fuerza mayor.

c) Cuando deriven de una decisión colectiva, para quienes hubieran salvado su voto o no hubieran asistido a la
reunión en que se adoptó la misma.

d) Cuando se haya puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

e) Cuando sean imputables a una deficiencia técnica de los programas informáticos de asistencia facilitados
por la Administración Tributaria para el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

A efectos de lo previsto en el artículo 179.3 de la Ley General Tributaria, no cometerá infracción tributaria quien
regularice su situación tributaria antes de que la Administración Tributaria notifique un requerimiento para el
cumplimiento de la obligación tributaria o el inicio de un procedimiento de comprobación o investigación o de un
procedimiento sancionador.

Articulo 163. Actuaciones ante un presunto delito contra la Hacienda Pública.

1. Si la Administración Tributaria estimase que la infracción pudiera ser constitutiva de delito contra la Hacienda
Pública, pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente, o remitirá el expediente al Ministerio Fiscal y se
abstendrá de seguir el procedimiento administrativo, que quedará suspendido mientras la autoridad judicial no dicte
sentencia firme, tenga lugar el sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se produzca la devolución del
expediente por el Ministerio Fiscal.

2. La sentencia condenatoria de la autoridad judicial impedirá la imposición de sanción administrativa.

3. De no haberse apreciado la existencia de delito, la Administración Tributaria iniciará o continuará sus
actuaciones de acuerdo con los hechos que los tribunales hubieran considerado probados, y se reanudará el
cómputo del plazo de prescripción en el punto en el que estaba cuando se suspendió. Las actuaciones
administrativas realizadas durante el periodo de suspensión se tendrán por inexistentes.

Artículo 164. Sujetos infractores.

1. Serán sujetos infractores las personas físicas o jurídicas y las entidades mencionadas en el apartado 4 del
artículo 35 de la Ley General Tributaria que realicen las acciones u omisiones tipificadas como Infracciones en las
leyes.

2. El sujeto infractor  tendrá la consideración de deudor principal a efectos de lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo 41 de la Ley General Tributaria en relación con la  declaración de responsabilidad.

3. La concurrencia de varios sujetos infractores en la realización de una infracción tributaria determinará que
queden solidariamente obligados frente a la Administración al pago de la sanción.

Artículo 165. Reducción de sanciones.

1. La cuantía de las sanciones pecuniarias impuestas según los artículos 191 a 197 de la Ley General Tributaria
se reducirán en los siguientes porcentajes:

a) Un 50 por ciento en los supuestos de actas con acuerdo.

b) Un 30 por ciento en les supuestos de conformidad.

2. El importe de la reducción practicada conforme a lo dispuesto en el apartado anterior se exigirá sin más
requisito que la notificación al interesado, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:
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a) En los supuestos previstos en el párrafo a) del apartado anterior, cuando se haya interpuesto contra la
regularización o la sanción el correspondiente recurso contencioso-administrativo o, en el supuesto de haberse
presentado aval o certificado de seguro de caución en sustitución del depósito, cuando no se ingresen las
cantidades derivadas del acta con acuerdo en el plazo del apartado 2 del artículo 62 de la Ley General Tributaria
o en los plazos fijados en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento que se hubiera concedido por la
Administración tributaria con garantía de aval o certificado de seguro de caución.

b) En los supuestos de conformidad, cuando se haya interpuesto recurso o reclamación contra la regularización.

3. El importe de la sanción que deba ingresarse por la comisión de cualquier infracción, una vez aplicada, en
su caso, la reducción por conformidad a la que se refiere el párrafo b) del apartado 1 de este articulo, se reducirá
en el 25 por ciento si concurren las siguientes circunstancias:

a) Que se realice el ingreso total del importe restante de dicha sanción en el plazo del apartado 2 del artículo
62 de la Ley General Tributaria o en el plazo o plazos fijados en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento que
la Administración tributaria hubiera concedido con garantía de aval o certificado de seguro de caución y que el
obligado al pago hubiera solicitado con anterioridad a la finalización del plazo del apartado 2 del artículo 62 de la
Ley General Tributaria.

b) Que no se interponga recurso o reclamación contra la liquidación o la sanción.

El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo dispuesto en este apartado se exigirá sin más requisito
que la notificación al interesado, cuando se haya interpuesto recurso o reclamación en plazo contra la liquidación
o la sanción.

La reducción prevista en este apartado no será aplicable a las sanciones que procedan en los supuestos de actas
con acuerdo.

4. Cuando según lo dispuesto en los apartados 2 y 3 de este articulo se exija el importe de la reducción
practicada, no será necesario interponer recurso independiente contra dicho acto si previamente se hubiera
interpuesto recurso o reclamación contra la sanción reducida.

Si se hubiera interpuesto recurso contra la sanción reducida se entenderá que la cuantía a la que se refiere dicho
recurso será el importe total de la sanción, y se extenderá los efectos suspensivos derivados del recurso a la
reducción practicada que se exija.

Artículo 166. Procedimiento sancionador en materia tributaria.

1. El procedimiento sancionador en materia tributaria se regulará:

a) Por las normas especiales establecidas en el título IV de la Ley General Tributaria y la normativa reglamentaria
dictada en su desarrollo.

b) En su defecto, por las normas reguladoras del procedimiento sancionador en materia administrativa.

2. Los procedimientos sancionadores que se incoen como consecuencia de un procedimiento iniciado mediante
declaración o de un procedimiento de verificación de datos, comprobación o inspección no podrán iniciarse respecto
a la persona o entidad que hubiera sido objeto del procedimiento una vez transcurrido el plazo de tres meses desde
que se hubiese notificado o se entendiese notificada la correspondiente liquidación o resolución.

3. A efectos de lo establecido en el artículo 208 de la Ley General Tributaria, el interesado podrá renunciar a la
tramitación separada del procedimiento sancionador en los términos previstos en los artículos 26 y 27 del Real
Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general del régimen sancionador
tributario.

4. Cuando al tiempo de iniciarse el expediente sancionador se encontrasen en poder del órgano competente
todos los elementos que permitan formular la propuesta de imposición de sanción, ésta se incorporará al acuerdo

BOME EXTRAORDINARIO NÚM. 23 - MELILLA, LUNES 31 DE DICIEMBRE DE 2007 - PAG. 679



de iniciación. Dicho acuerdo se notificará al interesado, indicándole la puesta de manifiesto del expediente y
concediéndole un plazo de 15 días para que alegue cuanto considere conveniente y presente los documentos,
justificantes y pruebas que estime oportunos.

5. El procedimiento sancionador en materia tributaria deberá concluir en el plazo máximo de seis meses
contados desde la notificación de la comunicación de inicio del procedimiento. El vencimiento del plazo señalado
sin que se haya notificado resolución expresa producirá la caducidad del procedimiento. La caducidad impedirá la
iniciación de un nuevo procedimiento sancionador.

6. El órgano competente para dictar el acto resolutorio del procedimiento sancionador será Director General de
Hacienda - Intervención.

7. El acto de resolución del procedimiento sancionador podrá ser objeto de recurso independiente. En el
supuesto de que el contribuyente impugne también la deuda tributaria, se acumularán ambos recursos, siendo
competente el que conozca la impugnación contra la deuda.

TÍTULO VIII

Revisión en vía administrativa

CAPÍTULO I.

Medios de revisión.

Artículo 167. Medios de revisión.

Los actos y actuaciones de aplicación de los tributos locales y los actos de imposición de sanciones tributarias
podrán revisarse mediante:

a) Los procedimientos especiales de revisión.

b) El recurso de reposición que se regula en el artículo 14.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales, en relación con el artículo
108 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

CAPÍTULO II

Procedimientos especiales de revisión.

Artículo 168. Declaración de nulidad de pleno derecho.

1. Podrá declararse la nulidad de pleno derecho de los actos dictados en materia tributaria, que hayan puesto
fin a la administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos recogidos en el artículo 217.1 de
la Ley General Tributaria.

2. El procedimiento para declarar la nulidad a que se refiere este artículo podrá iniciarse de oficio, por acuerdo
del órgano que dictó el acto o de su superior jerárquico, o a instancia del interesado.

3. El órgano competente para tramitar el procedimiento podrá dictar acuerdo motivado de inadmisión a trámite
de las solicitudes de revisión en los supuestos previstos en el artículo 217.3 de la Ley General Tributaria.

4. El órgano competente para tramitar el procedimiento solicitará al órgano que dictó el acto la remisión de una
copia cotejada del expediente administrativo y de un informe sobre los antecedentes del procedimiento que fuesen
relevantes para resolver. Asimismo, podrá solicitar cualquier otro dato o antecedente que considere necesario para
elaborar la propuesta de resolución.

5. Recibida la documentación indicada en el apartado anterior se dará audiencia por un plazo de 15 días al
interesado y a las restantes personas a las que el acto reconoció derechos o cuyos intereses resultaron afectados
por el mismo, para que puedan alegar y presentar los documentos que estimen pertinentes.
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6. La declaración de nulidad requerirá dictamen favorable previo del Consejo de Estado.

7. La competencia para resolver corresponderá al Pleno de la Asamblea de la Ciudad de Melilla.

Artículo 169. Declaración de lesividad.

1. La Administración Tributaria podrá declarar lesivos para el interés público sus actos y resoluciones favorables
a los interesados que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, a fin de proceder a su posterior
impugnación en vía contencioso-administrativa. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcu-
rridos cuatro años desde que se notificó el acto administrativo.

2. El procedimiento de declaración de lesividad de actos anulables se iniciará de oficio mediante acuerdo del
órgano que dictó el acto o de su superior jerárquico. El inicio será notificado al interesado.

3. El órgano competente para su tramitación recabará copia cotejada del expediente administrativo y un informe
sobre los antecedentes que fuesen relevantes para resolver y cualquier otro dato, antecedente o informe que se
considere necesario para elaborar la propuesta de resolución.

4. Recibida la documentación, se dará audiencia a los interesados por un plazo de 15 días para que puedan alegar
y presentar los documentos y justificantes que estimen pertinentes.

5. Concluido el trámite de audiencia, el órgano competente para tramitar el procedimiento formulará propuesta
de resolución y, una vez formulada, deberá solicitar informe de la Asesoría Jurídica sobre la procedencia de que
el acto sea declarado lesivo.

6. Una vez recibido el informe jurídico, se remitirá una copia cotejada del expediente completo al órgano
competente para resolver.

7. La declaración de lesividad corresponde al Pleno de la Asamblea de la Ciudad de Melilla. Una vez dictada la
declaración de lesividad, el expediente administrativo se remitirá a la Asesoría Jurídica para la impugnación del acto
declarado lesivo en vía contencioso-administrativa.

Artículo 170. Revocación.

1. La Administración Tributaria podrá revocar sus actos en beneficio de los interesados cuando se estime que
infringen manifiestamente la ley, cuando circunstancias sobrevenidas que afecten a una situación jurídica particular
pongan de manifiesto la improcedencia del acto dictado, o cuando en la tramitación del procedimiento se haya
producido indefensión a los interesados.

La revocación no podrá constituir, en ningún caso, dispensa o exención no permitida por las normas tributarias,
ni ser contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.

2. La revocación sólo será posible mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción.

3. El procedimiento de revocación se iniciará de oficio, sin perjuicio de que los interesados puedan promover su
iniciación por la Administración Tributaria. El órgano competente para acordar el inicio del procedimiento será el
superior jerárquico del que lo hubiese dictado.

 4. El órgano competente para su tramitación recabará copia cotejada del expediente administrativo y un informe
sobre los antecedentes que fuesen relevantes para resolver y cualquier otro dato, antecedente o informe que se
considere necesario.

5. Recibida la documentación, se dará audiencia a los interesados por un plazo de 15 días para que puedan alegar
y presentar los documentos y justificantes que estimen pertinentes.

6. Concluido el trámite de audiencia, se solicitará informe de la Asesoría Jurídica.

7. Una vez recibido el informe de la Asesoría Jurídica, el órgano encargado de la tramitación formulará propuesta
de resolución al órgano competente para resolver.
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8. La resolución corresponde al Pleno de la Asamblea de la Ciudad de Melilla.

Artículo 171. Rectificación de errores.

1. El órgano que hubiera dictado el acto o la resolución, de oficio o a instancia de interesado, rectificará en

cualquier momento los errores materiales, de hecho o aritméticos, siempre que no hubiera transcurrido el plazo
de prescripción.

2. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, junto con el acuerdo de iniciación se notificará la

propuesta de rectificación para que el interesado pueda formular alegaciones en el plazo de quince días.

Cuando la rectificación se realice en beneficio de los interesados se podrá notificar directamente la resolución.

3. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado a instancia del interesado, la Administración podrá resolver

directamente lo que proceda cuando no figuren en el procedimiento ni deban ser tenidos en cuenta en la resolución
otros hechos, alegaciones o pruebas que las presentadas por el interesado. En caso contrario, deberá notificar la
propuesta de resolución para que el interesado pueda alegar lo que convenga a su derecho en el plazo de quince
días.

4. Las resoluciones que se dicten en este procedimiento serán susceptibles de recurso de reposición.

Articulo 172. Procedimiento para la devolución de ingresos indebidos.

1. El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución de ingresos indebidos se iniciarán de oficio
o a instancia del interesado, en los siguientes supuestos:

a) Cuando se haya producido una duplicidad en el pago de deudas tributarias o sanciones.

b) Cuando la cantidad pagada haya sido superior al importe a ingresar resultante de un acto administrativo o de
una autoliquidación.

c) Cuando se haya ingresado cantidades correspondientes a deudas o sanciones tributarias después de haber

transcurrido los plazos de prescripción.

d) Cuando así lo establezca la normativa tributaria.

2. La cantidad a devolver como consecuencia de un ingreso indebido estará constituido por la suma de las
siguientes cantidades:

a) El importe del ingreso indebidamente efectuado.

b) Las costas satisfechas cuando el ingreso  indebido se hubiera realizado durante el procedimiento de apremio.

c) El interés de demora vigente desde la fecha en que se hubiese realizado el ingreso indebido hasta la fecha
en que se ordene el pago de la devolución.

3. Cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de sanciones en virtud del cual se realizó el ingreso
indebido hubiera adquirido firmeza, únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo instando o promoviendo
la revisión del acto mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión previstos en esta ordenanza.

4. Cuando el procedimiento se inicie a instancia del interesado, la solicitud de devolución, contendrá los
siguientes datos:

a) Justificación del ingreso indebido. A la solicitud se adjuntarán los documentos que acrediten el derecho a la

devolución, como cuantos elementos de prueba considere oportunos a tal efecto. Los justificantes de ingreso
podrán sustituirse por la mención exacta de los datos identificativos del ingreso realizado.

b) Número de cuenta corriente, para su devolución mediante transferencia.
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5. Cuando el procedimiento se inicie de oficio, se notificará al interesado el acuerdo de iniciación. Cuando los
datos en poder de la Administración Tributaria sean suficientes para formular la propuesta de resolución, el
procedimiento podrá iniciarse mediante la notificación de dicha propuesta.

6. En la tramitación del expediente, se comprobarán las circunstancias que, en su caso, determinen el derecho
a la devolución, la realidad del ingreso y su no devolución posterior, así como la titularidad del derecho y la cuantía
de la devolución.

7. Con carácter previo a la resolución, la Administración Tributaria deberá notificar al obligado tributario la
propuesta de resolución para que en un plazo de 10 días presente las alegaciones y los documentos y justificantes
que estime necesarios. Se podrá prescindir de dicho trámite cuando no se tengan en cuenta otros hechos o
alegaciones que las realizadas por el obligado tributario o cuando la cuantía propuesta a devolver sea igual a la
solicitada, excluidos los intereses de demora.

8. Finalizadas las actuaciones, el órgano competente para la tramitación elevará al órgano competente para
resolver la propuesta de resolución.

9. La competencia para resolver corresponderá al Consejero de Hacienda y Presupuestos.

10. El órgano competente para resolver dictará resolución motivada en la que, si procede, se acordará el derecho
a la devolución, se determinará el titular del derecho y el importe de la devolución. Las resoluciones que se dicten
en este procedimiento serán susceptibles de recurso de reposición.

11. Reconocida la devolución, se procederá a la inmediata ejecución de la devolución.

CAPÍTULO III

Recurso de reposición.

Artículo 173. Recurso de reposición.

1. Contra los actos dictados por la Administración Tributaria de la Ciudad Autónoma de Melilla se formulará el
recurso de reposición previo al contencioso-administrativo que se regula en el artículo 14.2 del Real Decreto
Legislativo 212004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de Haciendas
Locales, en relación con el artículo 108 de la Ley 711985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

2. Lo anterior se entiende sin perjuicio de los supuestos en los que la ley prevé la posibilidad de formular
reclamaciones económico-administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los tributos locales, en tales
casos el presente recurso de reposición será previo a la reclamación económico-administrativa.

Artículo 174. Iniciación y tramitación del recurso de reposición.

1. Será competente para conocer y resolver el recurso de reposición el órgano que haya dictado el acto
administrativo impugnado.

2. El recurso de reposición se interpondrá dentro del plazo de un mes contado desde el día siguiente al de la
notificación expresa del acto recurrible o desde el día siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio
administrativo. Tratándose de deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva el plazo para la interposición
se computará a partir del siguiente al de la finalización del período voluntario de pago.

3. Podrán interponer el recurso de reposición:

a) Los obligados tributarios y los sujetos infractores.

b) Cualquier otra persona cuyos intereses legítimos resulten afectados por el acto o la actuación tributaria.

4. Los recurrentes podrán comparecer por si mismos o por medio de representante, sin que sea preceptiva la
intervención de abogado ni procurador.
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5. El recurso de reposición se interpondrá por medio de escrito en el que se harán constar los siguientes
extremos:

a) Las circunstancias personales del recurrente y, en su caso de su representante, con indicación del documento
nacional de identidad o del código identificador.

b) El órgano ante quien se formula el recurso.

c) El acto administrativo que se recurre, la fecha en que se dictó, número del expediente, y demás datos relativos
al mismo que se consideren convenientes.

d) El domicilio que señale el recurrente a efectos de notificaciones.

e) El lugar y la fecha de interposición del recurso y la firma del recurrente o, en su caso, de su representante.

Cuando se actúe por medio de representante, este deberá acreditar representación bastante. El órgano
competente concederá un plazo de 10 días, para realizar la aportación o subsanación del documento acreditativo
de la representación. En ese mismo plazo el interesado podrá ratificar la actuación realizada por el representante
en su nombre y aportar el documento acreditativo de la representación para actuaciones posteriores.

En el escrito de interposición se formularán las alegaciones tanto sobre cuestiones de hecho como de derecho.
Con dicho escrito se presentarán los documentos que sirvan de base a la pretensión que se ejercita.

Si se solicita la suspensión del acto impugnado, al escrito de iniciación del recurso se acompañarán los
justificantes de las garantías constituidas de acuerdo con el articulo siguiente.

6. Si el interesado precisare del expediente de gestión o de las actuaciones administrativas para formular sus
alegaciones, deberá comparecer a tal objeto ante la oficina gestora correspondiente a partir del día siguiente a la
notificación del acto administrativo que se impugna y antes de que finalice el plazo de interposición del recurso.

La oficina o dependencia de gestión, bajo la responsabilidad de su jefe, tendrá la obligación de poner de
manifiesto al interesado el expediente o las actuaciones administrativas que se requieran.

7. El escrito de interposición del recurso se presentará en la sede del órgano que dictó el acto administrativo
que se impugna o en su defecto en las dependencias u oficinas a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

8. Si del escrito inicial o de las actuaciones posteriores resultaren otros interesados distintos del recurrente, se
les comunicará la interposición del recurso para que en el plazo de cinco días aleguen lo que a su derecho convenga.

9. La revisión somete a conocimiento del órgano competente, para su resolución, todas las cuestiones que
ofrezca el expediente, hayan sido o no planteadas en el recurso.

Si el órgano estima pertinente examinar y resolver cuestiones no planteadas por los interesados, las expondrá
a los que estuvieren personados en el procedimiento y les concederá un plazo de cinco días para formular
alegaciones.

Artículo 175. Suspensión de la ejecución del acto recurrido.

1. La interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado, con las
consecuencias legales consiguientes, incluso la recaudación de cuotas o derechos liquidados, intereses y
recargos. Los actos de imposición de sanciones tributarias quedarán automáticamente suspendidos sin necesidad
de aportar garantías de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 212 de la Ley General Tributaria.

No obstante, la ejecución del acto impugnado quedará suspendido automáticamente a instancia del interesado
si se garantiza el importe de dicho acto, los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos que
pudieran proceder en el momento de la solicitud de suspensión.
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2. Las garantías necesarias para obtener la suspensión automática a la que se refiere el apartado anterior serán
exclusivamente las siguientes:

a) Depósito de dinero o valores públicos en la Tesorería de la Ciudad Autónoma de Melilla.

b) Aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro
de caución.

3. Cuando el interesado no pueda aportar las garantías necesarias para obtener la suspensión a que se refiere
el apartado anterior, se acordará la suspensión previa prestación de otras garantías que se estimen suficientes,
y el órgano competente podrá modificar la resolución sobre la suspensión en los casos previstos en el segundo
párrafo del apartado siguiente.

4. Se podrá suspender la ejecución del acto con dispensa total o parcial de garantías cuando dicha ejecución
pudiera causar perjuicios de difícil o imposible reparación.

En los supuestos a los que se refiere este apartado, el órgano competente podrá modificar la resolución sobre
la suspensión cuando aprecie que no se mantienen las condiciones que motivaron la misma, cuando las garantías
aportadas hubieran perdido valor o efectividad, o cuando conozca de la existencia de otros bienes o derechos
susceptibles de ser entregados en garantía que no hubieran sido conocidos en el momento de la resolución sobre
la suspensión.

5. Podrá suspenderse la ejecución del acto recurrido sin necesidad de aportar garantía cuando se aprecie que
al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético, material o de hecho.

6. En todo caso será competente para tramitar y resolver la solicitud el órgano que dictó el acto.

 7. Las resoluciones desestimatorias de la suspensión sólo serán susceptibles de impugnación en vía
contencioso-administrativa.

8. Cuando se interponga recurso contencioso-administrativo contra la resolución del recurso de reposición, la
suspensión acordada en vía administrativa se mantendrá, siempre que exista garantía suficiente, hasta que el
órgano judicial competente adopte la decisión que corresponda en relación con dicha suspensión.

 Articulo 176. Resolución del recurso de reposición.

1. El recurso será resuelto en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su presentación, con
excepción de los supuestos regulados en los apartados 8 y 9 del artículo 174 anterior, en los que el plazo se
computará desde el día siguiente al que se formulen las alegaciones o se dejen transcurrir los plazos señalados.

El recurso se entenderá desestimado cuando no haya recaído resolución en plazo.

La denegación presunta no exime de la obligatoriedad de resolver el recurso.

2. La resolución expresa del recurso se producirá siempre de forma escrita.

Dicha resolución, que será siempre motivada, contendrá una sucinta referencia a los hechos y a las alegaciones
del recurrente, y expresará de forma clara las razones por las que se confirma o revoca total o parcialmente el acto
impugnado.

3. La resolución expresa deberá ser notificada al recurrente y a los demás interesados, si los hubiera, en el plazo
máximo de diez días desde que aquella se produzca.

4. Contra la resolución del recurso de reposición no puede interponerse de nuevo este recurso, pudiendo los
interesados interponer directamente recurso contencioso-administrativo.

CAPITULO IV

Disposiciones especiales.
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Artículo 177. Reembolso de los costes de las garantías.

1. La Administración Tributaria reembolsará, a solicitud del interesado y previa acreditación de su importe, el

coste de las garantías aportadas para suspender la ejecución de un acto o para aplazar o fraccionar el pago de una
deuda si dicho acto o deuda es declarado improcedente por sentencia o resolución administrativa firme. Cuando
el acto o la deuda se declare parcialmente improcedente, el reembolso alcanzará a la parte correspondiente del
coste de las garantías.

2. Con el reembolso de los costes de las garantías, la Administración Tributaria abonará el interés legal vigente
a lo largo del periodo en el que se devengue sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite. A estos efectos,
el interés legal se devengará desde la fecha debidamente acreditada en que se hubiese incurrido en dichos costes
hasta la fecha en que se ordene el pago.

Artículo 178. Determinación del coste de las garantías.

1. El coste de las garantías estará integrado por las siguientes partidas:

a) En los o fianzas de de carácter solidario y certificados de seguro de caución, por las cantidades efectivamente
satisfechas a la entidad de crédito, sociedad de garantía recíproca o entidad aseguradora en concepto de primas,
comisiones y gastos por formalización, mantenimiento y cancelación del aval, fianza o certificado, devengados
hasta la fecha en que se produzca la devolución de la garantía.

b) En hipotecas mobiliarias e inmobiliarias y prendas con o sin desplazamiento, los gastos derivados de la
intervención de un fedatario público, los gastos registrales, los tributos derivados directamente de la constitución
de la garantía y, en su caso, de su cancelación, y los gastos derivados de la tasación o valoración de los bienes
ofrecidos en garantía.

c) Cuando se hubieran aceptado por la Administración Tributaria garantías distintas a las anteriores, se admitirá
el reembolso de los costes de estas, limitado, exclusivamente, a los costes acreditados en que se hubiera incurrido
de manera directa para su formalización, mantenimiento y cancelación devengados hasta la fecha en que se
produzca la devolución de la garantía.

d) En todo caso, se abonará el interés legal vigente que se devengue desde la fecha debidamente acreditada
en que se hubiese incurrido en dichos costes hasta la fecha en que se ordene el pago.

2. En el caso de que la garantía constituida lo hubiese sido mediante depósito de dinero, y sin perjuicio de la
aplicación del párrafo c) anterior y d) del apartado anterior en relación con los costes de constitución del depósito,
se abonará el interés legal vigente hasta el día en que se produzca la devolución del depósito.

Artículo 179. Procedimiento para el reembolso del coste de las garantías aportadas.

1. Será competente para acordar el reembolso del coste de las garantías aportadas el órgano que hubiese dictado
el acto que haya sido declarado improcedente.

2. El procedimiento se iniciará a instancia del interesado mediante escrito que deberá dirigir al órgano
competente para su resolución con el contenido siguiente:

a) Nombre y apellidos o razón social completa, número de identificación fiscal y domicilio del interesado. En caso
de que se actúe por medio de representante se deberá incluir la identificación completa del mismo.

b) Órgano ante quién se solicita el inicio del procedimiento.

c) Pretensión del interesado.

d) Domicilio que el interesado señale a efectos de notificaciones.

e) Lugar, fecha y firma de la solicitud.
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A la solicitud de reembolso se acompañará los siguientes datos o documentos:

a) Copia de la resolución administrativa o sentencia judicial firme por la que se declare improcedente total o
parcialmente el acto administrativo o deuda cuya ejecución se suspendió.

b) Acreditación del importe al que ascendió el coste de las garantías cuyo reembolso se solicita e indicación
de la fecha efectiva de pago.

c) Indicación del número de código de cuenta y los datos identificativos de la entidad de crédito a través de la
que se efectuará el pago.

3. El órgano que tramite el procedimiento podrá llevar a cabo las actuaciones que resulten necesarias para
comprobar la procedencia del reembolso que se solicita y podrá recabar los informes e instar las actuaciones que
juzgue necesarios.

4. Si el escrito de solicitud no reúne los requisitos señalados, se requerirá al interesado para que en un plazo
de 10 días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos con indicación de que la falta de atención a
dicho requerimiento determinará el archivo de las actuaciones y se tendrá por no presentado el escrito. El plazo
concedido para la subsanación podrá ser ampliado a petición del interesado cuando la aportación de los
documentos requeridos presente dificultades especiales debidamente acreditadas.

5. Finalizadas las actuaciones, se dará audiencia al interesado para que pueda alegar lo que considere
conveniente a su derecho. No obstante, se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el
procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones que las presentadas
por el interesado.

6. El órgano competente dictará la resolución y la notificará en un plazo máximo de seis meses a contar desde
la fecha en que el escrito de solicitud del interesado haya tenido entrada en el registro del órgano competente para
su resolución.

7. Transcurrido el plazo para efectuar la notificación sin que esta se haya producido, el interesado podrá entender
desestimada la solicitud a los efectos de interponer contra la resolución presunta el correspondiente recurso. La
resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al
sentido del silencio.

8. Contra la resolución que ponga fin a este procedimiento se podrá interponer recurso de reposición.

Disposición derogatoria

Disposición derogatoria única.  A la entrada en vigor de esta Ordenanza queda derogada la Ordenanza Fiscal
General anterior.

Disposiciones finales

Disposición final primera. Las referencias y remisiones que esta Ordenanza hace a distintas normas legales
y reglamentarias, deben entenderse efectuadas a las disposiciones de las mismas en cada momento vigentes.

Disposición final segunda. Se autoriza al Consejero de Hacienda y Presupuestos para dictar cuantas
instrucciones sean necesarias para la aplicación de la presente Ordenanza.

Disposición final tercera. La presente Ordenanza entrará en vigor el día 01 de enero del 2008.
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CONSEJERÍA DE HACIENDA Y PRESUPUESTO

INTERVENCIÓN  GENERAL

50.- ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL IMPUESTO SOBRE LA PRODUCCIÓN, LOS SERVICIOS Y
LA IMPORTACIÓN (OPERACIONES INTERIORES) EN LA CIUDAD DE MELILLA.

I N D I C E

Título Preliminar: Naturaleza y Ámbito de aplicación.

Artículo 1. Naturaleza del Impuesto y Normas aplicables.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

Título Primero: Delimitación del Hecho Imponible.

Artículo 3. Hecho Imponible.

Artículo 4. Concepto de empresario o profesional.

Artículo 5. Operaciones no sujetas al Impuesto.

Artículo 6. Incompatibilidad.

Título Segundo: Exenciones.

Artículo 7. Exenciones.

Artículo 8. Exenciones en las exportaciones y operaciones asimiladas.

Título Tercero: Lugar de realización del Hecho Imponible.

Artículo 9. Lugar de realización.

Título Cuarto: Devengo del Impuesto.

Artículo 10. Devengo del Impuesto.

Título Quinto: Base Imponible.

Artículo 11. Base imponible.

Artículo 12. Determinación de la base imponible.

Título Sexto: Sujetos pasivos.

Capítulo I: Sujetos Pasivos.

Artículo 13. Sujeto pasivo.

Capítulo II: Repercusión del Impuesto.

Artículo 14. Repercusión del Impuesto.

Título Séptimo: Tipos impositivos y cuota tributaria.

Capítulo I: Tipos Impositivos.

Artículo 15. Tipos impositivos.

Capítulo II: Cuota Tributaria.

Artículo 16. Cuota Tributaria.
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Título Octavo: Deducciones y devoluciones.

Capítulo I: Deducciones.

Artículo 17. Cuotas tributarias deducibles.

Artículo 18. Exclusiones del derecho a deducir.

Capítulo II : Devoluciones.

Artículo 19. Devoluciones.

Título Noveno: Régimen de estimación objetiva.

Artículo 20. Finalidad.

Artículo 21. Ámbito de aplicación.

Artículo 22. Procedimiento, plazos,  duración,  renuncia,  exclusión y obligaciones formales.

Artículo 23. Determinación de la base imponible.

Título Décimo: Obligaciones de los sujetos pasivos.

Artículo 24. Obligaciones de los sujetos pasivos.

Artículo 25. Obligaciones formales en los supuestos de inversión del sujeto pasivo.

Artículo 26. Obligaciones formales en la primera transmisión de inmuebles.

Título Undécimo: Gestión del impuesto.

Capítulo I: Liquidación y recaudación.

Artículo 27. Normas generales.

Artículo 28. Período general de liquidación.

Artículo 29. Liquidaciones ocasionales.

Artículo 30. Liquidaciones directas por las Entidades Públicas.

Artículo 31. Colaboración social.

Artículo 32. Utilización de tecnologías informáticas y telemáticas.

Artículo 33. Actuaciones de asistencia tributaria.

.

Capítulo II : Liquidación provisional de oficio.

Artículo 34. Supuestos de aplicación.

Artículo 35. Procedimiento y efectos.

Título Duodécimo: Infracciones y sanciones.

Artículo 36. Infracciones y sanciones.

Título Decimotercero: Administración competente.

Artículo 37. Administración competente.
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Disposición Adicional.

Las referencias que esta Ordenanza hace a la normativa Estatal deberán entenderse hechas a la vigente en cada
momento.

Disposición Final.

Entrada en vigor.

Anexos:

Anexo 1: Tipos impositivos.

Anexo 2: Coeficientes aplicables para la determinación de la base imponible en el régimen de estimación objetiva
regulado en el Título noveno de esta Ordenanza.

Anexo 3: Modelos relativos al cumplimiento de obligaciones formales.

Título Preliminar: NATURALEZA Y ÁMBITO DE APLICACIÓN.

Artículo 1. Naturaleza del Impuesto y normas aplicables.

El Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación es un Impuesto indirecto de carácter municipal,
que grava, en la forma y condiciones previstas en la Ley 8/1991, de 25 de marzo, en el Real Decreto-Ley 14/1996,
de 8 de noviembre, en la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, en la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, en esta Ordenanza
y en cuantas otras disposiciones dicten el Estado o la Ciudad de Melilla para su desarrollo y aplicación, la
producción, elaboración e importación de toda clase de bienes muebles corporales, las prestaciones de servicios
y las entregas de bienes inmuebles situados en la Ciudad de Melilla.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.

El ámbito de aplicación del Impuesto es el territorio de la Ciudad de Melilla, sin perjuicio de los Tratados y
Convenios Internacionales.

Título Primero: DELIMITACIÓN DEL HECHO IMPONIBLE.

Artículo 3. Hecho imponible.

1. Estarán sujetas al Impuesto:

1. La producción o elaboración, con carácter habitual, de bienes muebles corporales, incluso aunque se efectúen
mediante ejecuciones de obra, realizadas por empresarios en el desarrollo de su actividad empresarial.

Se consideraran actividades de producción las extractivas, agrícolas, ganaderas, forestales, pesqueras,
industriales y otras análogas. También tendrán esta consideración las ejecuciones de obra que tengan por objeto
la construcción o ensamblaje de bienes muebles corporales por el empresario, previo encargo del dueño de la obra.
No se consideraran, a efectos de este Impuesto, operaciones de producción o elaboración, las destinadas a
asegurar la conservación o presentación comercial de los bienes, calificadas como manipulaciones usuales en la
legislación aduanera.

2. Las prestaciones de servicios efectuadas por empresarios o profesionales que actúen en el ejercicio de su
actividad, en los términos previstos en la normativa del Impuesto sobre el Valor Añadido, salvo que tales operaciones
se consideren de producción o elaboración de bienes en los términos previstos en el numero anterior.

3. Las entregas de bienes inmuebles que radiquen en el territorio de la Ciudad de Melilla, realizadas por
empresarios o profesionales que actúen en el ejercicio de sus actividades.
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Se consideraran entregas de bienes inmuebles:

a) la construcción y  ejecución de obras inmobiliarias,

b) la  transmisión de dichos bienes,

4. El consumo de energía eléctrica, que será gravado en fase única.

2. A efectos de lo indicado en el apartado anterior, se considerará que las operaciones que constituyen el hecho
imponible del Impuesto tienen el mismo sentido y significado que el establecido en la normativa reguladora del
Impuesto sobre el Valor Añadido para los conceptos de edificaciones, entrega de bienes, entrega de bienes muebles
producidos o elaborados, transformación,  prestación de servicios y primera entrega de bienes inmuebles.

Artículo 4. Concepto de empresario o profesional.

Tendrán la consideración de empresarios o profesionales las personas o entidades consideradas como tales
a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Artículo 5. Operaciones no sujetas al Impuesto.

1. No estarán sujetas al Impuesto las operaciones consideradas como tales en la legislación del Impuesto sobre
el Valor Añadido.

2. La producción de energía eléctrica.

Artículo 6. Incompatibilidad.

En ningún caso los actos del tráfico inmobiliario tributaran a la vez por este Impuesto y el que grava las
transmisiones patrimoniales onerosas, aplicándose, a efectos de su incompatibilidad, las normas de la legislación
común.

Título Segundo: EXENCIONES.

Artículo 7. Exenciones en operaciones interiores.

Estarán exentas del Impuesto la producción o elaboración de bienes muebles corporales, las prestaciones de
servicios, las entregas de bienes inmuebles y el consumo de energía eléctrica, cuando las entregas de los bienes
producidos o elaborados, las prestaciones de servicios, las entregas de bienes inmuebles o el consumo de energía
eléctrica tengan reconocida tal exención en la legislación común del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Artículo 8. Exenciones en las exportaciones y operaciones asimiladas.

Estarán exentas del Impuesto la producción o elaboración de bienes muebles corporales y las prestaciones de
servicios, cuando los bienes o servicios sean exportados definitivamente en régimen comercial al resto del territorio
nacional o al extranjero, en los mismos términos que en la legislación común del Impuesto sobre el Valor Añadido
se establecen para las exenciones en exportaciones y operaciones asimiladas.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, no estarán exentas del Impuesto las exportaciones en régimen
comercial que a continuación se indican:

a) Las destinadas a las tiendas libres de impuestos, así como las destinadas a ventas efectuadas a bordo de
medios de transporte que realicen la travesía entre el territorio peninsular español y la Ciudad de Melilla o bien la
travesía entre estas dos Ciudades.

b) Las provisiones de a bordo de labores de tabaco con destino a los medios de transportes que realicen las
travesías expresadas en la letra a) de este apartado.

Título Tercero: LUGAR DE REALIZACIÓN DEL HECHO IMPONIBLE.

Artículo 9. Lugar de realización.
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Las entregas de bienes muebles corporales producidos o elaborados en la Ciudad de Melilla, las entregas de
bienes inmuebles, el consumo de energía eléctrica y las prestaciones de servicios, se entenderán realizadas o
localizadas en la Ciudad de Melilla cuando así resulte de aplicar para este territorio las reglas establecidas en la
Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido para localizar las entregas de bienes o las prestaciones de servicios en
el territorio peninsular español o Islas Baleares.

Título Cuarto: DEVENGO DEL IMPUESTO.

Artículo 10. Devengo del Impuesto.

1. El Impuesto se devengará:

1. En la producción o elaboración de bienes muebles corporales, en el momento en que éstos se pongan a
disposición de los adquirentes.

2. En las entregas de bienes inmuebles y en las prestaciones de servicios, en el momento en que se produzca
el devengo del Impuesto sobre el Valor Añadido para dichas operaciones según la normativa reguladora de este
último tributo.

3. En el consumo de energía eléctrica, al tiempo de su facturación a los usuarios por las empresas distribuidoras.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en las operaciones sujetas a gravamen que originen pagos
anticipados a la realización del hecho imponible el Impuesto se devengará en el momento del cobro total o parcial
del precio por los importes efectivamente percibidos.

Título Quinto: BASE IMPONIBLE.

Artículo 11. Base imponible.

1. La base imponible en la producción o elaboración de bienes muebles corporales, en las entregas de bienes
inmuebles y en las prestaciones de servicios se establecerá con arreglo a lo dispuesto en las normas reguladoras
de la base imponible de dichas operaciones en el Impuesto sobre el Valor Añadido. Asimismo, los supuestos y
condiciones de la modificación de dicha base imponible serán los mismos que los previstos a efectos de dicho
tributo.

2. La base imponible en el consumo de energía eléctrica será el importe total facturado a los usuarios por las
empresas distribuidoras.

Artículo 12. Determinación de la base imponible.

1. Con carácter general la base imponible se determinará en régimen de estimación directa, sin más excepciones
que las establecidas en esta Ordenanza y en las normas reguladoras del régimen de estimación indirecta de las
bases imponibles correspondiente al Impuesto sobre el Valor Añadido.

2. Será de aplicación el régimen de estimación objetiva para la determinación de la base imponible a aquellos
sujetos pasivos y actividades que así lo disponga el Título  Noveno de esta Ordenanza.

Título Sexto: SUJETOS PASIVOS.

Capítulo I: Sujetos Pasivos.

Artículo 13. Sujeto pasivo.

1. Son sujetos pasivos del Impuesto las personas físicas o jurídicas, así como las entidades a que se refiere
los artículos 35.4 de la Ley General Tributaria, que realicen las entregas de bienes o prestaciones de servicios
sujetas al Impuesto, salvo lo dispuesto en el apartado siguiente, con las mismas exigencias y limitaciones que en
la legislación común del Impuesto sobre el Valor Añadido
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2. En las entregas de bienes inmuebles y prestaciones de servicios realizadas por empresarios o profesionales
que no están establecidos en el territorio de aplicación del Impuesto y cuyos destinatarios sean empresarios o
profesionales establecidos en dicho territorio, será sujeto pasivo el destinatario de dichas operaciones.

3. Responderán solidariamente de la deuda tributaria correspondiente a las entregas de bienes inmuebles y
prestaciones de servicios los destinatarios de las operaciones sujetas a gravamen que, mediante sus declaraciones
o manifestaciones inexactas, se hubiesen beneficiado indebidamente de exenciones, supuestos de no sujeción
o de la aplicación de tipos impositivos menores de los que resulten procedentes con arreglo a derecho.

Capítulo II: Repercusión del Impuesto.

Artículo 14. Repercusión del impuesto.

1. La repercusión del Impuesto se sujetará a las mismas normas establecidas por la normativa reguladora del
Impuesto sobre el Valor Añadido para la repercusión de este tributo.

2. En particular, en las entregas de bienes y prestaciones de servicios sujetas y no exentas del Impuesto cuyos
destinatarios fuesen entes públicos se entenderá siempre que los sujetos pasivos del Impuesto, al formular sus
propuestas económicas, aunque sean verbales, han incluido dentro de las mismas el Impuesto sobre la Producción,
los Servicios y la Importación que, no obstante, deberá ser repercutido como partida independiente cuando así
proceda, en los documentos que se presenten para el cobro, sin que  el importe global contratado experimente
incremento como consecuencia de la consignación del tributo repercutido.

Título Séptimo: TIPOS IMPOSITIVOS Y CUOTA TRIBUTARIA.

Capítulo I: Tipos impositivos.

Artículo 15. Tipos impositivos.

1. Los tipos de gravamen de este Impuesto para operaciones sujetas y no exentas estarán comprendidos entre
el 0,5 por 100 y 10 por 100.

2. No podrá establecerse distinción alguna entre los tipos de gravamen aplicables a la producción o elaboración
y a la importación de bienes muebles corporales.

3. El tipo de gravamen aplicable a cada operación será el vigente en el momento del devengo.

4.  Los tipos aplicables a las bases imponibles de los distintos hechos imponibles del Impuesto, tanto en
estimación directa de bases como en estimación objetiva, son los establecidos en el Anexo 1 de esta Ordenanza.

Capítulo II: Cuota Tributaria.

Artículo 16. Cuota tributaria.

La cuota tributaria será el resultado de aplicar a la base imponible el tipo de gravamen que corresponda.

Título Octavo: DEDUCCIONES Y DEVOLUCIONES.

Capítulo I: Deducciones.

Artículo 17. Cuotas tributarias deducibles.

1. Los sujetos pasivos podrán deducir de las cuotas del Impuesto devengadas por las operaciones gravadas que
realicen las que, devengadas en el territorio de aplicación de dicho Tributo, hayan soportado por repercusión directa
o por las adquisiciones o importaciones de bienes, en la medida en que dichos bienes se utilicen en las actividades
de producción o elaboración que se señalan en el apartado Uno, número 1, del artículo 3 de esta Ordenanza, o bien
sean exportados definitivamente al resto del territorio nacional o al extranjero.

No obstante, no podrán deducirse las cuotas a las que se refiere el párrafo anterior correspondientes a bienes
exportados que no resulten exentos de acuerdo con lo previsto en el artículo 8º. de ésta Ordenanza.
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en este Título, también serán de aplicación en el Impuesto las mismas exigencias,
limitaciones y restricciones que se contienen en la legislación común del Impuesto sobre el Valor Añadido para
la deducción de las cuotas soportadas.

Artículo 18. Exclusiones del derecho a deducir.

Las cuotas soportadas o satisfechas en relación con las entregas de bienes inmuebles, las prestaciones de
servicios, el consumo de energía eléctrica, los gravámenes complementarios sobre las labores de tabaco y sobre
ciertos carburantes y combustibles petrolíferos, no podrán ser objeto de deducción.

Capítulo II: Devoluciones.

Artículo 19. Devoluciones.

1. Los sujetos pasivos que realicen actividades de producción o elaboración de bienes muebles corporales que
se señalan en el apartado uno, número 1, del artículo 3 de esta Ordenanza que no hayan podido efectuar las
deducciones previstas en el Capítulo anterior, por exceder su cuantía de la de las cuotas devengadas, tendrán
derecho a solicitar la devolución del saldo a su favor, existente a 31 de diciembre de cada año. Las devoluciones
se realizarán de acuerdo con el procedimiento general previsto en la legislación del Impuesto sobre el Valor Añadido.

2. En los supuestos recogidos en el artículo 8 de esta Ordenanza que den origen a deducciones, la realización
de la exportación deberá acreditarse conforme a los requisitos establecidos en el artículo 38 de la Ordenanza del
Impuesto que regula la importación de bienes muebles corporales.

Título Noveno: RÉGIMEN DE ESTIMACIÓN OBJETIVA.

Artículo 20. Finalidad

1. El método de estimación objetiva tendrá por finalidad la determinación de las bases imponibles y de las cuotas
a ingresar en concepto del Impuesto, en relación con las actividades comprendidas en su ámbito de aplicación y
durante los periodos impositivos en el que el mismo sea aplicable.

2. El régimen de estimación objetiva tiene carácter alternativo respecto al general de estimación directa de bases.

Artículo 21. Ámbito de aplicación.

1. Tributarán en régimen de estimación objetiva quienes realicen actividades de producción o elaboración de
bienes muebles corporales, construcción o ejecución de obra inmobiliaria y de prestación de servicios, siempre que
el importe de la base imponible no exceda de 600.000 Euros durante el año inmediato anterior.

2. Con independencia del volumen de operaciones tributarán en este régimen las actividades en su primer
ejercicio, sin perjuicio del ejercicio de renuncia.

3. Este régimen sólo será aplicable a los contribuyentes que realicen alguna de las actividades que estén
incluidas en el método de estimación objetiva de signos, índices o módulos regulado en la Ley y en el Reglamento
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y demás disposiciones de aplicación, siempre que no se haya
renunciado expresamente a la aplicación del mismo ante los Servicios correspondientes de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria.

4. En los casos en que un mismo contribuyente realice actividades sujetas a distintos tipos de gravamen
establecerá adecuadamente la proporción de base imponible a la que es aplicable cada tipo

5. No será de aplicación lo dispuesto en este Título a las operaciones que den lugar a la inversión del sujeto pasivo.

Artículo 22. Procedimiento, plazos, duración, renuncia, exclusión y obligaciones formales.

El procedimiento, plazos, duración, renuncia, exclusión y obligaciones formales del régimen regulado en este
capítulo serán los mismos que los establecidos en la Ley y en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas y demás disposiciones de aplicación, sin perjuicio de lo establecido en la presente Ordenanza.
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Artículo 23. Determinación de la base imponible.

1. La determinación de las bases imponibles a las que se refiere este Título se efectuará por el propio sujeto
pasivo, según el siguiente procedimiento:

a) Se calculará el rendimiento neto de la actividad según los índices o módulos que, con referencia concreta a
cada sector de actividad y por el periodo de tiempo anual correspondiente, hubiese fijado el Ministerio de Economía
y Hacienda para el régimen de estimación objetiva por signos, índices o módulos en el Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas.

b) El rendimiento neto de la actividad calculado conforme al apartado a) anterior,  se multiplicará por el coeficiente
que se indica en el Anexo 2 de la presente Ordenanza, y se dividirá por cuatro, obteniéndose la base imponible del
Impuesto para cada actividad y trimestre.

2. La cuota trimestral será el resultado de aplicar el tipo impositivo a la base imponible determinada según lo
dispuesto en el apartado b) de este Artículo.

3. Los sujetos pasivos no tendrán derecho a deducir las cuotas soportadas en las actividades acogidas a este
régimen.

Título Décimo: OBLIGACIÓN DE LOS SUJETOS PASIVOS.

Artículo 24. Obligaciones de los sujetos pasivos.

1. Los sujetos pasivos estarán obligados a:

1) Presentar declaraciones relativas al comienzo, modificación y cese de las actividades que determinen la
sujeción al Impuesto, en los plazos y mediante los modelos que figuran en el Anexo 3.

2) Llevar la contabilidad en la forma y con los requisitos establecidos para Impuestos Estatales, sin perjuicio
de lo establecido en el Código de Comercio y con la adaptación que permita conocer exactamente la incidencia
de la repercusión de este impuesto y, en su caso de lo soportado por repercusión directa o satisfecho por las
adquisiciones o importaciones de bienes.

3) Expedir y entregar facturas o documentos sustitutivos correspondientes a sus operaciones, con los requisitos
exigidos en la normativa del Impuesto sobre el Valor Añadido para los hechos imponibles recogidos en el artículo
3º de esta Ordenanza, sustituyendo la mención al "I.V.A" por "I.P.S.I"  y, en su caso,  la de "I.V.A INCLUIDO"  por
"I.P.S.I INCLUIDO".

4) Conservar las facturas y documentos sustitutivos recibidos de sus proveedores.

5) Presentar, a requerimiento del órgano competente de la Ciudad de Melilla, información relativa a sus
operaciones económicas con terceras personas.

6) Presentar las declaraciones-liquidaciones correspondientes en la forma y plazos establecidos en esta
Ordenanza y en su Anexo 3.

2. Los sujetos pasivos no empresarios ni profesionales sólo estarán obligados a presentar las correspondientes
declaraciones liquidaciones en los plazos y con los modelos que se establecen en el Anexo 3 de esta Ordenanza.

Artículo 25. Obligaciones formales en los supuestos de inversión del sujeto pasivo.

Quienes resulten sujetos pasivos en virtud de lo dispuesto en el artículo 13 apartado dos de esta Ordenanza,
deberán emitir autofactura comprensiva de la correspondiente prestación recibida o entrega del bien inmueble
realizada. Los requisitos de la autofactura serán los mismos que los exigidos con carácter general.

Artículo 26. Obligaciones formales en la primera transmisión bienes inmuebles.

1. Los sujetos pasivos por primera transmisión de bienes inmuebles deberán emitir factura individualizada por
cada una de las mismas, con los requisitos exigidos a las facturas con carácter general e identificando el bien
inmueble mediante su referencia catastral.
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2. A la autoliquidación del Impuesto según modelo que figura en el Anexo 3 se acompañará copia del documento
público o privado mediante el cual se haya efectuado la transmisión.

3. Ningún documento que contenga actos o contratos sujetos a este gravamen se admitirá ni surtirá efectos en
oficina o registro público sin que se justifique el pago, exención o no sujeción al impuesto, salvo lo previsto en la
legislación hipotecaria.

Título Undécimo : GESTIÓN DEL IMPUESTO.

Capítulo I: Liquidación y recaudación.

Artículo 27. Normas generales.

1. Los sujetos pasivos deberán declarar las operaciones sujetas al Impuesto en régimen de autoliquidación, con
sujeción a las normas contenidas en esta Ordenanza, e ingresar, en el momento de presentación de la misma, el

importe de la deuda tributaria resultantes en la Hacienda de la Ciudad de Melilla.

La obligación establecida en el párrafo anterior no alcanzará a aquellos sujetos pasivos que realicen
exclusivamente operaciones exentas del Impuesto, según lo previsto en la legislación del Impuesto sobre el Valor
Añadido.

2. Cada declaración-liquidación contendrá los datos que se consignen en el correspondiente modelo según se
establece en el Anexo 3.

3. Las declaraciones-liquidaciones deberán presentarse e ingresarse, según proceda, en las oficinas de la
Administración de la Ciudad o en las Entidades colaboradoras, en los plazos y lugares establecidos en el Anexo
3.

Artículo 28. Período general de liquidación.

1. El periodo general de liquidación en las operaciones definidas en el artículo 3 de esta Ordenanza coincidirá
con el trimestre natural.  Las declaraciones-liquidaciones correspondientes a cada periodo de liquidación por dichas
operaciones se presentarán e ingresarán durante los veinte primeros días naturales de los meses de abril, julio,
octubre y enero de cada año con referencia al trimestre natural inmediato anterior.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior las empresas cuyo volumen de operaciones, haya excedido,
durante el año natural inmediatamente anterior, de seis millones de euros (6.000.000.-€), efectuarán las
liquidaciones que procedan y el ingreso de la deuda tributaria resultantes dentro de los primeros veinte días de cada

mes por la facturación correspondiente al mes natural inmediato anterior.

3. Cuando el último día del plazo coincida con un sábado o un día inhábil, se entenderá  prorrogado al primer
día hábil siguiente.

Artículo 29. Liquidaciones ocasionales

1. Deberán presentar declaración-liquidación ocasional de carácter no periódico los sujetos pasivos por las
operaciones sujetas y no exentas del Impuesto no incluidas en las declaraciones trimestrales y de primera

transmisión de inmuebles a las que no sea de aplicación el periodo general de liquidación.

2. No se incluirán en la declaración-liquidación trimestral regulada en el artículo anterior, aquellas operaciones
sujetas y no exentas al Impuesto que den lugar a declaraciones-liquidaciones ocasionales.

3. En los supuestos de pagos anticipados anteriores a la realización del hecho imponible por la primera
transmisión de bienes inmuebles, los sujetos pasivos deberán especificar en el modelo de declaración y de manera
individualizada el nombre y el Número de Identificación Fiscal de cada uno de los adquirentes y la localización del
inmueble.
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Los Servicios de Gestión del Impuesto podrán autorizar la presentación  de una declaración-liquidación que
agrupe pagos anticipados de diversos destinatarios, siempre que quede debidamente especificado el nombre, el
Número de Identificación Fiscal de cada uno de éstos, así como el importe individual de cada pago anticipado y
la localización del inmueble.

4. Las declaraciones-liquidaciones ocasionales reguladas en este artículo se presentarán e ingresarán durante
el mes siguiente al devengo de la operación.

Artículo 30. Liquidaciones directas por las Entidades Públicas.

1. En aquellas operaciones sujetas y no exentas del Impuesto, en las que el destinatario de las mismas sea
el Estado, la Ciudad Autónoma de Melilla u Organismos Autónomos y Sociedades dependientes de ella, el
Impuesto se liquidará directamente por el órgano pagador en el momento de realizarse el pago.

De forma simultánea se realizará su ingreso en las cuentas operativas destinadas para recibir abonos en
concepto del Impuesto y se expedirá carta de pago o documento análogo acreditativo del mismo que se entregará
al sujeto pasivo.

2. El importe liquidado será el resultante de aplicar a la base imponible de la operación el tipo impositivo vigente
en el momento del devengo, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 14 de esta Ordenanza.

3. Los sujetos pasivos a quienes sea de aplicación el periodo general de liquidación y se les liquide el Impuesto
en la forma y con los requisitos recogidos en este artículo, deberán incluir estas operaciones en sus declaraciones-
liquidaciones trimestrales, utilizando el espacio reservado en las mismas al efecto, sin que dicha declaración
produzca cuota alguna.

4. En los supuestos de las operaciones descritas en el artículo 29, los sujetos pasivos incluirán de manera
diferenciada, en la declaración ocasional que corresponda, según el criterio general del devengo, las bases
imponibles de las operaciones objeto de liquidación directa por las Entidades Públicas, así como las operaciones
con terceros. Las cuotas correspondientes a dichas operaciones con las Entidades públicas no serán objeto de
ingreso por dicha declaración ocasional, al ser objeto de liquidación directa en la forma prevista en éste artículo

5. No será de aplicación lo dispuesto en este artículo a las actividades incluidas en el régimen de estimación
objetiva de bases imponibles.

Artículo 31. Colaboración social.

1. Los interesados podrán colaborar en la aplicación del IPSI Operaciones interiores  a través de acuerdos de
la Administración tributaria de la Ciudad Autónoma con otras Administraciones públicas, con entidades privadas
o con instituciones u organizaciones representativas de sectores o intereses sociales, laborales, empresariales
o profesionales.

2. La colaboración social en la aplicación del IPSI Operaciones interiores  podrá referirse, entre otros, a los
siguientes aspectos:

a) Realización de estudios o informes relacionados con el IPSI Operaciones interiores

 b) Campañas de información y difusión.

c) Simplificación del cumplimiento de las obligaciones tributarias.

d) Asistencia en la realización de autoliquidaciones, declaraciones y comunicaciones y en su correcta
cumplimentación.

e) Presentación y remisión a la Administración tributaria de autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones
o cualquier otro documento con trascendencia tributaria, previa autorización de los obligados tributarios.

f) Subsanación de defectos, previa autorización de los obligados tributarios.
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g) Información del estado de tramitación de las devoluciones y reembolsos, previa autorización de los obligados
tributarios.

h) Solicitud y obtención de certificados tributarios, previa autorización de los obligados tributarios.

3. La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma podrá señalar los requisitos y condiciones para que la
colaboración social se realice mediante la utilización de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos.

Artículo 32. Utilización de tecnologías informáticas y telemáticas.

1. La Administración tributaria de la Ciudad Autónoma promoverá la utilización de las técnicas y medios
electrónicos, informáticos y telemáticos necesarios para la gestión y recaudación del IPSI Operaciones interiores
, con las limitaciones que la Constitución y las leyes establezcan.

2. Cuando sea compatible con los medios técnicos de que disponga la Administración tributaria, los ciudadanos
podrán relacionarse con ella para ejercer sus derechos y cumplir con sus obligaciones relativas al IPSI Operaciones
interiores  a través de técnicas y medios electrónicos, informáticos o telemáticos con las garantías y requisitos
previstos en cada procedimiento.

3. Los documentos emitidos, cualquiera que sea su soporte, por medios electrónicos, informáticos o telemáticos
por el Servicio del IPSI Operaciones interiores, o los que ésta emita como copias de originales almacenados por
estos mismos medios, así como las imágenes electrónicas de los documentos originales o sus copias, tendrán
la misma validez y eficacia que los documentos originales, siempre que quede garantizada su autenticidad,

integridad y conservación y, en su caso, la recepción por el interesado, así como el cumplimiento de las garantías
y requisitos exigidos por la normativa aplicable.

Artículo 33. Actuaciones de asistencia tributaria.

1. La asistencia tributaria consistirá en el conjunto de actuaciones que el Servicio del IPSI Operaciones interiores
pone a disposición de los obligados para facilitar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones
relativas al IPSI Operaciones interiores. Entre otras actuaciones, la asistencia tributaria podrá consistir en la
confección de declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones de datos, así como en la confección de un

borrador de declaración.

2. Cuando la asistencia se materialice en la confección de declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones
de datos a solicitud del obligado tributario, la actuación del Servicio del IPSI Operaciones interiores consistirá en
la trascripción de los datos aportados por el solicitante y en la realización de los cálculos correspondientes.
Ultimado el modelo se entregará para su revisión y para la verificación de la correcta trascripción de los datos y su
firma por el obligado, si este lo estima oportuno.

3. Los datos, importes o calificaciones contenidos en las declaraciones, autoliquidaciones o comunicaciones

de datos confeccionados por el Servicio del IPSI Operaciones interiores no vincularán a la Administración en el
ejercicio de las actuaciones de comprobación o investigación que puedan desarrollarse con posterioridad.

4. El Servicio del IPSI Operaciones interiores podrá facilitar a los obligados tributarios programas informáticos
de asistencia para la confección y presentación de declaraciones, autoliquidaciones y comunicaciones de datos
relativas al IPSI Operaciones interiores.

Asimismo, podrá facilitar otros programas de ayuda y asistencia, en el marco del deber y asistencia a los
obligados tributarios, para facilitarles el cumplimiento de sus obligaciones fiscales relativas al IPSI Operaciones

interiores.

5. La asistencia para el cumplimiento de las obligaciones tributarias se podrá ofrecer también por vía telemática.
El Servicio del IPSI Operaciones interiores determinará para cada caso, en función de los medios disponibles y del
estado de la tecnología aplicable, el alcance de esa asistencia y la forma y requisitos para su prestación.
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6. El uso de estos medios deberá procurar alcanzar al mayor número de obligados tributarios. Para ello, los
programas de ayuda y los servicios ofrecidos por vía telemática, en su caso, se ofrecerán también por otros medios
a quienes no tuvieran acceso a los previstos en este artículo siempre que sea posible de acuerdo con los medios
técnicos disponibles.

Capítulo II: Liquidación provisional de oficio.

Artículo 34. Supuestos de aplicación.

1. Los Servicios de Gestión del Impuesto practicarán liquidaciones provisionales de oficio cuando el sujeto pasivo
incumpla el deber de autoliquidar el Impuesto en los términos establecidos en el Capítulo anterior de la presente
Ordenanza, y no atienda al requerimiento para la presentación de la correspondiente declaración-liquidación por
ella formulada.

2. Las liquidaciones provisionales se realizarán en base a los datos, antecedentes, elementos,  signos, índices
o módulos o demás elementos de que dispongan los Servicios de Gestión del Impuesto y que sean relevantes al
efecto.

3. Los Servicios de Gestión del Impuesto impulsarán y practicarán las liquidaciones a que se refiere el apartado
anterior.

4. Las liquidaciones provisionales de oficio determinarán la deuda tributaria estimada que debería haber
autoliquidado el sujeto pasivo, iniciándose, en su caso, el correspondiente expediente sancionador.

Artículo 35. Procedimiento y efectos.

El procedimiento y los efectos de las liquidaciones provisionales de oficio establecidas en esta Ordenanza se
regirán por lo dispuesto en la normativa aplicable del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Título Duodécimo : INFRACCIONES Y SANCIONES.

Artículo 36. Infracciones y sanciones.

El régimen de infracciones y sanciones aplicables a este Impuesto, será el regulado en la Ley General Tributaria
y en las disposiciones que la complementen y desarrollen.

Título Decimotercero: ADMINISTRACIÓN COMPETENTE.

Artículo 37.-Administración competente.

1. La gestión, liquidación, recaudación e inspección del Impuesto, así como la revisión de los actos dictados
en aplicación del mismo corresponden a la Ciudad de Melilla a través de sus correspondientes servicios.

2. El ejercicio de las funciones a que se refiere el apartado anterior, se ajustará, en todo caso, a lo previsto en
los artículos 10 a 14 ambos inclusive, el R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

3. Al amparo de lo previsto en el Artículo 8 el R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, la Administración Tributaria del Estado y la Ciudad de Melilla podrán
convenir el régimen de colaboración que proceda en orden a la adecuada exacción del Impuesto.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Las referencias que esta Ordenanza hace a la normativa Estatal deberán entenderse hechas a la vigente en cada
momento.

DISPOSICIÓN FINAL

Entrada en vigor.
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Esta Ordenanza aprobada por la Asamblea de la Ciudad Autónoma de Melilla, entrará en vigor al día siguiente
de su publicación definitiva en el B. O. de la Ciudad Autónoma de Melilla,  permaneciendo en vigor hasta que se
acuerde su modificación o derogación.

ANEXO 1

TIPOS IMPOSITIVOS

PRIMERO.- Actividades de producción o elaboración de bienes muebles corporales.

Las actividades de producción o elaboración de bienes muebles corporales,  definidas en los términos del
apartado Uno del  artículo 3 de esta Ordenanza,  tributarán según las tarifas contenidas en los anexos I y II de la
Ordenanza del Impuesto que regula el hecho imponible importación de bienes muebles corporales.

SEGUNDO.- Consumo de energía eléctrica.

El consumo de energía eléctrica tributará al tipo del 1%.

TERCERO.- Entrega de Bienes Inmuebles.

La entrega de Bienes Inmuebles, tributarán al tipo del 4%, con las siguientes excepciones:

1º.-Tributarán al tipo del 0,5% la primera transmisión de viviendas calificadas administrativamente como de
protección oficial, cuando las entregas se efectúen por los promotores de las mismas, incluidos los garajes y
anexos situados en el mismo edificio que se transmitan conjuntamente. A estos efectos el número de plazas de
garaje no podrá exceder de dos unidades.

2º.-Tributarán al tipo del 8% la construcción y la ejecución de obras inmobiliarias, con las siguientes
excepciones:

2.1.- Tributarán al tipo del 0,5 % la construcción y la ejecución de obras inmobiliarias, consecuencia de contratos
directamente formalizados entre el promotor y el contratista, que tengan por objeto la construcción de edificaciones
destinadas principalmente  a viviendas, incluidos los locales, anejos, garajes, instalaciones y servicios complemen-
tarios en ellos situados, siempre que hayan de ser objeto de una transmisión posterior considerada como primera
entrega de bien inmueble.

2.2.- Tributarán al tipo del 4% la construcción y la ejecución de obras inmobiliarias que tengan por objeto la
construcción de edificaciones destinadas principalmente a viviendas, incluidos los locales, anejos, garajes,
instalaciones y servicios complementarios en ellos situados que no se encuentren incluídas en el punto 2.1 de este
apartado TERCERO.

2.3.- Tributarán al tipo del 4 % la construcción y la ejecución de obras inmobiliarias consistentes en la reforma,
readaptación, redistribución, mejora o reconstrucción de locales de negocio cuya construcción ya esté terminada.

Se consideraran destinadas principalmente a viviendas las edificaciones en las que al menos el 50 % de la
superficie construida se destine a dicha utilización.

Se aplicaran los tipos impositivos recogidos en éste apartado TERCERO a las ejecuciones de obras
inmobiliarias, con independencia de su calificación como entrega de bienes o prestación de servicios establecida
respectivamente en el artº 8.Dos.1º y el artº 11.dos.6º de la Ley reguladora del Impuesto sobre el Valor Añadido.

CUARTO.- Prestaciones de servicios.

Las prestaciones de servicios tributarán al tipo general del 4 %, con las siguientes excepciones:

1º.- Los servicios de transportes terrestre colectivo de viajeros y de sus equipajes tributaran al tipo del 0,5 %.

2º.- Los servicios de transporte de viajeros (autotaxis), tributarán al tipo del 1%.
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3º.- Los servicios de los restaurantes de dos o mas tenedores y los cafés y bares de categoría especial, y demás
servicios de hostelería tributaran al 2 %.

4º.- Los servicios de restaurante de un tenedor y demás cafés y bares tributaran al tipo del 1%.

ANEXO 2

COEFICIENTES APLICABLES PARA LA DETERMINACIÓN DE LA BASE IMPONIBLE EN EL RÉGIMEN DE
ESTIMACIÓN OBJETIVA REGULADO EN EL TÍTULO NOVENO DE ESTA ORDENANZA

PRIMERO

Uno. El coeficiente aplicable a cada actividad, según lo establecido en el apartado Uno. b) del artículo 23 de esta
Ordenanza es:

a) Producción o elaboración de bienes muebles corporales,  coeficiente igual a uno (1).

b) Prestaciones de servicios en general,  coeficiente igual a dos (2).

c) Prestación de servicios de hostelería y transporte de autotaxis, el coeficiente igual al uno y medio (1,5).

d) Construcción y ejecución de obra inmobiliaria, coeficiente igual a uno (1)

Dos. De manera genérica el cálculo de la base imponible trimestral en el régimen de estimación objetiva se
resume en la siguiente operación :

Base Imponible = R.N.A x C

       4

Siendo :

R.N.A = rendimiento neto de la actividad ( artículo 23.Uno a) de esta Ordenanza)

C = coeficiente ( artículo 23.Uno b) de esta Ordenanza )

SEGUNDO

Para la determinación de cada uno de los coeficientes aplicables a cada tipo de actividad se ha considerado :

a) Para las actividades de producción o elaboración:

1.- La imposibilidad de establecer distinción alguna entre los tipos de gravamen aplicables a la importación y
a la producción o elaboración de bienes muebles corporales recogida en el apartado segundo del artículo 18 de la
Ley 13/1996, de 30 de diciembre.

2.- El margen comercial medio atribuible.

3.- La diferencia de bases que se obtendría según su régimen de determinación.

4.- El impuesto satisfecho en la importación de las materias primas y su repercusión en el proceso productivo.

5.- La posibilidad de deducción de cuotas del impuesto soportadas mediante repercusión directa o satisfecho
por las adquisiciones o importaciones de bienes.

b) En las prestaciones de servicios y en las actividades de construcción y ejecución de obras inmobiliarias se
ha considerado el margen medio de beneficios atribuible a estos sectores y la imposibilidad de deducción de cuotas
soportadas o satisfechas.
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ANEXO 3

MODELOS RELATIVOS AL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FORMALES

PRIMERO: MODELO 400 Declaración de comienzo, cese o modificación

a) Obligados a utilizarlo:

1.- Las personas o Entidades que, residiendo en Melilla, realicen o vayan a realizar actividades empresariales
o profesionales sujetas y no exentas del Impuesto.

2.- Las personas o Entidades no residentes en Melilla que tengan establecimiento permanente en esta Ciudad
y realicen o vayan a realizar actividades empresariales o profesionales sujetas y no exentas del Impuesto.

b) Plazos de presentación:

1.- Declaración de inicio de actividad o alta en el censo: con anterioridad al inicio de la actividad.

2.- Declaración de modificación de datos: en el plazo de un mes contado desde el día siguiente a aquel en que
se produce.

3.- Renuncia o revocación al régimen de estimación objetiva: durante el mes de diciembre anterior al año natural
en que haya de surtir efecto.

4.- Declaración de cese: en el plazo de un mes a partir del día siguiente al que se produzca.

c) Lugar de presentación:

Oficina de Gestión del Impuesto.

d) Documentación complementaria:

Con la presentación de  la declaración de comienzo de actividad se ha de acompañar la siguiente documentación:

- En el caso de personas jurídicas, copia del CIF de la persona jurídica obligada y del NIF del representante.

- En el caso de personas físicas copia del NIF del obligado.

- Modelo 036 o 037 de declaración censal de alta, baja y modificación en el censo de obligados tributarios de
la AEAT.

- Modelo 840 de declaración del Impuesto sobre Actividades Económicas, en el caso de ser sujeto obligado a
su presentación.

- En el caso de Comunidades de Bienes, acta de constitución de la misma.

- En el caso de arrendamientos sujetos a IPSI copias de los contratos de arrendamientos.

SEGUNDO : MODELO 412 Declaración ocasional

a) Obligados a utilizarlo:

Los sujetos pasivos por cualquier operación sujeta y no exenta del Impuesto, no incluida en las declaraciones
trimestrales y de entrega de bienes inmuebles, y a las que no sea de aplicación el periodo general de liquidación.

b) Plazos de presentación:

Con carácter general, el modelo 412 deberá presentarse e ingresarse en el plazo de un mes siguiente al devengo
de la operación.

c) Lugar de presentación:

Entidades colaboradoras debidamente autorizadas.
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TERCERO : MODELO 413 Entrega de bienes inmuebles

a) Obligados a utilizarlo:

Los sujetos pasivos por entrega de bienes inmuebles, incluso en los supuestos de devengo anticipado.

b) Plazos de presentación:

Con carácter general, el modelo 413 deberá presentarse e ingresarse en el plazo de un mes siguiente al devengo
de la operación.

c) Lugar de presentación:

- Entidades colaboradoras debidamente autorizadas.

- Los modelos con cuota tirbutaria cero se presentarán en las oficinas de gestión tributaria del  I.P.S.I.
operaciones interiores.

CUARTO : MODELO 420 Declaración Trimestral

a) Obligados a utilizarlo:

Personas o Entidades residentes en Melilla o que actúen en ella mediante establecimiento permanente, por los
siguientes hechos imponibles:

 1.- En estimación directa: prestación de servicios, construcción y ejecución de obra inmobiliaria y consumo de
energía eléctrica.

2.- En el régimen de estimación objetiva de bases imponibles: prestación de servicios, construcción y ejecución
de obra inmobiliaria.

b) Plazos de presentación:

1.- Las declaraciones-liquidaciones correspondientes a cada trimestre natural por dichas operaciones se
presentarán e ingresarán durante los veinte primeros días naturales de los meses de abril, julio, octubre y enero.

2.- Las empresas cuyo volumen de operaciones, haya excedido de seis millones de Euros (6.000.000.-€),
durante el año natural inmediatamente anterior, efectuarán las liquidaciones que procedan y el ingreso de la deuda
tributaria resultantes dentro de los primeros veinte días de cada mes por la facturación correspondiente al mes
natural inmediato anterior.

c) Lugar de presentación:

- Dentro de Plazo: Entidades colaboradoras debidamente autorizadas.

- Fuera de plazo: Oficina de Gestión del Impuesto para su visto bueno.

- Los modelos con cuota tirbutaria cero se presentarán en las oficinas de gestión tributaria del  I.P.S.I.
operaciones interiores.

QUINTO : MODELO 421 Declaración Trimestral en Actividades de producción o elaboración

a) Obligados a utilizarlo:

Personas o Entidades residentes en Melilla o que actúen en ella mediante establecimiento permanente, por los
siguientes hechos imponibles:

1.- En el régimen de estimación directa: actividades de producción o elaboración de bienes muebles corporales.

2.- En el régimen de estimación objetiva de bases imponibles: actividades de producción o elaboración de bienes
muebles corporales.
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b) Plazos de presentación:

Las declaraciones-liquidaciones correspondientes a cada trimestre natural por dichas operaciones se presen-
tarán e ingresarán durante los veinte primeros días naturales de los meses de abril, julio, octubre y enero.

c) Lugar de presentación:

- Dentro de Plazo: Entidades colaboradoras debidamente autorizadas.

- Fuera de plazo: Oficina de Gestión del Impuesto para su visto bueno.

- Los modelos con cuota tirbutaria cero o negativos se presentarán en las oficinas de gestión tributaria del  I.P.S.I.
operaciones interiores.

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y PRESUPUESTO

INTERVENCIÓN GENERAL DE LA CIUDAD AUTÓNOMA

51.- IMPUESTO SOBRE LA PRODUCCIÓN LOS SERVICIOS Y LA IMPORTACIÓN

ORDENANZA DEL IMPUESTO SOBRE  LA IMPORTACIÓN EN LA CIUDAD DE MELILLA, Y GRAVÁMENES
COMPLEMENTARIOS APLICABLES SOBRE LAS LABORES DEL TABACO Y CIERTOS CARBURANTES Y
COMBUSTIBLES

DISPOSICIONES GENERALES

Art. 1.- Objeto.-

La presente Ordenanza Fiscal tiene por objeto regular el Impuesto Indirecto de carácter municipal que grava la
importación de toda clase de bienes muebles corporales en la ciudad, de conformidad con la Ley 8/91 de 25 de
marzo del "Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación en las Ciudades de Ceuta y Melilla", con
las modificaciones establecidas por el R.D.L. 14/1.996, de 8 de noviembre, y el artículo 68 de la Ley 13/1.996, de
30 de diciembre, la Ley 66/1997 de 30 de diciembre, la Ley 50/1998 de 30 de diciembre, la Ley 14/2000 de 30 de
diciembre y la Ley62/2003 de 30 de diciembre, y cuantas otras disposiciones dicte el Estado y la Ciudad de Melilla
para su desarrollo y aplicación.

Art. 2.- Ámbito de aplicación.-

La presente Ordenanza Fiscal se aplicará en el ámbito territorial de esta Ciudad, sin perjuicio de los Tratados
y Convenios Internacionales.

Art. 3.- Interpretación de la Ordenanza.-

1. No se admitirá la analogía, para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho imponible
o  el de las exenciones o bonificaciones.

2. Para evitar el fraude de la Ley se entenderá, que no existe extensión del hecho imponible cuando se graven
importaciones de bienes muebles corporales, realizadas con el propósito probado de eludir el Impuesto,
amparándose en el texto de normas dictadas con distinta finalidad, siempre que produzcan un resultado equivalente
al derivado del hecho imponible. Para declarar que existe fraude de Ley, será necesario un expediente especial en
el que se aporte por la Administración la prueba correspondiente y se de audiencia al interesado.

ELEMENTOS DE LA RELACIÓN TRIBUTARIA

Art. 4.- Hecho Imponible en la importación

Constituye el hecho imponible del Impuesto la importación de bienes muebles corporales en el ámbito territorial
de esta Ciudad.
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Art. 5.- Concepto de Importación de bienes.-

1. A los efectos de este Impuesto se entiende por importación, la entrada de bienes muebles corporales en el
ámbito territorial de la Ciudad de Melilla, cualquiera que sea su procedencia, el fin a que se destinen o la condición
del importador.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado  anterior, se considerará también importación, la autorización para
el consumo en Melilla, de los bienes que reglamentariamente se encuentren en cualquiera de los regímenes
especiales a que se refiere el art. 22.

Art. 6.- Devengo del Impuesto.-

1. En el momento de admisión de la declaración para el despacho de importación, o, en su defecto, en el
momento de la entrada de los bienes en el territorio de sujeción, previo cumplimiento de las condiciones
establecidas en la legislación aplicable,

En los casos de importación de vehículos de tracción mecánica, embarcaciones o aeronaves, el devengo del
Impuesto se producirá en el momento de su matriculación.

2. Las mercancías importadas e introducidas en la Ciudad al amparo de los Regímenes Especiales de tránsito,
importación temporal, depósito, perfeccionamiento pasivo y transformación bajo control aduanero, devengarán
automáticamente el Impuesto, desde la fecha de "despacho a consumo" por la Intervención de Aduana, o una vez
transcurrido los plazos previstos en el apartado segundo del art. 22.

En el supuesto de incumplimiento de los requisitos que condicionan la concesión de cualquiera de los regímenes
indicados en el párrafo anterior, en el momento que se produjera dicho incumplimiento.

Art. 7.- Devengo en los Gravámenes complementarios.-

Los gravámenes se devengarán según lo dispuesto en las normas reguladoras de este Impuesto, así como, en
lo que sea de aplicación, en la normativa aplicable a los Impuestos Especiales.

No obstante el devengo de los gravámenes complementarios se aplazará cuando  las  labores  del  tabaco o los
carburantes y combustibles petrolíferos, se introduzcan en los depósitos que se autoricen a tal efecto, hasta, en
su caso, la salida de los mismos.

Art. 8.- Sujeto pasivo.-

1. Son sujetos pasivos de este Impuesto las personas físicas o jurídicas, así como las entidades a que se refiere
el art. 35.4 de la Ley General Tributaria, que importen los bienes muebles corporales.

2. A efecto de lo previsto en el apartado anterior, el importador será la persona a cuyo nombre se haya hecho
la declaración para el despacho o cualquier otro acto que tenga los mismo efectos jurídicos, en las condiciones
establecidas a este respecto en la legislación aduanera vigente en la Unión Europea.

3. Serán responsables solidarios, junto con los sujetos pasivos, del pago del impuesto correspondiente a las
importaciones de bienes, las personas o entidades que resulten como tales por aplicación de la legislación
aduanera vigente en la Unión Europea.

Art. 9.- Sujeto pasivo  en los Gravámenes  Complementarios.-

1. Tendrán la condición de sujetos pasivos en calidad de contribuyente:

a) Los fabricantes a la entrega de los bienes.

b)  Las personas obligadas al pago de la deuda tributaria, cuando el devengo se produzca con motivo de una
importación, o de la salida de una zona franca o depósito franco de productos introducidos en ellos, de acuerdo
con la normativa aduanera.
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2. Los titulares de los depósitos autorizados a que hace referencia el art. 7 tendrán, en cuanto a los gravámenes
complementarios, la condición de sujetos pasivos en calidad de sustitutos del contribuyente.

3. En los supuestos de irregularidades en relación con la circulación y la justificación del uso o destino dado
a los productos objeto de los gravámenes complementarios, que se hayan beneficiado de una exención, estarán
obligados al pago del Impuesto y de las sanciones que pudieran imponerse  los expedidores, en tanto no justifiquen
la recepción de los productos, por el destinatario facultado para recibirlos; a partir de tal recepción, la obligación
recaerá sobre los destinatarios.

4. Estarán obligados al pago de la deuda tributaria los que posean, utilicen, comercialicen o transporten
productos objeto de los gravámenes complementarios, cuando no acrediten que tales gravámenes han sido
satisfechos en Melilla.

Art. 10.- Obligaciones de los Sujetos Pasivos.-

1.- Los sujetos pasivos están obligados a presentar las correspondientes declaraciones-liquidaciones en el
modelo oficial, forma y plazos que se determina en la presente Ordenanza. Son asimismo obligaciones del sujeto
pasivo:

a) Pagar la deuda tributaria.

b) Formular todas las declaraciones-liquidaciones y comunicaciones que se exijan consignando en ellas el N.I.F.

c) Facilitar la práctica de comprobaciones e inspecciones

d) Tener a disposición de la inspección, en su caso, los libros de contabilidad, registros y todos los demás
documentos que debe aportar y conservar el sujeto pasivo.

e)  Facilitar a la Administración de la Ciudad los datos, informes, antecedentes y justificaciones que tengan
relación con el hecho imponible.

f) Declarar su domicilio fiscal.

BASE IMPONIBLE

Art. 11.- Base Imponible en la Importación.-

Para mercancías de cualquier procedencia será el Valor  en Aduana, entendiéndose como tal el declarado para
el despacho en la Intervención del Territorio Franco, al que se adicionará en todo caso, cualquier gravamen o
impuesto que pueda devengarse con motivo de la importación, con excepción del propio Impuesto.

Igualmente se adicionarán los gastos accesorios y complementarios, tales como comisiones, embalajes,
portes, transportes y seguros, que se produzcan hasta el momento del despacho de importación.

Los gravámenes complementarios a que se refieren los arts. 12 y 13, deberán integrarse, en todo caso, en la
base imponible de las correspondientes operaciones sujetas al Impuesto.

Art. 12.- Gravámenes complementarios aplicables sobre labores del tabaco.-

1. Además de las cuotas cuya exigencia proceda  con arreglo a los arts. 11 y 15, la importación de tabaco estará
sujeta a un gravamen complementario del I.P.S.I.,  y  será  exigible   con  arreglo  a  las  normas  generales  del
Impuesto, la normativa que en relación con las labores del tabaco  se relacionan y definen en los art. 56 y 59 de
la Ley 38/1.992, de 28 de diciembre de Impuestos Especiales, y lo dispuesto en la presente Ordenanza.

2. Para aplicación de tipos proporcionales del gravamen complementario, la base imponible estará constituida
por el valor de las labores, calculado según su precio máximo de venta al público, en expendedurías de tabaco y
timbre situadas en la península o islas Baleares, incluidos todos los impuestos.
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3. Para aplicación de tipos específicos del gravamen complementario, la base imponible estará constituida por
el número de unidades.

4. El gravamen no será exigible en las mismas circunstancias que determinarían la no exigibilidad del Impuesto
sobre labores del Tabaco en su ámbito territorial de aplicación. En particular, el devengo se aplazará respecto de
las labores del tabaco que se introduzcan en los depósitos que se autoricen a tal efecto, hasta, en su caso, su salida
de los mismos.

Art. 13.- Gravámenes complementarios aplicables sobre carburantes y productos petrolíferos.-

 1.- Además de las cuotas cuya exigencia proceda con arreglo a los arts. 11 y 15, la importación de los
carburantes y combustibles petrolíferos se indican, estarán sujetos a un gravamen complementario del I.P.S.I..,
y será exigible en relación con los carburantes y combustibles petrolíferos que  se indican, sobre una base
constituida por las unidades fiscales que asimismo se señalan.

A) Gasolina, gasóleo y queroseno, por litros.

B) Fuelóleo, por toneladas.

Quedarán también sometidos al gravamen complementario, en las mismas condiciones que los carburantes y
combustibles indicados, los productos que se utilicen como carburantes en sustitución de aquellos.

2. Los carburantes  y combustibles a que se refiere el apartado anterior, así como los casos en que los productos
que lo sustituyan en un uso como carburante, se sometan al gravamen complementario, serán definidos,
delimitados y establecidos con arreglo a los criterios, conceptos y definiciones establecidos en la Ley 38/1.992,
de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, en relación  con el Impuesto sobre Hidrocarburos.

3. El gravamen no será exigible en las mismas circunstancias que determinarían la no exigibilidad del Impuesto
sobre Hidrocarburos aplicables en su ámbito territorial de aplicación. En particular, el devengo del gravamen
complementario se aplazará respecto de los carburantes y combustibles petrolíferos que se introduzcan en los
depósitos que se autoricen a tal efecto, hasta, en su caso, su salida de los mismos.

Art. 14.- Valoraciones preestablecidas.-

Para la valoración de determinadas mercancías de frecuente y generalizada importación, cuya comprobación
de valor pueda resultar difícil y cuestionable, la Asamblea podrá disponer la aplicación de valoraciones
preestablecidas, obtenidas de comprobación de mercancías genéricas, a aplicar en cada caso, sin perjuicio de la
legitimación de los interesados y la Administración, para actuar según dispone la legislación vigente ( Ley General
Tributaria).

La variación de estas valoraciones, podrá efectuarse en función de estudios económicos.

DEUDA TRIBUTARIA

Art. 15.- Tipo de gravamen.-

El tipo de gravamen está constituido por el porcentaje que se fija para cada clase de bien mueble corporal, en
las tarifas de este Impuesto y será el mismo para su importación o producción.

El tipo de gravamen aplicable a cada operación será el vigente en el momento del devengo.

Los tipos de gravámenes los fija la Asamblea, y estarán comprendidos entre el 0,5 y el 10%. El tipo de gravamen
común, para la importación y la producción de bienes muebles corporales no especificados en los Anexos I y II de
esta Ordenanza, será el 10%.

Las tarifas del Impuesto se establecerán siguiendo la estructura de la Nomenclatura Combinada Arancelaria y
Estadística, acomodada a la vigente en las restantes partes del territorio nacional.
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Art. 16.- Tipo del gravamen complementario sobre las labores del tabaco.

1. Cigarrillos:

a) Tipo proporcional: 36 por 100

b) Tipo específico: 1,80 euros por cada 1.000 cigarrillos

2. Cigarros y cigarritos: 12,5 por 100

3. Picadura para liar: 37,5 por 100

4. Las demás labores del tabaco: 22,5 por 10

Art. 17.- Tipo del gravamen complementario sobre carburantes y combustibles petrolíferos.-

Gasolina Super : 0,12 euros litro

Gasolina sin plomo: 0,10 euros litro

Gasóleo: 0,03 euros litro

Art. 18.- Cuota Tributaria.-

Será el resultado de aplicar a la base imponible el tipo de gravamen que corresponda.-

Art. 19.- Deuda Tributaria.-

Es la cantidad debida por el sujeto pasivo a la Administración de la Ciudad, integrada por la cuota tributaria e
incrementada, en su caso, con los siguientes conceptos:

a) Los recargos exigibles legalmente sobre las cuotas.

b) El interés de demora..

c) El recargo por aplazamiento o prórroga.

d) El recargo por apremio.

e) Las sanciones pecuniarias que procedan.

Art. 20.- Exenciones relativas a las exportaciones y a las operaciones asimiladas a las mismas.-

1.- Estarán exentas del Impuesto las exportaciones definitivas en régimen comercial, y las operaciones
asimiladas a las exportaciones, en los mismos términos que en la Legislación común del Impuesto sobre el Valor
Añadido.

2.- No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, no estarán exentas del impuesto las exportaciones en régimen
comercial que, a continuación se indican:

a) Las destinadas a las tiendas libres de impuestos, asi como las destinadas a ventas efectuadas a bordo de
medios de transporte, que realicen la travesía en el territorio peninsular español y las Ciudades de Ceuta y Melilla,
o bien la travesía entre estas dos Ciudades.

b) Las provisiones de abordo de Labores del Tabaco con destino a los medios de transportes que realicen las
travesías expresadas en la letra a) de este apartado.

Art. 21.- Exenciones en importaciones de bienes.-

Las importaciones definitivas de bienes en la Ciudad de Melilla, estarán exentas en los mismos términos que
en la legislación común del Impuesto sobre el Valor Añadido y, en todo caso, se asimilarán a efectos de esta
exención las que resulten de aplicación a las operaciones interiores.
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Art. 22.- Regímenes especiales de Importación.-

1. Están exentas del Impuesto, las importaciones de bienes que se realicen al amparo de los regímenes
especiales de tránsito, importación temporal, depósitos, perfeccionamiento activo, perfeccionamiento pasivo y
transformación bajo control aduanero, si bien la liquidación que corresponda y el pago resultante, deberá quedar
debidamente garantizado.

El importador, previo cumplimiento de los trámites establecidos en la legislación aduanera, presentará la
documentación acreditativa de los bienes y su valor, indicando el plazo para el que prevé resulte aplicable el régimen
especial que proceda.

Igualmente prestará garantía suficiente para afianzar el pago de la cuota devengada, si se hubiere producido la
importación de dicho bien, más los intereses de demora correspondiente al plazo declarado.

2. Se establece el plazo de un año para las importaciones temporales y en depósito, transcurrido el cual, se
entenderá devengado el Impuesto. Cuando se acredite fehacientemente que las mercancías permanecen en
cualquiera de estos regímenes, podrán realizarse prórrogas anuales, hasta un máximo de tres. El depósito se
acreditará con certificado de la Aduana.

En ambos casos la solicitud se formalizará, como mínimo, con una antelación de 15 días de la fecha de
vencimiento.

3. Las mercancías que a la entrada en vigor de la presente Ordenanza, se encuentren en régimen de importación
temporal, podrán  solicitar hasta tres prórrogas de un año cada una, antes de la fecha del vencimiento.

4. La Importación de mercancía en régimen de importación temporal, deberá justificarse en el momento de la
llegada, mediante la presentación de la declaración correspondiente, acompañada de la factura original en la que
se detallará la mercancía y su valor unitario y el D.U.A.

5.  Para poder tramitar la solicitud de prórroga o cancelación de la importación temporal, será imprescindible
acompañar copia de la declaración presentada a la entrada de la mercancía en la Ciudad.

6. En las exportaciones de mercancías sujetas al régimen de importación temporal, será  de aplicación la
normativa prevista en el art. 38 apartado A) y B) de la presente Ordenanza. La solicitud de cancelación deberá
presentarse dentro de los dos meses siguientes a la exportación.

7. La Ciudad Autónoma percibirá por gastos originados en su tramitación 18 euros por cada una de las prórrogas
solicitadas.

Igualmente percibirá  30 euros  por los gastos originados en  la tramitación  de la cancelación definitiva del
expediente de importación temporal, por cada una de las importaciones a que se refiera la cancelación.

8. La importación de mercancía en depósito franquiciado, deberá justificarse mediante la presentación del
contrato de franquicia, indicándose el tiempo que permanecerá en este régimen, cuando sea inferior al año, al objeto
de establecer la correspondiente garantía para afianzar el pago.

GESTIÓN DEL IMPUESTO

Art. 23.- Principios Generales.-

1.- La gestión comprende todas las actuaciones necesarias para la determinación de la deuda tributaria.

2.- Los actos de determinación de las bases y deudas tributarias gozan de presunción de legalidad, que solo
podrán destruirse mediante revisión, revocación, anulación practicada de oficio o en virtud de los recursos
pertinente.
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3.- Se considerarán nulas de pleno derecho las resoluciones administrativas de carácter particular, dictadas por
los Órganos de la Asamblea que vulneren lo dispuesto en los preceptos establecidos en las Leyes que sean de
aplicación en la presente Ordenanza.

4.- Toda persona natural o jurídica, privada o pública, por simple deber de colaboración con la Administración
estará obligada, a requerimiento de ésta, a proporcionar toda clase de datos, informes o antecedentes con
trascendencia tributaria deducido de sus relaciones con otras personas.

Art. 24.- Modos de iniciar la gestión.-

1.- Por declaración o iniciativa del sujeto pasivo

2.- De oficio. Cuando el sujeto pasivo incumpla el deber de declaración del Impuesto en los términos previstos
en esta Ordenanza, la Administración practicará liquidación provisional de oficio, en la que se determinarán los
elementos esenciales que originariamente debería contener la declaración formulada, con indicación en su caso
de las sanciones procedentes.

Transcurridos los plazos reglamentarios que determina la Ley General Tributaria para subsanar estas omisiones,
sin ser atendidas por los contribuyentes, las liquidaciones de oficio practicadas serán inmediatamente ejecutivas,
sin perjuicio de los recursos que por Ley corresponda.

3.- Por actuaciones de los Servicios de Inspección

Art. 25.- Normas de gestión en los Gravámenes Complementarios.-

1.- Las normas generales de gestión en los gravámenes complementarios, aplicables sobre las labores del
tabaco y ciertos carburantes y combustibles petrolíferos, serán las establecidas en la legislación de Impuestos
Especiales y la presente Ordenanza.

2.- En particular, por lo que hace referencia a los Depósitos previstos en el art. 7:

a) La autorización por el Departamento de Aduana e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, requerirá informe previo favorable de la Consejería de Economía y Hacienda.

b)  Serán autorizados en las mismas condiciones que las previstas para éstos, en los Impuestos sobre las
Labores del Tabaco y sobre Hidrocarburos en el ámbito territorial de aplicación de dichos impuestos.

c)  Su control será efectuado por los servicios dependientes del Departamento de Aduanas e Impuestos
Especiales  de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en colaboración con los Servicios Fiscales de la
Ciudad.

d) Sin perjuicio de cuantas otras funciones puedan ser de su competencia, corresponderá a la Ciudad:

- La inscripción censal del establecimiento autorizado como depósito.

- La exigencia de garantía en los términos previstos en la normativa aplicable a los Impuestos Especiales

e)  Para acreditar la exportación desde los depósitos se estará a lo dispuesto en el art.38 de esta Ordenanza,
sin perjuicio de lo establecido en la normativa aplicable a los Impuestos Especiales.

3.- En relación con la obligación de utilizar determinadas marcas fiscales o de reconocimiento con fines fiscales
respecto de Gravamen Complementario sobre las Labores del Tabaco, será de aplicación lo que sigue:

1º.- El Consejo de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Melilla podrá acordar que, con independencia de los
requisitos que hayan de cumplirse en materia técnico-sanitaria y de etiquetado y envasado, los cigarrillos que
circulen, fuera del régimen suspensivo, con un destino dentro del ámbito territorial de sujeción del Gravamen
Complementario, deberán contenerse en envases provistos de una precinta de circulación u otra marca fiscal, en
las condiciones previstas en este apartado.
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2º.- Las precintas son documentos timbrados y numerados sujetos al modelo que apruebe el Consejero de
Economía y Hacienda de la Ciudad Autónoma de Melilla. Se confeccionarán por la Fábrica Nacional de Moneda
y Timbre y deberán incorporarse en el empaque que constituya una unidad de venta para el consumidor de forma
que no puedan ser desprendidas antes de que el mismo haga uso de la labor, situándose por debajo de la envoltura
transparente o translúcida que, en su caso, rodee el empaque.

3º.- El Consejero de Economía y Hacienda de la Ciudad Autónoma de Melilla podrá autorizar que las precintas,
con las garantías necesarias, puedan ser sustituidas por otro tipo de marcas.

4º.- Los fabricantes y titulares de depósitos fiscales formularán los oportunos pedidos de precintas, en escrito
sujeto al modelo que se apruebe por el Consejero de Economía y Hacienda, a los Servicios Fiscales de dicha
Ciudad. Los mencionados Servicios autorizarán, si procede, la entrega de las precintas pedidas, lo que se realizará
bajo recibo, anotando su cantidad y numeración.

5º.- La entrega de las precintas se efectuará conforme a las siguientes normas:

a) Los fabricantes y titulares de depósitos fiscales deberán tener prestada garantía  a  favor  de  la  Ciudad  de
Melilla por los importes que, según  proceda, a continuación se indican:

-  Fabricantes:  El  1 por 1.000  de  las  cuotas tributarias del Gravamen Complementario que resultaría de aplicar
el tipo impositivo vigente a la cantidad  de producción que constituye la media anual de las salidas de fábrica, con
cualquier destino, durante los tres años naturales anteriores.

- Titulares de depósitos fiscales: el 1 por 1.000 de las cuotas tributarias del Gravamen Complementario, que
resultarían  de aplicar  el  tipo impositivo vigente,  a  la  cantidad  de productos que constituye la media anual de
productos entrados en el establecimiento durante los tres años naturales  anteriores.

- En los casos  en que se inicie la actividad los importes arriba mencionados se fijarán en función de las cuotas
anuales estimadas.

b) Dentro  de   cada   mes  natural,  los  Servicios  Fiscales  de  la  Ciudad entregarán, como máximo, un número
de precintas tal que el importe de  las  cuotas teóricas correspondientes a los cigarrillos a que pudieran aplicarse
dichas precintas no sea superior al importe resultante de lo  dispuesto en la letra a) que antecede, multiplicado por
el coeficiente 83,4. Los Servicios Fiscales de la Ciudad, no atenderán peticiones de precintas en cantidad que
supere dicho límite, salvo que se preste una garantía complementaría por el exceso.

c) Las precintas que, siendo susceptibles de ser entregadas conforme a lo dispuesto en la letra b) que antecede,
no hayan sido solicitadas por los interesados, podrán ser entregadas dentro de los meses siguientes del mismo
año natural.

d) A efecto de lo dispuesto en este número se entenderá:

-   Por cuotas teóricas, las que se devengarán a la salida de fábrica o depósito fiscal,  con ultimación del régimen
suspensivo y sin aplicación de exenciones,  de  unos  cigarrillos con un precio de venta al público igual al de la media
de los fabricados o almacenados por el interesado.

- Por precio de venta al público, el máximo fijado para las expendedurías de tabaco y timbre situadas en la
Península o Islas Baleares, incluidos  todos los impuestos.

e) Las garantías complementarias anteriormente aludidas se desafectarán cuando, respecto a una cantidad de
cigarrillos  a que  serían aplicables las  precintas,  cuya  retirada  ampararon  dichas  garantías, se acredite,
alternativamente:

-   El pago de la deuda tributaria correspondiente.

-   Su recepción en otra fábrica o depósito fiscal, donde haya prestada una garantía que cubra las cuotas teóricas
correspondientes a la cantidad de cigarrillos a recibir.
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6º.- En la importación de cigarrillos, la colocación de las precintas se efectuará, con carácter general, en la fábrica
de origen. A tales efectos:

-  Los Servicios Fiscales  de  la Ciudad  proveerán al importador de las  precintas necesarias, previa prestación
de garantía por un importe del   100  por  100  de  las cuotas del Gravamen Complementario sobre las  labores del
Tabaco, que corresponderían a la cantidad de cigarrillos a que pudieran aplicarse.

-  El precio que se utilizará para el cálculo de la garantía será, en relación con la clase de cigarrillos que vayan
a ser importados, el fijado como máximo para su venta al público en expendedurías de tabaco y timbre  situadas
en la Península y Baleares, incluidos todos los Impuestos.

Como excepción a la norma general en el párrafo anterior expresada, el importador podrá solicitar a los Servicios
Fiscales de la Ciudad, que la colocación de las precintas se efectúe en dicha ciudad, una vez llevada a cabo la
importación de los cigarrillos. En estos casos, los mencionados Servicios determinarán, al otorgar la preceptiva
autorización, las condiciones y controles bajo los que habrá de efectuarse la colocación de las precintas.

La importación de cigarrillos con las precintas adheridas, o la devolución de éstas últimas, habrá de efectuarse
en el plazo de seis meses, contados desde la fecha de su entrega. Dicho plazo podrá prorrogarse por un periodo
siempre inferior al que reste de vigencia a la garantía prestada, salvo que se preste nueva garantía. Si, transcurrido
el citado plazo y, en su caso, su prorroga, no se hubiese producido la importación o devolución, se procederá a
la ejecución de las garantías prestadas.

7º.- No obstante lo dispuesto en el número seis anterior, en particular, cuando los cigarrillos sean importados
por un depósito autorizado, para su introducción en una fábrica o depósito fiscal, las precintas podrán ser colocadas
en destino o en origen. En ambos casos, les serán proporcionadas al interesado por los Servicios Fiscales de la
Ciudad, con sujeción a las condiciones generales previstas en los números cuatro y cinco que anteceden.

En los casos a que se refiere el párrafo anterior, cuando las precintas se coloquen en origen, la importación de
los cigarrillos con las precintas adheridas o la devolución de éstas últimas habrá de efectuarse en el plazo de seis
meses, contados desde la fecha de su entrega. Dicho plazo podrá prorrogarse, previa prestación de garantía por
el importe a que se refiere el número seis anterior. Si transcurrido el citado plazo y, en su caso, su prórroga no se
hubiese producido la importación o devolución, se procederá a la ejecución de las garantías prestadas.

8º.- Cuando se trate de cigarrillos cuya importación se efectúe en régimen de viajeros, no será precisa la
colocación de precintas si las cantidades importadas no exceden de 800 unidades, y ello sin perjuicio de la

exigencia del Gravamen Complementario, conforme a las disposiciones, que, a tal efecto, resulten de aplicación.

9º.- Los destinatarios de expediciones de cigarrillos que las reciban sin que todos o parte de los envases lleven
adheridas, las precintas exigidas, deberán comunicar estas circunstancias, inmediatamente, a los Servicios
Fiscales de la Ciudad.

10º.- En las fábricas y depósitos fiscales en los que se efectúe la colocación de las precintas, sus titulares
deberán llevar un libro de cuenta corriente, en el que se refleje el movimiento de dichos documentos.

Art. 26.- Declaración Tributaria.-

1.- Se considerará declaración tributaria, todo documento por el que manifieste o reconozca que se han dado
o producido las circunstancias o elementos de un hecho imponible, entendiéndose también como tal declaración
la simple presentación del documento en que se contenga o constituya el hecho tributario.

2.- En los casos previstos en la Ordenanza, las declaraciones tributarias serán formuladas con escrito personal
del contribuyente.

3.- Al tiempo de presentación se dará a los interesados un recibo acreditativo  para la misma, pudiendo servir
a estos efectos el duplicado de la declaración.
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4.- Al presentar un documento de prueba podrán los interesados acompañarlos de una copia simple, o fotocopia
para que la Administración previo cotejo, devuelva el original, salvo que por ser privado el documento, o por otra causa
legítima se estimara que no debe ser devuelto antes de la resolución definitiva del procedimiento.

Art. 27.- Presentación de la declaración.-

1.- La presentación de la declaración tributaria se efectuará antes de la admisión al despacho, o solicitud de EDI
y será obligación previa a la salida del recinto aduanero, o del Organismo Autónomo de Correos, para las mercancías
introducidas en la Ciudad por este medio.

2.- Para liquidación de expediciones de servicios combinados con destino a varios destinatarios, se podrá
autorizar a los Agentes de Aduana y a las Agencias encargadas del despacho, que dispongan de aval bancario
suficiente, la presentación provisional de relación de carga, en la que figuren cuantos datos estime y precise el
Servicio, con la obligación de aportar las declaraciones y documentación correspondiente en el plazo de 48 horas.

3.- Las declaraciones tributarias se presentarán en los impresos oficialmente establecidos y comprenderán los
siguientes datos.

A) N.I.F. o Código de Identificación Fiscal, así como el nombre del sujeto pasivo y su domicilio.

B) Fecha de llegada de la mercancía y fecha del despacho de Aduana.

C) Procedencia, medio de transporte y nombre del buque, en su caso.

D) Consignación sobre si las mercancías tienen carácter de en firme, tránsito, importación temporal, o cualquier
otro régimen de los que previene el art. 22.

E) Número de bultos, marca, peso, clase de mercancía e importe de la factura.

F) Número de la declaración del manifiesto, código de las mercancías conforme a la nomenclatura arancelaria
y estadística.

G) Con la declaración se presentará la factura original de la Casa suministradora, y cuando lo requiera el Servicio
se aportará el D.U.A. Cuando se importen vehículos usados, se acompañará fotocopia de la ficha técnica.

H) Las declaraciones de mercancías no procedentes del territorio nacional, presentarán conjuntamente la factura
y D.U.A. y copia del conocimiento de embarque.

I) Cuando el valor de las mercancías venga determinado en función del peso, se acompañará el comprobante
de la bascula del Puerto de Melilla, y en defecto de ésta, por la del Puerto de procedencia.

Art. 28.-

La presentación de la declaración ante la Administración, no implica aceptación o reconocimiento de la
procedencia del gravamen.

La Administración puede recabar declaraciones y la ampliación de éstas, así como la subsanación de los
defectos advertidos, en cuanto fuese necesarios para la liquidación del Impuesto y para su comprobación.

El incumplimiento de los deberes a que se refiere el párrafo anterior, está considerado como  infracción y

sancionado como tal.

INVESTIGACIÓN

Art. 29.- Comprobación e investigación.-

1.- La Administración  comprobará e investigará los hechos, actos, situaciones, actividades, explotaciones y
demás circunstancias que integran o condicionan el hecho imponible.
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La investigación se realizará mediante el examen de documentos, libros, ficheros, facturas, justificantes y
asientos de contabilidad, principal o auxiliar del sujeto pasivo: también con la inspección de bienes, elementos,
explotaciones y cualquier otro antecedente de información que sea necesario para la determinación del tributo.

2.- La comprobación podrá alcanzar a todos los actos, elementos y valoraciones consignadas en las
declaraciones tributarias y podrá comprender la estimación de las bases imponibles utilizando los siguientes
medios:

A) Estimación por los valores que figuren en los registros oficiales de carácter oficial.

B) Precios medios en el mercado de la Ciudad.

C) Cotizaciones en mercados nacionales y extranjeros.

D) Tasación pericial contradictoria.

3.- El sujeto pasivo, podrá en todo caso, promover la tasación contradictoria en corrección de los demás
procedimientos de comprobación fiscal de valores señalados en el apartado anterior.

Art. 30.-  Valoraciones en importaciones.-

1.- La determinación de la base imponible quedará delimitada por el valor en Aduana. A este respecto, queda
determinado que la factura de compra en función de la cual se cumplimenta el D.U.A., servirá de elemento de juicio,
pero en ningún caso, como único justificante  del valor, el cual podrá aplicarse bien teniendo en cuenta los precios
oficiales, o en su caso estimando los precios de venta al público, con deducción de los gastos y márgenes de
beneficios, de acuerdo con las disposiciones dictadas por la Dirección General de Aduanas, sobre normas para
la determinación de la base imponible, o bien por los precios fijados en los baremos de precios mínimos o por los
precios fijados a efecto del régimen de devolución del IVA, regímenes especiales de importación.

2.- En el caso de faltas o averías sufridas por la mercancía, se reducirá el valor en la proporción del demérito
sufrido, para lo que se tendrá a la vista preferentemente el certificado de avería expedido por la Intervención del
Territorio Franco, y en su caso la revisión que al efecto efectúe el Servicio.

En los casos de reconocimiento y revisión de mercancías, a requerimiento de los interesados, en sus locales
comerciales, se devengará por este concepto la tarifa siguiente

Por cada hora  o fracción (mínimo 1 hora)  ..........  30 euros

LIQUIDACIÓN DEL IMPUESTO

Art. 31.-

1.- Determinadas las bases impositivas, la gestión continuará mediante la práctica de la liquidación para
determinar la deuda tributaria. Las liquidaciones serán provisionales  o definitivas.

2.- Tendrán la consideración de definitivas:

a) Las practicadas previa investigación administrativa del hecho imponible y comprobación de la base del
gravamen, haya mediado o no liquidación provisional.

b) Las que no hayan sido comprobadas dentro del plazo de prescripción.

3.- Fuera de los casos que se indican en el número anterior, las liquidaciones tendrán el carácter de provisionales,
sean a cuenta, complementarias, cauciónales, parciales o totales.

Art. 32.-

La Administración comprobará, al practicar las liquidaciones, todo acto, elemento y valoración consignados en
las declaraciones tributarias.
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El aumento de la base tributaria sobre el resultante  de las declaraciones, deberá notificarse al sujeto pasivo,
con expresión concreta de los hechos y elementos adicionales que la motiven, conjuntamente con la liquidación
que se practique

Art. 33.-

1.- Las liquidaciones se notificarán a los sujetos pasivos con expresión:

a) De los elementos esenciales de aquella

b) De los medios de impugnación que puedan ser ejercitados, con  indicación de plazos y organismos en que
habrán de ser   interpuestos.

c) Del lugar, plazo y forma en que deben ser satisfecha la deuda    tributarias.

2.- Las notificaciones defectuosas surtirán efectos, según lo previsto en el apartado 3 del  art. 58 de la Ley de
Régimen Jurídico y del Procedimiento Administrativo Común.

Art. 34.- Conciertos.-

La Asamblea podrá establecer conciertos anuales sobre los bienes que estime libremente la Ciudad, que podrán
prorrogarse por la duración que estime pertinente. Dichos conciertos no podrán producir discriminaciones.

No obstante será necesario el informe previo de la Intervención de Fondos, en orden a la cuantía a abonar, y medio
de prueba que el contribuyente ponga  a disposición de la Administración para cada caso concreto.

NORMAS SOBRE LA LIQUIDACIÓN EN LAS IMPORTACIONES

Art. 35.- Tránsitos.-

Las mercancías consignadas en tránsito, deberán ir amparadas de la  documentación exigida por la normativa
Aduanera, para su paso por la Ciudad sin el abono del Impuesto, percibiéndose únicamente tarifas por conducción
del lugar de entrada al de salida del ámbito territorial, a razón de 15  euros por servicio.

La justificación y despacho de mercancías en régimen de tránsito, se hará con la oportuna diligencia de los
servicios de Aduana, según el lugar y salida de dicha mercancía.

Para los casos en que no intervengan Agencias de Aduana que se encarguen del despacho de mercancías, se
efectuará por el importador depósito equivalente al valor del Impuesto.

La salida de la mercancía se hará en el mismo día, salvo causa justificada.

Si como consecuencia de inspección se comprobara que la mercancía no es la comprendida en la guía y
declaración, se procederá a instruir expediente de defraudación para el cobro del Impuesto y la sanción que
correspondiera.

Art. 36.- Envases.-

Los envases de todo tipo, abonarán la misma tarifa que es aplicable a la mercancía que contiene.

Para envases sueltos será de aplicación el tipo de imposición que corresponda al material del que están
fabricado.

Art. 37.- Vehículos del Servicio Público.-

Los vehículos destinados al Servicio Público de Viajeros, satisfarán en principio, el tanto por ciento que  le
corresponda, de acuerdo con la presente  ordenanza.

Transcurrido un año de servicio público, y acreditada la licencia correspondiente,  podrá solicitarse por el titular
de la mísma una minoración de 3 puntos en el tipo soportado.
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Art. 38.- Devolución por Exportación de mercancías.-

Los sujetos pasivos que efectúen envíos o exportaciones con carácter definitivo al territorio peninsular, Islas
Baleares, Ceuta, Canarias o al extranjero, respectivamente, tendrán derecho a la devolución total de las cuotas

pagadas en la importación, respecto de los bienes efectivamente exportados o remitidos fuera del ámbito territorial
de la Ciudad, siempre que se trate de expediciones de carácter comercial, con sujeción a los siguientes requisitos:

A) Para mercancías exportadas por cualquier vía, tanto al resto del territorio nacional, como a los demás países

de la U.E. y terceros países, se exigirá guía de la Aduana de salida, cumplimentada por la Aduana de destino.

B) Se pondrá previamente en conocimiento del Servicio, acompañando factura debidamente detallada de las
mercancías que se exportan, consignando la referencia, el modelo, etc., al objeto de una correcta identificación
de las mismas con la factura y el D.U.A  que ampararon su entrada en la Ciudad, que deberán ser aportadas, así

como el Paking list cuando se estime necesario, en el momento de la solicitud. Cuando se exporte mercancía
procedente de varias importaciones, se unirá a la documentación un anexo en el que se indique a que factura de
entrada corresponden los artículos que salen.

Una vez comprobados los citados documentos, y de conformidad con los mismos, se procederá a registrar la

solicitud, pudiendo en ese momento, a criterio del Servicio, acordarse el cotejo de la mercancía.

En las comprobaciones efectuadas por el Servicio de las mercancías que se exportan, se aplicará el régimen
de infracciones y sanciones regulados por la L.G.T. y disposiciones que la complementan y desarrollan.

C) Para las mercancías que desde "depósito franco" sean enviadas a territorio nacional o extranjero, será
asimismo necesaria la justificación de llegada en los términos descritos en el apartado a), en el plazo de 30 días,
contados a partir de la autorización de los servicios de Aduana, caso contrario se procederá a su liquidación como
si se tratara de mercancías despachadas para consumo en esta Ciudad.

D) Las devoluciones por mercancías reexportadas fuera de la Ciudad, se harán:

1.- Al vendedor que exporta la mercancía, cuyo impuesto abonó a la introducción en la Ciudad.

2.- Al exportador, siempre que acredite el pago del I.P.S.I. a la importación o la producción.

3.- Al vendedor, siempre que el exportador diligencie la factura y le autorice para percibir la devolución.

E) Para poder acogerse a estas devoluciones, la exportación de la mercancía  habrá de realizarse dentro del
plazo de un año, a partir de la fecha de su despacho o matriculación en los vehículos, deberán presentar el D.U.A.
de salida, copia de la solicitud debidamente registrada a  la que se hace referencia en el apartado B), y el justificante
de haber abonado los derechos de importación.

La Ciudad Autónoma percibirá una tasa compensatoria por gastos originados en su tramitación, de 30 euros por
cada una de las importaciones a que se refiere la devolución.

En las exportaciones de mercancías procedentes de depósitos franquiciados, la Ciudad Autónoma percibirá una

tasa compensatoria por gastos originados en su tramitación de 30 euros, por cada una de las importaciones a que
se refiere la devolución, cuando la exportación se realice una vez transcurrido el tiempo indicado por el franquiciado
para el depósito, en el momento de presentar el aval bancario que garantiza el pago.

Art. 39.- Percepción del Impuesto en Mercancías.-

1.- Si por falta de comprobación no puede fijarse con certeza el verdadero valor de la mercancía, el Servicio podrá
optar por retenerla y depositarla, de conformidad con lo previsto en la Ley General Tributaria.

Este depósito no podrá efectuarse cuando la mercancía sea perecedera, quedando a salvo la responsabilidad
de la Ciudad  de los daños que por fuerza mayor puedan incidir sobre la mercancía.
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2.- La subasta o venta en gestión directa de estas mercancías, se efectuará conforme a lo que para el caso
previene el Reglamento de Recaudación.

Art. 40.- Percepción del Impuesto por carburantes que se introduzcan en la Ciudad por vía
subterránea.-

Los distintos carburantes que llegan a la Ciudad, y son introducidos por tuberías desde el puerto a depósito, se
liquidarán por los concesionarios establecidos en la ciudad, por barcos completos de acuerdo con los manifiestos
de los Consignatarios y asignaciones de cargamento a cada uno de ellos, que facilitará seguidamente a la llegada
de cada expedición la Sociedad Petrolífera distribuidora.

Los carburantes destinados al avituallamiento de buques de pasajeros y (o) carga, tributarán al tipo de 0,5%,
pudiendo por los distintos concesionarios, previa justificación de estos suministros, solicitarse la devolución de las
diferencias, entre lo abonado en principio al tipo general del 7% y esta tarifa reducida.

Art. 41.- Percepción de los Gravámenes complementarios aplicables a las labores del tabaco, a los
carburantes y productos petrolíferos.-

Los gravámenes complementarios sobre las labores del tabaco, carburantes y productos petrolíferos, se
autoliquidarán antes del día 20 del mes siguiente a su entrada.

Art. 42.- Almacenaje.-

1.- Aquellas mercancías que por cualquier circunstancia no pueden introducirse en la Ciudad, serán depositadas
en el Almacén del Servicio, previa entrega al interesado del justificante oportuno.

2.- Quedaran almacenadas:

A) Las mercancías cuyos dueños o consignatarios no satisfagan o garanticen los derechos de importación.

B) Las que merezcan dudas en cuanto a su valoración, y no sea admitida la que determine el Servicio, por el
dueño o consignatario, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 39.

C) Aquellas otras que, al ser comprobadas, no concuerden con la factura original en cuanto al contenido de los
bultos y su declaración.

3.- Quedan exceptuadas de su entrada en el Almacén, las mercancías inflamables o peligrosas, las que por su
volumen no permitan almacenaje, así como aquellas mercancías que ajuicio del Servicio, no deban ser
almacenadas.

4.- El plazo para permanecer las mercancías en el almacén será de un mes. Pasados éste, se acordará la venta,
utilizando uno de los procedimientos que se determinan en el art. 39.

5.- El encargado de los almacenes extenderá el justificante del depósito de la mercancía en dos ejemplares,
y el duplicado se entregará como un comprobante del depósito y para que al ser retirado éste, se consigne la
diligencia de la retirada del depósito, con la fecha de la misma y firma de la persona que lo retire, a la par que recoja
el original.

6.- Los bultos que presenten señales dudosas o estén facturados no serán admitidos en el almacén, a reserva
de hacerlo así constar en el Registro de entrada y en el recibo que se facilite al interesado.

7.- El Jefe del Almacén no podrá hacer entrega de mercancías bajo su custodia, sin orden escrita del Jefe del
Servicio, y sin recoger el justificante del depósito.

8.- Los derechos de almacenaje se satisfarán por días y bultos, con arreglo a la siguiente tarifa:

Paquetes y bultos de hasta 25 kilos.......         0,60 euros día

id      id    de  25 hasta 100 kilos.........            1,00     id
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id      id    de más de 100 kilos............            1,20     id

Motocicletas y ciclomotores....................        6,00     id

Automóviles.............................................

Camiones, furgonetas y plataformas hasta 7 mts.  30 euros día

Camiones y plataformas de más de 7 mts....          60     id

Art. 43.- Normas Especiales para liquidación en importaciones, según los puntos de entrada de
Mercancía.-

1.- Vía Marítima:  Los consignatarios de buques presentarán en el Servicio, bajo su firma, a la llegada de cada
barco, copia del sobordo de carga, que deberá comprender:

Nombre del buque, procedencia, fecha de llegada y relación de mercancías amparadas en los diferentes
conocimientos, con expresión de, marcas y matrículas de los camiones y bateas, descripción de las mercancías
con indicación del número de bultos, peso, nombre del cargador, agencia encargada del despacho en esta ciudad,
destinatario final de la mercancía, y cuantos datos sean precisos, a criterio del Servicio para el debido control.

2.- Vía Terrestre: Para las mercancías que lleguen por vía terrestre, se controlará su entrada tanto por los
funcionarios del Servicio, como por los datos que se faciliten por el Servicio de Aduana.

3.- Vía Aérea: Se exigirá a los consignatarios manifiestos de carga con los mismos requisitos exigidos para al
vía  marítima.

4.- Vía Postal: La mercancía introducida en la ciudad a través de la Administración de Correos, vía paquete postal,
postal exprés o cualquier otra  modalidad está sujeta al I.P.S.I., en las mismas condiciones  previstas en la Ley
8/91 y esta Ordenanza, en lo relativo a la gestión, liquidación, recaudación e inspección del Impuesto para todo
tipo de importación.

El Servicio de Correos colaborará con la Ciudad, para evitar el fraude del Impuesto, en aquellos paquetes que
son entregados a domicilio, a tal fin se aplicará lo previsto en el art. 32.3 del Decreto 1.653/64,  art. 113.1. apartado
b) de la Ley General Tributaria, y el resto de la legislación vigente.

RECAUDACIÓN

 Art. 44.- Recaudación en la Importación.-

En las importaciones la recaudación se efectuará:

1.- Con anterioridad al acto administrativo del despacho o la entrada de las mercancías en el territorio de sujeción,
y al tiempo de presentar la correspondiente declaración-liquidación.

En los vehículos, embarcaciones y aeronaves, el abono del impuesto se aplazará al momento de la
matriculación.

2.- No obstante lo dispuesto en el número anterior, se permitirá el pago en los cuarenta y cinco días naturales
siguientes a la fecha de devengo, siempre y cuando el contribuyente deposite a favor de la Administración, aval
bancario en cuantía suficiente a criterio de la Ciudad.

La cuantía del aval se revisará de oficio a primeros de cada año natural, o cuando exista una variación sustancial
en el volumen de importación, a criterio del Servicio.

Art. 45.- Prescripción y devolución por ingresos indebidos.-

El régimen aplicable a estos casos, será el que regula la Ley General Tributaria y disposiciones complemen-
tarias.

BOME EXTRAORDINARIO NÚM. 23 - MELILLA, LUNES 31 DE DICIEMBRE DE 2007 - PAG. 718



Art. 46.- Inspección, infracciones y sanciones.-

La Ciudad Autónoma ejercerá la debida inspección e investigación de los hechos imponibles no declarados a
la Administración, o en aquellos casos en los que se altere su base imponible o la naturaleza de los bienes tanto
importados como producidos, pretendiendo eludir o reducir el Impuesto.

El régimen de infracciones y sanciones será el regulado por la Ley General Tributaria y disposiciones que la
complementan y desarrollan.

DISPOSICIÓN FINAL

Entrada en vigor.-

Esta Ordenanza, aprobada en fecha                entrará en vigor al día siguiente de su publicación definitiva en
el B.O. de la Ciudad Autónoma de Melilla.

A  N  E  X  O    I

TARIFAS AGRUPADAS POR TIPO IMPOSITIVO

- - - - AL O,5% - - - -

-Aceite de soja, cacahuete, oliva y girasol

-Agua natural y mineral.

-Arenas, cantos, gravas y piedras machacadas.

-Artículos y aparatos para fracturas.

-Artículos y aparatos de prótesis.

-Audífonos.

-Azúcar.

-Bengalas y balizas especiales para barcos.

-Carnes y pescados frescos, refrigerados y congelados.

-Cereales

-Crustáceos y moluscos.

-Emisoras de radio para barcos.

-Estimuladores cardiacos.

-Fajas y vendajes médico-quirúrgicos

-Férulas

-Frutas, verduras y hortalizas frescas.

-Gas butano

-Gasas, vendas y apósitos.

-Huevos, aves y ganado.

-Leche envasada, en polvo, bien sean concentradas, evaporadas, pasteurizadas, desnatadas o descremadas,
condensadas y azucaradas.
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-Leche especial para lactantes.

-Legumbres secas y frescas y refrigeradas.

-Lentes de contacto y lentes correctoras para gafas

-Levaduras.

-Libros, periódicos y publicaciones periódicas.

-Mantecas comestibles, mantequillas y margarinas.

-Materias plásticas sin elaborar para construcción de barcos.

-Medicamentos

-Muletas

-Nata.

-Órtesis

-Pan.

-Papel prensa.

-Pastas alimenticias (fideos y similares).

-Productos Dietoterápicos y de Nutrición Enteral, que formen parte de la  prestación farmacéutica de la Seguridad
Social.

-Sal.

-Salvavidas para barcos.

-Sillas de ruedas y vehículos de inválidos.

-Sillas y andadores adaptados para minusválidos

-Tocino salado.

-Yogurt.

- - - - AL 3% - - - -

-Ciclomotores.

- - - - AL 4% - - - -

-Alimentos para animales.

-Café

-Carnes secas, saladas o ahumadas

-Cereales insuflados

-Cervezas de barril.

-Conservas.

-Despojos secos, salados o ahumado.

-Embutidos.
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-Especias.

-Frutos preparados y conservados.

-Frutos secos.

-Harina de carne o pescado.

-Harinas, sémolas y almidón.

-Helados.

-Jugos y extractos vegetales.

-Jugos y zumos de frutas.

-Maíz dulce

-Materias vegetales trenzables (caña, junco, crin...).

-Paja.

-Pescado seco, salado, preparado.

-Preparados a base de cereales.

-Preparados de carne y pescados.

-Quesos.

-Salsas.

-Salvados.

-Semillas.

-Sopas.

-Té

-Tripas secas o preparadas.

-Vinagre.

-Vino en barriles.

- - - - AL 5% - - - -

-Apisonadoras y rodillos apisonadores.

-Cargadoras.

-Carretillas sin dispositivo elevador.

-Excavadoras.

-Instrumentos y aparatos médico quirúrgicos que se especifican en el el Arancel del Anexo II

-Palas mecánicas.

-Remolques y semirremolques para transporte de mercancías

-Tractores.

-Vehículos automóviles exclusivamente para el transporte de mercancías.
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-Vehículos automóviles para usos especiales (camiones, grúas, bomberos, hormigoneras, barredoras).

-Vehículos automóviles para el transporte de 10 personas o  más; conductor incluido.

- - - - AL 7% - - - -

-Abonos.

-Abrasivos.

-Anclas.

-Ánodos de cinz.

-Algodón hidrófilo.

-Alquitrán.

-Aparatos automáticos para regulación y control.

-Artículos de ferretería.

-Ascensores

-Baldosas.

-Bayetas y similares.

-Betunes y cremas para el calzado.

-Bombas para líquidos.

-Calderas, máquinas, artefactos y aparatos mecánicos.

-Calzados y sus componentes.

-Candados.

-Carbones.

-Carburantes.

-Caucho y sus manufacturas, excepto neumáticos y cámaras.

-Cables de acero para la pesca.

-Cerraduras.

-Cocinas a gás.

-Colas y adhesivos.

-Compresas, tampones higiénicos y pañales

-Contadores de gas, agua y electricidad.

-Corcho y sus manufacturas.

-Cubos y artículos de limpieza de plástico.

-Cuerdas.

-Embarcaciones de todas clases.

-Escobas, cepillos y  brochas.
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-Espartería y cestería.

-Extractos.

-Gas.

-Grifería y similares.

-Hélices

-Haladores de red.

-Herrajes.

-Herramientas.

-Hierro y acero, fundición y sus manufacturas.

-Hilos de perlón y nylón para barcos.

-Hormigón.

-Hornos industriales.

-Insecticidas.

-Ladrillos y tejas.

-Lámparas y tubos de incandescencia.

-Lámparas especiales para barcos.

-Lavadoras y secadoras industriales

-Lavavajillas industriales.

-Madera sin elaborar.

-Máquinas de coser.

-Marcos y molduras para puertas y ventanas.

-Material de construcción.

-Material eléctrico.

-Material sanitario (bañeras, duchas, lavabos, fregaderos).

-Materias para la fabricación del papel.

-Materias plásticas sin elaborar.

-Metales diversos, fundición y sus manufacturas.

-Minerales, tierras y piedras.

-Pañales.

-Pieles secas, curtidas sin elaborar, frescas.

-Pinturas y barnices.

-Preparados para lavar.

-Productos de limpieza.
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-Productos químicos orgánicos e inorgánicos.

-Puertas, ventanas y persianas (madera, plástico, metal).

-Raticidas.

-Redes para la pesca.

-Refrigeradores, congeladores, máquinas y aparatos para producir frío (excepto los refrigeradores y congelado-
res domésticos).

-Tableros de madera.

-Tamices, cedazos y cribas.

-Tejidos impregnados para revestimento.

-Tela asfáltica.

-Timones.

-Tinta de imprenta.

-Tubos.

-Vehículos y material para vías férreas.

-Velas y cirios.

-Vidrios planos.

-Yeso, cal y cemento.

- - - -  AL 10% - - - -

-Accesorios de autos y vehículos industriales.

-Aceites esenciales.

-Acondicionadores de aire.

-Acumuladores eléctricos.

-Aguardientes.

-Alarmas.

-Álbumes.

-Alcoholes.

-Alfombras.

-Algodón.

-Aparatos de precisión.

-Aparatos de señalización acústica o visual.

-Aparatos e instrumentos de pesar.

-Aparatos para filtrar y depurar líquidos.

-Aparatos para tratamiento de la información y accesorios.
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-Aparatos reproductores de imagen y sonido y sus componentes

 (TV, vídeos, radio casettes, etc.,).

-Aparatos y artículos fotográficos y cinematográficos,

 incluso sus preparados químicos.

-Armas y municiones.

-Artículos de confitería.

-Artículos de deportes.

-Artículos de joyería.

-Artículos de peluquería.

-Artículos de pirotecnia.

-Artículos de viaje.

-Artículos para cotillón.

-Aspiradores.

-Bastones.

-Bebidas alcohólicas.

-Bicicletas y sus componentes.

-Bisutería.

-Bolsas, sacos.

-Bolsos.

-Bombas de aire y sus componentes.

-Cacao en polvo, azucarado o edulcorado.

-Cajas de caudales.

-Calculadoras, registradoras y similares.

-Calendarios.

-Calentadores y sus accesorios.

-Caramelos incluso para la garganta y para la tos.

-Cartón y sus manufacturas.

-Centrifugadores, secadores.

-Cerillas.

-Cerveza embotellada.

-Cocinas y hornos eléctricos.

-Cochecitos para niños.

-Colchones.
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-Confecciones y complementos para vestir.

-Cortinas.

-Cosméticos

-Cuberterías.

-Chicles.

-Chocolate y sucedáneos.

-Discos y cintas magnéticas.

-Electrodomésticos.

-Encajes y bordados.

-Encendedores.

-Envasadoras, empaquetadoras.

-Espejos.

-Estampas.

-Estanterías.

-Flores naturales y artificiales.

-Gaseosas y bebidas refrescantes.

-Generadores y sus accesorios

-Grupos electrógenos y sus accesorios

-Guarnicionería y tabardería.

-Guatas y fieltros.

-Impresos, libros sin imprimir, folletos.

-Instrumentos musicales y sus accesorios.

-Jabones y artículos de tocador.

-Juguetes.

-Lámparas eléctricas portátiles.

-Lavadoras.

-Lavavajillas.

-Letreros luminosos.

-Licores.

-Mantas.

-Manufacturas de cuero.

-Manufacturas de madera (perchas, etc.,)

-Manufacturas de piedra y cerámica.
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-Manufacturas diversas (marfil, cuero, coral... ).

-Máquinas de afeitar.

-Máquinas de escribir.

-Máquinas recreativas y de venta de productos.

-Marcos y molduras.

-Marquetería.

-Marroquinería.

-Material de escritorio.

-Material de oficina.

-Material de óptica.

-Material médico-quirúrgico y de laboratorio, no comprendido en el grupo 5

-Mercería.

-Mobiliario médico-quirúrgico.

-Motores y sus accesorios.

-Motores, bombas y compresores.

-Muebles.

-Neumáticos y cámaras.

-Objetos de adorno.

-Objetos de arte, colección y antigüedad.

-Objetos de vidrio para el servicio de mesa.

-Papel y hojas de aluminio.

-Papel y sus manufacturas.

-Paraguas.

-Pastelería y galletas

-Peletería.

-Películas fotográficas, cinematográficas y radiográficas.

-Pelucas.

-Perfumería.

-Pianos.

-Pilas, baterías y acumuladores eléctricos.

-Plantas y flores naturales.

-Plásticos manufacturados.

-Prendería usada, trapos.
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-Puertas blindadas.

-Quemadores para la alimentación del hogar.

-Quinqueles.

-Radiadores para calefacción.

-Refrigeradores domésticos.

-Refrigeradores de agua y demás aparatos para calentado y secado y sus accesorios

-Relojería.

-Ropa de cama.

-Rótulos.

-Sacos de fibra o papel.

-Sombrerería y sus componentes.

-Somier.

-Tabaco y artículos de fumador.

-Tejidos e hilados.

-Teléfonos y similares.

-Termómetros

-Termos.

-Tijeras.

-Toldos.

-Vajilla.

-Vehículos automóviles y sus accesorios.

-Ventiladores.

-Vidrieras.

-Vidrio manufacturado.

-Vino embotellado

VALORACIONES PREESTABLECIDAS.

ARTÍCULOS DE CUALQUIER PROCEDENCIA

Ropa usada.........................................     0,78 euro kilo

Desechos textiles y trapos viejos .......      0,78 euro kilo

Calzados usados.................................     0,78 euro kilo

Aceite lubrificante................................     0,78 euro kilo

Neumáticos usados...................... ......     3,00 euros unidad
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Neumáticos recauchutados.................     7,21 euros unidad

Cemento..............................................   51,08 euros Tn.

Tejidos de saldo..................................     1,20 euros kilo

Confecciones de saldo........................     3,00 euros kilo

Calzado de saldo.................................     4,00 euros kilo

Chatarra (electrodomésticos usados)..     0,30 euro kilo

Se fijan como valores mínimos para vehículos, motocicletas y barcos usados, los que el Ministerio de Economía
y Hacienda tenga en cada momento, a efectos de liquidación en el Impuesto de Transmisiones, así como los
correspondientes porcentajes correctores.

ACUERDO DE CARACTER TEMPORAL SOBRE EL TIPO IMPOSITIVO DE DETERMINADOS VEHÍCULOS
TURISMOS NUEVOS.-

Los vehículos automóviles de turismo de cilindrada inferior a 1.600 cm3., si están equipados con motor de
gasolina, o de cilindrada inferior a 2.000 cm3., si están equipados con motor diesel, tendrán un tipo impositivo del
7%.

Este tipo reducido se mantendrá en vigor, mientras se mantenga el tipo 7% por parte del Estado como Impuesto
de Matriculación.
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CONSEJERÍA DE HACIENDA Y PRESUPUESTO

INTERVENCIÓN GENERAL DE LA CIUDAD AUTÓNOMA

52.- ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES.

Artículo 1. Normativa aplicable.

El impuesto sobre bienes inmuebles se regirá:

a-. Por las normas reguladores del mismo, contenidas en el R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales; y por las demás disposiciones legales Y
reglamentarlas que complementen y desarrollen dicha ley.

b-. Por la presente Ordenanza Fiscal

Artículo 2. Hecho imposible.

1. Constituye el hecho imponible del impuesto la titularidad de los siguientes derechos sobre los bienes
inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de características especiales:

a) De una concesión administrativa sobre los propios inmuebles o sobre los servicios públicos a que se hallen
afectos.

b) De un derecho real de superficie.

c) De un derecho real de usufructo.

d) Del derecho de propiedad.

2. La realización del hecho imponible que corresponda, de los definidos en el Artículo 2 por el orden establecido,
determinará la no sujeción del inmueble a las restantes modalidades en el mismo previstas.

3. A los efectos de este impuesto tendrán la consideración de bienes inmuebles rústicos, de bienes inmuebles
urbanos y de bienes inmuebles de características especiales los definidos como tales en las normas reguladoras



del Catastro Inmobiliario(R.D.L. 1/2004, de 5 marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro
Inmobiliario).  El carácter urbano o rústico del inmueble dependerá de la naturaleza del suelo.

4. No están sujetos al impuesto:

a) Las carreteras, los caminos, las demás vías terrestres y los bienes de dominio público marítimo-terrestre e
hidráulico, siempre que sean de aprovechamiento público y gratuito.

b) Los siguientes bienes inmuebles propiedad de esta Ciudad Autónoma:

a. Los de dominio público afectos a uso público.

b. Los de dominio público afectos a un servicio público gestionado directamente por la Ciudad Autónoma.

c. Los bienes patrimoniales excepto cuando se trate de inmuebles cedidos a terceros mediante contraprestación.

Los bienes patrimoniales, exceptuados igualmente los cedidos a terceros mediante contraprestación.

Artículo 3. Sujetos pasivos.

1.Son sujetos pasivos, a título de contribuyentes, las personas naturales y jurídicas y las Entidades a que se
refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que ostenten la titularidad del
derecho que, en cada caso, sea constitutivo del hecho imponible de este impuesto, que sean:

a) Los titulares de una concesión administrativa sobre bienes inmuebles sujetos al IBI, o sobre los servicios
públicos a los cuales estén afectos.

b) Los titulares de los derechos reales de superficie, sobre bienes inmuebles sujetos al IBI.

c) Los titulares de los derechos reales de usufructo, sobre bienes inmuebles sujetos al IBI.

d) Los propietarios de los bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de características
especiales, sujetos al IBI.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será de aplicación sin perjuicio de la facultad del sujeto pasivo de repercutir
la carga tributaría soportada, conforme a las normas de derecho común.

En el supuesto de concurrencia de varios concesionarios sobre un mismo inmueble de características
especiales será sustituto del contribuyente el que deba satisfacer el mayor canon.

3. La Ciudad Autónoma repercutirá la totalidad de la cuota liquida del impuesto en quienes, no reuniendo la
condición de sujetos pasivos del mismo, hagan uso mediante contraprestación de sus bienes demaniales o
patrimoniales.

4. Asimismo, el sustituto del contribuyente podrá repercutir sobre los demás concesionarios la parte de la cuota
líquida que les corresponda en proporción a los cánones que deban satisfacer cada uno de ellos.

Artículo 4. Afección de los bienes al pago del impuesto y supuestos especiales de responsabilidad.

1- En los supuestos de cambio, por cualquier causa, en la titularidad de los derechos que constituyen el hecho
imponible de este impuesto, los bienes inmuebles objeto de dichos derechos quedarán afectos al pago de la
totalidad de la cuota tributarla, en régimen de responsabilidad subsidiaria, en los términos previstos en el artículo
79 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. A estos efectos, los notarios solicitarán información
y advertirán a los comparecientes en los documentos sobre las deudas pendientes por el Impuesto sobre Bienes
Inmuebles asociadas al inmueble que se transmite, sobre el plazo dentro del cual están obligados los interesados
a presentar declaración por el impuesto, cuando tal obligación subsista por no haberse aportado la referencia
catastral del inmueble, conforme al aportado la referencia catastral del inmueble, conforme al apartado 2 del artículo
43 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario y otras normas tributarias, sobre la afección de los bienes
al pago de la cuota tributaria y, asimismo, sobre las responsabilidades en que incurran por la falta de presentación
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de declaraciones, el no efectuarlas en plazo o la presentación falsas, incompletas o inexactas, conforme a lo
previsto en el artículo 70 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario.

2- Responden solidariamente de la cuota de este Impuesto, y en proporción a sus respectivas participaciones,
los copartícipes o cotitulares de las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre,
General Tributaria, si figuran inscritos como tales en el Catastro Inmobiliario. De no figurar inscritos, la
responsabilidad se exigirá por partes iguales en todo caso.

Artículo 5. Exenciones.

1. Exenciones directas de aplicación de oficios:

a) Los que siendo propiedad del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales que estén
directamente afectos a la seguridad ciudadana y a los servicios educativos y penitenciarios, así como los del Estado
afectos a la Defensa Nacional.

b) Los bienes comunales y los montes vecinales en mano común.

c) Los de la Iglesia Católica, en los términos previstos en el Acuerdo entre el Estado Español y la Santa Sede
sobre asuntos económicos, de 3 de enero de 1979, y los de las Asociaciones confesionales no católicas legalmente
reconocidas, en los términos establecidos en los respectivos acuerdos de cooperación suscritos en virtud de lo
dispuesto en el Artículo 16 de la Constitución

d) Los de la Cruz Roja Española

e) Los inmuebles a los que sea de aplicación la exención en virtud de los Convenios Internacionales en vigor y,
a condición de reciprocidad, los de los Gobiernos extranjeros destinados a su representación diplomática, consular,
o a sus organismos oficiales.

f) La superficie de los montes poblados con especies de crecimiento lento reglamentariamente determinadas,
cuyo principal aprovechamiento sea la madera o el corcho, siempre que la densidad del arbolado sea la propia o
normal de la especie de que se trate.

g) Los terrenos ocupados por las líneas de ferrocarriles y los edificios enclavados en los Mismos terrenos, que
estén dedicados a estaciones, almacenes o a cualquier otro servicio indispensable para la explotación de dichas
líneas.  No están exentos, por consiguiente, casas destinadas a viviendas de los empleados, las oficinas de
dirección ni las instalaciones fabriles.

2. Exenciones directas de carácter rogado:

a) Los inmuebles que se destinen a la enseñanza por centros docentes acogidos, total o parcialmente, al régimen
de conciertos educativos, en cuanto a la superficie afectada a la enseñanza concertada. (Artículo 7 Ley 22/1993).

b) Los declarados expresa e individualmente monumento o jardín histórico de interés cultural, mediante Real
Decreto en la forma establecida por el Artículo 9 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, e inscrito en el Registro General
a que se refiere el Artículo 12 como integrantes del Patrimonio Histórico Artístico Español, así como los
comprendidos en las disposiciones adicionales primera, segunda y quinta de dicha Ley.

Siempre que cumplan los siguientes requisitos:

1.) En zonas arqueológicas, los incluidos como objeto de especial protección en el instrumento de planeamiento
urbanístico a que se refiere el Artículo 20 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.

2.) En sitios o conjuntos históricos, los que cuenten con una antigüedad igual o superior a 50 años y estén
incluidos en el catálogo previsto en el Artículo 86 del Registro de Planeamiento Urbanístico como objeto de
protección integral en los términos previstos en el Artículo 21 de la Ley 16/1985, de 25 de junio.

c) La superficie de los montes en que se realicen repoblaciones Forestales o regeneración de masas arboladas
sujetas a proyectos de ordenación o planes técnicos aprobados por la Administración forestal.
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Esta exención tendrá una duración de quince años, contando a partir del periodo impositivo siguiente a aquel
en que se realice su solicitud.

3. Exenciones potestativas:

1. No estarán exentos los bienes de que sean titulares los centros sanitarios de titularidad pública, siempre que
estén afectos al cumplimiento de los fines específicos de los referidos centros.

2. Las exenciones de carácter rogado, sean directas o potestativas, deben ser solicitadas por el sujeto pasivo
del impuesto.

3. Con carácter general, el efecto de la concesión de exenciones empieza a partir del ejercicio siguiente a la
fecha de la solicitud y no puede tener carácter retroactivo.  Sin embargo, cuando el beneficio fiscal se solicita antes
de que la liquidación sea firme, se concederá si en la fecha de devengo del tributo concurren los requisitos exigidos
para su disfrute.

Artículo 6. Base imponible.

1. La base imponible esta constituida por el valor catastral de los bienes inmuebles, que se determinará, notificará
y será susceptible de impugnación, conforme a las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario.

2. Estos valores podrán ser objeto de revisión, modificación o actualización en los casos y de la manera que
la Ley prevé.

Artículo 7. Reducción.

1. La reducción en la base imponible será aplicable a aquellos bienes inmuebles urbanos y rústicos que se
encuentren en algunos de estas dos situaciones:

a) Inmuebles cuyo valor catastral se incremente, como consecuencia de procedimientos de valoración colectiva
de carácter general en virtud de:

1.º La aplicación de la primera ponencia total de valor aprobada con posterioridad al 1 de enero de 1997.

2.º La aplicación de sucesivas ponencias totales de valores que se aprueben una vez trascurrido el periodo de
reducción establecido en el Artículo 68.1 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

b) Cuando se apruebe una Ponencia de valores que haya dado lugar a la aplicación de reducción prevista en el
párrafo a) anterior y cuyo valor catastral se altere, antes de finalizar el plazo de reducción, por alguna de las
siguientes causas

1. Procedimiento de valoración colectiva de carácter general.

2. Procedimiento de valoración colectiva de carácter parcial.

3. Procedimiento simplificado de valoración colectiva.

4. Procedimiento de inscripción mediante declaraciones, comunicaciones, solicitudes, subsanaciones de
discrepancia e inspección catastral.

2. Esta reducción será aplicable de oficio sin necesidad de previa solicitud por los sujetos pasivos del impuesto
y no dará lugar a la compensación establecida en el artículo 9 del texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, con las siguientes normas:

2.1. Se aplicará durante un periodo de nueve años a contar desde la entrada en vigor de los nuevos valores
catastrales, sin perjuicio a lo dispuesto en el Artículo 70 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas
Locales.

2.2. La cuantía será el resultado de aplicar un coeficiente reductor, único para todos los inmuebles afectados
del municipio, a un componente individual de la reducción, calculado para cada inmueble.
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2.3. El coeficiente reductor tendrá el valor de 0.9 el primer año de su aplicación e irá disminuyendo en 0,1
anualmente hasta su desaparición.

2.4. El componente individual de la reducción será, en cada año, la diferencia positiva entre el nuevo valor catastral
que corresponda al inmueble en el primer ejercicio de su vigencia y el valor base.  Dicha diferencia se dividirá por
el último coeficiente reductor aplicado cuando concurran los supuestos del Artículo 67, apartado 1.b) 2.º y b).3.º
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

2.5 En los casos contemplados en el Articulo 67, apartado 1. b) 1º se iniciará el cómputo de un nuevo periodo
de reducción y se extinguirá el derecho a la aplicación del resto de la reducción que viniera aplicando.

2.6 En los casos contemplados en el Artículo 67, 1. b), 2º, 3º y 4º no se iniciarán el cómputo de un nuevo período
de reducción y el coeficiente de reducción aplicado a los inmuebles afectados tomará el valor correspondiente al
resto de los inmuebles del municipio.

3. La reducción no será aplicable al incremento de la base imponible de los inmuebles que resulte de la
actualización de sus valores catastrales por aplicación de los coeficientes establecidos en las Leyes de
Presupuestos Generales del Estado.

4. En ningún caso será aplicable esta reducción a los bienes inmuebles clasificados como de características
especiales.

Artículo 8. Base liquidable.

1. La base liquidable será el resultado de practicar en la base imponible las reducciones que legalmente se
establezca.

2. La base liquidable se notificará conjuntamente con la base imponible en los procedimientos de valoración
colectiva. Dicha notificación incluirá la motivación de la reducción aplicada mediante la indicación del valor base
del inmueble así cono el importe de la reducción y de la base liquidable del primer año del nuevo valor catastral en
este impuesto.

3. El valor base será la base liquidable del ejercicio inmediato anterior a la entrada en vigor del nuevo valor
catastral, salvo las circunstancias señaladas en el Artículo 69 del texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales.

4. En los procedimientos de valoración colectiva la determinación de la base liquidable será competencia de la
Dirección General del Catastro y recurrible ante los Tribunales Económico Administrativos del Estado.

Artículo 9.Tipo de gravamen y cuota.

1.El tipo de gravamen será:

1.1 Bienes Inmuebles de Naturaleza Urbana   1 %.

1.2 Inmuebles de Uso Residencial que se encuentren desocupados con carácter permanente se establece un
recargo del 20 % sobre la cuota líquida.

1.3 Bienes Inmuebles de Naturaleza Rústica   0,8 %.

1.4 Bienes Inmuebles de características especiales 0,6 %.

2. La cuota íntegra de este Impuesto es el resultado de aplicar a la Base Liquidable el tipo de gravamen.

3. La cuota líquida se obtiene minorando la cuota íntegra con el importe de las bonificaciones previstas
legalmente.

Artículo 10. Bonificaciones.
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1. Se concederá una bonificación del 50 % en la cuota íntegra del impuesto, siempre que así se solicite por los
interesados antes del inicio de las obras, los inmuebles que constituyan el objeto de la actividad de las empresas
de urbanización, construcción y promoción inmobiliaria tanto de obra nueva como de rehabilitación equiparable a
ésta, y no figuren entre los bienes de su inmovilizado

El plazo de aplicación de esta bonificación comprenderá desde el período impositivo siguiente a aquel en que
se inicien las obras hasta el posterior a la terminación de las mismas, siempre que durante ese tiempo se realicen
obras de urbanización o construcción efectiva, y sin que, en ningún caso, pueda exceder de tres periodos
impositivos.

Para disfrutar de la mencionada bonificación, los interesados deberán cumplir los siguientes requisitos:

a) Acreditación de la fecha de inicio de las obras de urbanización o construcción de que se trate, la cual se
hará mediante certificado del Técnico-Director competente de las mismas, visado por el Colegio Profesional.

b) Acreditación de que la empresa se dedica a la actividad de urbanización, construcción y promoción
inmobiliaria, la cual se hará mediante la presentación de los estatutos de la sociedad.

e) Acreditación de que el inmueble objeto de la bonificación es de su propiedad y no forma parte del
inmovilizado, que se hará mediante copia de la escritura pública o alta catastral y certificación del Administrador
de la Sociedad, o fotocopia del ultimo balance presentado ante la AEAT, a efectos del Impuesto sobre Sociedades.

d) La solicitud de la bonificación se puede formular desde que se puede acreditar el inicio de obras.

e) Fotocopia del alta o ultimo recibo del Impuesto de Actividades Económicas.

La acreditación de los requisitos anteriores podrá realizarse también mediante cualquier documentación
admitida en derecho.

Si las obras de nueva construcción o de rehabilitación integral afectan a diversos solares, en la solicitud se
detallarán las referencias catastrales de los diferentes solares.

2. Las viviendas de protección oficial y las equiparables a estas según las normas de la Comunidad Autónoma,
disfrutaran de una bonificación del 50 por ciento durante el plazo de tres años, contados desde el año siguiente a
la fecha otorgamiento de la calificación definitiva.

Dicha bonificación se concederá a petición del interesado, la cual podrá efectuarse en cualquier momento
anterior a la terminación de los tres periodos impositivos de duración de la misma y surtirá efectos, en su caso,
desde el periodo impositivo siguiente a aquel en que se solicite.

Para tener derecho a esta bonificación, los interesados deberán aportar la siguiente documentación:

" Escrito de solicitud de la bonificación

" Fotocopia de la alteración (MD 901)

" Fotocopia del certificado de calificación de V.P.O.

" Fotocopia de la escritura o nota simple registrar del inmueble.

Si en la escritura pública no constara la referencia catastral.

"  Fotocopia del recibo IBI año anterior.

2.1. Las viviendas de protección oficial y las equiparables a estas que transcurrido el plazo de tres años señalado
en el punto anterior, contados desde el otorgamiento de la calificación definitiva, disfrutará de una bonificación del
20% por periodo de 3 (TRES)  años.

Para tener derecho a esta bonificación, los interesados deberán aportar:
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" Escrito de solicitud de la bonificación

" Certificado del Ayuntamiento de que la vivienda de la que se solicita el beneficio fiscal es el domicilio habitual
del sujeto pasivo del impuesto.

" Sujeto Pasivo, con ingresos brutos anuales inferiores a 12.000,00€.

3. Tendrán derecho a una bonificación del 95% de la cuota íntegra y, en su caso, del recargo del Impuesto a que
se refiere el artículo 134 de la presente Ley, los bienes rústicos de las Cooperativas Agrarias y de Explotación
comunitaria de la tierra, en los términos establecidos en la Ley 20/1990, de 19 de Diciembre, sobre Régimen Fiscal
de las Cooperativas.

4. Tendrá derecho a una bonificación del 20 por ciento, de la cuota del Impuesto de Bienes Inmuebles, los sujetos
pasivos que ostenten la condición de familia numerosa.

" La bonificación será otorgada por plazo de TRES años.

" Su prorroga, deberá ser solicitada por el contribuyente antes de la finalización de la misma si se tiene
derecho para los ejercicios siguientes.

" Esta finalizará de oficio, en el periodo impositivo siguiente al que se deje de ostentar la condición de familia
numerosa.

Para tener derecho a esta bonificación, los sujetos pasivos deberán cumplir las siguientes condiciones:

" El Valor Catastral dividido por el número de hijos será inferior a 9.000,00€.

" La vivienda tiene que ser el domicilio habitual del sujeto pasivo.

" Sujeto pasivo con ingresos anuales inferiores a 15.000,00€.

El solicitante deberá aportar:

" Solicitud de la bonificación identificando el inmueble.

" Fotocopia del documento que indica la propiedad del inmueble.

" Certificado de familia numerosa.

" Certificado Padrón Municipal.

" Fotocopia hoja declaración IRPF.

5. Las bonificaciones deben ser solicitadas por el sujeto pasivo del imputado.

6. Con carácter general, el efecto de la concesión de bonificación empieza a partir del ejercicio siguiente a la
fecha de la solicitud  y no puede tener carácter retroactivo, no obstante ,cuando el beneficio fiscal se solicita antes
de que la liquidación sea firme, se concederá si en la fecha de devengo del tributo concurren los requisitos exigidos
para su disfrute.

7. Los Bienes Inmuebles que tengan derecho a beneficio fiscal relacionado en los apartados anteriores

- Sólo tendrán derecho al beneficio que se especifique, si no se expresa su compatibilidad.

- Le serán sumados los distintos beneficios a los que tengan derecho en caso de compatibilidad.

Articulo 11.  Período impositivo y devengo del impuesto.

1. El período impositivo es el año natural.

2. El impuesto se devenga el primer día del año.
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3. Las variaciones de orden físico, económico o jurídico, incluyendo modificaciones de titularidad, tendrán
efectividad en el devengo de este impuesto a partir del año siguiente a aquel en que se producen los efectos
catastrales.

Artículo 12. Obligaciones formales de los sujetos activos y pasivos en relación con el impuesto.

1. Según previene el R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora
de las Haciendas Locales, los sujetos pasivos están obligados a presentar las declaraciones y documentación
conducentes a su inscripción en el Catastro Inmobiliario conforme a lo establecido en sus normas reguladoras.

2. Sin perjuicio de sus obligaciones tributarios, no obstante la Ciudad Autónoma en ejercicio de las competencias
que le atribuye la ley mencionada y sin menoscabo de las facultades de la Dirección General del Catastro, se
entenderán realizadas las declaraciones con efectos catastrales del párrafo anterior, cuando las circunstancias o
alteraciones a que se refieran, consten en la correspondiente licencia o autorización municipal.

El procedimiento de comunicación a la Administración Catastral, se efectuará por la propia Ciudad Autónoma
directamente, o por conducto del organismo en quién haya delegado sus competencias al efecto.

Artículo 13.  Normas que rigen el pago e ingreso del impuesto.

1. El periodo de cobro para los valores recibo notificados colectivamente se determinará cada año y se anunciara
públicamente en el Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma y el tablón de anuncios de la Ciudad Autónoma.

Las liquidaciones de ingreso directo deben ser satisfechas en los periodos fijados por la Ley 58/2003, de 17 de
diciembre, General Tributaria, que son:

a) Para las notificadas dentro de la primera quincena del mes, hasta el día 20 del mes natural siguiente.

b) Para las notificadas dentro de la segunda quincena del mes, hasta el día 5 del segundo mes natural siguiente.

2. Transcurridos los periodos de pago voluntario sin que la deuda se haya satisfecho, se iniciará el periodo
ejecutivo, que determinará la exigencia de los intereses de demora y de los recargos del período ejecutivo en los
términos de los artículos 26 y 27 de la Ley General Tributaria , y en su caso de las costas del procedimiento de
apremio.

Artículo 14.  Normas de competencia y gestión del impuesto.

1. La competencia para la gestión y liquidación del impuesto será ejercida directamente por los órganos y por
los procedimientos establecidos en la Ley, sin perjuicio de los convenios u otras fórmulas de colaboración que se
celebren con cualquiera de las Administraciones públicas en los términos previstos en la Ley 7/1.985 de 2 de Abril,
con aplicación de las formas supletorias de lo dispuesto en el Título I de la Ley 30/1.992, de 26 de noviembre.  En
los supuestos de delegación o convenios de colaboración expresados, las atribuciones de los órganos municipales,
se ejercerán por la Administración convenida.

2. Para el procedimiento de gestión y recaudación no señalados en esta Ordenanza, deberá aplicarse lo que
dispone la legislación vigente.

Artículo 15. Normas de Impugnación de los Actos dictados en vía de gestión del impuesto.

1. Los actos dictados por el Catastro en cumplimiento de sus funciones, podrán ser recurridos en vía económico-
administrativa sin que la interposición de la reclamación suspenda su efectividad, salvo que excepcionalmente se
acuerde la suspensión por el Tribunal Económico-Administrativo competente, cuando así lo solicite el interesado
y justifique que su ejecución pudiera causar perjuicio de imposible o difícil reparación.

2. Contra los actos de gestión tributaria, competencia de la Ciudad Autónoma  los interesados pueden formular
recurso de reposición, previo al contencioso-administrativo, el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al
de la notificación expresa o al de la finalización del período de exposición pública de los padrones correspondientes.
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3. Contra los actos de determinación de la base liquidable en los supuestos que corresponda tal función a la
Ciudad Autónoma, se puede interponer recurso de reposición previo al económico-administrativo.

4. La interposición de los recursos de reposición ante la Ciudad Autónoma no suspende la acción administrativa
para el cobro, a menos que dentro del plazo previsto para interponer el recurso, el interesado solicite la suspensión
de la ejecución del acto impugnado y acompañe garantía por el total de la deuda tributaría.

No obstante, en casos excepcionales, la Consejería de Hacienda, Contratación y Patrimonio puede acordar la
suspensión del procedimiento, sin prestación de garantía, cuando el recurrente justifique la imposibilidad de prestar
alguna, o bien demuestre fehacientemente la existencia de errores materiales en la liquidación que se impugna.

5. Contra la denegación del recurso de reposición puede interponerse contencioso-administrativo en los plazos
siguientes:

a) Si la resolución ha sido expresa, en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente al de la notificación
de acuerdo resolutorio del recurso de reposición.

b) Si no hubiera resolución expresa, en el plazo de seis meses contando desde el día siguiente a aquel en el
que hay de entenderse desestimado el recurso de reposición.

Disposición Adicional Primera.

Las modificaciones producidas por Ley de Presupuestos Generales del Estado u otra norma de rango legal que
afecten a cualquier elemento de este impuesto, serán de aplicación automática dentro del ámbito de esta
Ordenanza.

Disposición Adicional Segunda.

En relación con la gestión, liquidación, inspección y recaudación del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, la
competencia para evacuar consultas, resolver reclamaciones e imponer sanciones corresponderá a la Entidad que
ejerza dichas funciones, cuando hayan sido delegadas por la Ciudad Autónoma, de acuerdo con lo establecido en
los Artículos 7, 12 y 13 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales.

Disposición Adicional Tercera

En virtud de lo establecido en el articulo 159.2 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, las cuotas tributarias de este Impuesto serán objeto de
una bonificación del 50%.

Disposición Adicional Cuarta.

Se establece una bonificación del 4% de la cuota a favor de los sujetos pasivos que domicilien este impuesto
en una entidad financiera o anticipe su  pago.

DISPOSICIÓN FINAL.

Esta Ordenanza aprobada por el Pleno de la Asamblea en sesión celebrada en Melilla el día                 de noviembre
del 2.007 entrará en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la Ciudad de Melilla y empezara a regir
el día 1 de enero del 2008 y continuara vigente mientras no se acuerde la modificación o derogación. En caso de
modificación parcial los Artículos no modificados continuaran vigentes.
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CONSEJERÍA DE HACIENDA Y PRESUPUESTO

INTERVENCIÓN GENERAL DE LA CIUDAD AUTÓNOMA

53.- ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONÓMICAS.

Artículo 1. Normativa aplicable.

El Impuesto sobre Actividades Económicas se regirá:

1. Por las normas reguladores del mismo contenidas en el R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y por las demás disposiciones legales y
reglamentarias que complementen y desarrollen dicha Ley.

2. Por las Tarifas e Instrucción del Impuesto, aprobadas por Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de
septiembre, y Real Decreto Legislativo 1259/1991, de 2 de agosto.

3. Por la presente Ordenanza fiscal.

Artículo 2. Naturaleza y hecho imponible.

1. El Impuesto sobre Actividades Económicas en un tributo directo de carácter real cuyo hecho imponible está
constituido por el mero ejercicio dentro de término municipal de actividades empresariales, profesionales o
artísticas, tanto si se ejercen en un local determinado como si no, y se hallen o no especificadas en las tarifas del
impuesto.

2. Se consideran, a los efectos de este impuesto, actividades empresariales las ganaderas cuando tengan
carácter independiente, las mineras, las industriales, las comerciales y las de servicios.  Por lo tanto, no tienen
esta consideración las actividades agrícolas, las ganaderas dependientes, las forestales y las pesqueras, y ninguna
de ellas constituye el hecho imponible del presente impuesto.

3. Se considera que una actividad se ejerce con carácter empresarial, profesional artístico cuando supone la
ordenación por cuenta propia de medios de producción y de recursos humanos o de uno solo de éstos, con objeto
de intervenir en la producción o distribución de bienes y servicios.

4. El contenido de las actividades incluidas dentro del hecho imponible será definido en las tarifas del presente
impuesto.

5. El ejercicio de actividades incluidas dentro del hecho imponible podrá probarse por cualquier medio admisible
en derecho y, en particular, por aquellos recogidos en el artículo 3 del Código de Comercio.

Artículo 3. Supuestos de no sujeción.

No constituye el hecho imponible de este impuesto el ejercicio de las actividades siguientes:

a) La enajenación de bienes integrados en el activo fijo de las empresas que hayan figurado inventariados como
inmovilizado con más de dos años de antelación a la fecha de la transmisión, así como también la venta de bienes
de uso particular y privado del vendedor siempre que hayan sido utilizados durante igual periodo de tiempo.

b) La venta de productos que se reciban en pago de trabajos personales o servicios profesionales.

c) La exposición de artículos con el fin exclusivo de decoración o de adorno del establecimiento. No obstante,
estará sometida al pago del presente impuesto la exposición de artículos para regalar a los clientes.

d) Cuando se trate de venta al por menor, la realización de un solo acto u operación aislada.

Artículo 4. Sujetos pasivos.

Son sujetos pasivos del I.A.E. las personas físicas o jurídicas y las Entidades a que se refiere el artículo 35.4
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria siempre que realicen en territorio nacional cualquiera de
las actividades que originan el hecho imponible.
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Artículo 5. Exenciones.

1. Están exentos del impuesto:

a) El Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades locales, así como sus respectivos Organismos
Autónomos del Estado y las Entidades de Derecho público de análogo carácter de las Comunidades Autónomas
y de las Entidades Locales.

b) Los sujetos pasivos que inicien el ejercicio de su actividad, durante los dos primeros períodos impositivos de
este impuesto en que se desarrolle la misma.

A estos efectos no se considerará que se ha producido el inicio del ejercicio de la actividad cuando la misma
se haya desarrollado anteriormente bajo otra titularidad, circunstancia que se entenderá que concurre, entre otros
supuestos, en los casos de fusión, escisión o aportación de ramas de actividad.

c) Los siguientes sujetos pasivos:

- Las personas físicas.

- Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, las sociedades civiles y las entidades del artículo 35.4
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que tengan un importe neto de la cifra de negocios inferior
a 1.000.000 de euros.

- En cuanto a los contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de No Residentes, la exención solo alcanzará
a los que operen en España mediante establecimiento permanente, siempre que tengan un importe neto de la cifra
de negocios inferior a 1.000.000 de euros en el ejercicio anterior.

A efectos de la aplicación de la exención prevista en esta letra, se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

1º) El importe neto de la cifra de negocios se determinará de acuerdo con lo previsto en el artículo 191 del Texto
Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de
diciembre.

2º) El importe neto de la cifra de negocios será, en el caso de los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades
o de los contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de No Residentes, el del período impositivo cuyo plazo de
presentación de declaraciones por dicho tributos hubiese finalizado el año anterior al de devengo de este impuesto.
En el caso de las sociedades civiles y la entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de
diciembre, General Tributaria, el importe neto de la cifra de negocios será el que corresponda al penúltimo año
anterior al de devengo de este impuesto.  Si dicho período impositivo hubiera tenido una duración inferior al año
natural, el importe neto de la cifra de negocios se elevará al año.

3º) Para el cálculo del importe de la cifra de negocios del sujeto pasivo, se tendrá en cuenta el conjunto de las
actividades económicas ejercidas por el mismo.

No obstante, cuando la entidad forme parte de un grupo de sociedades en el sentido del artículo 42 del Código
de Comercio, el importe neto de la cifra de negocios se referirá al conjunto de entidades pertenecientes a dicho
grupo.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá que los casos del artículo 42 del Código de
Comercio son los recogidos en la sección 1ª del Capítulo I de las normas para formulación de las cuentas anuales
consolidadas, aprobadas por Real Decreto 1815/1991, de 20 de diciembre.

4º) En el supuesto de los contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de No Residentes, se atenderá al importe
neto de la cifra de negocios imputable al conjunto de los establecimientos permanentes situados en territorio
español.

d) Las Entidades gestoras de la Seguridad Social y las Mutualidades de Previsión Social reguladas por la Ley
30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados.
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e) Los organismos públicos de investigación, los establecimientos de enseñanzas en todos sus grados
costeados íntegramente con fondos del Estado, de las Comunidades Autónomas, o de las Entidades locales, o
por Fundaciones declaradas benéficas o de utilidad pública, y los establecimientos de enseñanzas en todos sus
grados que, careciendo de ánimo de lucro, estuvieron en régimen de concierto educativo, incluso si facilitasen a
sus alumnos libros o artículos de escritorio o les prestasen los servicios de media pensión o internado y aunque
por excepción vendan en el mismo establecimiento los productos de los talleres dedicados a dicha enseñanza,
siempre que el importe de dicha venta , sin utilidad para ningún particular o tercera persona, se destine,
exclusivamente, a la adquisición de materias primas o al sostenimiento del establecimiento.

f) Las Asociaciones y Fundaciones de disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales, sin ánimo de lucro, por las
actividades de carácter pedagógico, científico, asistencial y de empleo que para la enseñanza, educación,
rehabilitación y tutela de minusválidos realicen, aunque vendan los productos de los talleres dedicados a dichos
fines, siempre que el importe de dicha venta, sin utilidad para ningún particular o tercera persona, se destine
exclusivamente a la adquisición de materias primas o al sostenimiento del establecimiento.

g) La Cruz Roja Española.

h) Los sujetos pasivos a los que les sea de aplicación la exención en virtud de tratados o Convenios
Internacionales.

2. Los sujetos pasivos a que se refieren las letras a), d), g) y h) del apartado anterior no estarán obligados a
presentar declaración de alta en la matrícula del impuesto.

3. Los beneficios regulados en las letras e) y f) del apartado 1 anterior tendrán carácter rogado y se concederán,
cuando proceda, a instancia de parte.

4. El Ministro de Hacienda establecerá en qué supuestos la aplicación de la exención prevista en la letra c) del
apartado 1 anterior exigirá la presentación de una comunicación dirigida a la Agencia Estatal de Administración
Tributaria en la que se haga constar que cumplen los requisitos establecidos en dicha letra para la aplicación de
la exención. Dicha obligación no se exigirá, en ningún caso, cuando se trate de contribuyentes por el Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas.

Los sujetos pasivos que hayan aplicado la exención prevista en la letra b) del apartado 1 anterior, presentarán
la comunicación, en su caso, el año siguiente al posterior al de inicio de su actividad.

A estos efectos, el Ministro de Hacienda establecerá el contenido, el plazo y la forma de presentación de dicha
comunicación, así como los supuestos en que habrá de presentarse por vía telemática.

En cuanto a las variaciones que puedan afectar la exención prevista en la letra c) del apartado 1 anterior, se estará
a lo previsto en el párrafo tercero del apartado 2 del artículo 90 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

5. Las solicitudes para el reconocimiento de beneficios fiscales se deben presentar junto con la declaración de
alta en el impuesto, en la Entidad que lleve a cabo la gestión censal y deberán estar acompañado de la
documentación acreditativa.  El acuerdo por el cual se accede a la petición fijará el ejercicio desde el cual el beneficio
fiscal se entiende concedido.

6, Las exenciones de carácter rogado que sean solicitadas antes de que la liquidación correspondiente adquiera
firmeza tendrán efectos desde el inicio del período impositivo a que se refiere la solicitud, siempre que en la fecha
del devengo del tributo hayan concurrido los requisitos legalmente exigibles para el disfrute de la exención.

Artículo 6. Cuota tributaria.

1. La cuota tributaria será la resultante de aplicar a las Tarifas del impuesto, incluido el elemento superficie, el
coeficiente de ponderación determinado en función del importe neto de la cifra de negocios del sujeto pasivo y el
coeficiente que pondere la situación física del local donde se realiza la actividad regulados en los artículos 9 y 10
de la presente Ordenanza.
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Artículo 7. Coeficiente de ponderación en función de la cifra de negocios.

De acuerdo con lo que prevé el artículo 86 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, sobre las cuotas municipales fijadas en las Tarifas del
impuesto se aplicará, en todo caso, un coeficiente de ponderación, determinado en función del importe neto de la
cifra de negocios del sujeto pasivo, de acuerdo con el siguiente cuadro:

Importe neto de la cifra de negocios Coeficiente

Desde 1.000.000,00 hasta 5.000.000,00 1,29

Desde 5.000.000,00 hasta 10.000.000,00 1,30

Desde 10.000.000,00 hasta 50.000.000,00 1,32

Desde 50.000.000,00 hasta 100.000.000,00 1,33

Más de 100.000.000,00 1,35

Sin cifra neta de negocio 1,31

A los efectos de la aplicación del coeficiente a que se refiere este artículo, el importe neto de la cifra de negocios
del sujeto pasivo será el correspondiente al conjunto de actividades económicas ejercidas por el mismo y se
determinará de acuerdo con lo previsto en la letra c) del apartado 1 del artículo 6 de la Ordenanza fiscal.

Artículo 8. Coeficiente de situación.

1. A los efectos previstos en el artículo 87 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales,
las vías públicas de este Municipio se clasifican en 9 categorías fiscales. Anexo a esta Ordenanza fiscal figura el
índice de polígonos (Total 24) de las vías públicas con expresión de la categoría fiscal que corresponde a cada una
de ellas.

2. Las vías públicas que no aparezcan señaladas en el índice alfabético antes mencionado serán consideradas
de última categoría, y quedarán en la susodicha clasificación hasta primero de enero del año siguiente a aquel en
que el Pleno de esta Corporación apruebe la categoría fiscal correspondiente y su inclusión en el índice alfabético
de vías públicas.

3. Sobre las cuotas incrementadas por aplicación del coeficiente señalado en el artículo 7 de esta Ordenanza,
y atendiendo la categoría fiscal de la vía pública donde radica físicamente el local en que se realiza la actividad
económica, se establece la tabla de coeficientes siguiente:

CATEGORÍA FISCAL DE LOS POLÍGONOS

COEFICIENTA APLICABLE 1,00 POLÍGONOS 1-2-3-4-5-

COEFICIENTA APLICABLE 1.10 POLÍGONOS 17-18-19-20

COEFICIENTA APLICABLE 1,20 POLÍGONO 9

COEFICIENTA APLICABLE 1,30 POLÍGONO 10

COEFICIENTA APLICABLE 1,40 POLÍGONO 11

COEFICIENTA APLICABLE 1,50 POLÍGONO 8

COEFICIENTA APLICABLE 1,60 POLÍGONO 12-13-22

COEFICIENTA APLICABLE 1,70 POLÍGONO  7-14-16-24

COEFICIENTA APLICABLE 1,80 POLÍGONO 6-15-23
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4. El coeficiente aplicable, a cualquier local viene determinado por el correspondiente a la categoría de la calle
donde tenga señalado el número de policía o donde esté situado el acceso principal.

Artículo 9. Bonificaciones y reducciones.

1. Sobre la cuota del impuesto se aplicará en todo caso la bonificación del 95 % a las Cooperativas, así como
a las Uniones, Federaciones y Confederaciones de las mismas y a las Sociedades Agrarias de Transformación,
en virtud de lo establecido en la Ley 20/1990, de 18 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas.

2. Una bonificación del 50 % de la cuota correspondiente, para quienes inicien el ejercicio de cualquier actividad
profesional, durante los cinco años de actividad siguientes a la conclusión del segundo período impositivo de
desarrollo de la misma. El período de aplicación de la bonificación caducará transcurridos cinco años desde la
finalización de la exención prevista en la letra b) del apartado 1 del artículo 82 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales

3. Una bonificación del 25 % de la cuota correspondiente, para quienes inicien el ejercicio de cualquier actividad
empresarial y tributen por cuota municipal, durante los cinco años siguientes a la conclusión del segundo período
impositivo de desarrollo de la misma.

La aplicación de la bonificación requerirá que la actividad económica no se haya ejercido anteriormente bajo otra
titularidad. Se entenderá que la actividad se ha ejercido anteriormente bajo otra titularidad, entre otros, en los
supuestos de fusión, escisión ó aportación de ramas de actividad.

El período de aplicación de la bonificación caducará transcurridos cinco años desde la finalización de la exención
prevista en la letra b) del apartado 1 del artículo 82 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales

La bonificación se aplicará a la cuota tributaria, integrada por la cuota de tarifa ponderada por el coeficiente
establecido en el artículo 86 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y modificada, en
su caso, por el coeficiente establecido en el artículo 8 de esta Ordenanza. En el supuesto de que resultase aplicable
la bonificación a que alude la letra a) del apartado 1 anterior, la bonificación prevista en esta letra se aplicará a la
cuota resultante de aplicar la bonificación de la citada letra a) del apartado 1.

4. Una bonificación por creación de empleo del 20 % de la cuota correspondiente, para los sujetos pasivos que
tributen por cuota municipal y que hayan incrementado el promedio de su plantilla de trabajadores con contrato
indefinido durante el período impositivo inmediato anterior al de la aplicación de la bonificación, en relación con el
período anterior a aquél.

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones a que se refieren los
apartados 1, 2 y 3 de este artículo.

5. Las bonificaciones a las que se refieren los puntos anteriores alcanzan exclusivamente a la cuota tributaría
integrada por la cuota de Tarifa modificada, por aplicación de los coeficientes previstos en los artículos 6 y 7 de esta
Ordenanza.

La bonificación no afecta al recargo provincial, que recaerá sobre las cuotas mínimas y su tipo será el aprobado
por la Diputación.

6. Los sujetos pasivos que tengan derecho a las bonificaciones reguladas en los apartados anteriores, por
cumplir los requisitos establecidos para su disfrute, aplicarán la bonificación correspondiente en su propia
autoliquidación.

7. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 76.1.9 de la Ley 41/1994, de 30 de diciembre, de Presupuestos
Generales del estado para 1.995, podrán disfrutar de una reducción en la cuota del presente impuesto los sujetos
pasivos titulares de locales afectados por obras en la vía pública. Esta reducción, fijada en relación con la duración
de dichas obras, se reconocerá en función de los porcentajes y condiciones siguientes:
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a) Obras con duración de 3 a 6 meses: 20 %

b) Obras con duración de 6 a 9 meses: 30 %

c) Obras con duración de mas de 9 meses: 40 %

La reducción en la cuota se practicará dentro de la liquidación del año inmediatamente siguiente al inicio las obras
de que se trate, siendo iniciado el procedimiento a  petición del interesado.

8. Asimismo, de conformidad con lo previsto en el artículo 76.1.9 de ].a Ley 41/1994, de 30 de diciembre, cuando
en los locales donde se ejercen actividades clasificadas en la división 6ª a de la sección 1ª de las Tarifas del impuesto
que tributen por cuota municipal, se hagan obras mayores para las que se requiera la obtención de la
correspondiente licencia urbanística y que tengan una duración superior a tres meses, siempre que debido a ellas
los locales permanezcan cerrados, la cuota correspondiente se reducirá en proporción al número de días que el
local esté cerrado.

Esta reducción deberá ser solicitada por el sujeto pasivo y, si procede, una vez concedida, aquél tendrá que
solicitar la correspondiente devolución de ingresos indebidos por el importe de la reducción.

9. Una bonificación del 20 % de la cuota correspondiente para los sujetos pasivos que tributen por cuota municipal
y tengan una renta o rendimiento neto de la actividad económica negativos o inferiores a 1.500.000,00€ .

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las bonificaciones a que se refieren los
puntos anteriores a este apartado.

10. No se aplicarán otras reducciones que las expresamente establecidas en las Tarifas del Impuesto.

Artículo 10.  Período impositivo y devengo.

1. El período impositivo coincide con el año natural, excepto cuándo se trate de declaraciones de alta, en cuyo
caso abarcará desde la fecha de comienzo de la actividad hasta el final del año natural.

2. El impuesto se devenga el primer día del período impositivo y las cuotas serán irreducibles, salvo cuando, en
los casos de declaración de alta, el día de comienzo de la actividad no coincida con el año natural en cuyo supuesto
las cuotas se calcularán proporcionalmente al número de trimestres naturales que restan para finalizar el año,
incluido el del comienzo del ejercicio de la actividad.

Asimismo, y en el caso de baja por cese en el ejercicio de la actividad, las cuotas serán prorrateables por
trimestres naturales, excluido aquél en el que se produzca dicho cese. A tal fin los sujetos pasivos podrán solicitar
la devolución de la parte de la cuota correspondiente a los trimestres naturales en los que no se hubiere ejercido
la actividad,

3. Los sujetos pasivos que figuren dados de alta en alguno de los epígrafes 833.1, 833.2, 965.1, 965.2 y  965.5
de la Sección 1 de las Tarifas del I.A.E., devengarán en el mes de enero de cada año la parte correspondiente a
los metros vendidos o espectáculos celebrados en el ejercicio anterior. En el caso de cese en la actividad, la
declaración complementaria habrá de presentarse junto con la declaración de baja.

Artículo 11. Normas que rigen el régimen de declaración y de ingreso del impuesto.

1. Es competencia municipal la gestión tributaría de este impuesto, que comprende las funciones de concesión
y denegación bonificaciones y exenciones, realización de las liquidaciones conducentes a la determinación de las
deudas tributarías, emisión de los instrumentos de cobro, resolución de los expedientes de devolución de ingresos
indebidos, resolución de los recursos que se interpongan contra dichos actos y actuaciones para la información
y asistencia al contribuyente.

2. En los supuestos de declaraciones de alta por inicio de actividad, el impuesto se exige en régimen de
autoliquidación. El procedimiento de presentación y régimen de ingreso en este caso se regula en el artículo
siguiente.
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3. Las cuotas exigibles en los ejercicios siguientes a aquel en que tuvo lugar el alta se gestionarán por el sistema
de padrón y se satisfarán en el período que para general conocimiento anunciará la Ciudad Autónoma, que no podrá
ser inferior a dos meses naturales.

4. Transcurrido el período de pago voluntario sin que se haya satisfecho la deuda, sé iniciará el período ejecutivo.

5. El inicio del período ejecutivo determinará la exigencia de los intereses de demora y de los recargos del período
ejecutivo en los términos de los artículos 26 y 27 de la Ley General Tributaria , y en su caso de las costas del
procedimiento de apremio.

6. Las cantidades debidas devengan interés de demora desde el día siguiente al de vencimiento del plazo
establecido para su ingreso hasta el día en que tiene lugar tal ingreso.  El interés se aplicará sobre la deuda tributaría,
excluido el recargo de apremio, y se determinará según el tipo de interés vigente a lo largo del período en que se
devenga, fijado conforme a lo que dispone el artículo 26.6.de la  Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Artículo 12. Presentación de autoliquidaciones.

1. A efectos de presentar la autoliquidación a que se refiere el artículo 12.2, se cumplimentará el impreso
aprobado por la Ciudad Autónoma, haciendo constar los elementos tributarios determinantes de la cuota a ingresar.

2. La autoliquidación se podrá presentar por el interesado o su representante en las oficinas municipales donde
se prestará al contribuyente toda la asistencia necesaria para la práctica de sus declaraciones.

3. Cuando la autoliquidación se presente  en el periodo reglamentariamente fijado, que es dentro de los diez días
hábiles inmediatamente anteriores al inicio de la actividad, puede suceder:

a) Que el obligado haga el ingreso de la deuda en el mismo momento de la presentación de la declaración,
o en el plazo fijado en el abonaré que se expedirá. En este supuesto satisfará la deuda sin ningún recargo.

b) Que el obligado no satisfaga la deuda en el período de pago voluntario, referido en el apartado a). En este
supuesto, transcurrida la fecha para pagar sin recargo, fijada en el abonaré, se iniciará el periodo ejecutivo.

4. Cuando la autoliquidación se presente fuera del plazo reglamentariamente fijado, al cual se refiere el punto
3, sin requerimiento previo, puede suceder:

a) Que el obligado haga el ingreso de la deuda, en el momento de presentar la autoliquidación. En este supuesto
se aplicarán los recargos previstos en el artículo 27.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria,
y en su caso, el interés de demora correspondiente.

Dichos recargos son de las cuantías siguientes:

a.1) Cuando la presentación de la autoliquidación se efectúe dentro de los tres, seis o doce meses siguientes
al término del plazo voluntario de presentación e ingreso, se aplicará un recargo del 5, 10 o 15 por 100
respectivamente, con exclusión del interés de demora y de sanciones.

a.2) Cuando la autoliquidación se presente después de doce meses siguientes al término del plazo voluntario
de presentación e ingreso, se aplicará un recargo del 20 por 100 y se liquidarán intereses de demora.

b) Cuando el obligado no efectúe el ingreso al presentar la autoliquidación se iniciará el período ejecutivo en el
momento de presentación de la misma, y se exigirán al deudor los recargos previstos en el apartado a) anterior y
el recargo de apremio.

5. El inicio del período ejecutivo comporta el devengo del recargo de apremio y de los intereses de demora.

Cuando, por haberse presentado la autoliquidación extemporáneamente, se deban aplicar los recargos previstos
en el punto 4, el recargo de apremio se aplicará sobre la suma de la cuota tributaria y recargo de extemporaneidad.

Artículo 13. Declaración de variación.
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1. Las variaciones de los elementos tributarios deberán ser declaradas ante la  Ciudad Autónoma en el plazo
de un mes contado desde el día en que tuvieron lugar practicará, en su caso, las liquidaciones y regularizaciones
de cuota que resulten procedentes.

2. Con carácter general, las oscilaciones en más o menos no superiores al 20 por 100 de los elementos tributarios
no alterarán la cuantía de las cuotas  por las que se venga tributando. Cuando las oscilaciones de referencia fuesen
superiores al porcentaje indicado, las mismas tendrán la consideración de variaciones y deberán ser declaradas
en la forma y plazo fijados en el punto anterior.

3. Cuando uno cualquiera de los elementos tenidos en cuenta para el cálculo de las cuotas experimente una
oscilación superior a los porcentajes señalados en los puntos anteriores, la declaración de variación que ha de
formularse deberá contener la situación de todos los elementos tributarlos en el momento en que se ha producido
la oscilación que se declara.

Artículo 14. Normas de competencia y gestión del impuesto.

1. Por delegación de la Administración Tributaría del Estado, compete a la Ciudad Autónoma, en relación con
las cuotas municipales la formación de la Matrícula del Impuesto, la calificación de las actividades económicas,
el señalamiento de las cuotas correspondientes y, en general, la gestión censal del tributo.

2. Por delegación del Ministerio de Economía y Hacienda, la Ciudad Autónoma ejercerá las funciones de,
inspección del Impuesto sobre Actividades Económicas, que comprenderán la comprobación y la investigación,
la práctica de liquidaciones tributarias que resulten procedentes y la notificación de la inclusión, exclusión o
alteración de los datos contenidos en los censos; todo ello referido exclusivamente a los supuestos de tribulación
por cuota municipal

Artículo 15. Normas de Impugnación de los Actos dictados en vía de gestión del impuesto.

1. Contra los actos de gestión tributaría competencia de la Ciudad Autónoma, los interesados pueden formular
recurso de reposición, previo al contencioso-administrativo, en el plazo de un mes a contar desde el día siguientes
a:

a) La fecha de la notificación expresa, en el caso de liquidaciones de ingreso directo.

b) La finalización del período de exposición pública del padrón, cuando el tributo se exija en tal régimen, por
tratarse de ejercicios siguientes de aquel en que tuvo lugar el alta.

2. La interposición de recursos contra las liquidaciones tributaras no paraliza la acción administrativa de cobro,
excepto que, dentro del plazo previsto para interponerlos, el, interesado solicite la suspensión de la ejecución del
acto impugnado y aporte garantía suficiente.

No obstante, en casos excepcionales, el órgano competente puede acordar la suspensión del procedimiento,
sin presentación de garantía, cuando el recurrente justifique la imposibilidad de presentarla o demuestre
fehacientemente la existencia de errores materiales en la liquidación que se impugna.

3. Contra los actos de gestión censal dictados por la Ciudad Autónoma por delegación del Estado, se podrá
interponer recurso de reposición ante el Presidente de la Ciudad, en el plazo de un mes contado desde el día
siguiente al de notificación del acto, previo a la reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-
Administrativo Regional competente.

4. Contra los actos dictados en ejercicio de las funciones de inspección delegadas por el Estado, cabrán los
mismos recursos determinados en el apartado anterior.

Disposición Adicional Primera.

Las modificaciones producidas por Ley de Presupuesto Generales del Estado u otra norma de rango, legal que
afecten a cualquier elemento de este impuesto, serán de aplicación automática dentro del ámbito de esta
Ordenanza.
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Disposición Adicional Segunda.

En relación con la gestión, liquidación, inspección y recaudación del Impuesto sobre Actividades Económicas,
la competencia para evacuar consultas, resolver reclamaciones e imponer sanciones corresponderá a la Entidad
que ejerza dichas funciones, cuando hayan sido delegadas por el, Ayuntamiento, de acuerdo con lo establecido
en los artículos 7, 12 y 13 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales.

Disposición Adicional Tercera.

En virtud de lo establecido en el articulo 159.2 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, las cuotas tributarias de este Impuesto serán objeto de
una bonificación del 50%.

Disposición Adicional Cuarta.

Se establece una bonificación del 4% de la cuota a favor de los sujetos pasivos que domicilien este impuesto
en una entidad financiera o anticipe su pago.

DISPOSICIÓN FINAL.

Esta Ordenanza aprobada por el Pleno de la Asamblea en sesión celebrada en Melilla a de noviembre del 2.007
entrará en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la Ciudad de Melilla y  empezará a regir el día 1 de
enero de 2.008, continuará vigente mientras se acuerde la modificación o derogación. En caso de modificación
parcial, los artículos no modificados continuarán vigentes.

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y PRESUPUESTO

INTERVENCIÓN GENERAL DE LA CIUDAD AUTÓNOMA

54.- ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL IMPUESTO SOBRE VEHÍCULOS DE TRACCIÓN MECÁNICA

Artículo 1. Normativa aplicable.

El Impuesto sobre Vehículo de Tracción Mecánica. se regirá:

a. Por las normas reguladoras del mismo, contenidas en el R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales; y por las demás disposiciones legales y
reglamentarias que complementen y desarrollen dicha ley.

b. Por la Presente Ordenanza Fiscal.

Artículo 2. Naturaleza y Hecho imponible.

1. El Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica es un tributo directo, que grava la titularidad de los
vehículos de esta naturaleza, aptos para circular por las vías públicas, cualesquiera que sean su clase y categoría.

2. Se considera vehículo apto para la circulación el que hubiera sido matriculado en los Registros públicos
correspondientes y mientras no haya causado baja en los mismos.  A los efectos de este impuesto también se
considerarán aptos los vehículos provistos de permisos temporales y matrícula turística.

3. No están sujetos al impuesto:

a) Los vehículos que habiendo sido dados de baja en los registros por antigüedad de su modelo puedan ser

autorizados para circular excepcionalmente con motivo de exhibiciones, certámenes o carreras limitadas a los de
esta naturaleza.
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b) Los remolques y semirremolques arrastrados por vehículos de tracción mecánica cuya carga útil no sea
superior a 750 Kg

Artículo 3. Sujetos Pasivos

1. Son sujetos pasivos de este impuesto las personas físicas o jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo
35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, a cuyo nombre conste el vehículo en el permiso
de circulación.

Artículo 4. Exenciones.

1. Estarán exentos de este impuesto:

a) Los vehículos oficiales del Estado, Comunidades Autónomas y Entidades Locales adscritos a la defensa
nacional o a la seguridad ciudadana.

b) Los vehículos de representaciones diplomáticas, oficinas consulares, agentes diplomáticos y funcionarios
consulares de carrera acreditados en España, que sean súbditos de los respectivos países, identificados
externamente y a condición de reciprocidad en su extensión y grado.

Asimismo los vehículos de los organismos internacionales con sede u oficina en España, y de sus funcionarios
o miembros con estatuto diplomático.

c) Los vehículos respecto de los cuales así se derive de lo dispuesto en Tratados o Convenios Internacionales.

d) Las ambulancias y demás vehículos directamente destinados a la asistencia sanitaria o al traslado de heridos
o enfermos.

e) Los vehículos para personas de movilidad reducida a que se refiere la letra A del Anexo 11 del Reglamento
General de Vehículos, aprobado por Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre.

Asimismo, están exentos los vehículos matriculados a nombre de minusválidos para su uso exclusivo,
aplicándose la exención, en tanto se mantengan dichas circunstancias, tanto a los vehículos conducidos por
personas con discapacidad como a los destinados a su transporte.

Las exenciones previstas en los dos párrafos anteriores no resultarán aplicables a los sujetos pasivos
beneficiarios de las mismas por más de un vehículo simultáneamente.

A efectos de lo dispuesto en esta letra, se considerarán personas con minusvalía quienes tengan esta condición
legal en grado igual o superior al 33 por 100.

f) Los autobuses, microbuses y demás vehículos destinados o adscritos al servicio de transporte público urbano,
siempre que tengan una capacidad que exceda de nueve plazas, incluida la del conductor.

g) Los tractores, remolques, semirremolques y maquinaria provistos de la Cartilla de Inspección Agrícola.

2. Para poder aplicar las exenciones a que se refieren las letras e), y g) de este artículo, deberán acompañar
la solicitud con los siguientes documentos:

A. En el supuesto de vehículos para personas de movilidad reducida:

- Fotocopia del Permiso de Circulación.

- Fotocopia del Certificado de Características.

- Fotocopia del Carné de Conducir (anverso y reverso)

- Fotocopia de la declaración administrativa de invalidez o disminución física expedida por el Organismo o
autoridad competente.
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B. En el supuesto de los tractores, remolques, semirremolques y maquinaria agrícolas:

- Fotocopia del Permiso de Circulación

- Fotocopia del Certificado de Características.

- Fotocopia de la Cartilla de Inspección Agrícola expedida a nombre del titular del vehículo.

3. Con carácter general, el efecto de la concesión de exenciones empieza a partir del ejercicio siguiente a la
fecha de la solicitud y no puede tener carácter retroactivo. No obstante, cuando el beneficio fiscal se solicita antes
de que la liquidación sea firme, se concederá si en la fecha de devengo del tributo concurren los requisitos exigidos
para su disfrute.

Artículo 5. Tarifas.

1. Las cuotas del cuadro de tarifas del impuesto fijado en el artículo 95.1 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por
el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se incrementará aplicando
sobre las mismas el coeficiente.

A) Turismos 1

B) Autobuses 1

C) Camiones 1

D) Tractores 1

E) Remolques y semirremolques 1

F) Otros vehículos 1

2. Como  consecuencia de lo previsto en el apartado anterior, el cuadro de tarifas vigentes en este Municipio será
el siguiente:

CLASE DE VEHÍCULO POTENCIA CUOTA €

A) Turismos De menos de 8 caballos fiscales 12,62

De 8 hasta 11,99 caballos fiscales 34,08

De 12 hasta 15,99 caballos fiscales 71,94

De 16 hasta 19,99 caballos fiscales 89,61

De 20 caballos fiscales en adelante 112,00

B) Autobuses De menos de 21 plazas 93,30

De 21 a 50 plazas 118,64

De mas de 50 plazas 148,30

C) Camiones De menos de 1.000 kgs de carga útil 42,28

De 1.000 a 2.999 kgs de carga útil 83,30

De más de 2.999 a 9.999 kgs de carga útil 118,64

De más de 9.999 kgs de carga útil 148,30

D) Tractores De menos de 16 caballos fiscales 17,67

De 16 a 25 caballos fiscales 27,77
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De más de 25 caballos fiscales 83,30

E) Remolques y semirremolques De menos de 1.000 y más de 750 kgs de carga útil 17,67

arrastrados por vehículos De 1.000 a 2.999 kgs de carga útil 27,77

de tracción mecánica. De más de 2.999 kgs de carga útil 83,30

F) Otros vehículos Ciclomotores 4,42

Motocicletas hasta 125 cc. 4,42

Motocicletas de más de 125 hasta 250 cc 7,57

Motocicletas de más de 250 hasta 500 cc. 15,15

Motocicletas de más de 500 hasta 1000 cc. 30,29

Motocicletas de más de 1000 cc 60,58

3. Este coeficiente se aplicará incluso en el supuesto que el mencionado cuadro sea modificado por Ley de
Presupuestos Generales del Estado.

4. El concepto de las diversas clases de vehículos y las reglas para la aplicación de las tarifas será el que se
determine con carácter general por la Administración del Estado.

En su defecto, se estará a lo dispuesto en el Código de la Circulación por lo que respecta a los diferentes tipos
de vehículos.

Artículo 6. Bonificaciones.

1. Se establece una bonificación del 100% de la cuota del impuesto a favor de los titulares de vehículos de
carácter histórico, o que tengan una antigüedad superior a veinticinco años.

2. Los titulares de vehículos con derecho a bonificación establecida en el apartado anterior, la fecha de solicitud
de la bonificación será la fecha en que se cumpla la condición constitutiva del presupuesto material de la
bonificación.

Artículo 7. Periodo impositivo y devengo.

1. El período impositivo coincide con el año natural, salvo en el caso de primera adquisición de los vehículos.
En este caso, el período impositivo comenzará el día en que se produzca dicha adquisición.

2. El impuesto se devenga el primer día del período impositivo.

3. En los casos de baja definitiva, o baja temporal por sustracción o robo del vehículo, se prorrateará la cuota
por trimestres naturales  Corresponderá al sujeto pasivo pagar la parte de cuota correspondiente a los trimestres
del año que restan por transcurrir incluido aquel en que se produzca la baja en el Registro de Tráfico.

4. Si cuando la Ciudad Autónoma conoce de la baja aún no se ha elaborado el instrumento cobratorio
correspondiente, se liquidará la cuota prorrateada que debe satisfacerse.

5. Cuando la baja tiene lugar después del ingreso de la cuota anual, el sujeto pasivo podrá solicitar el importe
que, por aplicación del prorrateo previsto en el punto 3, le corresponde percibir.

Artículo 8. Régimen de declaración y liquidación.

1. Los titulares de los vehículos, cuando comuniquen a la Jefatura Provincial de tráfico la reforma de los mismos,
siempre que altere su calificación a efectos de este impuesto, así como también en los casos de transferencia,
de cambio de domicilio que conste en el permiso de circulación del vehículo, o de baja de dichos vehículos, deberán
acreditar previamente, ante la referida Jefatura Provincial, el pago del último recibo presentado al cobro del impuesto
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sin perjuicio de que sea exigible por vía de gestión e inspección el pago de todas las deudas, por dicho concepto,
devengadas, liquidadas, presentadas al cobro y no prescritas.  Se exceptúa de la referida obligación de acreditación
el supuesto de las bajas definitivas de vehículos con quince o mas anos de antigüedad.

2. La gestión, liquidación, inspección, recaudación y la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaría,
corresponde al Ayuntamiento del domicilio que conste en el permiso de circulación del vehículo.

3. Las modificaciones del padrón se fundamentarán en los datos del Registro Público de Tráfico y en a
comunicación de la Jefatura de Tráfico relativa a altas, bajas transferencias y cambios de domicilio. Sin embargo
se podrán incorporar también otras informaciones sobre bajas y cambios de domicilio de las que pueda disponer
la Ciudad Autónoma.

Artículo 9. Ingresos.

1. En caso de primeras adquisiciones de los vehículos, provisto de la declaración liquidación, el interesado podrá
ingresar el importe de la cuota del impuesto resultante de la misma en la oficina municipal gestora, o en una entidad
bancaria colaboradora.

En todo caso, con carácter previo a la matriculación del vehículo, la oficina gestora verificará que el pago se ha
hecho en la cuantía correcta y dejará constancia de la verificación en el impreso de declaración.

2. En el caso de vehículos ya matriculados o declarados aptos para la circulación, el pago de las cuotas anuales
del impuesto se realizará dentro del primer trimestre de cada año, y en el período de cobro que fije la Ciudad
Autónoma, anunciándose por medio de Edictos publicados en el Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma y por los
medios de comunicación local, del modo que se crea más conveniente.  En ningún caso, el período de pago
voluntario será inferior a dos meses.

3. En el supuesto regulado en el apartado anterior, la recaudación de las cucotas correspondientes se realizará
mediante el sistema de padrón anual.

4. El padrón o matricula del impuesto se expondrá al publico por un plazo de quince días hábiles para que los
interesados legítimos puedan examinarlo, y en su caso, formular las reclamaciones oportunas.  La exposición al
público se anunciará en el Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma y producirá los efectos de notificación de la
liquidación a cada uno de los sujetos pasivos.

Disposición Adicional Primera.

Las modificaciones producidas por Ley de Presupuestos Generales del Estado u otra norma de rango legal que
afecten a cualquier elemento de este impuesto, serán de aplicación automática dentro del ámbito de esta
Ordenanza.

Disposición Adicional Segunda.

En relación con la gestión, liquidación, inspección y recaudación del Impuesto sobre Vehículos de Tracción
Mecánica, la competencia para evacuar consultas, resolver reclamaciones e imponer sanciones corresponderá a
la Entidad que ejerza dichas funciones, cuando han sido delegadas por la Ciudad Autónoma, de acuerdo con lo
establecido en los artículos 7, 12 y 13 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Disposición Adicional Tercera.

En virtud de lo establecido en el articulo 159.2 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, las cuotas tributarias de este Impuesto serán objeto de
una bonificación del 50%.

Disposición Adicional Cuarta.
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Se establece una bonificación del 4% de la cuota a favor de los sujetos pasivos que domicilien este impuesto
en una entidad financiera o anticipe su pago.

DISPOSICIÓN FINAL

Esta ordenanza aprobada por el Pleno en sesión celebrada en Melilla a       de noviembre del 2007, entrará en
vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la Ciudad de Melilla y empezará a regir el día 1 de enero del
2008, continuará vigente mientras no se acuerde la modificación o derogación. En caso de modificación parcial,
los artículos no modificados restarán vigentes.

CONSEJERÍA DE HACIENDA Y PRESUPUESTO

INTERVENCIÓN GENERAL DE LA CIUDAD AUTÓNOMA

55.- ORDENANZA FISCAL REGULADORA DEL IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DE VALOR DE LOS
TERRENOS DE NATURALEZA URBANA.

CAPÍTULO I

Artículo 1. Fundamento y naturaleza.

 De conformidad con lo previsto en el artículo 38 de la Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de
Autonomía de Melilla, y al amparo de lo dispuesto en los artículos 59.2), y 104 a 110, ambos inclusive, del R.D.L.
2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales
y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 15 a 19 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se establece y regula, en el ámbito territorial
de la Ciudad Autónoma de Melilla, el Impuesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.

Artículo 2. Hecho imponible.

1. Constituye el hecho Imponible del Impuesto el incremento de valor que experimenten los terrenos de
naturaleza urbana manifestado a consecuencia de la transmisión de la propiedad por cualquier título o de la
constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce limitativo del dominio sobre los referidos terrenos.

2.- El título a que se refiere el apartado anterior podrá consistir en:

a) Negocio jurídico "mortis causa".

b) Declaración formal de herederos "ab intestato".

c) Negocio jurídico "ínter vivos", sea de carácter oneroso o gratuito.

d) Enajenación en subasta pública.

e) Expropiación forzosa.

Artículo 3. Naturaleza urbana.

Tendrán la consideración de terrenos de naturaleza urbana, los que tengan esta calificación en la legislación del
suelo y del catastro inmobiliario.

Artículo 4. Supuestos de no sujeción.

1. No está sujeto a este Impuesto el incremento de valor que experimenten los terrenos que tengan la
consideración de rústicos a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. En consecuencia con ello, está sujeto
el incremento de valor que experimenten los terrenos que deban tener la consideración de urbanos, a efectos de
dicho Impuesto sobre Bienes Inmuebles, con independencia de que estén o no contemplados como tales en el
Catastro o en el Padrón de aquél. A los efectos de este Impuesto, estará asimismo sujeto al mismo el incremento
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de valor que experimenten los terrenos integrados en los bienes inmuebles clasificados como de características
especiales a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

2. No se devengará este Impuesto en las transmisiones de terrenos de naturaleza urbana derivadas de
operaciones a las cuales resulte aplicable el régimen especial de fusiones, escisiones, aportaciones de ramas de
actividad o aportaciones no dinerarias especiales a excepción de los terrenos que se aporten al amparo de lo que
prevé el artículo 108 de la Ley 43/1.995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, cuando no estén
integrados en una rama de actividad.

3. No se devengará el Impuesto con ocasión de las transmisiones de terrenos de naturaleza urbana que se
realicen como consecuencia de las operaciones relativas a los procesos de adscripción a una sociedad anónima
deportiva de nueva creación, siempre que se ajusten a las normas de la Ley 20/1990, de 15 de octubre, del Deporte
y el Real Decreto 1084/1991, de 15 de julio, sobre sociedades anónimas deportivas.

4. No se producirá la sujeción al Impuesto en los supuestos de aportaciones de bienes y derechos realizadas
por los cónyuges a la sociedad conyugal, adjudicaciones que a su favor y en pago de ellas se verifiquen y
transmisiones que se hagan a los cónyuges en pago de sus haberes comunes.

5. Tampoco se producirá la sujeción al Impuesto en los supuestos de transmisiones de bienes inmuebles entre
cónyuges o a favor de los hijos, como consecuencia del cumplimiento de sentencias en los casos de nulidad,
separación o divorcio matrimonial, sea cual sea el régimen económico matrimonial.

6. En la posterior transmisión de los mencionados terrenos se entenderá que el número de años a través de los
cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor no se ha interrumpido por causa de la transmisión de las
operaciones citadas en los apartados anteriores.

CAPÍTULO II

Artículo 5. Exenciones.

Están exentos de este impuesto los incrementos de valor que se manifiesten como consecuencia de:

a) La constitución y transmisión de cualesquiera derechos de servidumbre.

b) Las transmisiones de bienes que, en las condiciones establecidas en el presente artículo, encontrándose
dentro del perímetro delimitado como Conjunto Histórico-Artístico o habiendo sido declarados individualmente de
interés cultural, sus propietarios o titulares de derechos reales acrediten que han realizado a su cargo y costeado
obras de conservación, mejora o rehabilitación en dichos inmuebles a partir de la entrada en vigor de la Ley 50/1998,
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, durante los tres años anteriores a
su transmisión, y cuyo presupuesto de ejecución sea superior al 50% del valor catastral total del inmueble
transmitido.

La inclusión del bien transmitido en el Conjunto Histórico Artístico o la declaración de interés cultural del mismo,
deberá acreditarse mediante certificación del Organismo competente de la Ciudad Autónoma

La realización de las obras deberá acreditarse presentando, junto con el presupuesto de ejecución y la
justificación de su desembolso, la siguiente documentación:

" La licencia municipal de obras u orden de ejecución.

" La carta de pago de la tasa por la licencia de obras que se haya tramitado.

" La certificación de técnico competente acreditativa de la finalización de las obras.

Artículo 6. Exenciones a sujetos pasivos.

Están exentos de este impuesto, asimismo, los incrementos de valor correspondientes cuando la condición de
sujeto pasivo recaiga sobre las siguientes personas o Entidades:
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a) El Estado, las Comunidades Autónomas y las entidades locales, a las que pertenezca el municipio, así como
los Organismos autónomos del Estado y las entidades de Derecho público de análogo carácter de las Comunidades
Autónomas y de dichas entidades locales.

b) La Ciudad Autónoma, así como sus respectivas entidades de Derecho público de análogo carácter a los
Organismos autónomos del Estado.

c) Las instituciones que tengan la calificación de benéficas o de benéfico-docentes.

d) Las entidades gestoras de la Seguridad Social y las Mutualidades de Previsión Social reguladas en la Ley
30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados.

e) Los titulares de concesiones administrativas revertibles respecto a los terrenos afectos a las mismas.

f) La Cruz Roja Española.

g) Las personas o entidades a cuyo favor se haya reconocido la exención en tratados o convenios
internacionales.

CAPÍTULO III

 Artículo 7. Sujetos pasivos.

 1. Tendrán la condición de sujetos pasivos de este impuesto a título de contribuyente:

a) En las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos
del dominio, a título lucrativo, la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere los artículos 35.4 de la Ley
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita
el derecho real de que se trate.

b) En las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos
del dominio, a título oneroso, la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere los artículos 35.4 la Ley 58/
2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que transmita el terreno o que constituya o transmita el derecho real
de que se trate.

2. En los supuestos a que se refiere la letra b) del apartado anterior, tendrá la consideración de sujeto pasivo
sustituto del contribuyente la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere los artículos 35.4 la Ley 58/2003,
de 17 de diciembre, General Tributaria, que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el derecho
real de que se trate, cuando el contribuyente sea una persona física no residente en España.

 CAPÍTULO IV

Art. 8. Base imponible y Base liquidable

1. La base imponible de este Impuesto está constituida por el incremento de valor de los terrenos, puesto de
manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo de un período máximo de veinte años.

A efectos de la determinación de la base imponible, habrá de tenerse en cuenta el valor del terreno en el momento
del devengo, de acuerdo con lo previsto en los apartados 2 y 3 de este artículo y el porcentaje que corresponda en
función de lo previsto en su apartado 4.

2. El valor del terreno en el momento del devengo resultará de lo establecido en las siguientes reglas:

a) En las transmisiones de terrenos, el valor de los mismos en el momento del devengo será el que tengan
determinado en dicho momento a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

No obstante, cuando dicho valor sea consecuencia de una Ponencia de valores que no refleje modificaciones
de planeamiento aprobadas con posterioridad a la aprobación de la citada Ponencia, se podrá liquidar provisional-
mente este Impuesto con arreglo al mismo. En estos casos, en la liquidación definitiva se aplicará el valor de los
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terrenos una vez se haya obtenido conforme a los procedimientos de valoración colectiva parcial o de carácter
simplificado, recogidos en las normas reguladoras del Catastro, referido a la fecha del devengo. Cuando esta fecha
no coincida con la de efectividad de los nuevos valores catastrales, estos se corregirán aplicando los coeficientes
de actualización que correspondan, establecidos al efecto en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.

Cuando el terreno, aún siendo de naturaleza urbana o integrado en un bien inmueble de características
especiales, en el momento del devengo del Impuesto no tenga determinado valor catastral, en dicho momento, la
Ciudad Autónoma podrá practicar la liquidación cuando el referido valor catastral sea determinado, refiriendo dicho
valor al momento del devengo.

 b) En la constitución y transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio, los porcentajes anuales
contenidos en el apartado 4 de este artículo, se aplicarán sobre la parte del valor definido en la letra anterior que
represente, respecto del mismo, el valor de los referidos derechos calculado mediante la aplicación de las normas
fijadas a efectos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, y en particular
de los preceptos siguientes:

USUFRUCTO:

1. Se entiende que el valor del usufructo y derecho de superficie temporal es proporcional al valor del terreno,
a razón del 2% por cada periodo de un año, sin que pueda exceder el 70%.

2. En los usufructos vitalicios se estimará que el valor es igual al 70 por 100 del valor total de los bienes cuando
el usufructuario cuente menos de veinte años, minorando, a medida que aumenta la edad, en la proporción de un
1 por 100 menos por cada año más con el límite mínimo del 10 por 100 del valor total.

3. El usufructo constituido a favor de una persona jurídica si se estableciera por plazo superior a treinta años
o por tiempo indeterminado se considerará fiscalmente como transmisión de plena propiedad sujeta a condición
resolutoria.

USO Y HABITACION:

El valor de los derechos reales de uso y habitación es el que resulta de aplicar el 75% del valor del terreno sobre
el que fue impuesto, de acuerdo con las reglas correspondientes a la valoración de los usufructos temporales o
vitalicios, según los casos.

NUDA PROPIEDAD:

El valor del derecho de la nuda propiedad debe fijarse de acuerdo con la diferencia entre el valor del usufructo,
uso o habitación y el valor total del terreno. En los usufructos vitalicios que, al mismo tiempo, sean temporales,
la nuda propiedad se valorará aplicando, de las reglas anteriores, aquella que le atribuya menos valor.

En el usufructo a que se refieren los puntos 2 y 3, la nuda propiedad debe valorarse según la edad del más joven
de los usufructuarios instituidos.

OTROS DERECHOS REALES:

En la constitución o transmisión de cualesquiera otros derechos reales de goce limitativos del dominio distintos
de los enumerados en párrafos anteriores se considerará como valor de los mismos a los efectos de este impuesto:

" El Capital, precio o valor pactado al constituirlo, si fuese igual o mayor que el resultado de la capitalización
al interés básico del Banco de España de su renta o pensión anual.

" Este último, si aquél fuese menor.

c) En la constitución o transmisión del derecho a elevar una o más plantas sobre un edificio o terreno, o del
derecho de realizar la construcción bajo suelo sin implicar la existencia de un derecho real de superficie, los
porcentajes anuales contenidos en el apartado 4 de este artículo se aplicarán sobre la parte del valor definido en
la letra a) que represente, respecto del mismo, el módulo de proporcionalidad fijado en la escritura de transmisión
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o, en su defecto, el que resulte de establecer la proporción entre la superficie o volumen de las plantas a construir
en vuelo o subsuelo y la total superficie o volumen edificados una vez construidas aquéllas.

d) En los supuestos de expropiaciones forzosas, los porcentajes anuales contenidos en el apartado 4 de este
artículo se aplicarán sobre la parte del justiprecio que corresponda al valor del terreno, salvo que el valor definido
en la letra a) del apartado 2 anterior fuese inferior, en cuyo caso prevalecerá este último sobre el justiprecio.

3. Cuando se modifiquen los valores catastrales como consecuencia de un procedimiento de valoración colectiva
de carácter general, se tomará, como valor del terreno, o de la parte de éste que corresponda según las reglas
contenidas en el apartado anterior, el importe que resulte de aplicar a los nuevos valores catastrales la reducción
del 40 por ciento para cada uno de los cinco primeros años de efectividad de los nuevos valores.

La reducción prevista en este apartado no será de aplicación a los supuestos en los que los valores catastrales
resultantes del procedimiento de valoración colectiva de carácter general sean inferiores a los hasta entonces
vigentes.

El valor catastral reducido en ningún caso podrá ser inferior al valor catastral del terreno antes del procedimiento
de valoración colectiva.

4. Sobre el valor del terreno en el momento del devengo, derivado de lo dispuesto en los apartados 2 y 3 de este
artículo, se aplicará el porcentaje anual de acuerdo con el siguiente cuadro:

a) Periodo de uno hasta cinco años: 2,7

b) Periodo de hasta diez años:             2,6

c) Periodo de hasta quince años: 2,5

d) Periodo de hasta veinte años: 2,4

Para determinar el porcentaje, se aplicarán las reglas siguientes:

Primera: El incremento de valor de cada operación gravada por el Impuesto se determinará con arreglo al
porcentaje anual fijado en la escala de porcentajes establecida en este apartado, para el período que comprenda
el número de años a lo largo de los cuales se haya puesto de manifiesto dicho incremento.

Segunda: El porcentaje a aplicar sobre el valor del terreno en el momento del devengo será el resultante de
multiplicar el porcentaje anual aplicable a cada caso concreto por el número de años a lo largo de los cuales se
haya puesto de manifiesto el incremento del valor.

Tercera: Para determinar el porcentaje anual aplicable a cada operación concreta conforme a la regla Primera
y para determinar el número de años por los que se ha de multiplicar dicho porcentaje anual conforme a la regla
Segunda, sólo se considerarán los años completos que integren el período de puesta de manifiesto del incremento
de valor, sin que a tales efectos puedan considerarse las fracciones de años de dicho período.

5. La Base liquidable resulta de practicar en la base imponible las reducciones establecidas en la ley.

CAPÍTULO V

Cuota tributaria

Sección Primera

Artículo 9. Cuota Tributaria.

La cuota de este impuesto será la resultante de aplicar a la Base liquidable el tipo de gravamen del 29 %.

Devengo

Sección Segunda
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Artículo 10. Devengo.

1. El impuesto se devenga:

a) Cuando se transmita la propiedad del terreno, ya sea a título oneroso o gratuito, entre vivos o por causa de
muerte, en la fecha de la transmisión.

b) Cuando se constituya o transmita cualquier derecho real de goce limitativo del dominio, en la fecha en que
tenga lugar la constitución o transmisión.

2.- A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior se considerará como fecha de la transmisión:

a) En los actos o contratos entre vivos la del otorgamiento de documento público y, cuando se trate de
documentos privados, la de su incorporación o inscripción en un Registro Público o la de su entrega a un funcionario
público por razón de su oficio.

b) En las transmisiones por causa de muerte, la del fallecimiento de causante.

Artículo 11. Devengos en situaciones especiales.

1. Cuando se declare o reconozca judicial o administrativamente por resolución firme haber tenido lugar la
nulidad, rescisión o resolución del acto o contrato determinante de la transmisión del terreno o de la constitución
o transmisión del derecho real de goce sobre el mismo, el sujeto pasivo tendrá derecho a la devolución del impuesto
satisfecho, siempre que dicho acto o contrato no le hubiere producido efectos lucrativos y que reclame la devolución
en el plazo de cinco años desde que la resolución quedó firme, entendiéndose que existe efecto lucrativo cuando
no se justifique que los interesados deban efectuar las recíprocas devoluciones a que se refiere el artículo 1.295
del Código Civil. Aunque el acto o contrato no haya producido efectos lucrativos, si la rescisión o resolución se
declarase por incumplimiento de las obligaciones de sujeto pasivo del impuesto, no habrá lugar a devolución alguna.

2. Si el contrato queda sin efecto por mutuo acuerdo de las partes contratantes no procederá la devolución del
impuesto satisfecho y se considerará como un acto nuevo sujeto a tributación. Con tal mutuo acuerdo se estimará
la avenencia en acto de conciliación y el simple allanamiento a la demanda.

3. En los actos o contratos en que medie alguna condición, su calificación se hará con arreglo a las
prescripciones contenidas en el Código Civil. Si fuese suspensiva no se liquidará el impuesto hasta que ésta se
cumpla.

Si la condición fuese resolutoria se exigirá el impuesto desde luego, a reserva, cuando la condición se cumpla,
de hacer la oportuna devolución según la regla del apartado 1 anterior.

CAPÍTULO VI

Gestión del Impuesto

Sección Primera

Artículo 12. Obligaciones materiales y formales.

1. Los sujetos pasivos vendrán obligados a presentar ante esta Ciudad Autónoma autoliquidación según el
modelo determinado por la misma que contendrá los elementos de la relación tributaria imprescindibles para la
liquidación procedente así como la realización de la misma.

2. Dicha autoliquidación deberá ser presentada en los siguientes plazos, a contar desde la fecha en que se
produzca el devengo del impuesto:

a) Cuando se trate de actos inter-vivos, el plazo será de treinta días hábiles.

b) Cuando se trate de actos por causa de muerte, el plazo será de seis meses prorrogables hasta un año a
solicitud del sujeto pasivo.
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A la autoliquidación se acompañarán documentos en los que consten los actos o contratos que originan la
imposición.

Artículo 13. Efectos de la autoliquidación.

Simultáneamente a la presentación de la autoliquidación a que se refiere el artículo anterior, el sujeto pasivo
ingresará el importe de la cuota del impuesto resultante de la misma. Esta autoliquidación tendrá la consideración
de liquidación provisional en tanto que por la Ciudad Autónoma no se compruebe que la misma se ha efectuado
mediante la aplicación correcta de las normas reguladoras del impuesto y sin que puedan atribuirse valores, bases
o cuotas diferentes de las resultantes de dichas normas.

La Ciudad Autónoma, en el supuesto de que observe una variación manifiesta en la cuantía de la autoliquidación,
podrá no admitir la misma, hasta tanto no se subsane la anomalía.

Articulo 14. Obligados a comunicar el hecho imponible.

Con independencia de lo dispuesto en el apartado primero de artículo 12 están igualmente obligados a comunicar
a la Ciudad Autónoma la realización el hecho imponible en los mismos plazos que los sujetos pasivos:

a) En los supuestos contemplados en la letra a) del artículo 7º de la presente Ordenanza, siempre que se hayan
producido por negocio jurídico entre vivos, el donante o la persona que constituya o transmita el derecho real de
que se trate.

b) En los supuestos contemplados en la letra b) de dicho artículo 7º, el adquirente o la persona a cuyo favor se
constituya o transmita el derecho real de que se trate.

Artículo 15. Obligaciones  de los Notarios.

 Asimismo, los Notarios estarán obligados a remitir a la Ciudad Autónoma, dentro de la primera quincena de cada
trimestre, relación o índice comprensivo de todos los documentos por ellos autorizados en el trimestre anterior, en
los que se contengan hechos, actos o negocios jurídicos que pongan de manifiesto la realización del hecho
imponible de este impuesto, con excepción de los actos de última voluntad. También estarán obligados a remitir,
dentro del mismo plazo, relación de los documentos privados comprensivos de los mismos hechos, actos o
negocios jurídicos, que les hayan sido presentados para conocimiento o legitimación de firmas. Lo prevenido en
este apartado se entiende sin perjuicio del deber general de colaboración establecido en la Ley General Tributaria.

En la relación o índice que remitan los Notarios a la Ciudad Autónoma, éstos deberán hacer constar la referencia
catastral de los bienes inmuebles cuando dicha referencia se corresponda con los que sean objeto de transmisión.

Sección Segunda

Artículo 16. Inspección y recaudación.

La inspección y recaudación del impuesto se realizarán de acuerdo con lo prevenido en la Ordenanza Fiscal
General de la Ciudad Autónoma de Melilla, la Ley General Tributaria y en las demás leyes de Estado reguladoras
de la materia, así como en las disposiciones dictadas para su desarrollo.

Sección Tercera

Artículo 17. Infracciones y sanciones.

El régimen de infracciones y sanciones será el establecido en la Ordenanza Fiscal General de la Ciudad
Autónoma de Melilla y demás normas que resulten de aplicación.

Disposición adicional primera. Bonificación Especial.

De conformidad con el contenido de Artículo 159.2 del R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, la cuota tributaría resultante de aplicar las tarifas
que figuran en la presente Ordenanza será objeto de una bonificación de 50 por 100.
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DISPOSICIÓN FINAL.

La presente Ordenanza Fiscal, aprobada definitivamente por la Asamblea de la Ciudad Autónoma, en sesión
celebrada el día ......de noviembre de 2007, entrará en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial de la Ciudad,
y comenzará a aplicarse a partir de día 1 de enero de 2008, permaneciendo en vigor hasta su modificación o
derogación expresa.
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